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Indice novedades 
legislativas 
Publicadas en el B.O.E. 
hasta el 13 de abril de 1996 

MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA 

/ADMINISTRATIVO 

Resolución 28 febrero 1996 
SECRETARIA DE ESTADO PARA LA AD­
MINISTRACION PUBLICA. 
ENTIDADES LOCALES. Dispone la pu­
blicación del Acuerdo del Consejo de 
Ministros 23 febrero 1996 para la for­
malización, con las entidades que inte­
gran la Administración Local, de los con­
venios previstos en el artículo 38.4 b) de 
la Ley 30/1992, de 26 noviembre (RCL 
1992, 2512, 2775, y RCL 1993, 246), de 
Régimen Jurídico de las Administracio­
nes Públicas y del Procedimiento Admi­
nistrativo común. 
B.O.E. 13 marzo (Núm. 63) 

Real Decreto 1 marzo 1996 Núm. 
405/1996. I 

MINISTERIO PARA ADMINISTRACIO­
NES PUBLICAS. 
INTERVENCION GENERAL DE LA AD­
MINISTRACION DEL ESTADO. Reorga­
nización. 
B.O.E. 19 marzo 1996 (Núm. 68) 

Real Decreto 19 enero 1996 Núm. 
44/1996. , 
MINISTERIO PRESIDENCIA. 
CONSUMO. Medidas para garantizar la 
seguridad general de los productos 
puestos a disposición del consumidor. 
B.O.E. 22 febrero 1996 (Núm. 46) 

Real Decreto 16 febrero 1996 Núm. 
263/1996. I 

MINISTERIO PARA ADMINISTRACIO­
NES PUBLICAS. 
ADMINISTRACION DEL ESTADO-IN­
FORMA TICA. Regula la utilización de 
técnicas electrónicas, informáticas y te­
lemáticas por la Administración Gene­
ral del Estado. 
B.O.E. 29 febrero 1996 (Núm. 52) 

Real Decreto 1 marzo 1996, Núm. 
390/1996. 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA. 
CONTRATOS DE LAS ADMINISTRACIO-
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NES PUBLICAS. Desarrollo parcial de la ~ 
Ley 13/1995, de 18 mayo (RCL 1995, 
1485 y 1648), de Contratos de las Ad­
ministraciones Públicas. 
B.O.E. 21 marzo 1996 (Núm. 70) 

Real Decreto 1 marzo 1996 Núm. 
391/1996. , 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA. 
PROCEDIMIENTO ECONOMICO-AD­
MINISTRATIVO. Reglamento de Proce­
dimiento en las reclamaciones econó­
mico-administrativas. 
B.O.E. 23 marzo 1996 (Núm. 70) 

Real Decreto 1 marzo 1996, Núm. 
397/1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL REGISTRO DE PRESTACIONES 
SOCIALES PUBLICAS. Regulación. 
B.O.E. 2 abril 1996 (Núm. 80). 

/ CIVIL 

Real Decreto 23 febrero 1996, 
núm. 297 /1996. 
MINISTERIO JUSTICIA E INTE­
RIOR. 
ARRENDAMIENTOS URBANOS. Ins­
cripción en el registro de la Pro­
piedad de los Contratos de Arren­
damiento Urbanos. 
B.O.E.14 marzo (Núm. 64) 

Real Decreto 1 marzo 1996, Núm. 
392/1996. 
MINISTERIO OBRAS PUBLICAS 
TRANSPORTES Y MEDIO AMBIENTE. 
REGISTRO ESPECIAL DE BUQUES y 
EMPRESAS NA VIERAS. Autoriza la ins­
cripción de empresas y buques destina­
dos al tráfico de cabotaje de mercancías 
de interés estratégico. 
B.O.E. 15 marzo 1996 (Núm. 65) 

Real Decreto 23 febrero 1996, 
Núm. 316/1996. 
MINISTERIO PRESIDENCIA. 
FUNDACIONES. Reglamento de las 
de competencia estatal. 
B.O.E. 6 marzo 1996 (Núm. 57) 



Real Decreto 2 febrero 1996, Núm. 
155/1996. 
MINISTERIO PRESIDENCIA. 
EXTRANJEROS. Reglamento de ejecu­
ción de la Ley Orgánica 7 /1985, de 1 ju­
lio (RCL 1985, 1591), sobre derechos y 
libertades en España. 
B.O.E. 23 febrero 1996 (Núm. 47) 

Resolución 15 febrero 1996. 
DIRECCION GENERAL REGISTROS 
Y NOTARIADO. 
REGISTROS DE LA PROPIEDAD. 
Informatización del libro diario. 
B.O.E. 24 febrero 1996 (Núm. 49) 

Real Decreto 19 enero 1996, Núm. 
39/1996. 
MINISTERIO JUSTICIA E INTERIOR. 
NACIONALIDAD. Concesión de la es­
pañola a los combatientes de las Briga­
das Internacionales en la guerra civil es­
pañola. 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm . 56) 

Real Decreto 1 marzo 1996, Núm. 
384/1996. 
MINISTERIO JUSTICIA E INTERIOR. 
REGISTRO DE FUNDACIONES. Regla­
mento del Registro de Fundaciones de 
competencia estatal. 
B.O.E. 29 marzo (Núm. 77) 

Real Decreto 2 febrero 1996, Núm. 
155/1996. 
MINISTERIO PRESIDENCIA. 
EXTRANJEROS. Reglamento de ejecu­
ción de la Ley Orgánica 7 /1985, de 1 ju­
lio (RCL 1985, 1591), sobre derechos y 
libertades en España. 
B.O.E. 2 abril 1996 (Núm. 80) 

\ C.A. ANDALUCIA 

Ley 10 enero 1996, Núm. 1/1996. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE ANDA­
LUCIA. 
ANDALUCIA-COMERCIO. Ordenación 
del comercio interior. 
B.O.E. 16 febrero 1996 (Núm. 41) 

\ C.A. BALEARES 

Ley 21 diciembre 1995, Núm. 9/1995. 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD 
AUTONOMA DE LAS ISLAS BALEARES. 
BALEARES-PRESUPUESTOS. Presupues­
tos Generales de la Comunidad Autó­
noma para 1996. 
B.O.E. 20 marzo 1996 (Nzím. 69) 

N O V E D A D E S 

Ley 20 diciembre 1995, Núm. 10/1995. 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD 
AUTONOMA DE LAS ISLAS BALEARES. 
BALEARES-REFORMA TRIBUTARIA, 
FUNCION PUBLICA Y PATRIMONIO 
DE LA COMUNIDAD AUTONOMA. 
Modifica normas reguladoras. 
B.O.E. 20 marzo 1996 (Núm. 69) 

\ C.A. CASTILLA-LA MANCHA \ 

Ley 2 marzo 1995, Núm. 1/1995. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE COMU­
NIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA. 
CASTILLA-LA MANCHA-DEPORTES. 
Normas reguladoras. 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm. 56) 

Ley 2 marzo 1995, Núm. 2/1995. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE COMU­
NIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA. 
CASTILLA-LA MANCHA BEBIDAS AL­
COHOLICAS. Prohibición de venta y 
publicidad de bebidas alcohólicas a me­
nores. 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm. 56) 

Ley 9 marzo 1995, Núm. 3/1995 . 
PRESIDENCIA DE LAJUNTA DE COMU­
NIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA. 
CASTILLA-LA MANCHA CONSUMO. 
Estatuto del Consumidor de Castilla-La 
Mancha. 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm. 56) 

Ley 16 marzo 1995, Núm. 4/1995. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE COMU­
NIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA. 
CASTILLA-LA MANCHA VOLUNTA­
RIADO. Normas reguladoras . 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm. 56) 

Ley 23 marzo 1995, Núm. 5/1995. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE COMU­
NIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA. 
CASTILLA-LA MANCHA SOLIDARI­
DAD. Normas reguladoras. 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm. 56) 

Ley 14 diciembre 1995, Núm. 6/1995. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE COMU­
NIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA. 
CASTILLA-LA MANCHA PRESUPUES­
TOS. Presupuestos Generales de la Co­
munidad Autónoma para 1996. 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm. 56) 

Ley 21diciembre1995, Núm. 7/1995. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE COMU­
NIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA. 
CASTILLA-LA MANCHA ENTIDADES 
LOCALES. Modifica el Título VII de la 
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Ley 3/1991, de 14 marzo (RCL 1991, 
1096), reguladora. 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm. 56) 

Ley 26 diciembre 1995, Núm. 8/1995. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE COMU­
NIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA. 
JUNTA DE COMUNIDADES DE CASTI­
LLA-LA MANCHA. Régimen del Go­
bierno y del Consejo Consultivo. 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm. 56) 

Ley 26 diciembre 1995, Núm. 9/1995. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE COMU­
NIDADES DE CASTILLA-LA MANCHA. 
CASTILLA-LA MANCHA SENADO. Re­
forma la Ley 4/1985, de 26 junio (RCL 
1985, 2111), de designación de Senado­
res en representación de la Comunidad 
Autónoma de Castilla-La Mancha. 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm. 56) 

\ C.A. CASTILLA LEON 

Ley 28 diciembre 1995, Núm. 4/1995. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE CASTI­
LLA Y LEON. 
CASTILLA Y LEON - PRESUPUESTOS: 
Presupuestos generales de la Comuni­
dad Autónoma para 1996. 
B.O.E. 4 marzo 1996 (Núm. 55) 

\ C.A. EXTREMADURA 

Ley 30 enero 1996, Núm. 1/1996. 
PRESIDENCIA DE LA JUNTA DE EX­
TREMADURA. 
EXTREMADURA-PRESUPUESTOS. Pre­
supuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma para 1996. 
B.O.E. 25 marzo 1966 (Núm. 73) 

\ C.A. MADRID 

Ley 22 diciembre 1995, Núm. 20/1995. 
PRESIDENCIA DE LA COMUNIDAD DE 
MADRID. 
COMUNIDAD DE MADRID - PRESU­
PUESTOS. Presupuestos Generales de la 
Comunidad para 1996. 
B.O.E. 6 abril 1996 (Núm. 84) 

\ C.A. NAVARRA 

Ley 11 marzo 1996, Núm. 1/1996. 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NA­
VARRA. 
NAVARRA-MEDIO AMBIENTE. Modifi­
cación del Consejo Navarro de Medio 
Ambiente. 
B.O.E. 5 abril 1996 (Núm. 83) 

Ley foral 14 noviembre 1995, Núm. 
10/1995. 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NA­
VARRA. 
NAVARRA-CONTABILIDAD. Cuentas 
Generales de 1993. 
B.O.E. 10 abril 1996 (Núm. 87) 

Ley foral 29 diciembre 1995, Núm. 
14/1995. 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NA­
VARRA. 

· NAVARRA-MEDIDAS DISCALES. Modi­
ficación de diversos impuestos. 
B.O.E. 10 abril 1996 (Núm. 87) 

Ley foral 29 diciembre 1995, Núm. 
15/1995. 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NA­
VARRA. 
NAVARRA-CONTABILIDAD. Cuentas 
Generales de 1994. 
B.O.E. 10 abril 1996 (Núm. 87) 

Ley foral 11marzo1996, Núm. 2/1996. 
PRESIDENCIA DEL GOBIERNO DE NA­
VARRA 
NAVARRA-CONTABILIDAD. Cuentas 
Generales de 1994. 
B.O.E. 10 abril 1996 (Núm. 87) 

\ C.A. VALENCIA 

Ley 29 diciembre 1995, Núm. 8/1995. 
PRESIDENCIA 'DE LA GENERALIDAD 
VALENCIANA. 
COMUNIDAD V ALENCIANA-ORDE­
NACION ECONOMICA. Medidas fisca­
les, administrativas y de organización 
de la Generalidad. 
B.O.E. 13 marzo 1996 (Núm. 63) 

\ FISCAL Y TRIBUTARIO 

Orden 23 febrero 1996. 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA. 
IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES. Aprue­
ba los modelos de declaración-liquida­
ción del Impuesto sobre Sociedades 
para los ejercicios iniciales entre el 1 de 
enero y el 31 de diciembre de 1995 y de 
pagos fraccionados del ejercicio 1996 y 
dicta instrucciones relativas al procedi­
miento de declaración e ingreso. 
B.O.E. 3 febrero 1996 (Núm. 51) 

Orden 23 febrero 1996. 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA. 
IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADI­
DO. Aprueba el nuevo modelo 349 de 
declaración recapitulativa de operacio­
nes intracomunitarias. 
B.O.E. 28 febrero 1996 (Núm. 51) 

N O V E D A D E S 

Orden 27 febrero 1996. 
MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA. 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS 
PERSONAS FISICAS. Fija los signos, ín­
dices o módulos aplicables en 1995 y 
1996 para determinar el rendimiento 
neto derivado de la transmisión de de­
terminados activos fijos inmateriales. 
B.O.E. 29 febrero 1996 (Núm. 52) 

Sentencia 1 febrero 1996, Núm. 
16/1996. Recurso de inconstitu­
cionalidad 2280/1990. 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL. 
PRESUPUESTOS DEL ESTADO. In­
constitucionalidad y nulidad de 
determinados preceptos y parti­
das presupuestarias de la Ley 
4/1990, de 29 junio (RCL 1990, 
1336 y 1627), de Presupuestos Ge­
nerales del Estado para 1990. 
B.O.E. 4 marzo 1996 (Núm. 55) 

Orden 15 junio 1995. 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y HA­
CIENDA. 
RECAUDACION DE TRIBUTOS. Des­
arrolla el Reglamento General de Re­
caudación (RCL 1991, 6 y 284), en la re­
dacción dada al mismo por el Real 
Decreto 448/1995, de 24 marzo 1995 
(RCL 1995, 988 y 1283), en relación a 
las entidades de depósito que prestan 
servicio de colaboración en la gestión 
recauda to ria. 
B.O.E. 7 marzo 1996 (Núm. 58) 

Resolución 22 febrero 1996. 
DIRECCION GENERAL TRIBUTOS. 
IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADI­
DO. Tributación de los transportes ma­
rítimos y aéreos de los viajeros y sus 
equipajes en 1996. 
B.O.E. 8 marzo 1996 (Núm. 59) 

Real Decreto 23 febrero 1996, Núm. 
298/1996. 
MINISTERIO JUSTICIA E INTERIOR. 
MINISTERIO FISCAL. Plantilla Orgánica. 
B.O.E. 15 marzo 1996 (Núm. 65) 

Orden 12 marzo 1996. 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y HA­
CIENDA. 
IMPUESTO SOBRE EL PATRIMONIO. 
Relación de valores negociados en Bolsa 
y cambio medio correspondiente al 
cuarto trimestre de 1995. 
B.O.E. 26 marzo 1996 (Núm. 74) 

Orden 22 marzo 1996. 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y HA­
CIENDA. 
IMPUESTOS SOBRE LA RENTA DE 
LAS PERSONAS FISICAS Y SOBRE 
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EL PATRIMONIO. Aprueba los mo­
delos de declaración para el ejerci­
cio 1995 y determina el lugar, for­
ma y plazos de presentación de los 
mismos. 
B.O.E. 28 marzo 1996 (Núm. 76) 

\ INTERNACIONAL 

Acuerdo 17 noviembre 1994. 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES. 
PERU. Promoción y protección recípro­
ca de inversiones. 
B.O.E. 6 marzo 1996 (Núm. 59) 

Acuerdo 4 abril 1995. 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES. 
MALASIA. Promoción y protección re­
cíproca de inversiones. 
B.O.E. 6 marzo (Núm. 59) 

Acuerdo 23 diciembre 1994. 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES. 
ARGELIA. Promoción y protección recí­
proca de inversiones . 
B.O.E. 6 marzo (Núm. 59) 

Canje de notas 18 enero 1996. 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES. 
ESTADOS UNIDOS DE AMERICA. Re­
trocesión a España de la Estación Me­
teorológica y Sismológica de Sonseca. 
B.O.E. 6 marzo (Núm. 59) 

Protocolo 28 agosto 1952, al que se ad­
hirió España por instrumento 26 julio 
1995. 
JEFA TURA DEL ESTADO. 
ORGANIZACION DEL TRATADO DEL 
ATLANTICO NORTE (OTAN). Estatuto 
de los Cuarteles Generales militares In­
ternacionales establecidos en cumpli­
miento del Tratado del Atlántico Norte 
(RCL 1982, 1337 y ApNDL 13547). 
B.O.E. 9 marzo (Núm. 60) 

Circular 27 febrero 1996, Núm. 1/1996. 
BANCO DE ESPAÑA. 
ENTIDADES DE CREDITO. Modifica la 
Circular 8/1990, de 7 septiembre (RCL 
1990, 1994), sobre transparencia de las 
operaciones y protección de la clien­
tela. 
B.O.E. 13 marzo 1996 (Núm. 63) 

Convenio 25 enero 1995. 
MINISTERIO ASUNTOS EXTERIORES. 
RUMANIA. Cooperación cultural y 
educativa. 
B.O.E. 25 marzo 1996 (Núm. 65) 

Anuncio 19 febrero 1996. 
SECRETARIA GENERAL TECNICA MI­
NISTERIO ASUNTOS EXTERIORES ALI-



N O V E D A D E S 

MENTOS. Enmiendas anexos 1 y 2 del 
Acuerdo 1septiembre1970 (RCL 1976, 
2174 y ApNDL 24825 bis), sobre trans­
porte internacional de mercancías pere­

cederas. 

Resolución 1 febrero 1996. 
INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO. 
EMPLEO. Modifca la Resolución 5 di­
ciembre 1995 (RCL 19951 3405 y RCL 
19961 48 7) que especifica las condicio­
nes del INEM en relación con las accio­
nes contempladas en las letras c), d)1 e)1 
f) e i) de la letra B) del art. 5 de la Orden 
10 octubre 1995 (RCL 19951 28331 2963 
y 3040)1 que regula los Planes de servi­
cios integrados para el Empleo y los 
convenios con las entidades asociadas a 
dichos servicios . 

nes de Servicios Integrados para el Em­
pleo y los convenios con las entidades 
asociadas de dichos Servicios. 

B.O.E. 6 marzo 1996 (Núm. 57) 

Resolución 25 enero 1996. 
SECRETARIA GENERAL TECNICA MI­
NISTERIO ASUNTOS EXTERIORES. 
TRATADOS INTERNACIONALES. Ac­
tuaciones de terceros Estados en rela­
ción con los de que España es parte. 
B.O.E. 21 febrero 1996 (Núm. 45) 

Convenio 11 abril 1994, ratificado por 
instrumento 17 noviembre 1995, y 
acuerdo administrativo 12 mayo 1995. 
JEFATURA DEL ESTADO. 
RUSIA. Seguridad Social. 
B.O.E. 24 febrero 1996 (Núm. 48) 

\LABORAL 

Resolución 13 febrero 1996. 
DIRECCION GENERAL INSTITUTO 
NACIONAL DE EMPLEO. 
EMPLEO. Aplicación y desarrollo de la 
Orden 10 octubre 1995 (RCL 1995, 
2833, 29631 3040 y 3149), que regula en 
desarrollo del tít. II del Real Decreto 
735/1995, de 5 de mayo (RCL 19951 
1380), sobre agencias de colocación sin 
fines lucrativos y los servicios integrados 
para el empleo, los Planes de Servicios 
Integrados para el Empleo y los conve­
nios con las entidades asociativas de los 
servicios integrados para el empleo. 
B.O.E. 7 marzo 1996 (Núm. 58) 

Resolución 23 febrero 1996. 
DIRECCION GENERAL DE ORDENA­
CION JURIDICA Y ENTIDADES COLA­
BORADORAS DE SEGURIDAD SOCIAL. 
SEGURIDAD SOCIAL-SEGUROS PRI­
VADOS. Instrucciones en orden a la 
aplicación de las previsiones en materia 
de Seguridad Social1 contenidas en la 
disp. adic. 15 y disp. transit. 5.ª 3 de la 
Ley 30719951 de 8 de noviembre (RCL 
19951 3046), de ordenación y supervi­
sión de los seguros privados. 
B.O.E. 7 marzo 1996 (Núm. 58) 

Instrucción 26 febrero 1996. 
SECRETARIA DE ESTADO PARA LA AD­
MINISTRACION PUBLICA. 
SEGURIDAD E HIGIENE EN EL TRABA­
JO-ADMINISTRACION DEL ESTADO. 
Aplicación de la Ley 31/19951 de 8 no­
viembre (RCL 19951 3053)1 de Preven­
ción de Riesgos Laborales1 en la Admi­
nistración del Estado. 
B.O.E. 8 marzo 1996 (Núm. 59) 

B.O.E. 20 febrero 1996 (Núm. 44) 

Real Decreto 22 diciembre 1995, Núm. 
2064/1995. 

B.O.E. 15 marzo 1996 (Núm. 65) 

Resolución 1 marzo 1996. 
DIRECCION GENERAL TESORERIA GE­
NERAL DE SEGURIDAD SOCIAL. 
SEGURIDAD SOCIAL. Reserva y deter­
minación de funciones en materia de 
gestión recaudatoria. 
B.O.E. 18 marzo 1996 (Núm. 67) 

Real Decreto 19 enero 19961 Núm. 
42/1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. 
COOPERATIVAS DE TRABAJO ASO-
CIADO. Amplía la protección por des­
empleo a los socios trabajadores en si­
tuación de cese temporal o reducción 
temporal de jornada. 
B.O.E. 17 febrero 1996 (Núm. 42) 

Real Decreto 19 enero 19961 Núm. 

43/1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. 
EMPLEO. Aprueba el Reglamento de los 
procedimientos de regulación de em­
pleo y de actuación administrativa en 
materia de traslados colectivos. 
B.O.E. 20 febrero 1996 (Núm. 44) 

Real Decreto 5febrero1996, Núm. 
148/1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURI-
DAD SOCIAL. 
SEGURIDAD SOCIAL. Procedi­
miento especial para el reintegro 
de las prestaciones de la Seguri­
dad Social indebidamente perci-
bidas. 
B.O.E. 20 febrero 1996 (Núm. 44) 

Resolución 1febrero1996. 
INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO. 
EMPLEO. Modifica la Resolución 5 di­
ciembre 1995 (RCL 19951 3405, y RCL 
1996, 487), que especifica las condicio­
nes del INEM en relación con las accio­
nes contempladas en las letras c)1 d), e), 
f) e i) de la letra B) del artículo 5 de la 
Orden 10 octubre 1995 (RCL 1995, 
2833, 2963 y 3040), que regula los Pla-
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MINISTERIO TRABAJO Y SEGURIDAD 

SOCIAL. 
SEGURIDAD SOCIAL. Reglamento Ge-
neral sobre Cotización y Liquidación de 
otros Derechos de la Seguridad Social. 
B.O.E. 22 febrero 1996 (Núm. 46) 

Resolución 8 febrero 1996. 
SECRETARIA GENERAL SEGURIDAD 
SOCIAL. 
MUTUAS DE ACCIDENTES DE TRABA-
JO Y ENFERMEDADES PROFESIONA­
LES DE LA SEGURIDAD SOCIAL. Esta­
blece el modelo de «documento de 
adhesión» para la formalización con és­
tas de la cobertura del subsidio de inca­
pacidad temporal derivada de contin­
gencias comunes en el Régimen 
Especial de Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos y de los trabajado­
res por Cuenta Propia incluidos en el 
Régimen Especial Agrario de la Seguri­
dad Social. 
B.O.E. 22 febrero 1996 (Núm. 46) 

Orden 21 febrero 1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. 
NOTARIADO-SEGURIDAD SOCIAL. In-
tegración en el Régimen General de la 
Seguridad Social del personal que vinie­
re percibiendo la acción protectora a 
través de la Mutualidad de Empleados 
de Notarías. 
B.O.E. 24 febrero 1996 (Núm. 48) 

Real Decreto 26 enero 1996, Núm. 
84/1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURI-
DAD SOCIAL. 
SEGURIDAD SOCIAL. Reglamento 
General sobre inscripción de Em­
presas y Afiliación, Altas, Bajas y 
variaciones de datos de Trabaja­
dores en la Seguridad Social. 
B.O.E. 27 febrero 1996 (Núm. SO) 

Orden 22 febrero 1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURIDAD 

SOCIAL. 
SEGURIDAD SOCIAL. Aplicación y de-
sarrollo del Reglamento General de la 
Gestión Financiera aprobado por el 
Real Decreto 1391/1995, de 4 agosto 
(RCL 19951 2332) . 
B.O.E. 29 febrero 1996 (Núm. 52) 

Real Decreto 15 enero 19961 Núm. 
2/1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. 
SEGURIDAD SOCIAL. Revalorización 
de pensiones para 1996. 
B.O.E. 29 febrero 1996 (Núm. 52) 

Orden 22 febrero 1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. 
SEGURIDAD SOCIAL. Desarrolla el Re­
glamento General de Recaudación de 
los Recursos del Sistema aprobado por 
el Real Decreto 1637/199 5 1 de 6 octubre 
(RCL 1995, 2891, 3179 y RCL 19961 
502) 
B.O.E. 29 febrero 1996 (Núm. 52) 

Real Decreto 19 enero 1996, Núm. 
43/1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. 
EMPLEO. Aprueba el Reglamento de los 
procedimientos de regulación de em­
pleo y de actuación administrativa en 
materia de traslados colectivos. 
B.O.E. 1 abril 1996 (Núm. 79) 

Real Decreto 1 marzo 1996, Núm. 
396/1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURI­
DAD SOCIAL. 
SEGURIDAD SOCIAL. Reglamento 
sobre procedimiento para la im­
posición de sanciones por infrac­
ciones en el orden social y para la 
extensión de actas de liquidación 
de cuotas de la Seguridad Social. 
B.O.E. 2 abril 1996 (Núm. 80) 

Real Decreto 121 abril 1996, Núm. 
605/1996. 
MINISTERIO TRABAJO Y SEGURIDAD 
SOCIAL. 
EMPLEO RURAL. Plan para 1996. 
B.O.E. 13 abril 1996 (Núm. 90) 

1 MERCANTIL 

Resolución 26 febrero 1996. 
DIRECCION GENERAL REGISTROS Y 
NOTARIADO. 
REGISTRO MERCANTIL. Coordinación 
con el Registro de Asociaciones deporti­
vas. 
B.O.E. 7 marzo 1996 (Núm. 58) 

N O V E D A D E S 

Resolución 26 febrero 1996. 
DIRECCION GENERAL INFRAESTRUC­
TURAS DEPORTIVAS Y SERVICIOS. 
REGISTRO DE ASOCIACIONES DE­
PORTIVAS. Coordinación con el Regis­
tro Mercantil Central. 
B.O.E. 7 marzo 1996 (Núm. 58) 

Ley 15 enero 1996, Núm. 7 /1996. 
JEFATURA DEL ESTADO. 
COMERCIO. Ordenación del comercio 
minorista. 
B.O.E. 17 febrero 1996 (Núm. 42) 

Circular 30 enero 1996, Núm. /1996. 
BANCO DE ESPAÑA. 
ENTIDADES DE CREDITO. Modifica la 
Circular 4/19911 de 14 junio (RCL 19911 
1682), sobre normas de contabilidad y 
modelos de estados financieros. 
B.O.E. 19 febrero 1996 (Núm. 43) 

Resolución 19 febrero 1996. 
DIRECCION GENERAL TESORO Y PO­
LITICA FINANCIERA. 
MERCADO HIPOTECARIO. Índices de 
referencia oficiales para los préstamos 
hipotecarios a tipo variable destinados 
a la adquisición de vivienda. 
B.O.E. 23 febrero 1996 (Núm. 47) 

Circular 6 abril 1995, Núm. 1/1995. 
FISCALIA GENERAL DEL ESTADO. 
SUSPENSION DE PAGOS. Intervención 
del Ministerio Fiscal. 
B.O.E. 1 febrero 1996 (Núm. 78) - B. Inf 
M. 0 Justicia. 

Circular 27 marzo 19961 Núm. 1/1996. 
COMISION NACIONAL DEL MERCA­
DO DE VALORES. 
MERCADO DE VALORES. Normas de 
actuación, transparencia e identifica­
ción de los clientes en las operaciones. 
B.O.E. 9 abril 1996 (Núm. 86) 

! PENAL 

Real Decreto 1 marzo 1996, Núm. 
385/1996. 
MINISTERIO JUSTICIA E INTERIOR. 
JURADO. Régimen retributivo de in­
demnizaciones del desempeño de las 
funciones del jurado. 
B.O.E. 14 marzo 1996 (Núm. 64) 
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Real Decreto 9 febrero 1996, Núm. 
190/1996. 
MINISTERIO JUSTICIA E INTERIOR. 
PRISIONES. Reglamento Penitenciario. 
B.O.E. 15 febrero 1996 (Núm. 40) 

Ley Orgánica 23 noviembre 1995, 
Núm. 10/1995. 
JEFATURA DEL ESTADO. 
CODIGO PENAL. Texto. 
B.O.E. 2 marzo 1996 (Núm. 54) 

Convenio Europeo 28 mayo 1970, 
Núm. 70, ratificado por instru­
mento 9 agosto 1996. 
JEFATURA DE ESTADO. 
ENJUICIAMIENTO CRIMINAL. Va­
lidez internacional de sentencias 
penales. 
B.O.E. 39 marzo 1996 (Núm. 78) 

Circular 22 noviembre 1995, Núm. 
2/1995 . 
FISCALIA GENERAL DEL ESTADO. 
PRISION PREVENTIVA. Nuevo régimen 
procesal. 
BB especial de marzo. B. Inf. M.º Justi­
cia. 

Circular 27 diciembre 1995, Núm. 
3/1995 . 
FISCALIA GENERAL DEL ESTADO. 
JURADO. Criterios de actuación del Mi­
nisterio Fiscal en el proceso ante el Tri­
bunal del Jurado. 
BB especial de marzo. B. Inf. M.º Justi­
cia. 

Circular 29 diciembre 1995, Núm. 
4/1995. 
FISCALIA GENERAL DEL ESTADO. 
JURADO. Actuaciones en el Juzgado de 
Instrucción durante el proceso ante el 
Tribunal del Jurado. 
BB especial de marzo. B. Inf. M. 0 Justi­
cia. 

Instrucción 29 diciembre 19951 Núm. 
1/1995. 
FISCALIA GENERAL DEL ESTADO. 
MINISTERIO FISCAL. Atribuciones y 
competencias de los fiscales especiales 
antidroga en los diferentes territorios. 
BB especial de marzo. B. Inf. M. 0 Justi­
cia. 



Subvenciones 
Publicadas en el B.O.E. hasta 
el 13 de abril de 1996 

Resolución 5 diciembre 1995 
INSTITUTO NACIONAL DE EMPLEO 
EMPLEO. Especifica las condiciones 
del INEM en relación con las acciones 
contempladas en las letras c), d) e), f) e 
i) de la letra B) del artículo 5 de la Orden 
de 10 octubre 1995 (RCL 1995, 2833, 
2963 y 3040), que regula los Planes de 
Servicios Integrados para el Empleo y 
los convenios con las entidades asocia­
das de dichos servicios. 
B.O.E. 13 febrero 1996 (Núm. 38) 

Real Decreto 9 febrero 1996, Núm. 
206/1996 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION 
AGRICULTURA-COMUNIDAD EU­
ROPEA. Régimen de ayudas para el fo­
mento de la diversificación de la activi­
dad económica y la creación de empleo 
en el medio rural. 
B.O.E. 13 febrero 1996 (Núm. 38) 

Orden 1 marzo 1996 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURI­
DAD SOCIAL 
CENTRALES SINDICALES. Bases re­
guladoras de concesión de subvencio­
nes dispuestas en la Ley 41/1994, de 30 
Diciembre (RCL 1994, 3569 y RCL 
1995, 467), de presupuestos Generales 
del Estado para 1995, prorrogados para 
1996, para la realización de actividades 
de carácter formativo y otras, dentro de 
los fines propios de las centrales sindi­
cales. 
B.O.E. 7 marzo 1996 (Núm. 58) 

Orden 29 febrero 1996 
MINISTERIO INDUSTRIA Y ENERGIA 
CARBON MINERAL. Ayudas destina­
das a la cobertura de los costes financie­
ros de los «Stocks» de carbón que se pro­
duzcan en las centrales térmicas que 
excedan de los definidos como estraté­
gicos. 
B.O.E. 7 marzo 1996 (Núm. 58) 

Orden 1 marzo 1996 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION 
AGRICULTURA-COMUNIDAD EU­
ROPEA. Normas para cofinanciar los 
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programas comarcales de innovación 
rural acogidos a la iniciativa comunita­
ria LEAD ER II. 
B.O.E. 7 marzo 1996 (Núm. 58) 

Orden 1 marzo 1996 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION 
COOPERATIVAS DEL CAMPO Y SO­
CIEDADES AGRARIAS DE TRANS­
FORMACION. Ayudas económicas 
para la integración. 
B.O.E. 8 marzo 1996 (Núm. 59) 

Resolución 8 febrero 1996 
SECRETARIA DE ESTADO DE MEDIO 
AMBIENTE Y VIVIENDA 
VIVIENDA Y SUELO. Condiciones de 
los préstamos para financiación de las 
actuaciones protegibles durante 1996. 
B.O.E. 8 marzo 1996 (Núm. 59) 

Resolución 26 febrero 1996 
PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE SE­
GURIDAD NUCLEAR 
ENERGIA NUCLEAR. Bases regulado­
ras de la concesión de subvenciones o 
ayudas en materias relacionadas con la 
seguridad nuclear y la protección radio­
lógica. 
B.O.E. 15 marzo 1996 (Núm. 65) 

Real Decreto-Ley 1 marzo 1996, Núm. 
4/1995 
JEFATURA DEL ESTADO 
CATASTROFES. Medidas urgentes 
para reparar los daños causados por las 
recientes inundaciones y temporales. 
B.O.E. 16 marzo 1996 (Núm. 60) 

Orden 1 marzo 1996 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION 
AGRICULTURA Y GANADERIA. 
Amplía el plazo para presentación de 
las solicitudes de ayuda a los producto­
res de determinados cultivos herbáceos 
en la campaña de comercialización 
1996-1997 y de las primas en beneficio 
de los productores de carne de ovino y 
caprino, de los productores de carne de 
vacuno y de los que mantengan vacas 
nodrizas para 1996. 
B.O.E. 6 marzo 1996 (Núm. 57) 

Orden 27 febrero 1996 
MINISTERIO PRESIDENCIA 
SEGUROS DEL CAMPO. Regula la 
concesión de subvenciones, por parte 
de la Administración General del Esta­
do, a la suscripción de los incluidos en 
el Plan de Seguros Agrarios combinados 
de 1996 (RCL 1996, 465) . 
B.O.E. 6 marzo 1996 (Núm. 57) 

Orden 29 febrero 1996 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION 
AGRICULTURA-ALIMENTOS. Esta­
blece las bases reguladoras y la convoca­
toria para la concesión de subvenciones 
a entidades asociativas representativas 
del sector agrario y alimentario, para el 
fomento de actividades de colabora­
ción y representación durante 1996. 
B.O.E. 5 marzo 1996 (Núm. 56) 

Orden 15 febrero 1996 
MINISTERIO PRESIDENCIA 
CEUTA-DEPORTES. Regula la conce­
sión de subvenciones por la Delegación 
del Gobierno en Ceuta con cargo a los 
ingresos de las Apuestas Mutuas Depor­
tivas del Estado . 
B.O.E. 5 febrero 1996 (Núm. 56) 

Orden 16 enero 1996 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION 
AGRICULTUI{A. Fija para 1996 el im­
porte de las ayudas destinadas a fornen-

SUBVENCIONES 

tar el cese anticipado de la actividad 
agraria. 
B.O.E. 14 febrero 1996 (Núm. 39) 

Orden 8 febrero 1996 
MINISTERIO AGRICULTURA, PESCA Y 
ALIMENTACION 
AGRICULTURA. Normas para la con­
cesión de subvenciones a entidades, 
empresas y profesionales relacionados 
con la producción y la comercialización 
en el sector agrario, que faciliten datos 
estadísticos, contables y de precios 
agrarios. 

Orden 7 febrero 1996. 
MINISTERIO PARA ADMINISTRACIO­
NES PUBLICAS 
SINDICATOS. Regula la concesión de 
subvenciones por el Instituto Nacional 
de Administración Pública a las centra­
les sindicales más representativas para 
la realización de actividades formativas 
dirigidas a empleados públicos. 
B.O.E. 17 febrero 1996 (Núm. 42) 

Ley 10 enero 1996, Núm. 2/1996 
JEFATURA DE ESTADO 
INUNDACIONES. Medidas urgentes 
para reparar daños causados por las re­
cientes inundaciones en la provincia de 
Guadalajara. 
B.O.E. 22 febrero 1996 (Núm. 46) 

Orden 20 febrero 1996. 
MINISTERIO INDUSTRIA Y ENERGIA 

CARBON MINERAL. Regula las ayu­
das a la cobertura de cargas excepciona­
les. 
B.O.E. 23 febrero 1996 (Núm. 47) 

Resolución 25 marzo 1996 
DIPUTACION PERMANENTE DEL 
CONGRESO DIPUTADOS 
CATASTROFES. Convalidación del 
Real Decreto-Ley 4/1996, de l marzo 
(RCL 1996, 1001), sobre medidas ur­
gentes para reparar los daños causados 
por las recientes inundaciones y tempo­
rales_ 
B.O.E. 28 marzo 1996 (Núrn_ 76) 

Orden 26 marzo 1996 
MINISTERIO PRESIDENCIA 
MINUSV ALIDOS. Determina los tipos 
de ayuda a conceder a personas con mi­
nusvalías para el ejercicio 1996 y cuan­
tías de las mismas . 
B.O.E. 29 marzo 1996 (Núm. 77) 

Orden 21 marzo 1996 
MINISTERIO JUSTICIA E INTERIOR 
CATASTROFES. Determina los muni­
cipios a los que son de aplicación las 
medidas previstas en el Real Decreto­
Ley 4/1996, de l marzo (RCL 1996, 
1001), por el que se adoptan medidas 
urgentes para reparar los daños causa­
dos por las recientes inundaciones y 
temporales. 
E.O.E_ 1 abril 1996 (Núm. 79) 
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fil 
• LA LEY-ACTLALTDAD 

IMPORTANTE 

De entre las novedades legislativas y jurisprudenciales que reseñamos a 
continuación interesa destacar por su especial interés: 1) De una parte, 
la su presión de preaviso para la consignación de las rentas que vayan 
venciendo durante la sustanciación de la apelación en el desahucio por 
falta de pago (AL DIA CIVIL , LEGISLACION, reseñan.º 2), 2) De otra par­
te, la importante Sentencia del Tribunal de Justicia de las CCEE, de 5 de 
marzo de 1996 en relación a la responsabilidad de los estados miem­
bros de la unión por infracción de la normativa comunitaria (AL DIA CO­
MUNITARIO, JURISPRUDENCIA, reseña n.º 1), y 3) Los contratos de 
arrendamiento ya pueden inscribirse en el Registro de la Propiedad (AL 
DIA CIVIL, LEGISLACION, reseña n.º 1). 

AL DIA ADMINISTRATIVO 

JURISPRUDENCIA 

1. La vigencia indefinida de los 
Planes de Ordenación Urbana no 
impide su modificación 

La vigencia indefinida de los Planes de 
ordenación urbana, prevista en el art. 45 
TRLS, debe ser entendida como una ga­
rantía de estabilidad, pero sin cerrar el 
paso a su revisión si el interés público lo 
requiere. Así, según la Sentencia del 
Tribunal Supremo de 23 de diciem­
bre de 1995, debe reconocerse un ius va­
riandi en favor de la Administración para 
adecuar el ordenamiento urbanístico a las 
nuevas circunstancias que demandan una 
alteración de éste. 

2. Necesidad de motivar la 
concesión de subvenciones por 
ser potestad discrecional de la 
administración 

La Sentencia de la sección l.ª de la 
Sala 3.ª del TS de 18 de enero de 1996 
confirma y reitera el carácter de potestad 
discrecional de la concesión de subvencio­
nes, por lo que dicha concesión deberá ser 
adecuadamente motivada. La adecuada 
motivación del acto posibilitará a la juris­
dicción realizar su función fiscalizadora. 

3. El Tribunal Supremo recuerda 
que los principios inspiradores 
del orden penal, y en concreto 
el principio de presunción de 
inocencia, son aplicables 
plenamente al procedimiento 
administrativo sancionador 

Conviene recordarlo de tanto en tanto, 
y tenerlo muy presente, con la claridad 
con que lo declara la Sentencia del Tri­
bunal Supremo de 12 de enero de 
1996: no puede considerarse responsable 
de una infracción administrativa a un ciu­
dadano sin desplegar la Administración, 
previamente, la necesaria actividad proba­
toria a tal efecto . Si la prueba es insuficien­
te, el resultado debe ser absolutorio. 

AL DIA CIVIL 

LEGISLACION 

1. Ya pueden acceder al Registro 
de la Propiedad, sin necesidad 
del convenio expreso entre las 
partes para su inscripción que 
exigía el art. 2,5 de la Ley 
Hipotecaria, los contratos de 
arrendamiento celebrados a 
partir del día 1 de enero de 
1995. 

El R.D. n. º 297 /1996 de 23 de febrero re­
gula la inscripción en el registro de 
la Propiedad de los Contratos de 
Arrendamientos Urbanos (de vivien­
da y de uso distinto del de vivienda) cele­
brados a partir del 1 de enero de 
1995. A partir de ahora, en el Registro po­
drán hacerse constar la duración y 
renta pactadas, y todas las demás 
cláusulas libremente pactadas, así 
como los subarriendos, cesiones, 
subrogaciones, prórrogas y d emás 
modificaciones posteriores. Se con­
templa la cancelación de oficio por el Re­
gistrador, si no consta la prórroga del con­
trato, en los de duración inferior a cinco 
años cuando transcurran ocho años desde 
la fecha del contrato sin que conste la pró­
rroga, así como todas las inscripciones de 
contratos cuya prórroga no conste una 
vez expirado el término pactado. 

2. La modificación de los arts. 
1.566 y 1.567 de la LEC por la 
nueva LAU y la trampa 
escondida que contiene la 
nueva regulación. 

La disposición adicional 5." de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos ha producido la 
supresión del preaviso para consignar las 
rentas que vayan venciendo durante la 
sustanciación de la apelación, en el des­
ahucio por falta de pago, y su sustitución 
por la facultad de consignar por adelanta­
do el recurrente las rentas que desee. Esta 
modificación establece una gran y escon­
dida trampa. Si bien es cierto que al inter-
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poner el recurso, si un o se olvida de con­
signar las rentas hay un plazo de 5 días 
para subsanar - 5 días que cuentan a par­
tir del requerimiento del]uez o tribunal­
y de ahora en adelante también es cierto 
que sin aviso ni requerimiento ni 
plazo subsanatorio de sentencia 
q u edará firme si no se pagan las 
nuevas y sucesivas rentas a su venci­
miento o no se pagan adelantadas 
la s que el contrato manda adelan­
tar. La trampa consiste en que respecto 
de las rentas que venzan después de 
interponer el recurso, se ha sustitui­
do el aviso del Tribunal por la posi­
b ilidad que tiene el arrendatario de 
consignar por adelantado la que 
quier a. En cambio, repetimos, no hay 
preavisos. Consecuencia práctica: luego 
de admitido el recurso, podemos consig­
nar un año de rentas y apuntarnos en el 
dietario con 8 días de antelación al venci­
miento del año, la necesidad de anticipar 
de nuevo otro año, y así sucesivamente. 

3. Aprobado el Reglamento de 
Fundaciones que ejerzan 
principalmente sus funciones en 
el territorio de más de una 
Comunidad Autónoma. 

El R.D . n .º 316/1996, de 23 de febrero 
desarr olla el Título I de la Ley 
30/1994, de 24 de n oviembre, de Funda­
ciones y de In centivos Fiscales a la Partici­
pación Privada en Actividades de Interés 
General, en lo que se refiere a las fun­
daciones que desarrollen principal­
m en te sus funciones en el territorio 
de m ás de una Comunidad Autóno­
m a (fun daciones de competencia estatal), 
regulándose todo lo relativo a su patrimo­
nio y funcionamiento. 

4. La D.G.R.N. aprueba el nuevo 
modelo de Libro Diario del 
Registro de la Propiedad, como 
primer paso para la 
informatización de dicho Libro 
Diario, según el mandato del 
Reglamento de colaboración 
ent re Notarías y Registros de la 
Propiedad. 

La Resolución de la D.G.R.N. de 15 de 
febrero de 1996 aprueba el nuevo mo­
d elo de Libro Diario de operaciones del 
Registro de la Propiedad. Se contiene un 
mandato dirigido al Colegio Nacional de 
Registradores de la Propiedad para que 
realice las modificaciones pertinentes, en 
el plazo de un año desde el 26 de febrero 
de 1996 (publicación de la resolución), en 
aras al cumplimiento de los objeti­
vos establecidos en el R.D. 2537 / 
1994, de colaboración entre las No­
t arías y los Registros de la Propie­
d ad, entre los que destaca el poder refle­
jar en las certificaciones y notas simples 
que se expidan los asientos del diario y las 
solicitudes n otariales de información pen­
dientes de expedición o remitidas en los 
nueve días naturales anteriores . 
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JURISPRUDENCIA 

1. Las acciones de resolución de 
contrato de arrendamiento y de 
actualización de la renta 
pueden acumularse en un 
mismo proceso al amparo de la 
nueva LAU, si bien una de ellas 
debe tener carácter subsidiario. 

La incompatibilidad existente entre la 
acción de resolución de arrendamiento y 
la de elevación de la renta pactada, que 
deben ser ventiladas en juicio de naturale­
za diferente, no impide su acumulación al 
amparo del arl. 40 de la nueva L.A.U., si 
son ejercitadas una de forma princi­
pal y otra de forma subsidiaria, 
como establece la Audiencia Provin­
cial de Lleida en Sentencia de 20 de 
diciembre de 1995. 

2. La reclamación del l.V.A. 
derivado de una compraventa 
debe ser objeto de 
conocimiento por la jurisdicción 
civil 

El Tribunal Supremo, en Sentencia de 
27 de enero de 1996 afirma que la facultad 
que tiene el vendedor de repercutir el 
LV.A. de una compraventa sobre la parte 
adquirente, así com o del derecho de repe­
tición por haberlo abonado el vendedor 
previamente, a pesar de tener su apoyatu­
ra en preceptos fiscales, es materia enjui­
ciable por los Tribunales civiles, ya que la 
cuestión deriva del contrato privado de 
compraventa, y no se discute la obligato­
riedad o no del abono del tributo. 

3. El ofrecimiento de regalos para 
captar asistentes a la 
promoción de un producto no 
vicia la compraventa de dicho 
producto. 

La Sentencia de la sección 2.ª de la 
Audiencia Provincial de Zaragoza 
de 17 de febrero de 1996 afirma que en 
los supuestos de ofrecimiento de un rega­
lo por la asistencia a una charla, como 
atracción para formalizar una compraven­
ta, la falta de conocimiento del objeto so­
bre el que versará la compraventa no es un 
vicio para su formalización, siempre que 
la oferta se realice objetivamente y respe­
tando la libertad del comprador. 

4. No retroactividad de la 
declaración de incapacidad 

Para la declaración de incapacidad de 
una persona, se debe valorar el estado del 
enfermo en el momento de la celebración 
del pleito (mediante reconocimiento judi­
cial y prueba pericial) sin que proceda que 
se retrotraigan las deficiencias desde una 
época posterior (Sentencia Sala l.ª TS 
de 19 de febrero de 1996). 

5. El Tribunal Supremo confirma la 
posibilidad de constituir 
subcomunidades en las 
comunidades en propiedad 
horizontal 

La Sentencia del TS de fecha 18 de 
diciembre de 1995 aunque no las regule 
con precisión (cfr. art. 6 y 9,5 LPH) ha 
confirmado la posibilidad de la existencia 
legal de las subcomunidades de propieta­
rio, que ya afirmó la Sentencia del TS de 
fecha 16 de febrero de 1971, en un caso en 
que el Reglamento de la Comunidad otor­
gaba, con contancia registra!, la facultad 
de crear dichas subcomunidades (de gara­
jes, de sótanos ... ) al entender que aunque 
la LPH no las regula expresamente tampo­
co las prohíbe (arts. 6 y 9,5 LPH) . 

6. La absorción por la renta 
actualizada de las cantidades 
asimiladas a la renta (Dt 2.ª, D), 
11, 3.ª LAU'94) no impide que 
puedan seguir exigiéndose al 
arrendatario dichas cantidades, 
una vez actualizada la renta. 

La Sentencia de la AP de Zaragoza 
de 25 de marzo de 1996 entiende que la 
absorción de las cantidades asimiladas por 
la renta actualizada (DT 2. ª, D), 11, 3.ª 
LAU'94) es una aceleración del sistema 
progresivo de actualización de la renta, 
pero no incompatible con la facultad de 
segui r repercutiendo al arrendatario el im­
porte del coste de los servicios y suminis­
tros (DT 2.a, C), 10.5 LAU'94), pues es éste 
un siste{lla transitorio a la nueva regula­
ción contenida en el art. 20 de la nueva 
T ,ey (dichos conceptos son de cargo del 
arrendador, salvo pacto en contrario y por 
escrito). 

AL DIA COMUNITARIO 

JURISPRUDENCIA 

1. El Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas 
reconoce el derecho de los 
particulares europeos de 
reclamar indemnizaciones de 
cualquiera de los Estados 
miembros de la Unión Europea, 
por daños sufridos como 
consecuencia de infracción de 
la normativa comunitaria por 
parte de los Estados miembros 

La Sentencia de 5 de marzo de 1996 
del Tribunal de Justicia de las Co­
munidades Europeas ha reconocido el 
derecho de las empresas y de los ciudada­
nos europeos a reclamar indemnizaciones 
a los estados miembros por los daños que 
se les sigan de las infracciones de la nor­
mativa comun itaria cometidas por las ad­
ministraciones europeas, siempre que se 
demuestre la relación de causalidad 
entre la infracción y el daño. 

(Vide artículo sección Derecho Comu­
nitario sobre este tema) 
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2. Las directivas comunitarias no 
desarrolladas no pueden ser 
invocadas entre particulares 

Así lo ha establecido la Sentencia del 
Tribunal de Justicia de las Comuni­
dades Europeas de fecha 7 de marzo 
de 1996, que tan sólo reconoce la invoca­
bilidad de las directivas no desarrolladas 
en un Estado miembro determinado fren­
te a los Estados miembros de la Unión 
Europea, pero no frente a otro particular. 

AL DIA FISCAL 

LEGISLACION 

1. La Sentencian.º 16/1996 de 
1 de febrero del Tribunal 
Constitucional declara 
inconstitucionales 
determinados preceptos de la 
Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para 1990 (Ley 
4/1990, de 29 de junio). 

La mencionada Sentencia, publicada en 
el BOE de 4 de marzo de 1996 (num. 55), 
ha declarado inconstitucionales la dispo­
sición adicional vigésimo segunda de la 
Ley 4/1990, y determinadas partidas pre­
supuestarias incluidas en dicha Ley, por 
resultar invadido el ámbito competencial 
de la Generalitat de Cataluña. 

2. Se aprueban los modelos de 
declaración de la renta para el 
ejercicio 1995, así como la 
forma, plazos y lugar de 
presentación de los mismos. 

Tal es el contenido de la Orden de 22 de 
marzo de 1996, que además determina los 
supuestos en que se incardinan las tres 
modalidades de declaración (abreviada, 
simplificada y ordinaria), y establece los 
plazos de presentación de la declaración 
(entre el 1 de mayo y el 20 de junio de 
1996, inclusive, o hasta el 1 de julio de 
1996 con derecho a devolución). Asimis­
mo, se establece la posibilidad de fraccio­
nar el pago de la cuota diferencial en dos 
partes (la primera, del 60 por 100, en el 
momento de presentar la declaración; y la 
segunda, por el 40 por 100 restante, hasta 
el 5 de noviembre de 1996). 

JURI SPRUDENCIA 

1. El incremento de valor de 
terrenos de naturaleza urbana 
está sujeto al impuesto, con 
independencia del origen de 
dicho incremento. 

El impuesto de plusvalía municipal en­
cuentra su justificación en el incremento 
de valor de los terrenos, independiente­
mente de que la plusvalía obedezca o no 
a obras o actuaciones municipales. En 
consecuencia, también los incrementos 
producidos por las urbanizaciones reali-
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zadas por particulares e incluso los pro­
ducidos por evolución natural del terre­
no, son gravados por dicho impuesto, 
como sostiene reiterada jurisprudencia y 
reafirma la Sala 3.ª del Tribunal Su­
premo en Sentencia del 12 de enero 
de 1996. 

2. La conformidad con un acta de 
inspección tributaria lo es en 
relación a los hechos en ella 
expuestos, pero no respecto de 
las calificaciones jurídicas, 
juicios de valor ni opiniones 
consignadas por la Inspección 
en el acta. 

Así lo sentaron la Sentencia del TC de 
26 de abril de 1990 y la del TS de fe­
cha 24 de junio de 1968, entre otras, vi­
niendo a corroborarlo la Sentencia del 
TSJ de La Rioja de 29 de diciembre 
de 1995, que además nos recuerda la ne­
cesidad de que la Administración tributa­
ria despliegue la actividad probatoria en 
relación a los hechos que haga constar en 
el Acta. 

3. Carácter de deuda tributaria de 
las retenciones no ingresadas 
dentro de plazo, y consecuente 
posibilidad de regularización ex 
art. 61.2 LGT 

La Sentencia del Tribunal Superior 
de Justicia de Cataluña de fecha 30 
de enero de 1996 considera aplicable el 
proceso de regularización establecido en el 
art. 61.2 LGT a las retenciones tributarias 
no ingresadas dentro del plazo legal, preci­
samente por atribuir la Ley al sustituto 
(obligado a practicar la retención y a ingre­
sarla) la condición legal de sujeto pasivo. 

AL DIA LABORAL 

LEGISLAC ION 

1. Desarrollado 
reglamentariamente el art. 
40,1 b) de la Ley General de la 
Seguridad Social, permitiéndose 
que las entidades gestoras 
descuenten a los preceptores 
de prestaciones económicas las 
cantidades necesarias para la 
compensación de prestaciones 
indebidamente percibidas por 
éstos con anterioridad. 

El R.D. n.º 148/1996, de 5 de febrero ha 
venido a desarrollar el mandato conteni­
do en el art. 40, lb) de la Ley General de la 
Seguridad Social, estableciendo un proce­
dimiento especial para el reintegro de 
las prestaciones de la Seguridad So­
cial indebidamente percibidas, me­
diante descuentos efectuados por 
las entidades gestoras en aquellos su­
puestos en que el deudor por prestaciones 

indebidamente percibidas es, simultánea­
mente, acreedor de prestaciones económi­
cas que dichas entidades gestionen. 

2. Unificada en un solo texto 
reglamentario toda la normativa 
relativa al régimen de 
inscripción de empresas y 
afiliación y altas y bajas de 
trabajadores en la Seguridad 
Social 

El R.D. n. º 84/1996, de 26 de enero, por 
el que se aprueba el Reglamento General 
sobre inscripción de Empresas y Afilia­
ción, Altas, Bajas y variaciones de datos de 
Trabajadores en la Seguridad Social, uni­
fica la normativa preexistente y dis­
persa en punto a las citadas inscrip­
ción de empresas, afiliación, altas y 
bajas de trabajadores y variaciones de 
datos de unos y otros. (Véase su importan­
te disposición derogatoria única, en cuya 
virtud no llegará a entrar en vigor el RD 
1258/1987, que regula la misma materia) . 

3. Aprobado el reglamento 
regulador del nuevo 
procedimiento administrativo 
sancionador por infracciones en 
el orden social 

El R.D. n.º 396/1996, de 1 de marzo, 
aprueba el reglamento sobre procedi­
miento para la imposición de sanciones 
por infracciones en el orden social y para 
la extensión de actas de liquidación de 
cuotas a la Seguridad Social previsto en la 
disposición final segunda de la LISOS (Ley 
8/1988, de 7 de abril, sobre infracciones y 
sanciones de orden social. 

JURISPRUDENCIA 

1. La enseñanza teórica debe 
formar parte de los contratos de 
trabajo para la formación 
anteriores al RDL 18/93 ya que 
en caso contrario adquirirán la 
naturaleza de contratos 
laborales indefinidos. 

El Tribunal Supremo en sentencia 
de 19 de febrero de 1996, establece que 
el contrato de trabajo para la formación 
anterior al RDL 18/93 (sobre medidas ur­
gentes de fomento de la ocupación), no 
debe limitarse a la formación práctica del 
trabajador, sino que debe darse además 
una enseñanza teórica. De no ser así, se 
desnaturaliza el vínculo contractual de 
este tipo de contrato, perdiendo su condi­
ción de temporal, y debiéndose calificar 
de contrato indefinido. 

2. Los denominados 
complementos retributivos por 
un puesto de trabajo concreto 
no se mantienen en el supuesto 
de movilidad funcional del 
trabajador si no son referidos al 
status profesional del 
trabajador en la empresa. 
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La Sentencia de la Sala 4.ª del TS de 
5 de febrero de 1996 dispone que la 
movilidad funcional se efectuará sin per­
juicio de los derechos económicos del tra­
bajador que son los referidos al status pro­
fesional del trabajador en la empresa 
(categoría y condiciones personales del 
trabajador). Pero ello, los supuesto de mo­
vilidad funcional, no supone el manteni­
miento de los denominados complemen­
tos retributivos por puestos de trabajo, 
que están ligados al desempeño de un 
concreto puesto de trabajo, y no forman 
parte del status profesional del trabajador. 

3. Admisión de Concurrencia de 
Convenios Colectivos de 
distinta eficacia en un mismo 
sector. 

La Sala de lo Social del Tribunal Su­
premo dictó Sentencia el 14 de febre­
ro de 1996 estableciendo que, la firma 
por un sindicato de un Convenio de efica­
cia limitada no le priva de intervenir en la 
negociación de otro, incluso temporal­
mente superpuesto, dotado de eficacia ge­
neral, siempre que tal sindicato goce de 
las condiciones requeridas para ostentar 
legitimación inicial al respecto; conclu­
sión contraria podría conllevar al sector 
afectado la imposibilidad de lograr un 
convenio de eficacia «erga omnes». 

AL DIA MERCANTIL 

JURISPRUDENCIA 

1. Aplicació1t del artículo 1124 
del e.e. al contrato de 
arrendamiento financiero 
(Leasing), por defectos en los 
bienes adquiridos 

El Tribunal Supremo en Senten­
cia de 26 de febrero de 1996, dice que, 
acreditados los muy numerosos defectos 
de los equipos informáticos vendidos y 
luego cedidos que los hacían totalmente 
inhábiles para el fin para el que fueron 
adquiridos, entraña un claro incumpli­
miento del contrato por parte de la enti­
dad vendedora, por entrega de cosa dis­
tinta, aliud pro alio, dada su referida y 
total inidoniedad, por lo que, conforme 
al artículo 1124 del C.C. procede estimar 
la acción resolutoria del contrato de com­
pra-venta. 

2. Transformación de S.A. en S.L.: 
no es necesario que el balance 
que debe acompañarse a la 
escritura de transformación 
se ajuste en su estructura 
formal a lo dispuesto en el 
art. 175 LSA 

Los argumentos dados para entenderlo 
así por la Resolución de la D.G.R.N. de 
fecha 2 de febrero de 1996 estriban en 
que la finalidad del balance es primordial­
mente la protección de los socios (pues, 
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en cuanto a los terceros, subsiste la perso­
nalidad jurídica de la sociedad trans­
formada) y, en cuanto a aquéllos, al con­
trario que lo establecido para la 
transformación en colectiva o comandita­
ria, no existe derecho de separación, sino 
el derecho a transmitir libremente los títu­
los, por lo que «el alcance del balance que­
da más diluido». 

3. Denegada la inscripción de dos 
escrituras de ampliación de 
capital para alcanzar el mínimo 
legal, por haber sido 
presentadas con posterioridad 
al 31 de diciembre de 1995, 
después de haber caducado el 
primer asiento de presentación 
efectuado con anterioridad a 
dicha fecha 

La Resolución de la D.G.R.N. de fe­
cha 5 de marzo de 1996 confirma el 
acuerdo y la nota del Registrador que de­
negó la inscripción de dos ampliaciones 
de capital en una S.A., hasta la cifra míni­
ma legal de 10.000.000 ptas., al considerar 
que las escrituras se presentaron después 
del 31 de diciembre de 1995, aunque ya 
habían sido presentadas antes, puesto que 
los asientos de presentación anterio­
res a la fecha indicada habían cadu­
cado y, en consecuencia, «carecen de 
todo efecto jurídico», produciéndose la di­
solución de pleno derecho de la sociedad 
por mor de la D.T.6,2 de la LSA. 

ALDIAPENAL 

LEGISLAC ION 

1. Ratificado por España el 
Convenio Europeo del Consejo 
de Europa n.0 70, hecho en La 
Haya el 28 de mayo de 1970, 
sobre la validez internacional de 
las sentencias penales, que 
permite la ejecución de las 
condenas penales en otros 
Estados distintos al en que 
recayó la resolución 

El instrumento de ratificación es de fe­
cha 9 de agosto de 1994, publicado en el 
BOE de 20 de marzo de 1996. El Convenio 
entrará en vigor para España a los tres me­
ses del depósito del instrumento de ratifi­
cación en el Secretario General del Conse­
jo de Europa. A partir de entonces, a 
España podrá solicitársele, y ésta a su vez 
quedará igualmente facultada para ello, la 
ejecución de una condena penal en aque­
llos casos en que el condenado tenga su 
residencia habitual en el país requerido, o 
se halle cumpliendo condena en el mis­
mo, o se estime mejor para su probable 
rehabilitación, o en casos en que se halla 
solicitado la extradición, aunque la mis­
ma sea recurrida por el estado requirente, 
etc. 

JURISPRUDENCIA 

1. Se excluye el terreno público 
fácilmente accesible y exterior 
a las viviendas del concepto 
protección domiciliar 

El terreno público fácilmente accesible 
y exterior de las viviendas, no puede inte­
grar el concepto de protección domiciliar, 
por lo que no podrán requerirse para su re­
gistro las precauciones que se establecen 
en la ley para evitar la violación de domi­
cilios (Sentencia de la Sala 2.ª del TS 
de 6 de febrero de 1996). Los límites 
para excluir de la zona espacial a otras per­
sonas o a la autoridad pública, deben con­
tener de forma inequívoca signos fácil­
mente comprensibles para cualquier 
persona. 

2. Admisión de la prueba de 
grabación videográfica con 
carácter accesorio a la 
identificación directa de los 
acusados 

La Sentencia de la Sala 2.ª del TS de 
27 de febrero de 1996 dispone que se 
admiten este tipo de pruebas siempre que 
se constate su veracidad y la ausencia de 
montaje o manipulación. Si en el juicio 
oral se identifica a los acusados de forma 
directa, esta prueba no hace más que per­
petuar la percepción visual de la persona 
identificada. 

3. Distinción Jurisprudencial entre 
Alzamiento de bienes y 
Malversación impropia. 

La Sentencia del Tribunal Supre~ 
mo de 20 de febrero de 1996 declaró 
un caso en que el acusado, gerente de la 
empresa demandada en juicio ejecutivo, 
hizo desaparecer la maquinaria embarga­
da, que la prueba habida no acredita la co­
misión del delito de alzamiento de bienes 
del artículo 519 del C.P., ya que al constar 
en las actuaciones la designación de un 
depositario para los bienes que se embar­
garon, no puede llegarse sino, en todo 
caso, al delito de malversación impropia. 

4. Para que se repute la existencia 
de delito contra la seguridad de 
tráfico debe apreciarse la 
conducción bajo la influencia 
del alcohol 

La sentencia de la Audiencia Pro­
vincial de Segovia de fecha 30 de di­
ciembre de 1995 absuelve del delito 
contra la seguridad del tráfico, al conside­
rar que no ha quedado suficientemente 
acreditada la influencia alcohólica en la 
conducción de la acusada ya que los agen­
tes de tráfico sólo apreciaron una deam­
bulación ligeramente vacilante, mirada 
brillante y una actitud arrogante cuando 
aquélla fue detenida en un control rutina­
rio en el que se negó a soplar en el aparato 
alcoholímetro. 

ESTE AL DIA CON LA LEY-ACTUALIDAD 
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5. No constituye falsedad en 
documento mercantil ( art. 303 
CP) la emisión de una factura 
mendaz (o por conceptos 
inexistentes). 

Así lo declara el Auto de TS de fecha 
22 de diciembre de 1995 (auto de aper­
tura del juicio oral en el caso FILESA), ha­
ciendo un lógico y riguroso análisis de los 
requisitos que deben concurrir para apre­
ciar el delito de falsedad en documento 
mercantil, a saber, «que se atribuya una 
declaración de voluntad a quien no la 
hizo o que se altere el contenido de lavo­
luntad declarada» en el documento. Pero 
«el carácter mendaz de la declara­
ción no se debe confundir con la fal­
sedad del documento mercantil», 
aunque, afirma el TS, la mendacidad de la 
factura pueda ser constitutiva de un enga­
ño relevante a efectos de estafa o de otros 
tipos penales, como el delito fiscal. 

6. Delito fiscal: carácter objetivo 
de la regularización fiscal 
contenida en el art. 62.1 LGT, y 
sus efectos excluyentes de la 
responsabilidad criminal 

Las regularizaciones fiscales contenidas 
en el art. 61,2 LGT (pago fuera de plazo, 

A L D A 

sin requerimiento previo de la Adminis­
tración Tributaria, con el recargo corres­
pondiente y exoneración de la sanción) 
son de carácter objetivo y producen efec­
tos exonerativos en el orden penal, según 
el auto del TS de fecha 22 de diciem­
bre de 1995 (caso FILESA), por lo que el 
Tribunal puede apreciar dicho efecto ex­
culpatorio en cualquier momento (ello ya 
fue recogido así en la L.O. 6/1995, de 29 
de junio, que da nueva redacción al art. 
349 CP -ausencia de responsabilidad pe­
nal para las conductas regularizadoras 
«Siempre que se realicen de forma espon­
tánea», dice su E.d.M.). 

AL DIA PROCESAL 

JURISPRUDENCIA 

1. Concurrencia de embargos 
administrativo y judicial: 
aplicación del principio «prior 
tempore» 

El Tribunal de Conflictos de Jurisdic­
ción en sentencia de fecha 21 de di­
ciembre de 1995 declara que, en los 
casos de concurrencia de embargos, admi­
nistrativos y judicial sobre unos mismos 
bienes, se ha reconocido siempre la prefe-

rencia para la ejecución a la autoridad que 
se adelantó a trabar el embargo, por dispo­
sición expresa del artículo 129.3 a) de la 
L.G.T. 

2. Vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva al 
confirmarse en segunda 
instancia la sentencia apelada 
en base a la inasistencia del 
letrado apelante al acto de la 
vista 

La Sentencia n.º 3/1996, de 15 de 
enero, del Tribunal Constitucional 
ha considerado infringido el derecho a la 
tutela judicial efectiva al confirmarse en la 
apelación de un procedimiento judicial la 
sentencia apelada, por la mera incompa­
recencia del letrado al acto de la vista. Los 
argumentos: la vista ha perdido su ca­
rácter esencial tras la reforma proce­
sal operada por la Ley 10/92, que ha 
trasladado el momento de la funda­
mentación del recurso de apelación 
contra las sentencias dictadas en los 
juicios verbales y de cognición, de la 
vista a los escritos de interposición e 
impugnación, con lo que la vista no 
será necesaria, aunque sea obligada si se 
practica prueba en segunda instancia (tal 
como sucedió en el caso). 

Economist & J urist 
NOTA ACLARATORIA: 

En relación al artículo publicado en las páginas 47-52 del último número de nuestra revista «ECONOMIST & JURIST», 
titulado "Impago de pensiones" (2. ª parte), ponemos en conocimiento de los suscriptores y lectores en general, una 
modificación sobre el mismo, que se produce necesariamente con la entrada en vigor del nuevo Código Penal. 

Efectivamente, la redacción del art. 227.1 del nuevo Código Penal, aplicable a la materia que tratamos , es la siguiente: 

«El que dejare de pagar durante 2 meses consecutivos o 4 meses no consecutivos cualquier tipo de prestación económi­
ca en favor de sus cónyuges o hijos, establecida en convenio judicialmente aprobado o resolución judicial, en los supues­
tos de separación lega l, divorcio, declaración de nulidad del matrimonio, proceso de filiación o proceso de alimentos a 
favor de sus hijos, será castigado con pena de arresto de ocho a veinte fines de semana». 

La novedad de este artículo, radica en que los plazos previstos, para que concurra el delito de abandono de familia, se 
acortan ; es decir, pasan de tres a dos meses consecutivos, y de seis a cuatro meses no consecutivos. 

Por tanto, y aplicando el art. 227 del nuevo Código Penal al artículo publicado en nuestra revista, hay que sustituir los 
plazos establecidos en el antiguo Código, y que indicábamos como primer requisito para iniciar la reclamación por la vía 
penal (pág. 4 7), por los previstos en el nuevo Código Penal (recordemos dos meses consecutivos o cuatro meses no 
consecutivos). 

Finalmente, en los formularios de «Denuncia» y (( Querella» que reproducíamos (págs. 48-52) del artículo de referencia, 
cabe sustituir siempre que aparezca la cita del art., 487 bis del anterior Código Penal, por la cita del art. 227 del nuevo 
Código Penal. 

El grueso del artículo publicado y que no ha sido citado en esta nota queda plenamente vigente. 

EN EL PROXIMO NUMERO SE PUBLICARA EN LA SECCION DE ADMINISTRACION, GESTION Y MARKETING 
DE LOS ABOGADOS, EL ARTICULO (( MODELOS DE REGULACION DE UN DESPACHO DE ABOGADOS CONSTI­
TUIDOS EN S.L. Y EN S.C.P.» 

16 

Economist & Jurist 

L . ? ¿ e esp1an •••• 

VISITE NUESTRA EXPOSICIÓN PRIVADA 

DEFENSA Y CONTRAESPIONAJE 

COMTE BORRELL, 115 
TEL.: (93) 423 97 88 

08015 BARCELONA 
FAX: (93) 426 77 76 



El eje de una pequeña 
reforma: reflexiones sobre 
la ley de Asistencia Jurídica 
Gratuita 
José M. ª Fernández Seijo * 
José M.ª Bernat Freixas * 

INDICE 

A. Comentarios generales a la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita 

B. Esquema de la Ley 

b.1) Contenido del Derecho a la Asistencia Jurídica Gratuita. 
b.2) Competencia y procedimiento para el reconocimiento del Derecho. 
b.3) Organización de los servicios de asistencia letrada, defensa y re-

presentación gratuita. 
b.4) Efectos de la designa de abogado y procurador de oficio. 
b.5) Subvención y supervisión de los servicios de asistencia jurídica gra­

tuita. 

A. Comentarios generales a la Ley de 
Asistencia Jurídica Gratuita 

El acceso de los ciudadanos a la admi­
nistración de justicia en condiciones de 
igualdad ha sido una de las grandes asig­
naturas pendientes del legislador; la de­
claración programática del artículo 119 
de la Constitución, que declara que «la 
justicia será gratuita cuando así lo dis­
ponga la ley y, en todo caso, respecto 
de quienes acrediten insuficiencia de 
recursos para litigar», debe vincularse 
a los principios generales de igualdad 
(artículo 14 de la Constitución), y de tu­
tela judicial efectiva con interdicción de 
la indefensión (artículo 24); pero no 
bastaba esta declaración de «buenas» in­
tenciones, era imprescindible en cuerpo 
legal que, dando cobertura al mandato 
Constitucional, articulara un sistema 
efectivo que evitara situaciones de abu­
so o disfunciones en el sistema judicial. 

La reforma operada en la ley de Enjui­
ciamiento Civil en agosto de 1984 (Ley 
34/84, que modificó entre otros, los 
artículos 13 y siguientes de dicho texto 
legal), enseguida se manifestó insufi­
ciente, ya que los problemas no se en-
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contraban tanto en los módulos econó­
micos para reconocer el derecho a la 
gratuidad de la justicia, como en la de­
terminación de un cauce eficaz para ga­
rantizar el reconocimiento del derecho. 

La ley 1/96, de 10 de enero, de asis­
tencia jurídica gratuita, ofrece instru­
mentos más adecuados para el desarro­
llo de este derecho constitucional sin 
afectar a los parámetros y factores que 
determinan la concesión del beneficio 
de jusitica gratuita, convirtiendo a los 
Colegios de Abogados en eje funda­
mental del reconocimiento, a cada ciu­
dadano particular que así lo solicite, del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita. 
En cierto sentido, la nueva Ley eviden­
cia la confianza del legislador en los Co­
legios Profesionales y concretamente 
en la abogacía, a quien históricamente 
ya había reconocido el derecho/obliga­
ción de organizar los turnos de oficio y 
asistencia, así como el control y gestión 
de dichos turnos a través de las comisio­
nes de deontología y de turno de oficio. 

La ley de Asistencia Jurídica Gratuita 
de una vuelta más de tuerca para atri­
buir a los colegios la concesión, en un 
primer estadio, del beneficio a los ciu-
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Asumen los Colegios de Abogados 
también una función de enlace con los 
Colegios de Procuradores, a quienes co­
municarán inmediatamente las desig­
nas provisionales para que, a su vez és­
tos designen al procurador (art. 15); y 
con la recién creada Comisión de Asis­
tencia Jurídica Gratuita, un organismo 
de naturaleza administrativa y de confi­
guración mixta entre la administra­
ción, los Colegios profesionales y el Mi­
nisterio Fiscal, Comisión que toma 
las funciones de segunda instan­
cia administrativa que revisa las 
decisiones iniciales de los Colegios 
en el caso: 

l.º) De denegación ~e la designa 
por falta de documenta­
ción; 

2. 0
) De denegación por suficien­

cia de recursos; 
3.0

) Insostenibilidad o falta de 
fundamento de la preten­
sión. 

El marco competencial asumido por 
los Colegios no es con carácter exclusi­
vo, ya que a requerimiento Judicial di­
recto (art . 21) se puede solicitar de los 
Colegios el nombramiento inmediato 
de Abogado y Procurador, cuando las 
designaciones no hubieran sido realiza­
das con anterioridad; por otra parte se 
estructura un sistema de triple 
instancia, con una fase Colegial 
inicial, una segunda fase revisora 
ante un órgano administrativo de 
composición mixta (La Comisión 
de AsistenciaJurídica Gratuita) y 
una tercera instancia judicial (ar­
tículo 20) que resolverá, vía im­
pugnación, las resoluciones dicta­
das por la comisión de Asistencia. 

Se trata de una Ley audaz, que intro­
duce algunos elementos novedosos en 
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el ámbito del derecho y que van mucho 
más allá de la simple «desjudicializa­
ción» de los expedientes de justicia gra­
tuita; se limita el acceso de las personas 
jurídicas al beneficio de la Justicia Gra­
tuita (en especial de aquellas entidades 
con ánimo de lucro), se incluye dentro 
del beneficio el asesoramiento y orien­
tación previa al proceso o cuyo objeto 
sea evitar el conflicto procesal (art. 6), se 
establecen nuevos parámetros para ase­
gurar la efectiva gratuidad en pruebas 
periciales y aportación de documenta­
ción a los procedimientos, se permite 
que la Comisión de Asistencia Jurídica 
Gratuita acuda directamente a la Admi­
nistración Tributaria para recabar infor­
mación (art. 17) ... Todas estas noveda­
des van a exigir un fortalecimiento 
interno y externo de los Colegios, que 
habrán de comprometerse de modo de­
finitivo a la creación de servicios de asis­
tencia y orientación, y, a su vez, conver­
tir los negociados del turno de oficio de 
los Colegios en órganos con plena capa­
cidad de gestión, deslindando los fon­
dos propios de los Colegios, de aquellos 
cuyo origen se encuentra en las subven­
ciones marcadas por la ley, obligando a 
llevar cuentas y gestiones separadas 
contable y presupuestariamente. 

La Ley de asistencia jurídica de­
lega de modo claro e inequívoco el 
control de la «calidad» de la asis­
tencia en los Colegios de Aboga­
dos, debiendo las Juntas de Gobierno 
establecer los criterios que permitan la 
calidad del servicio, estableciendo siste­
mas de listas e incluso de especializacio­
nes que mejoren la preparación de los 
Abogados y que redunde en beneficio 
del ciudadano; la Ley apuesta de modo 
inequívoco por los Colegios lo que hará 
que las Juntas de los Colegios deban 



asumir las responsabilidades derivadas 
de la ley. 

El título de este artículo hacía refe­
rencia a una «pequeña» reforma, pe­
queña porque la Ley ha preferido no 
abordar cuestiones trascendentes y así 
ha decidido mantener los mismos pará­
metros económicos que la Ley de Enjui­
ciamiento civil fijaba para la concesión 
del beneficio (doble o cuadrúplo del sa­
lario mínimo interprofesional, en su 
cómputo anual, artículos 3 y 5), cuando 
tal vez hubiera sido ocasión de imponer 
un sistema progresivo de contribución, 
proporcional a los ingresos del ciudada­
no; no se ha reformado expresa­
mente la Ley de Procedimiento 
Laboral en lo referido al beneficio 
absoluto de «pobreza» a todo tra­
bajador, sin tener en cuenta el de­
recho del letrado a cobrar cuando 
se reconozcan indemnizaciones y 
atrasos a veces millonarios, y sin 
tener en cuenta que bajo el manto 
del concepto «trabajador>>, apare­
cen profesionales con sueldos astronó­
micos y cláusulas de blindaje; aunque 
debe decirse que el artículo 36.3 de la 
Nueva Ley permite para todo procedi­
miento, y aunque no haya condena en 
costas, el cobro de honorarios por el 
abogado designado, siempre que estos 
no supongan más de 1/3 de lo obte­
nido. 

La Ley no afronta un sistema de fi­
nanciación equiparable al cúmulo de 
obligaciones y responsabilidades que 
traslada a los Colegios, ya que la Ley op­
ta por un sistema igualitarista en la fi ­
nanciación de los costes de los nuevos 
servicios que habrán de facilitar los Co­
legios, estableciéndose una cantidad 
máxima correspondiente al 0,8 % de lo 
entregado en concepto de subvención, 
sin distinguir los grandes Colegios (Ma­
drid, Barcelona, Valencia, Sevilla ... ), de 
los pequeños. La Ley no distingue la fi­
nanciación de los gastos referidos a la 
gestión del Colegio (letrados que dicta­
minen sobre la concesión o no de los 
beneficios, administrativos y personal 
de atención al Ciudadano, programas 
informáticos para la organización de 
los turnos, Locales adecuados dentro de 
las Sedes judiciales .. . ), de aquellos otros 
servicios como el de orientación, que la 
Ley prevé y que van mucho más allá del 
ámbito objetivo de la misma. 

No deben olvidarse las deficiencias 
detectadas en materia de derechos de 
extranjeros, cuestión que ha sido plan­
teada por el Defensor del Pueblo; y tam­
poco los problemas de indefensión que 
generará la no interrupción automática 
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(artículo 16) de los plazos y términos 
procesales, e incluso los de prescrip­
ción. 

En cualquier caso la Ley debe ser reci­
bida con esperanza ya que ofrece a los 
Colegios instrumentos suficientes como 
para superar las disfunciones por todos 
denunciadas con el sistema vigente; su­
pone una apuesta importante por una 
mayor implicación de los Colegios en 
responsabilidades públicas. Sin duda se 
trata de un serio reto para el futuro, reto 
que exigirá un esfuerzo de medios ma­
teriales y humanos, ya que implanta un 
modelo de gestión de un derecho funda­
mental inédito hasta la fecha. 

B. Esquema de la Ley 
(Ley 1/96, de 10 de enero)1 

b.1) Contenido del derecho a la 
Asistencia Jurídica Gratuita 
• Ámbito objetivo de la Ley. Todo 
tipo de procesos judiciales. Incluido el 
amparo ante el Tribunal Constitucional 
y el asesoramiento previo (art. 1); 
• Ámbito subjetivo. Tienen derecho 
a la asistencia jurídica gratuita: 
1) Acreditando insuficiencia de recur­

sos para litigar: 
A) Personas físicas: 

a) Ciudadanos españoles, 
b) Ciudadanos de países de la 

Unión Europea, 
c) Extranjeros que residan legal­

mente en España, 
d) En el orden social. Para defen­

sa en juicio: 
- Trabajadores, 
- Beneficiarios de S. Social. 

e) Orden penal. Extranjeros sin 
residencia legal, 

f) Orden Contencioso-Adminis­
trativo. Extranjeros sin resi­
dencia legal. En procedimien­
tos de asilo. 

B) Personas jurídicas: 
a) Asociaciones de utilidad pú-

blica, 
b) Fundaciones inscritas, 
c) Cruz Roja, 
d) Asociaciones de Consumido­

res y usuarios. 
2) En todo caso. 

Entidades gestoras y Servicios Co­
munes de la Seguridad Social. 

• Parámetros para el reconoci­
miento del derecho a la Asistencia 
Jurídica Gratuita. Personas que en el 
momento de la solicitud tengan unos re­
cursos e ingresos económicos computa­
dos anualmente por todos los concep­
tos de la unidad familiar no superen el 
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doble del salario mínimo interprofesic 
nal; teniendo en cuenta: 
1) Rentas e ingresos, 
2) Bienes patrimoniales, 
3) Otros signos externos que manifie1 

ten una capacidad económica real, 
4) El hecho de tener vivienda en pr< 

piedad no constituye por sí mism 
obstáculo para obtener el benefici( 
Salvo que fuera suntuaria. 

Reconodmiento excepdonal. E 
supuestos en los que los ingresos sea 
inferiores a cuatro veces el salario mín 
mo. La Comisión de Asistencia Jurídi< 
Gratuita podrá conceder el beneficl 
excepcionalmente y de forma motivac 
y limitando el contenido material. 
- Por circunstancias familiares, 
- Número de hijos o de familiares a 

cargo, 
- Estado de salud, 
- Obligaciones económicas. 

Unidad familiar: 
1) Cónyuges no separados legalmen3) Defensa y representación de aboga-

e hijos menores no emancipados, do y procurador en procedimientos 
2) Padre o madre e hijos menores r judiciales de intervención precepti-

emancipados. va. En los que no lo sea debe reque-
No se aplica el criterio de la u 11 rirlo el juez o Tribunal de modo ex­

dad familiar. Si hay intereses famili preso y motivado, 
res contrapuestos en el litigio, 4) Inserción gatuita de anuncios o 

Debe tratarse de procedimientl edictos preceptivos en periódicos 
en defensa de derechos e interes1 oficiales, 
propios¡ 5) Exención de pago de depósitos nece-

En detenidos o presos. No hace f< sarios para recursos, 
ta acreditar previamente la falta de 6) Asistencia pericial. Por técnicos ads­
cursos; critos a los organismos públicos o 

Asodadones y (Undadones. Ba dependientes de la administración. 
imponible del impuesto de Sociedad Excepcionalmente. Por no funcio­
inferior al triple del salario mínimo i narios . Si no hay cuerpo de peritos 
terprofesional anual; dependientes de la administración. 

Insufidenda económica sobret Debe acordarse motivadamente, 
nida. 7) Obtención gratuita de copias, testi­
- Una vez entablada la demanda o, 1 monios, instrumentos y actas nota-

su caso, contestación; riales. Art. 130 Rglmto. Notarial, 
- Debe acreditarse ante la Comisión q3) Reducción del 80 % en el resto de 

las circunstancias son sobrevenidas, documentos sujetos a derechos 
- El mismo criterio se aplicará cuarn arancelarios de notarios y Registra­

la solicitud se haga en las segund dores. Si tienen relación directa con 
instancias o en ulteriores recursos. procedimiento, se reclamen de ofi­

• Contenido material del dered cio o sirvan para fundamentar la 
a la asistencia jurídica gatuita: pretensión del beneficio de justicia 
1) Asesoramiento y orientación grat1 gratuita. Serán totalmente gratuitos 

ta previa al proceso. Para evitar ca para quien acredite ingresos por de­
flicto procesal o analizar la viabi bajo del salario mínimo. 
dad de la pretensión, Extensión temporal 

2) Asistencia al detenido o preso: - En el transcurso de una misma ins-
a) En diligencia policial. Que nos tancia. Todo trámite, incidencia y la 

consecuencia de un proce1 ejecución. No puede aplicarse a pro-
miento penal en curso, ceso distinto, 

b) Primera comparecencia ante (-Interposición y tramitación de recur-
gano jurisdiccional, sos (salvo que sean insostenibles [art. 

c) Supuestos de exilo judicial. Si 1 32]), 
hay designa de letrado en el lu¡- Previsión de designas de oficio para 
donde se preste. aquellos recursos cuyo conocimien-

e V 

to sea de órganos con sede fuera del 
ámbito de los Colegios. Se oficiará al 
colegio territorial correspondiente. 

b.2) Competencia y procedimiento para 
el reconocimiento del Derecho 
• La Comisión de Asistencia Jurí­
dica Gratuita. 
a) Ámbito territorial. 

- Capitales de provincia, 
- Ceuta y Melilla, 
- Islas con uno o más partidos judi-

ciales, 
- Cabe crearse delegaciones de la 

Comisión provincial. 
b) Competencia. 

- Reconocer el derecho a la asisten­
cia jurídica gratuita. 

c) Composición: 
• Presidida. Ministerio Fiscal, 
• Decanos del Colegio de Abogados 

y procuradores2, 

• Dos miembros de las administra­
ciones públicas. En las que depen­
dan de la Admón. central del Es­
tado: 
- Abogado del Estado, 
- Funcionario del Ministerio de 

Escala A. 
d) Funcionamiento. Se ajusta a la Ley 

de régimen Jurídico de las Adminis­
traciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común para órga­
nos colegiados (L 30/92, de 26 de 
noviembre). 
- La Administración competente 

presta el soporte administrativo y 
el apoyo técnico, 

- Los Colegios pondrán a disposi­
ción de la Comisión la lista de 
ejercitantes adscritos a los servi-
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cios de justicia gratuita con indi­
cación, en su caso, de las especia­
lizaciones. 

Tramitadón: 
l.º) Solicitud: 

a) Ante el colegio de Abogados 
en el que se encuentre el juz­
gado o Tribunal que conozca 
el procedimiento principal, 

b) Ante el Juzgado del domicilio 
del solicitante. Dará traslado al 
Colegio de Abogados compe­
tentes. 

2. 0
) Varios litigantes. Solicitudes indi­

viduales de cada uno de ellos, 
- Si actúan bajo una sola direc­

ción. Se computan los ingresos 
de todos ellos, 

- Si no sobrepasan cada uno el 
doble del Salario mínimo. Se 
nombra, 

- Si están entre el doble y el cuá­
druplo. Se modula el derecho. 

3.0
) Requisitos de la solicitud: 

a) Acompañar los documentos 
que reglamentariamente se 
necesiten, 

b) Aportar datos sobre situación 
económica del interesado y la 
unidad familiar, 

c) Aportar datos y circunstancias 
personales y familiares, 

d) Señalar la pretensión que se 
hace valer y las partes contra­
rias . 

Efectos. 
a) No suspende la petición el curso del 

proceso salvo que el juez de oficio o 
a petición de las partes así lo acuerde 
en supuestos de: 
- preclusión de trámites, 
- producción de indefensión. 

b) Prescripción de acciones. Se inte­
rrumpe la prescripción siempre que 
dentro de los plazos previstos por la 
ley no sea posible nombrar abogado 
y procurador de oficio. El plazo se 
reanuda: 
- Al notificarse la designa, 
- En todo caso a los dos meses des-

de la solicitud, 
- Si la petición fuese abusiva y 

preordenada a dilatar plazos. El 
órgano judicial podrá computar 
los plazos en los estrictos térmi­
nos legalmente previstos, con to­
das sus consecuencias. 

c) Si se ocultan datos determinantes, 
se falsean o inducen a error. La 
Comisión puede revocar y revisar 
de oficio la concesión. Dando lu­
gar a la obligación de pago (sin per­
juicio de las acciones correspon­
dientes); 



4.º) Subsanación de defectos en la so­
licitud. Deben señalarse con pre­
cisión las deficiencias advertidas y 
las consecuencias de la falta de 
subsanación. Plazo de 10 días há­
biles para completar datos y docu­
mentos. Si no se aportan. ARCHI­
VO. 

5.0
) Clases de Designas: 

(1) Ordinarias provisionales. Las 
realiza el Colegio de Abogados 
tras la solicitud. Una vez compro­
bada cumplimentación de la soli­
citud y que el solicitante se en­
cuentra dentro de uno de los 
supuestos legales . En 15 días des­
de la recepción de la solicitud (o 
desde que se subsanaron los de­
fectos). Se hace la designa que se 
comunica de inmediato al Cole­
gio de Procuradores. Que tiene 3 
días para hacer su designa. 
(2) Por la Comisión . Si el Colegio 
no contesta en 15 días. El solici­
tante puede reproducir la pet i­
ción ante la Comisión. Que reca­
bará el expediente del Colegio y 
ordenará la designa provisional, 
(3) Por requerimiento judicial. Caso 
de urgencia o en garantía de dere­
chos de defensa y representación 
de las partes3• 

- Requerimiento motivado de 
nombramiento provisional. 

6. 0
) Rechazo de la solicitud: 

a) Si no cumplen las condiciones 
legales. 

b) Pretensión principal insosteni­
ble o carente de fundamento. 
En 5 días comunica al solici­
tante la negativa de designa 
ordinaria y se traslada a la soli­
citud a la Comisión. 

c) La comisión verifica y resuelve 
en 3 días. 

7.º) Resolución por la Comisión: 
- La Comisión puede recabar, de 

oficio, los datos e informacio­
nes necesarios. Especialmente 
a Administración Tributaria, 

- Se posibilita un trámite de au­
diencia al interesado y al con­
trario. Realizadas comproba­
ciones. 5 días para resolver. Si 
no resuelve. El silencio ratifica 
inicialmente lo acordado por 
los Colegios. 

8. 0
) Notificación de la resolución de la 

Comisión. En plazo de 3 días: 
- Al solicitante, 
- A los Colegios, 
- A las partes interesadas, 
- Juez o Tribunal competente, o 

decano. 
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9.0
) Designa Judicial. El silencio del 

Colegio de Abogados unido al de 
la Comisión tiene efecto positivo. 
El interesado puede acudir al juez 
o Tribunal competente en el pro­
cedimiento, o al decano, para que 
requiera a los Colegios la designa 
provisional. Sin perjuicio de las 
ulteriores impugnaciones. 

10.0
) Si la Comisión desestima las pre­

tensiones de reconocimiento del 
derecho. Las designas quedan sin 
efecto y surge la obligación del in­
teresado de pagar los honorarios 
conforme a las prácticas habitua­
les. 

11.º) Impugnación de las resoluciones: 
- Fase de formalización. Ante la 

comisión, 
- Por titulares de un derecho o 

interés legítimo, 
- Impugnación de toda resolu­

ción (Colegial o de la Comi­
sión), 

- No es preceptivo abogado. Bas­
ta escrito motivado, 

- Plazo. 5 días desde la notifica­
ción o conocimiento, 

- Ante el Secretario de la Comi­
sión. Que lo remite al Juez o 
Tribunal competente, o, en su 
caso Decano para reparto, 

- fase de resolución. Ante Juez o 
Tribunal: 
1) Comparecencia de los inte­

resados y letrado del Estado 
(8 días), 

2) Prueba (5 días), 
3) Auto (5 días). Sin recurso al­

guno. 
- Cabe imponer sanc10n de 

5.000 a 50.000 pesetas por te­
meridad o abuso. 

b.3) Organización de los servicios de 
asistencia letrada, defensa y 
representación gratuitas 

Competencia. Tanto en la organi­
zación como en la regulación. Los Co-
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cesión del derecho a litigar gratuita­
mente, 
Retribución. La intervención de 

ibogado y procurador de oficio sólo 
;erá retribuida con fondos públicos si 
xiste reconocimiento expreso al dere­

_ho a la asistencia jurídica en los térmi­
:ios legales. 

Obligaciones de los profesiona­
es designados. 
) Representación y asistencia efectiva 

y real hasta terminar el procedi­
miento en la instancia correspon­
diente y, en su caso, ejecución de la 
sentencia. Si ésta se produce dentro 

legios por medio de las Juntas de G1 de los 2 años siguientes a la senten-
bierno; cia en la instancia. 

Principios rectores. Garantía deS) Sólo cabe la excusa en el orden pe-
- Prestación continuada, nal. Ha de ser personal y justa. Ante 
- Criterio de funcionalidad, el Colegio. En plazo de 3 días desde 
- Eficacia en la aplicación de fond1 la designa; (el Colegio resuelve en 

públicos, los 5 días siguientes). 
- Autonomía, libertad e independeC) Insostenibilidad de la pretensión6• 

cia de los profesionales inscritos, Dentro de los 6 días siguientes a la 
- Normas deontológicas y disciplin designa. Exposición jurídicamente 

rias de los servicios colegiales. motivada ante la Comisión: 
Creación de Servicios de Ases1 - La Comisión recaba informe al 

ramiento. Gratuitos, para orientar Colegio de Abogados (6 días), 
encauzar sus pretensiones, así como i - Informe del Ministerio Fiscal (Si 
formar sobre el modo de solicitar el d coinciden el del letrado y el del 
recho a la asistencia gratuita. Colegio (6 días)), 

Organización. Sistema de turnos 1 - Si el Colegio o el Fiscal dictami-
distribución objetiva y equitativa que nan defendibilidad. Designa de 
difundirán entre todos los colegiados; nuevo abogado. Que asume obli-
- Salvo en Colegios de reducida acti1 gatoriamcmte la defensa. 

dad. Guardia permanente para as)) Petición de suspensión de plazos 
tencia letrada al detenido. para aceptar la designa por flata de 
Formación y especialización. E documentación. Ante la Comisión. 

quisitos generales establecidos por Que requerirá al interesado (Plazo 
Ministerio4

• Para garantizar mínimos 1 de 10 días para aportar documen­
formación y especialización y asegu1 tos). Si no se aportan archivo. 
niveles de calidad y competencia pral Costas. La determinación se hace 
sional. Son obligatorios y pueden co1onforme a los aranceles y honorarios 
plementarlos las Comunidades Autirdinarios: 
nomas que tengan trasferencias sobre\.) Si la sentencia reconoce costas a 
materia. quien tiene reconocido el derecho a 

la justicia gratuita. Quien perdió en 
b.4) Efectos de la designa de abogad1 costas debe abonar las causadas al 
y procurador de oficio 
El reconocimiento del derecho a la as:) 
tencia jurídica gratuita lleva consigo 
designa de oficio de abogado y procu 
dor (si fuere preceptivo). No es posil 
que un profesional sea de oficio y 
otro no5 • 

Renuncia a la designia por el l 
licitante. Debe ser simultánea a at 

contrario; 
Si la sentencia condena en costas a 
quien tiene reconocido el derecho a 
la asistencia jurídica gratuita. Habrá 
de pagar las costas propias y contra­
rias a quien en los tres años siguien­
tes vengan a mejor fortuna: 
1) Por tener ingresos superiores al 

cuadruple a octuple del salario 
gado y procurador y hacerlo constar' mínimo, 
presamente en la solicitud de renunc 2) Alteración de las circunstancias 
Que se comunicará expresamente: que sirvieron para reconocer el 

• A la Comisión, derecho a la asistencia gratuita, 
• A los Colegios. :) Si no hay condena en costas pero 

- No implica la pérdida de las dert vence el beneficiario del derecho a 
prestaciones reconocidas en la ce la Justicia gratuita. Debe pagarse las 
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costas propias siempre que no exce­
dan de 1/3 de lo obtenido. Si exce­
den, se reduce en proporción; 

D) Si la sentencia condena a litis ex­
pensas. El abogado y procurador 
pueden exigir a su defendido la to­
talidad de la partida aprobada judi­
cialmente por ese concepto. 

• Obtenido por el profesional cualquier 
pago. Debe devolver lo percibido de 
fondos públicos: 
-Si los dictámenes coinciden en la in­

defendibilidad. La comisión desesti­
ma la petición. 
Procedimientos penales. Art. 121 

LECrm. 
- Todos los que sean parte en una cau­

sa. Si no tienen reconocido el dere­
cho a la asistencia jurídica gratuita. 
Tienen la obligación de satisfacer ho­
norarios e indemnizaciones. Si así se 
reclaman al Juzgado o Tribunal y 
este lo estimare; 

- El resto de las costas se pagarán si 
hay condena expresa en costas; 

- El Procurador que haya aceptado la 
representación, una vez nombrado, 
tiene obligación de pagar los hono­
rarios de los letrados de los que se va­
liesen los clientes para la defensa; 

- Quien tenga reconocido el derecho a 
la asistencia jurídica gratuita podrá 
valerse de abogado y procurador de 
su elección. A quienes habrá de abo­
nar sus honorarios. Salvo renuncia 
expresa; 

- El insolvente o quien tenga recono­
cido el derecho a la asistencia grauita 
queda obligado a pagar si viniere a 
mejor fortuna . 

Régimen disciplinario 
l .0

) Las Comisiones centralizan las 
quejas y denuncias por actuaciones 
de profesionales encargados de los 
servicios. Darán cuenta a los Cole­
gios que habrán de comunicar a la 
Comisión las resoluciones y medi­
das adoptadas por estas que jas. La 
Comisión está legitimada para re­
currir las decisiones del Colegio; 

2. 0
) El régimen disciplinario de Aboga­

dos y procuradores de estos servi­
cios es el general de los Colegios 
pero con las especialidades siguien­
tes: 
a) la percepción indebida de ho­

norarios, derechos o beneficios 
económicos siempre se conside­
rará falta muy grave; 

b) Las sanciones por falta grave o 
muy grave en la materia llevan 
aparejada la exclusión profesio­
nal de los servicios de asisten­
cia, 
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c) cabe suspensión cautelar duran­
te la tramitación del expediente 
en supuestos de especial grave­
dad. Plazo de duración máximo. 
6 meses. 

b.5) Subvención y supervisión de los 
servicios de asistencia jurídica gratuita 
1) Por el Ministerio. Para todos los des­

tinatarios. 
2) Los colegios sólo podrán aplicar un 

máximo de un 8 % de la subvención 
a atender el funcionamiento y servi­
cios de información y orientación. 

3) La subvención la reparten los Conse­
jos Generales. Sometidos a la Ley 
General Presupuestaria. 

4) Retribución por módulos y baremos. 
Reglamentos de desarrollo. En 

seis meses: 
a) Normas de organización y funciona­

cionamiento de las Comisiones, 
b) Normalización de los documentos a 

presentar con la solicitud del dere­
cho a la asistencia jurídica gratuita, 

c) Procedimiento para aplicar subven­
ciones, 

d) Sistema de módulos y bases para 
fondos públicos, 

e) Sistema de provisión de la asistencia 
pericial. 

Notas 

*Magistrado 

*Abogado 

1. Entrará en vigor el día 12 de julio de 
1996. 

2. Delegable. 
3. Si alguna de ellas manifiesta la carencia 

de recursos. 
4. Previo informe de los Colegios Profesio~ 

nales. 
5. Salvo que el profesional de libre elec­

ción renuncie por escrito a percibir honora­
rios y derechos ante el justiciable y ante el 
Colegio. 

6. El mismo criterio se aplica en los recur­
sos. Salvo en los penales y respecto a los con­
denados. Donde no cabe formular insosteni­
bilidad de la pretensión. 



Análisis detallado del 
reglamento de extranjería 
Gerardo Bueno Salinero* 

ranjeros en España, no supone en ab­
Jluto una mayor facilidad, dejando las 
osas como estaban. 

:egularización 
a novedad más relevante, y a la vez más 
1gaz, es el período de regularización, 
ue establece en su disposición transito-

~-------------------------------'ta tercera, para todos aquellos extranje­

INDICE 

INTRODUCCION (referencia a la regularización) 

ASPECTOS GENERALES DEL REGLAMENTO (ámbito, plazos, etc.) 

CONTENIDO DEL REGLAMENTO: 
l. Derechos y libertades. 

11. Menores. 
111. Entrada y salida de los extranjeros. 

1 . Pasaportes y documentos de viaje. 
2. Visados: clases, solicitud . 
3. Entrada: requisitos y prohibiciones. 

IV. Permanencia de los extranjeros en España: estancia , estud iantes, 
res idencia (clases) , reagrupación familiar. 

V. Solicitud de estancia o residencia. 
VI. Concesión y denegación. Competencia. 

VI 1. Renovaciones. 
VIII. Identificación y registro: Extranjeros indocumentados. 

IX. Registro Central de Extranjeros. 
X. Comunicación de cambios de situación. 

XI. Medidas de seguridad. 
XII. Trabajo y establecimiento: 

1. Establecimiento de un contingente . 
2. Permiso de trabajo . 
3 . Tipos de permisos de trabajo. 

XIII. Concesión y renovac ión de los permisos: 
1. Preferencias para la concesión inicial. 
2. Renovación de los permisos. 
3. Denegación de los permisos. 
4. Extinción de los permisos. 

XIV. Tramitación de los permisos: 
1. Legitimación y documentación. 
2. Lugar, plazos, forma y efectos de la presentac ión. 
3. Tramitación. 

XV. Infracciones y sanciones. 
1. Infracciones. 

XVI. 

XVII. 
XVIII. 

2. Sanciones. 
3. Procedimiento sancionador. 
Centros de internamiento: 
1. Ingreso. 
2. Régimen interno de los centros. 
Otras infracciones y sanciones. 
Salidas y devoluciones: 
1. Salidas voluntarias y prohibición de salida. 
2. Salidas obligatorias y devoluciones. 

/ 

)S que se encuentren en España en si-
1ación irregular antes del día 1 de enero 
e 1996. Los requisitos que deben cum­
lir esos extranjeros para poder benefi­
iarse de la regularización son dos: 
• Haber sido titulares de un permiso de 

·abajo y/o residencia con posterioridad a 
Jlio de 1986. 
• Y no estar incursos en causa de ex­

ulsión, ni tener prohibida la entrada 
n España. 
También podrán ser documentados 

or esta vía ciertos familiares de esos ex­
:anjeros que se encontraran en España 
ntes de 1996 y no estuvieran incursos 
n causa de expulsión o tuvieran prohi­
ida la entrada. 
Esta posibilidad de regularizarse sólo 

ura cuatro meses a partir de la entrada 
n vigor, por lo que finalizará el día 23 
e agosto. 

spectos generales del reglamento 

ntes de entral:' en la exposición de su 
)ntenido más relevante, quiero resal­
tr algunos aspectos generales que ha­
rán de ser tenidos en cuenta para su 
plicación. 
1. Quedan excluidos de su ámbito de 

plicación los nacionales de Estados 
liembros de la Unión Europea o del Es­
acio Económico Europeo, así como 
1s familiares y los familiares de espa-
oles, cualquiera que sea la nacionali­
ad de éstos. 
2. Se establece, en consonancia con 

. procedimiento administrativo común, 
ri. plazo gen.eral máximo para resolver las 
)licitudes que se presenten, que se fija en 
·es meses, a partir de los cuales, si no 
ubiera resolución expresa, se entende­
t desestimatoria de la petición. 
Las peticiones de permisos de resi­

encia por reagrupación familiar y de 
~--------------------------~---~ermisos de trabajo de temporada sere­

Jlverán en la mitad de tiempo. 

Introducción 

El nuevo reglamento de ejecución de la 
L.O. 7 /1985, de 1 de julio, sobre dere­
chos y libertades de los extranjeros en 
España, se publicó el día 23 de febrero 
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3. Las resoluciones que dicten los ór­
de 1996, y, como entra en vigor a ¡anos competentes sobre concesión, 
dos meses de su publicación, esto tufnegación o exención de visados, pró­
lugar el día 24 de abril. -ogas de estancia o permiso de residen-

Dicho reglamento tiene bastant ª Y de trabajo, así como de sanciones 
novedades, aunque por lo que se refieexpulsiones, ponen fin a la vía admin.is­
a la entrada y permanencia de los eatíva. 
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Se exceptúan las resoluciones sobre 
renovación de permisos de trabajo y re­
sidencia, en las que cabe recurso admi­
nistrativo ordinario previo a la vía juris­
diccional. 

Contenido del reglamento 

Puesto que se trata de un nuevo regla­
mento que en muchas cosas repite la re­
gulación del anterior, voy a hacer hin­
capié solamente en aquellos puntos 
que suponen una novedad interesante 
o son de especial utilidad aunque no 
cambien sustancialmente. 

1. Derechos y libertades 

Comienza la Ley con un capítulo de­
dicado a los derechos y libertades de los 
extranjeros en España, distinguiendo 
entre los derechos y libertades de todos 
los extranjeros, y los derechos y liberta­
des de los extranjeros que se encuen­
tran legalmente en territorio español. 

A los primeros se les reconoce, como 
no podía ser de otra manera, los dere­
chos que son inherentes a las personas, 
como por ejemplo el derecho a la vida, 
a la integridad física, a la dignidad hu­
mana, a la libertad .. . y a la educación 
aunque esto no pasa de ser una enun­
ciación retórica fuertemente matizada 
por la realidad. También se les reconoce 
el derecho a la asistencia letrada y de in­
térprete en caso de detención, que ya se 
venían cumpliendo. 

A los extranjeros que se encuentren 
legalmente en territorio español se les 
reconoce muchos más derechos, éstos 
ya menos teóricos, como son el derecho 
de residencia y libre circulación, reu­
nión y asociación, sindicación y huel­
ga, educación y libertad de enseñanza, 
asistencia y prestaciones sociales, pro­
tección a la salud, fundación y libertad 
de empresa ... 

11. Menores 

En este mismo capítulo se incluye 
una regulación específica sobre los me­
nores extranjeros, con especial referen­
cia a los menores en situación de des­
amparo, el traslado temporal a España 
de menores extranjeros y el traslado a 
España con fines de adopción de meno­
res extranjeros procedentes de zona de 
conflicto. 

Se parte del principio de que los meno­
res serán tratados conforme a lo previsto 
en la Convención de las Naciones Uni­
das sobre los Derechos del Niño de 1989. 

Tienen derecho a la educación, a la 
asistencia sanitaria y a las demás presta­
ciones sociales. 
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Cuando un menor se halle en situa­
ción de desamparo será encomendado 
al servicio de Protección de Menores, y 
en ningún caso será objeto de medidas de 
expulsión. 

111. Entrada y salida de los extranjeros: 
puestos, visados y requisitos 

Las modificaciones introducidas en 
estos apartados se deben a la necesidad 
de adecuar nuestra normativa al Con­
venio de aplicación del Acuerdo de 
Schengen, estableciendo la circulación 
de personas entre Alemania, Bélgica, Es­
paña, Francia, Holanda, Luxemburgo y 
Portugal. 

l. Pasaportes y documentos de viaje 
El extranjero para entrar en España 

deberá poseer uno de los siguientes do­
cumentos: 

a) Pasaporte en vigor. Los menores 
de dieciséis años podrán figurar inclui­
dos en el pasaporte de su padre, madre 
o tutor. 

b) Título de viaje. 
c) Documento nacional de identidad 

u otros documentos en casos de conve­
nio especial. 

2. Visados 
Los extranjeros que se propongan en­

trar en territorio español deberán ir pro­
vistos del correspondiente visado ex­
tendido en sus pasaportes, documentos 
de viaje o en documento aparte. 

Para estancias de menos de tres meses · 
en un período de seis o para tránsitos de 
menos de cinco días, el reglamento 
contempla muchas excepciones a esta 
exigencia de visado. 

a) Clases de visados. 
- Visados de tránsito, para estancias li­

mitadas en general no más de cinco días. 
- Visados de estancia, para los ex­

tranjeros que deseen permanecer en Es­
paña hasta tres meses por semestre. 

- Visados de residencia, para los ex­
tranjeros que deseen trasladar su resi­
dencia a España. Tienen a su vez diver­
sas modalidades: para reagrupación 
familiar, para trabajo, para asilo, para 
residencia no lucrativa ... 

La obtención del visado no vincula a 
las autoridades que tienen que conceder 
el correspondiente permiso de residencia. 

b) Solicitud de visados. 
Se hace en modelo oficial, adjuntan­

do tres fotografías y presentando pasa­
porte o documento de viaje ante la mi­
sión diplomática u oficina consular 
española. 

Si es de tránsito o estancia habrá que 
acreditar el objeto del viaje, la disposi-



ción de medios de subsistencia, la dis­
posición de alojamiento, y las garantías 
de retorno al país de procedencia o de 
admisión en el país de destino. 

Si es de residencia deberá aportar el 
pasaporte o documento de viaje con vi­
gencia mínima de cuatro meses, certifi­
cado de antecedentes penales si es 
mayor de edad y certificado sanitario. 

En ambos casos se puede requerir la 
presentación de documentación adicio­
nal. También existe documentación 
adicional específica para supuestos con­
cretos como por ejemplo un proyecto 
de explotación si se desea ejercer una 
actividad por cuenta propia, o una ofer­
ta de trabajo si se va a ejercer una activi­
dad por cuenta ajena. 

Estas solicitudes se tramitan por la 
oficina consular o diplomática, se en­
vían al Ministerio de Asuntos Exteriores 
para su autorización, el cual podrá re­
clamar informes de otros órganos, y de­
volverá el expediente a la oficina con­
sular, la cual resolverá. 

En el plazo de dos meses desde la no­
tificación de la concesión, el extranjero 
deberá recoger su visado, que se exten­
derá en el pasaporte o documento de 
viaje, o en documento aparte. La vigen­
cia del visado siempre será inferior a la 
del pasaporte o título de viaje. 

3. Entrada: requisitos y prohibiciones 
Los funcionarios encargados de con­

trolar la entrada podrán exigir la acredi­
tación de los recursos económicos sufi­
cientes para el sostenimiento durante el 
período ele permanencia en España, pu­
diendo reducir el tiempo de estancia en 
proporción a la cuantía de los recursos. 

A los extranjeros que no reúnan la 
documentación necesaria o tengan la 
entrada prohibida, les será denegada la 
entrada, salvo que excepcionalmente, 
por motivos humanitarios o derivados 
de compromisos internacionales se au­
torice, con las medidas cautelares preci­
sas. 

Se considera prohibida la entrada a los 
que: 

a) Hayan sido expulsados de España, 
dentro del plazo que se hubiere deter­
minado. 

b) Se hallen incursos en supuestos de 
expulsión por realizar actividades con­
trarias al orden público o por haber sido 
condenados por actividad dolosa con 
pena de más de un año de privación de 
libertad. 

c) Se encuentren reclamados por 
causas criminales por otros países. 

La denegación de la entrada, en todo 
caso deberá verificarse por resolución 
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motivada, que será notificada al ex­
tranjero, con referencia a los recursos 
que contra la misma pudieran interpo­
nerse. 

Si se le niega la entrada, el transportis­
ta que lo hubiere traído a la frontera es­
tará obligado a hacerse cargo de él in­
mediatamente. 

Cuando el extranjero entre por un es­
tado con el que se haya firmado un 
acuerdo de supresión de controles fron­
terizos, o llegue a España por un puerto 
en el que no exista puesto policial fron­
terizo, tiene obligación de declarar su en­
trada en el puesto policial más cercano, 
en el plazo máximo de 72 horas a partir 
de su entrada. 

IV. Permanencia de los extranjeros 
en España 

Los aspectos a destacar del nuevo re­
glamento, en esta materia son los si­
guientes: 

l. El régimen de estancia, para los ex­
tranjeros que permanecen en España 
por un período máximo de tres meses. 

2. La situación de los estudianles ex­
tranjeros, que presenta como principal 
novedad la posibilidad de que puedan 
ser autorizados a realizar determinados 
trabajos durante su estancia, siempre 
que sean compatibles con sus estudios y 
no supongan la única fuente de obten­
ción de recursos. La contrapartida a esta 
ventaja está en que ahora, para la reno­
vación del permiso de estudiante, debe 
acreditarse el aprovechamiento de los 
estudios mediante certificación. 

Los que deseen acogerse al régimen 
de estudiantes deben solicitar el corres­
pondiente visado antes de venir a Espa­
ña, y obtener la tarjeta de estudiante 
una vez que se encuentren en territorio 
español, acreditando que han sido ad­
mitidos como alumnos en centros pú­
blicos o privados autorizados, con un 
horario que implique asistencia y dura­
ción prevista no inferior a tres meses. Si 
fuesen menores se requiere la autoriza­
ción de los padres o tutores. En todo 
caso deben tener garantizados los me­
dios económicos necesarios para sufra­
gar el coste de sus estudios, los gastos de 
estancia y regreso a su país. 

3. El régimen de residencia, que supo­
ne la creación del estatuto del residente 
permanente, de cara a la integración y 
seguridad jurídica del extranjero, así 
como la simplificación de los procedi­
mientos para la obtención de los corres­
pondientes permisos, estableciendo el 
siguiente sistema: 

a) Permiso inicial: es el que se con­
cede inicialmente y su duración es de 
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un año, pudiendo renovarse por do·antizada la asistencia sanitaria, que en 
años más. :aso de tener familiares a su cargo debe-

b) Permiso ordinario: se conced·án cubrir a todos ellos. 
tras tres años de residencia continuad El extranjero que solicite permiso de 
y su duración máxima, incluidas las nesidencia y carezca del correspondien­
novaciones, será de tres años. e visado deberá acreditar que ha sido 

c) Permiso permanente: se conced~ximido de la obligación de visado. 
a los extranjeros que acrediten seis año 
de residencia continuada. Tiene vigent1. concesión y denegación. 
cia indefinida, debiendo renovarse 1 Competencia 

tarjeta que lo documenta cada cino Con carácter general serán compe­
años. Este permiso viene a constituir uientes para resolver de las solicitudes de 
documento ya definitivo que sólo se n>ermisos de residencia, los Gobernado­
nueva a efectos burocráticos como sues Civiles. 
cede, por ejemplo, con nuestro D.N.I. Toda resolución habrá de ser motiva-

d) Permiso excepcional: se podr¡a y se notificará formalmente al inte­
conceder cuando concurran razoneesado, advirtiendo en ella, si es dene­
cxcepcionales, conforme a la legisl~atoria, la obligación que tiene de 
ción vigente en materia de asilo, raz%andonar el territorio español. 
nes humanitarias, de interés público r Una vez concedida la residencia se 
de seguridad nacional. :xtenderá una tarjeta a su titular, que 

4. Nueva regulación de la reagrupaleberá recogerla personalmente, previo 
ción familiar, concretando conforme tbono de las tasas establecidas. 
las normas adoptadas en el seno de 1 Este reglamento crea un documento 
Unión Europea, los familiares que pmmico para todos los extranjeros residen­
den acogerse a este régimen ( cónyugfes, simplificando la situación actual, en 
hijos menores de edad no casados, ira que existen alrededor de veinte docu­
capacitados y menores cuyo represernentos distintos. 
tante sea el residente, ascendientes qu 
dependan económicamente de él). lJll. Renovaciones 

vigencia del permiso de residencia par Los permisos de residencia se renova­
ellos dependerá de la residencia legal eJán siempre que no hayan variado las 
España del reagrupante. ircunstancias que justificaron su otor-

En algunos casos el cónyuge, y los h\amiento, o las nuevas lo permitan. 
jos cuando alcancen la mayoría de edac La solicitud de renovación debe pre­
pueden obtener un permiso de residenentarse con al menos un mes de antela­
cia independiente del reagrupante. ión a la fecha de caducidad del docu-

Los hijos, nacidos en España, de e>:o.ento. No obstante podrá renovarse el 
tranjero residente legal, adquieren a11ermiso siempre que se solicite durante 
tomáticamente el mismo tipo de perrnbs tres meses posteriores a la fecha de 
so de residencia del que sea titular s1aducidad, aunque en este caso con una 
progenitor. anción. 

El resguardo de solicitud de renova-
V. Solicitud de estancia o residencia. ión prorroga la validez del permiso 

Requisitos y documentación nterior. 

Las solicitudes se presentan en la Para solicitar la renovación el intere­
Oficinas de Extranjeros o Comisaría dado deberá acompañar el pasaporte o 
Policía, en el impreso oficial oportumocumento similar, tres fotografías, y 
al que se acompañará: ~ JStificar documentalmente el cumpli-

- Pasaporte o documento válidtiiento de sus obligaciones fiscales en 
para la entrada en España en vigor. .spaña. Si se trata de la renovación del 

- Visado de residencia en vigor, eiermiso de residencia permanente bas-
su caso. 1 presentar el pasaporte y las tres foto-

- Cualquier documento que acredirafías. 
te el tiempo previo de residencia legal : El permiso de residencia se extingue 
continuada en España, en su caso . ·or permanecer fuera de España de for­

- Certificado de antecedentes penaia continuada durante más de seis 
les de su país, o en su caso de las autorheses. También se extingue por reso­
dades españolas. lción motivada de la autoridad, cuan­

- Tres fotografías tamaño carné. o desaparezcan las circunstancias 
- Certificado médico oficial. ue sirvieron de base para su concesión 
Además deben acreditarse medios d se compruebe la inexactitud grave 

vida suficientes para el período de resie las alegaciones formuladas por el ti­
dencia que solicita, así como tener gailar. 

e V L 

VIII. Identificación y registro 

Los extranjeros están obligados a lle­
var consigo el pasaporte o documento 
de viaje, y en su caso la tarjeta de estan­
cia o residencia, así como a exhibirlos 
cuando fueran requeridos para ello. 

Extranjeros indocumentados 
Los extranjeros indocumentados y 

los apátridas, podrán ser documentados 
con una cédula de inscripción, cuando 
acrediten que no pueden ser documen­
tados por otro país o que son apátridas. 
Una vez obtenida la cédula, podrán ac­
ceder a un permiso de residencia. 

La mecánica es la siguiente: 
a) Tan pronto como se hubiera pro­

ducido la indocumentación o la caduci­
dad de la documentación anterior, deben 
pedir la documentación presentándose 
personalmente en la comisaría. 

b) El interesado exhibirá los docu­
mentos de cualquier clase que posea 
que puedan constituir indicios de iden­
tidad, procedencia o nacionalidad (por 
ejemplo una partida de nacimiento), y 
acreditará que no puede ser documen­
tado por la Oficina Consular correspon­
diente, por cualquier medio que permi­
ta dejar constancia del requerimiento 
efectuado (normalmente se usará el re­
querimiento o el acta notarial). 

c) Una vez realizada la información 
inicial, y siempre que el extranjero no 
esté incurso en ninguno de los suspues­
tos de prohibición de entrada o de 
expulsión, si desea permanecer en terri­
torio español se le otorgará por el Gober­
nador Civil un documento de identifi­
cación provisional que le habilita para 
permanecer en España durante tres me­
ses, período en el cual la Comisaría 
completa la información sobre sus ante­
cedentes. 

d) Completada la información y pre­
vio abono de las tasas, el Gobernador 
dispondrá su inscripción en una sec­
ción especial del registro de extranjeros 
y le dotará de una Cédula de Inscripción 
en un documento impreso, que deberá 
renovarse anualmente. 

e) En caso de denegación de la solici­
tud, se procederá a su devolución al país 
de procedencia. 

t) El extranjero que haya obtenido 
Cédula de Inscripción podrá solicitar el 
correspondiente permiso de residencia 
conforme a las reglas generales. 

g) La Cédula de Inscripción perderá 
vigencia cuando el extranjero sea docu­
mentado por algún país o éste adquiera 
la nacionalidad española u otra distinta. 

Cuando un extranjero indocumenta­
do tenga la necesidad de salir del terri-
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torio español, y no pueda proveerse de 
pasaporte propio, se le podrá expedir 
un título de viaje con destino a los países 
que se especifiquen y con la vigencia 
que se señale, una vez practicados los 
trámites descritos anteriormente. 

IX. Registro Central de Extranjeros 

En la Dirección General de la Policía 
existe un Registro Central de Extranje­
ros en el que se anotan absolutamente 
todos los trámites relevantes que se lle­
van a cabo con extranjeros. Estos datos 
están a disposición de otros órganos de 
las Administraciones Públicas, así como 
de los interesados. 

X. Comunicación de cambios 
de situación 

Todos los extranjeros que permanez­
can legalmente en España están obliga­
dos, en el plazo de un mes, a poner en 
conocimiento de la Oficina de Extran­
jeros o Comisaría de Policía, los cam­
bios de nacionalidad y domicilio, así 
como las modificaciones de las circuns­
tancias familiares o de su situación la­
boral. También deberán hacerlo, en un 
plazo de quince días, cuando sean re­
queridos para ello. 

XI. Medidas de seguridad 

El Reglamento prevé diversas medi­
das de seguridad que se pueden adoptar 
en distintos supuestos, entre ellas las 
más importantes son las detenciones e 
internamientos, las comparecencias, 
las prohibiciones de entrada o de salida 
y las devoluciones en casos de entradas 
ilegales. 

XII. Trabajo y establecimiento 

l. Establecimiento de un 
contingente 

El Gobierno, a propuesta de la Comi­
sión Interministerial de Extranjería, 
puede establecer un contingente de tra­
bajadores extranjeros para la cobertura 
de ofertas de trabajo no cubiertas por el 
mercado nacional de trabajo. 

2. Permiso de trabajo 
Los extranjeros que deseen ejercer en 

España cualquier actividad lucrativa, 
laboral o profesional, por cuenta propia 
o ajena, habrán de obtener el corres­
pondiente permiso de trabajo. 

Ningún empresario podrá contratar a 
un extranjero que no esté autorizado 
para trabajar, salvo que esté exceptuado 
de esa obligación, en cuyo caso el 
período así trabajado no será tenido en 
cuenta para la concesión de permisos 
de trabajo. 



La autorización para trabajar no sólo 
se obtiene con la tarjeta de trabajo. Hay 
otros documentos que también autori­
zan para trabajar: 

a) El documento de identidad de los 
refugiados, que autoriza a éstos y a los 
familiares a los que se extienda. 

b) Los extranjeros con tarjeta de es­
tudiante, que pueden ser excepcional­
mente autorizados para trabajar, siem­
pre que ese trabajo sea compatible con 
los estudios, y los ingresos obtenidos no 
tengan el carácter de recurso necesario 
para su sustento o estancia. Los contra­
tos pueden ser a tiempo parcial, o si son 
de jornada completa, su duración no 
puede superar los tres meses ni coinci­
dir con los períodos lectivos. 

c) Hay además otros documentos 
como las autorizaciones colectivas o los 
permisos de residencia a refugiados en 
situaciones excepcionales. 

3. Tipos de permiso de trabajo 
El Reglamento crea un nuevo sistema 

de permisos que implica una simplifica­
ción de los trámites para su obtención. Se 
contemplan las siguientes modalidades: 

a) Permisos de trabajo por cuenta ajena: 
- Tipo A: Se concede para activida­

des por cuenta ajena de temporada o 
para trabajos de duración limitada. La 
duración coincidirá con la del contrato 
que lo sustenta, con un máximo de nue­
ve meses. 

- Tipo b (inicial): Permite trabajar 
por cuenta ajena en una profesión, acti­
vidad o ámbito geográfico determina­
dos y su vigencia se limitará a la dura­
ción del contrato, con un máximo de 
un año. 

- Tipo B (renovado): Igual que el 
anterior, pero para varias profesiones o 
actividades, y de dos años de duración. 
Se obtiene cuando se ha sido titular de 
un permiso tipo b. 

- Tipo C: Habilita para realizar cual­
quier actividad por cuenta ajena en 
todo el territorio nacional y tiene una 
validez máxima de tres años. Se puede 
obtener al finalizar la vigencia del per­
miso B. 

b) Permisos de trabajo por cuenta pro­
pia: 

- Tipo d (inicial): Se otorga para ejer­
cer una determinada actividad por 
cuenta propia y con una validez máxi­
ma de un año, pudiendo limitarse su vi­
gencia a un ámbito geográfico. 

-Tipo D (renovado): Habilita para 
ejercer varias actividades por cuenta 
propia durante un período máximo de 
dos años, pudiendo limitarse a un ámbi­
to geográfico o a una actividad concre-
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ta. Se puede obtener al finalizar la vi­
gencia de un permiso tipo d. 

- Tipo E: Autoriza para desarrollar 
cualquier actividad por cuenta propia, 
sin limitación geográfica y por un tiem­
po máximo de tres años. Se puede obte­
ner al finalizar la vigencia del permi­
so D. 

c) Permisos por cuenta propia o ajena 
para trabajadores fronterizos. 

- Tipo F: Permite realizar actividades 
por cuenta propia o ajena en las zonas 
fronterizas del territorio español a ex­
tranjeros que regresan diariamente a la 
zona fronteriza de un país vecino en el 
que residen. Su duración será de cinco 
años y podrá ser renovado. 

d) Pe1miso permanente: Permite reali­
zar cualquier tipo de actividad, tanto 
por cuenta propia como ajena. Se puede 
obtener al finalizar la vigencia del per­
miso C o E y tiene validez indefinida, 
debiendo renovarse cada cinco años la 
tarjeta que lo documenta. 

e) Permiso extraordinario: Los extran­
jeros que hayan contribuido de forma 
notoria al progreso económico o cultu­
ral de España podrán obtener este tipo 
de permiso, con validez para todo el te­
rritorio español y para actividades por 
cuenta propia o ajena. No tendrá limi­
tación en cuanto a su vigencia, aunque 
la tarjeta que lo documenta se deberá 
renovar cada cinco años. 

XIII. Concesión y renovación 
de los permisos 

Hay que distinguir aquí también se­
gún sean por cuenta ajena o por cuenta 
propia. 

Los criterios que se toman en cuenta 
para conceder un permiso de trabajo 
por cuenta ajena son: 

a) Insuficiencia o escasez de mano de 
obra para la actividad para la que se so­
licita. 

b) Inexistencia de trabajadores espa­
ñoles, comunitarios o extranjeros resi­
dentes inscritos como demandantes de 
empleo para esas actividades. 

c) Y el régimen de reciprocidad con 
el país de origen. 

La autoridad competente puede exi­
gir al empresario que solicite previa­
mente demandantes de empleo a los 
servicios públicos de colocación, y pue­
de también exigir del empresario y fu­
turo trabajador extranjero que se com­
prometan a formar a un español en la 
actividad profesional que vaya a desa­
rrollar el extranjero, contratándole a la 
vez que a éste. 

Si el permiso que se solicita es por 
cuenta propia los criterios son distintos: 
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a) La incidencia a la actividad a realictos años la titularidad de un permiso 
zar en la creación de empleo, aportatipo B 0 D. Son los siguientes: 
ción de capital, nuevas tecnologías ( a) Los nacionales de países ibero­
mejora de las condiciones de producamericanos, Guinea Ecuatorial, Filipi-
CIOn. n.as, Andorra o de origen sefardí. 

b) Que se reúne la cualificación pro b) Los originarios de Gibraltar. 
fesional exigible y que se han solicitad( c) Los nacidos en España y los que 
todas las licencias y autorizaciones parnayan sido españoles. 
comenzar la actividad. d) Los hijos o nietos de españoles de 

c) El régimen de reciprocidad. Jrigen. 
e) Los que hayan residido en España 

l. Preferencias para la concesión los últimos cinco años. 
inicial f) Los cónyuges o hijos de trabajador 

La preferencia se traduce en que no sextranjero con permiso tipo C, E o per­
tendrán en cuenta los criterios de la simanente. 
tuación nacional de empleo o su inci g) Los que tengan a su cargo ascen­
dencia en el mercado de trabajo, y Sdientes o descendientes españoles. 
compone de una larga lista de la cua 
podemos resaltar los siguientes: 3. Denegación de los permisos 

a) Ser hijo o nieto de español de ori La autoridad competente denegará el 
gen. oermiso de trabajo tipo A y ben varios 

b) Tener a su cargo ascendientes Gupuestos. Los más importantes son: 
descendientes de nacionalidad espa a) Cuando lo aconse je la situación 
ñola. n.acional de empleo. 

c) Hallarse ligado por parentesco di b) Cuando las condiciones del con­
primer grado con el empresario contra:rato sean inferiores a las legales. 
tante, salvo empleados de hogar. c) Cuando el empleador solicitante 

d) Haber nacido y residir legalmentnaya incumplido de forma notoria la le-
en España. 5islación social. 

e) Ser cónyuge o hijo de trabajado d) Cuando la oferta de empleo sea 
extranjero con permiso no inicial d(ormulada por empresario aparente, 
trabajo. :on dudas razonables sobre su solven­

f) Tener permiso de residencia per:ia. 
manen te en España. Denegará el permiso tipo d cuando se 

g) Haber solicitado asilo, o habe:onsidere que la actividad proyectada 
sido asilado o refugiado, etc. 10 favorece la creación de empleo, la 

También hay otros grupos que goza1~conomía nacionat o afecte a la com­
de cierta preferencia como los iberoJetencia en el sector. 
americanos, filipinos, guineanos, ando 
rranos, judíos sefardíes, residentes legal. Extinción de los permisos 
les, familiares de residentes, etc. El permiso de trabajo se extinguirá 

Jor resolución motivada cuando se 
2. Renovación de los permisos :omprobase que no eran ciertas las ale-

Es renovación tanto la prórroga de u1saciones presentadas, o que las condi­
permiso anterior, como la concesió1:iones impuestas para su concesión no 
del permiso siguiente en el tiempoe han cumplido. 
aunque sea de distinto tipo. 

Los criterios usados para conceder ¡~IV. Tramitación de los permisos 

renovación son la ocupación regp.lar l. Legitimación y documentación 
estable durante el permiso anterior, e Pueden presentar la solicitud del permi­
cumplimiento de las obligaciones fisdO de trabajo, que se presenta junto con 
les y de seguridad social especialmentra del permiso de residencia: el emplea­
en los trabajadores por cuenta propi~Or o su representante en España, o el 
la continuidad laboral o nueva ofert)ropio trabajador cuando es por cuenta 
de empleo y como siempre el régime1)ropia o es de clase e permanente o ex­
de reciprocidad. . raordinario. En los casos en que corres-

La renovación se produce en tod¡)Onde al empresario, y éste no lo hace, 
caso cuando el extranjero esté de ba¡Puede solicitarlo el propio trabajador. 
laboral derivada de accidente de traba La documentación para el permiso ini­
jo, enfermedad profesional o matern¡:ial, está formada por el modelo oficial 
dad. 1 otros documentos: 

Hay una serie de grupos preferentes ' a) Referidos al trabajador extranjero: 
la hora de conseguir los permisos tipo (:Opia de pasaporte, certificado de ante­
º E. La preferencia consiste en reducir ·:edentes penales, certificado médico 
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oficial, tres fotografías, y documentos 
que justifiquen las preferencias en su 
caso. 

b) En relación con la empresa: C.I.F., 
oferta de trabajo, memoria de activi­
dad, y en su caso documentos que justi­
fiquen la solvencia y capacidad del em­
pleador. 

Para un permiso por cuenta propia ade­
más de los documentos del apartado a), 
se requerirá un proyecto del estableci­
miento o actividad a realizar y la acredi­
tación de que se han solicitado las au­
torizaciones y licencias necesarias. 

Para la concesión de los permisos per­
manentes o extraordinarios, junto almo­
delo oficial, solamente hay que apor­
tar: copia de pasaporte, del permiso 
anterior, tres fotografías y acreditación 
de que se continúa en activo (como tra­
bajador o como demandante de em­
pleo) . 

Para la renovación los requisitos se 
simplifican. 

2. Lugar, plazos, forma y efectos de 
la presentación 

Cuando el sujeto se encuentra en Es­
paña la solicitud se presentará en la Di­
rección de Trabajo, oficinas de extranje­
ros o comisarías de policía, además de 
los lugares previstos para cualquier escri­
to dirigido a la Administración con ca­
rácter general (Art. 38.4 LRJAP). Si el su­
jeto se encuentra fuera de España, ante 
la Misión diplomática u Oficina consu­
lar en cuya demarcación resida. 

La solicitud se presentará siempre an­
tes de comenzar la actividad. La renova­
ción se solicita con un mes de antela­
ción a su caducidad, aunque se puede 
realizar hasta pasados tres meses de su 
vencimiento, sin perjuicio de la san­
ción. 

Los interesados pueden presentar la 
solicitud por sí, o por representante. 

Una vez presentada, se le expide un 
resguardo, que si es de renovación, pro­
rroga la validez del permiso anterior. 

3. Tramitación 
La autoridad receptora instruye el 

procedimiento y eleva a la autoridad 
competente la propuesta de resolución, 
para lo cual puede solicitar los informes 
que considere oportunos sin que le sean 
vinculantes. 

La autoridad competente para resolver 
sobre los diferentes permisos de trabajo 
es la Dirección de Trabajo, sin perjuicio 
de la competencia de la Dirección Gene­
ral de Migraciones en algunos casos. 

Concluida la instrucción, y con el 
informe favorable de la autoridad gu-
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bernativa, se resolverá de forma moti­
vada, notificando la resolución al inte­
resado. 

Si la resolución ha sido favorable, se 
remitirá copia a la autoridad gubernati­
va para la concesión, si procede, del 
permiso de residencia. 

Si ha sido negativa, ello implicará la 
denegación del permiso de residencia 
solicitado conjuntamente, sin perjuicio 
del que se pueda pedir por separado. 

XV. Infracciones y sanciones 

El nuevo reglamento concreta los su­
puestos previstos en la L.O. 7 /1985 en 
cuanto a la imposición de la sanción de 
expulsión. 

La expulsión no podrá imponerse, 
salvo infracciones de especial gravedad, 
a extranjeros que se encuentren íntima­
mente vinculados con nuestro país. 

Se hace una referencia específica a la 
expulsión de extranjeros encartados en 
procedimientos judiciales por la comi­
sión de delitos menos graves, a instan­
cia del Ministerio Fiscal. 

Se adecua el procedimiento sanciona­
dor a la Ley 30/1992, en especial en lo 
relativo al establecimiento de un plazo 
de prescripción de las infracciones y. 
sanciones. Las infracciones prescriben a 
los tres años (1), dos años (2-10) o seis 
meses (11-12). Las sanciones prescriben 
respectivamente a los tres, dos o un 
año. 

l. Infracciones 
Son infracciones a la L.O. 7 /1985 las 

siguientes: 
l. Estar implicado en actividades 

gravemente contrarias al orden público 
o a los intereses españoles. 

2. Encontrarse ilegalmente en terri­
torio español. 

3. Encontrarse trabajando sin permi­
so de trabajo. 

4. Haber sido condenado, dentro o 
fuera de España, por conducta dolosa, 
con pena privativa de libertad superior 
a un año, salvo rehabilitación. 

5. Ocultación dolosa o falsedad gra­
ve en las alegaciones. 

6. Carecer de medios lícitos de vida, 
ejercer la mendicidad o desarrollar acti­
vidades ilegales. 

7. La entrada en España careciendo 
de documentación o de los requisitos 
exigibles. 

8. El incumplimiento de las medidas 
cautelares fijadas. 

9. Las salidas de España por puestos 
no habilitados. 

10. Promover la situación ilegal de 
extranjeros en España. 



11. La omisión o el retraso en la co­
municación de los cambios de circuns­
tancias. 

12. El retraso, hasta tres meses, en la 
solicitud de renovación de permisos. 

2. Sanciones 
Las sanciones posibles son: 
a) Expulsión, con prohibición de en­

trada de tres a cinco años. 
b) Multa de hasta 2.000.000 de pese­

tas. 
La expulsión sólo se impone a las in­

fracciones de los números 1 a 6. Para los 
residentes legales permanentes, con 
cinco años de residencia o pensionistas 
de incapacidad por accidente de trabajo 
o enfermedad profesional y sus hijos y 
cónyuge la expulsión sólo será por el 
número 1 o la reincidencia en los otros. 

La multa vale para cualquier número 
de los señalados, pero distinguiendo 
tres escalas: 

l. Hasta 50.000 pesetas en los núme­
ros 11y12. 

2. Hasta 500.000 pesetas en los nú­
meros 2 al 10. 

3. Hasta 2.000.000 de pesetas en el 
número l. 

En todo caso se tendrá en cuenta la 
capacidad económica y el grado de vo­
luntariedad del infractor, así como si es 
o no reincidente. 

Son competentes para sancionar los 
gobernadores civiles. 

3. Procedimiento sancionador 
Se remite el Reglamento a la L.O. 

7 /1985 para la expulsión y a la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre y al Regla­
mento de ejercicio de la potestad san­
cionadora, aprobado por Real Decreto 
1398/1993, de 4 de agosto. 

Con carácter general ordenará la in­
coación del expediente el Comisario de 
policía o el Gobernador civil. En ese 
acto se nombrará Instructor y Secretario 
y se comunicará la incoación a la Ofici­
na Consular correspondiente. 

El Reglamento se detiene en la ejecu­
ción de la expulsión. 

Se prevé la expulsión como sustituti­
va de la pena e incluso del juicio, cuan­
do ésta es por delito menos grave. 

La orden de salida, sea gubernativa o 
judicial, será notificada al interesado, 
dándole un plazo prudencial no infe­
rior a setenta y dos horas para salir. 
Transcurrido el plazo sin que haya sali­
do se le podrá detener y conducir a la 
frontera, puerto o aeropuerto corres­
pondiente. 

Cuando no se pueda ejecutar la ex­
pulsión por no poder devolver el ex-
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tranjero a su país, se podrá autorizar su 
estancia o residencia. 

XVI. Centros de internamiento 

Dentro del capítulo que trata las in­
fracciones y sanciones, se incluye una 
sección dedicada a los Centros de inter­
namiento de extranjeros, de carácter no 
penitenciario, que supone una nove­
dad respecto al anterior reglamento, 
detallando aspectos relacionados con 
ellos como los de la competencia, el in­
greso de extranjeros, su régimen inter­
no y la asistencia sanitaria y social. 

Para asegurar la sustentación del ex­
pediente administrativo y la ejecución 
de la expulsión, el Juez de Instrucción 
podrá autorizar que el detenido sea in­
gresado en un centro de este tipo, en los 
supuestos de los apartados a), c) y f) del 
art. 26.1 de L.O. 7/1985. 

La detención será comunicada al Con­
sulado y, si así lo solicita el extranjero, a 
sus familiares residentes en España. 

Los menores extranjeros no pueden 
ser ingresados en estos centros, a no ser 
que sus padres o tutores lo estén, mani­
fiesten su deseo de permanecer juntos y 
existan módulos que garanticen su uni­
dad e intimidad. 

El Ministerio de Justicia e Interior di­
rige estos centros, que son custodiados 
por la Policía. La asistencia sanitaria y 
los servicios sociales puede ser concer­
tada con organizaciones no guberna­
mentales o entidades sin ánimo de lu­
cro con cargo a los programas de ayuda 
correspondientes. 

l. Ingreso 
Cuando un extranjero ingrese en un 

centro de este tipo se exige su hist01ial 
personal, que contendrá los motivos de 
la detención, los antecedentes, circuns­
tancias personales, la autoridad judicial 
a cuya disposición se encuentra y el le­
trado que le asiste. Serán sometidos a un 
examen médico y recibirán información 
escrita y en su idioma del régimen del 
centro y las formas de convivencia. 

Los internos dispondrán de módulos 
independientes para separar los inter­
nos por su sexo, por enfermedades y 
otros motivos. 

2. Régimen interno de los centros 
Los internos están obligados a cum­

plir las normas de convivencia, régi­
men interior, sanidad e higiene, y con­
servar las instalaciones. 

La Junta, compuesta por el director, 
el facultativo y un trabajador social, tie­
ne la misión de asesorar a aquél en la 
toma de medidas frente a los internos. 
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Los internos pueden recibir y env¡----------------------------------------------------, 

correspondencia y realizar llamadas t 
lefónicas, mientras no se les restrin 
por resolución judicial. Asimismo pu 
den comunicar con sus abogados, y p 

Ultimas disposiciones sobre la materia 

riódicamente con sus familiares, an Con fecha 17 de abril se ha publicado 
gos y representantes diplomáticc en el B.O.E. el Acuerdo del Consejo de 
dentro del horario que se marque. Ministros de 12 de abril, por el que se 

desarrolla el proceso de documentación 
XVII. Otras infracciones Y sanciones de extranjeros en situación irregular, pre-

El Reglamento se refiere a las infra visto en el Reglamento, es decir el pro­
ciones de orden social y confiere la vi¡ ceso de regularización a que hemos 
lancia a la Inspección de Trabajo y~ aludido al inicio de este trabajo y que 
guridad Social . y a los Controlado1 se regula en la disposición transitoria 
Laborales. También alude a las infra tercera del mismo. 
ciones en materia de establecimient 
comerciales, disciplina de mercado e i 
versiones extranjeras. 

Se establece la obligación de auto 
dades gubernativas y judiciales y pe1 
tenciarias de comunicarse entre sí tod 
los datos relativos a extranjeros q 
puedan ser de interés. 

Las matizaciones relevantes que 
hace este Acuerdo sobre lo ya dicho 
por el Reglamento, son las siguientes: 

l. Incluye expresamente dentro de 
su ámbito, no sólo a los que hayan te­
nido permisos de trabajo y residencia 
o permisos de residencia, sino tam­
bién a las personas beneficiarias de una 

XVIII. Salidas y devoluciones resolución favorable de la autoridad 
1. Salidas voluntarias y prohibició competente sobre una solicitud de permi­
de salida so de trabajo y residencia, cuando no hu-

Los extranjeros legales tienen libi hieran obtenido el permiso por circuns­
tad para salir voluntariamente del ter tancias no imputables al interesado. 
torio español. La salida debe efectua1 2. En consonancia con el punto 
por los puestos habilitados y con la d anterior, dentro de la documentación 
cumentación oportuna, donde se 1 a aportar con la solicitud, prevé que se 
tampará el sello o marca de control 1 presente copia del permiso de trabajo 
tablecido. y/o residencia, cédula de inscripción, 

Se puede prohibir la salida de los f o declaración de los datos identificativos 
tranjeros incursos en un procedimien y características de los mismos que per­
judicial o ya c?ndenados, de l.os ,rec mitan determinar la existencia del per­
mados y detemdos para extrad1c10n, miso anterior. 
los que padezcan enfermedad con ta~ 3. El certificado de antecedentes 
sa que exija inmovilización y cuarn pen 1 d"d 1 t ·d d , a es expe I o por as au on a es 
sea necesario para la proteccion de 1 - 1 , d f" . 1 . _ espano as se aportara e o ic10 a os 
derechos y hbertades de los espanol . 

L h .b .. , d b d d expedientes, luego no hay que apor-a pro i ic10n e e ser acor a a p 
1 el Ministerio de Justicia e Interior. tar 0 · 
4. Para la concesión de los permi-

Z. Salidas obligatorias y devolucio11 sos de trabajo y residencia por esta vía 
En los supuestos de caducidad de 1 no se tomará en consideración la si­

plazos de permanencia y siempre que tuación nacional de empleo, o su inci­
deniegue cualquier documento nece: dencia en el mercado de trabajo, es 
río para la permanencia, se advertiri decir que tienen preferencia. 
los interesados de la obligatoriedad 5. Una declaración interesante es 
su salida del país. que en los casos en que el solicitante 

No es necesario expediente para haya sido expulsado por alguna de las 
devolución cuando se trate de extran causas previstas en los apartados a), b) y 
ros expulsados que contravengan fJ del artículo 26.1 de la L.O. 7/1985, de 
prohibición de entrada o que hubier 1 de julio, y tenga prohibida la entrada 
entrado ilegalmente excepto los soll en territorio español, la autoridad guber­
tantes de asilo. nativa que dictó en su día la expulsión 

En estos casos basta la orden del G acordará, a instancia del órgano compe­
bernador civil, sin que puedan ser tente para resolver el permiso de residen-
gresados en centros de carácter no pei cia la revo ·, d 1 · . . , caczon e a mzsma, como 
tenciano. paso p · 1 ·, d z revzo a a conceszon e oportuno 

permiso de trabajo y/o residencia. Recor­
demos que si la causa de expulsión era 
cualquiera de las previstas en los apar­
tados c) y d) del art. 26.1 L.O. no ten­
drá lugar la regularización a no ser 
que la expulsión haya prescrito. 

6. Establece una especie de equiva­
lencias entre los permisos que se dis­
frutaron en su día, que dan lugar a la 
regularización, y los que se concede­
rán ahora en cada caso. 

7. Por último y aunque no suponga 
aportación alguna, puntualiza que el 
plazo de presentación de solicitudes 
comienza el 23 de abril de 1996 y fi­
nalizará, a las veinticuatro horas del 
día 23 de agosto de 1996. 

También con fecha 17 de abril de 
1996 se ha publicado la ORDEN de 11 
de abril de 1996 sobre exenciones de 
visado, que fija los términos en que 
las autoridades competentes podrán 
conceder exención de visado ya sea en 
régimen general o comunitario. 

Dicha orden deja claro que en nin­
gún caso podrá exigirse la presenta­
ción de visado o exención de visado a 
los nacionales de un Estado miembro 
de la Unión Europea o del Espacio 
Económico Europeo. 

Lo más importante de esta Orden es 
que hace una enumeración de las razo­
nes excepcionales que pueden servir 
de base para la concesión de la exen­
ción de visado, que el reglamento cir­
cunscribía de modo genérico a moti­
vos de interés público, humanitarios, 
de colaboración con la justicia o de 
atención sanitaria. Los supuestos son 
los siguientes, siempre que se pueda 
presumir la buena fe del solicitante: 

a) Extranjeros cuya residencia en 
España sea considerada de interés pú­
blico (investigadores de prestigio, de­
portistas de élite, religiosos, etc.). 

b) Extranjeros que no puedan 
aportar visado por proceder de una 
zona en conflicto bélico, político, ét­
nico, religioso de otra naturaleza, 
cuya magnitud impida su obtención, 
o en la que haya acontecido un des­
astre natural cuyos efectos aún perdu­
ren. 

c) Cuando el traslado del extranje­
ro a su país de procedencia supusiera 
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un peligro para su seguridad o la de su 
familia o carezcan de vínculos persona­
les con dicho país. 

d) Extranjeros a los que les ha sido 
admitida a trámite o denegada una so­
licitud de asilo, pero a los que, previo 
informe de la Comisión Interministe­
rial de Asilo y Refugio, se ha autoriza­
do su permanencia en España. 

e) Extranjeros menores de edad 
que sean hijos, o hayan sido acogidos 
bajo la tutela, de españoles o de ex­
tranjeros residentes legales en España. 

f) Extranjeros que sean cónyuges 
de español o de extranjero residente 
legal, siempre que no se encuentren 
separados y que acrediten un período 
previo de matrimonio de tres años a la 
fecha de la solicitud. 

g) Extranjeros que acrediten ser as­
cendientes directos de un menor es­
pañol residente en España que vive a 
sus espensas. 

h) Extranjeros que hayan residido 
previamente de forma legal de España 
durante un período mínimo de dos 
años ininterrumpidos en los diez años 
anteriores. 

i) Extranjeros que hayan sido espa­
ñoles de origen. 

j) Extranjeros que colaboren o 
hayan colaborado con las autoridades 
en procedimientos administrativos o 
judiciales. 

k) Extranjeros que acrediten sufrir 
una enfermedad o impedimento que 
requiera asistencia sanitaria y les im­
posibilite el retorno a su país para ob­
tener el visado. 

Toda esta enumeración supone una 
ampliación de los casos que hasta 
ahora eran merecedores del trato es­
pecial que supone la exención de vi­
sado, lo cual manifiesta sin duda una 
mayor sensibilidad por el fenómeno 
extranjero. 

Desde la notificación de la conce­
sión de la exención del visado hasta la 
resolución que recaiga sobre la solici­
tud del permiso de trabajo y/o resi­
dencia el extranjero no será objeto de 
actuaciones sancionadoras por estan­
cia ilegal. 

La presente Orden entra en vigor en 
la misma fecha que el Reglamento. 



LAS MEDIDAS CAUTELARES ESPECIALES 
es actos reprobables agrupándolos en 
arias categorías, tales como actos de 

.onfusión (vide art. 6, se refiere a la 
-reación de confusión con la actividad, 
;restaciones, o establecimientos aje-
1os), engaño (vide art. 7, se refiere a Medidas Cautelares 

• t 1 L d nducir a error, en general sobre las ven-
pre VIS as en a ey e :ajas realmente ofrecidas, y las demás 

• 1ue menciona) ofrecimiento de ob-
d efe n Sa de la competenc1a1equios, primasysupuestosanál~-

~os ( art. 8 cuando pongan al consum1-

y Medl
•das ·cautelares ior en:~ «C01_11p~omiso:> de contratar la 

nestaoon prmCipal, o mduzcan a error 

t • d t • tcerca del valor efectivo de la oferta en 
en ma er1a e compe enc1aomparación con otras análogas, etc.); 

actos de denigración (susceptibles 
desleal ie menoscabar el crédito de un_tercero, 

~n un mercado, salvo que la 1mputa­
:ión fuera exacta, verdadera y pertinen­

J. J. Pintó Ruiz* 
e, art. 9); actos de comparación 
por los que se haga comparación públi-
:a, de la actividad, prestaciones, o el es-

~-------------------------------ablecimiento propio o ajenos con los 

INDICE 

1. Medidas cautelares previstas en la Ley de defensa 
de la competencia 
1. Previo 
2. Medidas de comprobación 

A. Concepto 
1. Previo 
2. Medidas de comprobac ión. Diligenc ias preliminares 

B. Para qué sirven 
C. Cómo se piden 
D. Proced imiento 

11. Medidas cautelares en materia de competencia desleal 
A. Concepto 
B. Cómo se piden 
C. Para qué sirven 
D. Procedimiento 

le un tercero, cuando la comparación 
.e refiere a extremos que no fueran aná­
ogos, relevantes ni comprobables, art. 
LO); acto de imitación (art. 11, en 
londe tras advertir que «la imitación de 
nestaciones e iniciativas empresariales 
!S libre, salvo derecho de exclusiva re-
:onocido por la ley» señala por excep­
:ión dos situaciones que por su genera­
idad son susceptibles de generar 
lificultades al momento de su aplica­
:ión: cuando comporte un aprovecha­
niento indebido de la reputación o es­
uerzo ajeno, la imitación sistemática, 
te.) ; explotación de la reputación 
ljena (art. 12, en beneficio propio o de 
m tercero); violación de secretos 
art. 13, sin autorización de la víctima, 

'---------------------------------:11 beneficio propio o ajeno, y con áni-

Aun cayendo en cierta distorsión siste­
mática nos vamos a referir ahora, para 
terminar, a ciertas figuras que podrían 
desempeñar útilmente la función de 
medidas cautelares. Poco utilizadas en 
la práctica, soportan al intentar aplicar­
las, ciertas dificultades que debidamen­
te obviadas no privan a aquéllas de su 
utilidad. 

l. Medidas cautelares previstas 
en la Ley de defensa 
de la competencia 

l. Previo. La Ley de defensa de la 
competencia, establece dos clases de 
prevenciones. De un lado, las típicas 
medidas cautelares, con remisión espe­
cífica al art. 1.428 de la LEC y de otra, 
otra serie de medidas llamadas de com-
probación que vienen a desempeñar 
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no de perjudicar a aquélla); induc­
una función previa a la interposici:ión a la infracción contractual 
del pleito, y que propiamente no sonart. 14, dirigida a trabajadores, provee­
picamente cautelares pero pueden plores, clientes y demás obligados, que 
ducir efectos que, al menos en parte,enga por objeto deberes contractuales 
asimilan a los que se pretenden con 1ásicos, con las limitaciones que se ex­
medidas cautelares típicas. ilican en el párrafo segundo); viola-

Vamos pues a distinguir, dos granción de normas (art. 15, obteniendo 
apartados, a saber: las medidas de co:racias a la infracción una ventaja 
probación, y las cautelares propiam(ignificativa, o si la infracción es de 
te dichas. tormas que tengan por objeto la activi­

lad concurrencial); discriminación 
2. Medidas de comprobación cuando tal tratamiento afecta al precio 

1 demás condiciones de venta, o cuan-
A. Concepto lo, se produzca la explotación por parte 

l. Previo. La Ley de 10 de enero e una empresa de la situación de de-
1991 (Ley 31/91) de Competencia d1endencia económica en que puedan 
leal, en los artículos 5 a 17 -apartencontrarse su empresa, clientes o pro­
la cláusula general según la cual se ·eedores que no dispongan de alterna­
puta desleal todo comportamiento ~va equivalente para el ejercicio de su 
resulte objetivamente contrario actividad; art. 16) o venta a pérdida 
exigencias de la buena fe- describent. 17, pues pese a que el precio - y así 
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se proclama- es de fijación libre, cuan­
do el bajo precio se establezca para da­
ñar la imagen de un producto o estable­
cimiento ajenos, o para eliminar a un 
competidor o grupo de competidores 
- que no puedan, por ejemplo, resistir 
económicamente igualarse al más bajo 
precio dispuesto por el infractor- o 
para inducir a error a los consumidores 
que partiendo de este bajo precio dis­
puesto por el infractor-, puedan ima­
ginarse que el nivel de todos los pre­
cios del establecimiento del infractor 
son así de reducidos - art . 17 aparta­
do a). 

Puesto que la Ley, considera tales ac­
tos de incompetencia desieal, como ac­
tos ilegales, contrarios a derecho, y la 
conducta del agente como conducta 
irregular, es claro que le serían aplica­
bles las consecuencias de la infracción 
aquiliana (art. 1902 del CC) con todo su 
magnífico desenvolvimiento actual, 
doctrinal y jurisprudencia!. Pero, la ley 
de competencia desleal, proporciona la 
clara facilidad, de establecer en el ar­
tículo 18, hasta seis clases de acciones 
que alejan toda duda al respecto. Desde 
la mera declarativa de la desleal­
tad, (l.ª), siguiendo la acción de cesa­
ción del acto (2.ª), de remoción de 
efectos producidos por el acto des­
leal (3.a) de rectificación de infor­
maciones engañosas incorrectas o 
fa lsas ( 4. ª) de resarcimiento de los 
daños y perjuicios (S.ª) hasta termi­
nar con una muy limitada de enrique­
cimiento injusto (7.a), puesto que la 
ley clarifica así muy clara y casuística­
mente las opciones del perjudicado, 
quiere también darle las máximas posi­
bilidades para que pueda anticipada­
mente constatar la ejecución del acto 
desleal o reprobable, para facilitarle 
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el cumplimiento de su carga de pro­
barlo. 

2. Las medidas de comprobación, 
llamadas diligencias preliminares, 
tienen por objeto la constatación anti­
cipada de los elementos de la infrac­
ción, y requerirán para acceder a ellas 
los siguientes requisitos: 

a) Que la comprobación que se pre­
tenda, resulte indispensable para prepa­
rar el juicio. (art. 24.1 de la Ley: sic art. 
129.3, de la Ley de patentes de 20 de 
marzo de 1986 aplicable por remisión 
dispuesta por el artículo 24 de la Ley de 
Competencia Desleal). 

b) Que quien lo solicite esté legiti­
mado para ejercitar, en su día, cualquie­
ra de las acciones que se han menciona­
do al final del «previo» precedente (art. 
18 de la Ley, y art. 129.1 de la citada Ley 
de patentes) . 

e) Cuando los hechos que se relacio­
nan y que en su totalidad o en cuanto a 
parte de ellos se someten a comproba­
ción hagan presumir la existencia de la 
deslealtad ( «bonum fumum iuris») se­
gún artículo 129 .1.3 y 5 de la citada Ley 
de patentes, aplicable por remisión (art. 
24 Ley de Comp. desleal ya citada). 

Estas comprobaciones, tienen a su 
vez las siguientes características: 

l.ª No están, con carácter absoluto, 
sometidas al principio de rogación, 
pues el Juez «antes de resolver sobre la 
petición formulada (o sea, decidir si se 
accede o no a la práctica de las solicita­
das medidas de comprobación) podrá 
requerir los informes y ordenar las in­
vestigaciones que estime oportunas». 

Por el contrario, es perceptible la po­
sibilidad de que el Juez, inquisitiva­
mente pueda, antes de resolver, pedir 
informes, u ordenar investigaciones, 
todas ellas, encaminadas a averiguar 



tanto el sentido, como la posibilidad de 
la existencia de la infracción, como el 
grado de su nocividad. 

Aclaremos que esta actividad inquisi­
tiva tiene como finalidad contribuir a 
formar juicio acerca de si procede, o no, 
ordenar las diligencias preliminares o 
de comprobación solicitadas. 

2.ª Pero ello no impide que la parte 
proponga las pruebas, entre ellas la do­
cumental que estime oportuna, enca­
minadas a demostrar la procedencia de 
acceder o no a la práctica de las medidas 
preliminares de comprobación. 

3.ª La comunicación a la parte y la 
publicidad de las actuaciones está fuer­
temente restringida, pues el juez cuida­
rá de que la diligencia de comprobación 
no sea utilizada para violar secretos in­
dustriales o como fuente de cono­
cimientos para realizar competencia 
desleal (vide art . 130.4 de la Ley de pa­
tentes citada). 

Asimismo, si el juez accede a practi­
car las diligencias de comprobación, y 
al practicar tales diligencias de compro­
bación, llega a la conclusión - a la vista 
de ellas- que no es presumible que los 
medios inspeccionados sirvan para per­
petrar los actos reprobables de compe­
tencia desleal, dará de inmediato por 
terminada la diligencia, mandará for­
mar pieza separada en la que se integra­
rán las actuaciones, declarará secre­
ta tal pieza separada, y notificará al 
peticionario que no se le dará a conocer 
el resultado de la diligencia practicada 
(art. 130.2 de la Ley de Competencia 
Desleal). 

Finalmente, tal como dispone el art. 
131 de la repetida Ley de patentes, «de 
las diligencias de comprobación reali­
zadas no podrán expedirse otras certifi­
caciones ni copias que las destinadas a 
la parte afectada y la precisa para que el 
solicitante inicie la correspondiente ac­
ción judicial. El solicitante sólo podrá 
utilizar esta documentación para plan­
tear dicha acción con prohibición de 
divulgarla o comunicarla a terceros. 

En resumen, que la diligencia de 
comprobación inútil es secreta para 
todo el mundo incluso para el solicitan­
te (art. 130.2 Ley de patentes); la dili­
gencia útil sólo ha de servir para el 
planteamiento del pleito, pero no pue­
de ser ni divulgada ni utilizada para 
otros fines, y mucho menos para divul­
gar o violar secretos industriales o eje­
cutar actos de competencia desleal. 

Véase, como la Ley opta decidida­
mente para facilitar la comprobación, 
queriendo evitar a toda costa que tal 
comprobación sea utilizada para otros 
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fines diferentes de los estrictos encami­
nados al ejercicio de la acción principal. 

5.ª Las mencionadas diligencias de 
comprobación claudican, si el solicitan­
te de ellas no ejercita la acción en el pla­
zo de dos meses contaderos a partir de 
la práctica de las diligencias dichas 
de comprobación. Dicha claudicación 
comporta que no pueda utilizarse dicha 
diligencia, en ninguna otra acción judi­
cial, por haber quedado sin efecto, (art. 
131.2 de la Ley de patentes). 

6.ª El solicitante, deberá prestar la 
caución que el juez disponga, al acordar 
la práctica de las medidas de comproba­
ción para responder de los daños y per­
juicios que eventualmente puedan oca­
sionarse. 

B. Para qué sirven 
Directa e inmediatamente sirven 

para que, antes de iniciar el proceso, se 
sepa que efectivamente es constatable 
la existencia de hechos constitutivos de 
competencia desleal. Pero indirecta­
mente (además de constituir un valiosí­
simo principio de prueba, o una prueba 
misma, de credibilidad muy superior a 
la simple acta notarial, y de mayor am­
plitud, pues en las diligencias se consig­
na, constata, examina e investiga lo que 
el Juez manda, y en el acta notarial sólo 
lo que el requerido quiere o permite) 
para que el comprobado advierta la se­
riedad de la acción que se prepara, y 
sólo al tener consciencia de que tras la 
comprobación le será muy difícil ocul­
tar la realidad, facilite de entrada una 
solución pronta y práctica. 

C. Cómo se piden 
La Ley de competencia desleal en su 

art. 24.2 remite a los arts. 129 a 132 de 
la Ley de Patentes (Ley 20 de Marzo de 
1986) por lo que, refiriéndose la ley lla­
mada a aplicación a las violaciones de 
la propiedad industrial habrá que adap­
tar su texto a la naturaleza y caracterís­
ticas de la Ley de la Competencia Des­
leal. Ello sentado, resulta lo siguiente: 

1. 0 Sólo quien esté legitimado para 
ejercitar las acciones mencionadas en el 
art. 18 de la Ley de Competencia (véase 
«concepto» donde se mencionan) lo 
está para presentar el escrito pidiendo 
la práctica de las diligencias prelimina­
res o de comprobación. 

(Al respecto, querernos hacer una ad­
vertencia. La legitimación se atribuye a 
quien, además de tener sus intereses 
económicos perjudicados o amenaza­
dos directamente por el acto u actos re­
probables, partícipe en el mercado. 
Pero si se trata de la acción de enrique-

34 

Economist & J urist 

cimiento injusto, sólo podrá ser ejerGupongarnos que una cadena de super­
tada por el titular de la posición jurídi1Dercados sin decirlo en su propaganda, 
violada. Vide art. 19 Ley de Compete:ij anunciarlo, vende productos de una 
cía desleal) . narca a un precio a pérdida con el fin 

2.º Dicho escrito se presentará antte eliminar del mercado al solicitante 
el Juez de l.ª Instancia, del lug¡ue no podrá soportar económicamen­
donde el demandado tenga su estable vender a tales precios que incluso al 
cimiento, o en su defecto ante el junfractor le causan daño. Si el super­
del domicilio - residencia- del dnercado vende a precio más bajo que lo 
mandado. Pero el solicitante podrá o¡ue le cueste su adquisición él es el in­
tar por el juez que resulte competenractor. Si el fabricante, vende al super­
según las reglas anteriores, o por el junercado a un precio en baja, perdien­
del lugar en donde se haya realizado lo, él es el infractor. Es evidente, que en 
acto de competencia desleal, o por :stas situaciones, hay que constatar el 
juez del lugar en que se produzcan s~echo mismo de las ventas, compro­
efectos. (Vide art. 23 Ley de Compete>ando los precios de salida establecidos 
cía desleal). :n el supermercado, así como en los 

3. 0 En dicho escrito, después de ladbros de comercio, con el auxilio de 
becera habitual, se expresará: Que os consiguientes peritos mercantiles, 
amparo de lo dispuesto en el art. 24 ¡onstatar el precio de adquisición con­
la Ley de Competencia desleal, en rerenido con el proveedor). 
ción con lo dispuesto en la Ley de p Se ha de razonar la utilidad y conve­
tentes (arts . 129 a 132), vengo a solicitliencia de tales medidas, tanto para 
la práctica de las consiguientes diligecreditar la infracción misma, como sus 
cías de comprobación, por haber inconsecuencias dañinas, proponiendo la 
rrido el demandado, en los actos ntervención de expertos y peritos que 
competencia desleal que se dirán y p.ctuarán en el mismo acto de práctica 
las razones que se expresarán a conle las diligencias de comprobación. El 
nuación. Y tras afirmar que todo el~trado, atendidas las circunstancias y 
de los hechos y Fundamentos de Deraracterísticas de .cada caso propondrá 
cho siguientes, se consignará: sí las oportunas. 

a) Los hechos determinantes de 6. 0 Se expresarán sendos razona­
legitimación activa, expresando quenientos que conduzcan a las dos si­
participa en el mercado porque ejem;uientes conclusiones: Que de los he­
actividad de que se trata, y ha sido 1hos acaecidos relacionados se presume 
rectamente perjudicado en sus internan toda evidencia, que se está ejercien­
económicos por la acción del deman~o competencia desleal, enmarcable en 
do, que se expresará, y que como 11 supuesto previsto en el artículo de 
autor de la acción y también partíci[Ue se trate, o en los artículos de que se 
en el mercado está pasivamente leg¡rate (del 5 al 17 de la Ley de Competen­
mado. ia desleal) y además, que no obstante 

b) La descripción lo más precisa f> dicho, para constatar la realidad mis­
sible, de los hechos que constituyenºª de las infracciones citadas, su alcan­
de los que se induce la existencia de f., importancia, notas y características, 
tos reprobables de competencia des]1S absolutamente indispensable y nece­
incluyéndolos, bien en la cláusula ¡ario efectuar las diligencias de compro­
neral (art. 5) bien en algunos de los ¡ación que se solicitarán sin que sea po­
puestos de los arts. 6 a 17 de la mis1ible comprobar tal realidad sin recurrir 
Ley de Competencia desleal (Vide tales diligencias de comprobación. 
concepto una sumaria mención de 1 7.º Aunque no es necesario, la parte 
tos supuestos). lará constar que ofrece constituir la 

Se acompañarán a este escrito cuaJP.Usación que el Juzgado acaso señale a 
quiera documentos que tienden a ps efectos de lo dispuesto en el n .º 4 del 
mostrar la realidad de la infracción rnrtículo 129 de la Ley de Patentes. 
ma, y de los hechos relacionados. Se consignarán los consiguientes 

4. 0 Se expresará, que dada la gra1UNDAMENTOS DE DERECHO (los ar­
dad de tales infracciones, y la lesifCUlos citados de aplicación de la Ley 
económica que comporta para el solie competencia desleal, mencionando 
tante, éste tiene el propósito de ejerci1 :emisión a la Ley de patentes, y los 
las consiguientes acciones, luego rticulos de ésta que son de aplicación). 
efectuadas tales diligencias, y den! Se suplicará que teniendo por presen­
del término legal. id? este escrito, se sirva acordar, con el 

S.º Se describirán las diligencias aracter de urgente sin perjuicio de re­
comprobación que se piden. (Ejempuerir los informes y ordenar las inves-

e V L 

tigaciones que acaso SS estime oportu­
nos, la práctica de todas y cada una de 
las diligencias de comprobación solici-
tadas en el hecho _ __ de este escri-
to o sea (repetirlas), designando como 
peritos, al perito (señalar la clase) 
Don o en su defec­
to al que SS estime oportuno, para que 
asista a la diligencia de comprobación 
antes mencionada en el subaparta­
do de este suplico, y al 
perito _ __ Don _ ______ _ 
o en su defecto al que SS designa, para 
que asista a la diligencia antes señalada 
bajo apartado , ordenar la 
práctica y proceder a la práctica de las 
mismas, haciendo constar en las respec­
tivas diligencias todas las manfiestacio­
nes, documentos, elementos, existen­
cias o cualquier detalle demostrativo o 
indiciario de la acción de competencia 
desleal, y finalmente librar cuantas co­
pias y certificaciones de aquellas sean 
precisas para el ejercicio de las acciones 
anunciadas y procediendo a entregarlas 
al solicitante, sólo para que éste pueda 
ejercitar las repetidas acciones anuncia­
das y causen efectos en los correspon­
dientes autos. 

D. Procedimiento 
l. Hay que advertir, que el procedi­

miento que materializa las diligencias 
preliminares o de comprobación, tiene 
dos fases claramente diferenciadas: 

Una primera que precede a la deci­
sión del juez de acceder a no acceder a 
realizar la diligencias de comprobación, 
y otra segunda consistente en la efecti-
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va realización de las diligencias de com­
probación solicitadas. 

La primera fase está destinada a deci­
dir, si se realizan o no las diligencias de 
comprobación solicitadas y por esto la 
resolución que ponga fin a la primera 
fase puede ser estimatoria si acuerda la 
práctica de las diligencias de comproba­
ción solicitadas fijando la caución ade­
cuada para responder el solicitante de 
los daños y perjuicios que eventual­
mente puedan ocasionarse, o puede ser 
desestimatoria, en cuyo caso, se dicta 
auto que será apelable en ambos efectos 
(art. 129 párrafos 4 y 5 Ley de patentes). 

2. La primera fase, se abre tras la peti­
ción, y el juez podrá requerir los infor­
mes y ordenar las investigaciones que 
estime pertinentes. A la vista de estos 
informes y de los antecedentes, explica­
ciones, y documentos acompañados 
por la parte instante, el juez sin más trá­
mite pone fin a la primera fase, y dicta 
resolución que sólo podrá ser estimato­
ria si dadas las circunstancias del caos, 
es presumible la existencia de los ac­
tos reprobables de competencia desleal, 
y además no sea posible comprobar 
tal realidad sin acudir a las diligen­
cias de comprobación solicitadas. Si el 
juez apreciara la inexistencia de cual­
quiera de los dos requisitos que acaba­
mos de mencionar, la resolución será, 
como ya se ha dicho, desestirnatoria. 

3. La segunda fase tiene por objeto la 
práctica misma de las diligencias de 
comprobación; pero aun dicha segunda 
fase está injertada por la posibilidad de 
una posible incidencia, que puede com-



portar un cierto retroceso definitivo a la 
primera. En efecto; no obstante que el 
juez haya dictado resolución estimato­
ria en la primera fase, de tal manera que 
se acuerde la práctica de las diligencias 
de comprobación, no obstante esto, si 
al iniciar la diligencia el juez considera 
que el objeto de la inspección compro­
bación no sea instrumento, medio, o 
elemento integrante de la infracción 
concurrencial (competencia desleal), 
interrumpirá la diligencia, la dará por 
terminada y ordenará, que se forme pie­
za separada, en la que se incluirán las 
actuaciones ordenando asimismo que 
tal pieza se mantenga secreta, y notifi­
cará al peticionario o solicitante de 
las diligencias de comprobación que no 
procede darle a conocer el resultado de 
las diligencias realizadas . 

Más simplemente, ello significa que si 
el juez, en trance de iniciar la práctica de 
las diligencias se da cuenta de que su 
práctica es inútil para la persecución de la 
competencia desleal, entonces hay que 
sobreseer la actuación, y evitar que, sin 
finalidad justificante, el solicitante co­
nozca interioridades del inspeccionado. 

4. Si por el contrario, no se produce 
el incidente dicho en el número 3 
anterior, el Juez, con intervención de 
aquellos peritos que al efecto haya de­
signado (véase como en el escrito ini­
cial se pide tal nombramiento - vide 
supra como se pide-) y oídas las mani­
festaciones -si es que las hace- de la 
persona con quien se entiende, la dili­
gencia determinará los elementos obje­
to de la comprobación que inciden en 
la infracción concurrencial (competen­
cia desleal). 

Hay que notar lo siguiente: 1.0 La dili­
gencia habrá sido solicitada con el ca­
rácter de urgente, y se trata de evitar 
que una rápida reacción del demanda­
do, frustre la comprobación. Por esta 
razón no vemos un previo trámite de 
audiencia de la parte demandada, que­
dando simplemente la constancia y au­
diencia no de la parte «Sino de la perso­
na con la que se entienda la diligencia» 
sin perjuicio de que casualmente de ha­
llarse allí, pueda ser la parte o su legal 
representante. 2.0 En el mismo acto de 
efectuarse la diligencia con el concurso 
de los peritos, el juez hace una previa 
determinación de aquellos elementos 
que son interesantes para la comproba­
ción. Sólo si no halla ninguno con tal 
nota, da por terminada la diligencia. 

5. El juez efectuará una detallada 
descripción de todo lo que estime inci­
dente en la infracción concurrencial, 
con intervención de los peritos. 
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Y de las diligencias de comprobación 
no podrán expedirse otras copias y cer­
tificaciones que las destinadas a la parte 
instante para que pueda ejercer la ac­
ción u acciones mencionadas en el art. 
18 de la Ley de competencia desleal, ya 
antes mencionadas. 

Y el solicitante queda obligado (art. 
131 Ley de Patentes) a no divulgar di­
cha certificación ni su contenido pu­
diendo sólo utilizar aquella y su conte­
nido en el proceso instado en ejercicio 
de las acciones mencionadas. 

6. Con tales expediciones de certifi­
cación y copias termina definitivamen­
te el procedimiento, ya que contra la 
decisión del juez sobre el resultado de la 
diligencia no se dará recurso alguno 
(art. 130.5 Ley de patentes) . 

La decisión del juez a que nos referi­
mos, consiste en la determinación de lo 
que es incidente en la infracción concu­
rrencial, del contenido de la diligencia, 
de la descripción de aquellos elementos 
incidentes, etc. 

Estas certificaciones pues, en fin, 
contienen la comprobación de la 
existencia y autoridad de aquellos actos 
reprobables de competencia desleal. 

Es fácil pues comprender la impor­
tancia de este procedimiento, y la tras­
cendencia que en la práctica tiene la 
buena preparación general y específica 
de los peritos intervinientes, así como 
lo idóneo que es para evitar una oculta­
ción que dificulte la comprobación de 
los actos reprobables, y en fin, lo decisi­
vo que es, preparar las diligencias y pe­
dirlas después de haber tenido una 
completa y cuidada información. 

7. Finalmente las medidas de com­
probación quedan sin efecto, no produ­
cen efecto alguno si, en el plazo de dos 
meses a partir de la práctica de la dili­
gencia de comprobación no se hubiera 
presentado la correspondiente deman­
da ejercitando la acción u acciones judi­
ciales (precisamente las reseñadas en el 
art. 18 de la Ley de Competencia Des­
leal) . Claro está que esta claudicación 
por caducidad, dará al sujeto pasivo de 
las diligencias derecho a las acciones 
de resarcimiento indemnizato­
rias, que se mencionan en el art. 132 de 
la Ley de Competencia desleal. 

11. Medidas cautelares en materia 
de competencia desleal 

A. Concepto 
Esta medida cautelar, como todas las 
medidas cautelares tiende a asegurar la 
efectividad de la Sentencia que en su 
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día se dicte, de tal modo que cuan 
ésta gane firmeza, no resultara inútil 
ejecución. Pero además de gozar de e 
característica común, están teñidas 
evidente especialidad por las razones 
guientes: 

1. º Como todas las medidas caute 
res, tiene aquel contenido a determi 
en cada caso, tal como prevé el artíc 
1.428 de la LEC. Pero, aquí hay 
«plus» de eficacia, al disponer cier 
contenidos de la medida, que pese a 
importancia se convierten en fran 
mente alcanzables. Es decir, la posici 
de quien pide la medida cautelar e 
fuertemente reforzada. Así, se prevé 
pecialmente lo siguiente: 

a) Ordenar la cesación inmediata 
acto u actos mediante los cuales se ef 
túa la competencia desleal de que se 
te (art. 25 .1 Ley de Competencia d 
leal), bastando para ello la apreciaci.,...;.,,.,.,r. .. ~. 
de la existencia de indicios de querw·.·:a;~·'""L'J 

está cometiendo. 
b) Además, en el caso del aparta 

anterior, la medida allí descrita (ce 
ción) y las demás pertinentes serán 
tramitación preferente, y por tar:ia, pudiendo el actor elegir, también el 
urgente. jel lugar donde se realice el acto de 

c) Pero si además, tal actuación :ompetencia desleal o el de aquel en 
probable fuera un peligro inminentgue se produzcan sus efectos. 
grave, podrán adoptarse sin oír a Pues bien, con respecto al procedi­
parte contraria y deberán dictarniento para acordar la medida cautelar, 
dentro de las 24 horas siguiente~! art. 25.3 de la Ley distingue entre, 
la presentación de la solicitud (art. 2nedidas solicitadas antes de iniciar el 
Ley de Competencia desleal) . )rocedimiento, y medidas solicitadas 

2. 0 El procedimiento también es uego de presentada la demanda, de­
pecial. Pues el art. 1.428 de la LEC e)iéndose comprender en este supuesto 
llamado sólo como supletorio y, en fl aunque no lo diga) las presentadas en 
ción de la eficacia, prontitud y efectia propia demanda por Otrosí. 
dad de la medida, son de consignar Y con respecto a las presentadas an­
siguientes reglas especiales: es, advierte la norma que «también» 

a) Se facilita la posición del instar,erá competente el juez del lugar donde 
de las medidas, en los casos antes exrl acto de competencia desleal produz­
cados de los arts. 7 (actos de engañca o pueda producir sus efectos. 
9 (actos de denigración), ó 10 (Nótese que, mientras en la regla general 
tos de comparación) de la Ley ,e habla de lugar en donde produzca sus 
Competencia desleal, de tal modo ~fectos, en la especial se cita como ele­
al principio -en el momento de denento determinante de la competencia 
dir el procedimiento a prueba- el j11erritorial electiva por el actor, tanto el 
podrá requerir (inquisitivamente, ugar donde produzca sus efectos, como 
oficio) al demandado para que apdn aquel que «pueda» producir sus 
las pruebas relativas a la exactitud y ~fectos . Esto comporta pues, una mayor 
racidad de sus alegaciones; y si notmplitud electiva del peticionante. 
aporta el juez podrá estimar que las a De todas formas, el juez que resulte 
gaciones de aquél son inexactas o faJ:ompetente para conocer del pleito 
(art. 26 Ley de competencia deslea1principal (y dentro del campo de elec-

b) En materia de competencia, sa:ión del actor lo será aquel, que dentro 
do es que la regla general de competile tal ámbito, sea elegido por el actor) 
cia (art. 23 de la Ley de CompeterJÜ será también para conocer de las me­
Desleal) según la cual, será compete~idas cautelares y atraerá el conoci­
el juez del lugar del establecimiento irliento pues tanto del pleito principal 
demandado, y en su defecto el de sui:omo de la incidencia cautelar (art. 25 
micilio, y en su defecto el de su resid~ey de Competencia desleal, apartado 
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3, párrafo 2. 0
). Sería absurdo que se divi­

diera la continencia de la causa. 

B. Como se piden 
Como cualquier otra medida caute­

lar, podrá pedirse, antes de interponer 
el pleito mediante escrito independien­
te, simultáneamente, por otrosí inclui­
do en la demanda al interponer el plei­
to, o después de interpuesto el pleito. 

1. Si se piden antes del pleito: 
escrito independiente 

La persona legitimada (vide art. 19 
Ley de competencia desleal) para ejerci­
tar cualquiera de las acciones quemen­
ciona el artículo 18 de la misma Ley, 
puede solicitar anticipadamente la 
adopción de estas medidas cautelares 
especiales, pero no se olvide la cadu­
cidad que se prevé en el artículo 1.428 
LEC, párrafo 3.0

; si la demanda princi­
pal no se presenta dentro de los 8 días 
siguientes a que se acuerden. 

El escrito después de la cabecera com­
pareciendo el procurador en represen­
tación, y solicitar la devolución de la 
escritura de poderes, tras el «digo», ex­
presará: 

1. º Que existen indicios evidentes de 
que el demandado está cometiendo los 
actos de competencia desleal que se 
describirán minuciosamente. Se acom­
pañarán los documentos (actas notaria­
les, facturas, recibos, etc. según conven­
ga) y para el caso de que se hayan 
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efectuado diligencias preliminares de 
comprobación (art. 24 Ley de Compe­
tencia desleal) se acompañará certifica­
ción del resultado de ellas, añadiendo, 
glosando tal certificación, que lo que 
era indicio, ya se muestra como innega­
ble evidencia de la efectiva comisión de 
tales actos reprobables. 

2. 0 Que los actos generantes de esta 
competencia desleal, como se ha dicho, 
se continuarán perpetrando de una ma­
nera ininterrumpida, por lo que, proce­
de ordenar la cesación provisional de 
tales actos, así como .. . (narrar aquí cua­
lesquiera otras medidas idóneas que se 
crea conveniente pedir). 

3.0 Que se tiene el propósito de dedu­
cir, antes de los ocho días siguientes 
(nótese que este plazo de caducidad re­
sulta del párrafo 3.0 del artículo 1.428 
de la LEC aplicable como supletorio se­
gún dispone el n.º 4 del artículo 25 de la 
Ley de Competencia desleal) demanda, 
contra (persona demandada) ejercitan­
do las acciones del artículo 18 de la Ley 
de Competencia desleal que allí semen­
cionan de número ... , o números ... por 
cuanto, el mencionado demandado 
está cometiendo los actos que se han 
descrito anteriormente, que comportan 
competencia desleal. 

4. 0 Que estas medidas, por razón de 
su urgencia, tramitación preferente 
(art. 25.2 Ley de competencia desleal), y 
además (sólo en el caso de que sea así) 
como la actuación de la demandada 
está generando un peligro de (explicar 
el daño que pueda causar, por ejemplo 
daño a la salud pública, etc.) que es in­
minente y grave, interés de que acuer­
den «inaudita parte» sin audiencia 
de la parte contraria, y en el término de 
24 horas (según dispone el artículo 25 .2 
de la Ley de Competencia desleal) a par­
tir de la presentación de este escrito. 

5.0 Las presentes medidas, se solici­
tan bajo la responsabilidad del instante, 
que ofrece al efecto prestar la fianza que 
se previene en el artículo 1.428-2 de la 
LEC, si bien entiende salvo siempre lo 
que SS acuerde que debe ser reducida 
por. .. (explicar que la medida será a la 
postre inocua por el bonum fumum iu­
ris que ampara al solicitante y el hecho 
de que se ve con evidencia suma que no 
se va a causar sino evitar el daño). 

Se invocarán los fundamentos proce­
sales y substantivos consiguientes de la 
Ley de Competencia desleal, el 1.902 
del ce y consiguiente jurisprudencia, 
etc. 

Y finalmente se suplicará que se 
acuerden las medidas que efectivamen­
te se soliciten, describiéndolas, para 



que se acuerden inaudita parte, y den­
tro de las 24 horas mencionadas por ra­
zón de la inminencia y gravedad del da­
ño que se va a causar sino se interrumpe 
de inmediato la acción ya descrita del 
demandado. 

2. Si se pide en la demanda 
o después de ella 

En la demanda, se pide mediante el 
oportuno OTROSÍ. La ventaja de pedir­
lo conjuntamente es evidente, pues 
una descripción más completa y con­
vincente, con mayor lujo documental, 
produce una convicción más intensa. 
Hay pues solamente que decir sustan­
cialmente lo mismo, referenciar o citar 
los documentos de interés al efecto, y 
poner especial énfasis en la peligrosi­
dad, y en la gravedad e inminencia del 
daño, para conseguir la resolución 
pronta que antes hemos aludido. 

Pero a veces, por rango de urgencia, 
queda justificado que se haga antes. 

Menos interés tiene presentarlo des­
pués de la demanda y menos aún des­
pués del aplazamiento, cuando el de­
mandado puede efectuar actos de 
maquillaje de su actuación, y de diversa 
índole para divulgar el éxito de la ac­
ción o la eficacia de la sentencia. 

C. Para qué sirven 
Estas medidas, tienen un poderoso 

efecto disuasorio. Permiten alcanzar la 
casación de la actuación concurrencia! 
del demandado - e insistimos- en que 
esta posibilidad está expresamente in­
cluida en la Ley (art. 25.1 Ley de Com­
petencia Desleal), y si existe el peligro 
grave e inminente, puede conseguirse 
resolución, «inaudita parte», dentro de 
las 24 horas siguientes a la presenta­
ción. La gama de medidas a adoptar es, 
además de la aludida, amplísima y ase­
guran muy enérgicamente la posterior 
eficacia de la sentencia gracias a la eje­
cución anticipada que comportan. 

D. Procedimiento 
Ya hemos estudiado en los preceden­

tes estudios prácticos sobre medidas 
cautelares el procedimiento del art. 
1.428 de la LEC. Este es el procedimien­
to aplicable tal como dispone el n.º 4 del 
artículo 25 de la Ley de Competencia 
desleal, pero hay que notar una vez más: 

1. º Que de una manera explícita y ex­
presa se prevé en el artículo 25 de la Ley 
de Competencia desleal, que cuando 
existan indicios de que se están come­
tiendo actos de competencia desleal, la 
medida pueda acordarse con carácter 
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urgente por ser de tramitación prefe­
rente. Si al pedir la medida (sea en escri­
to anticipado, sea por medio de otrosí 
en la demanda principal) se justifica do­
cumentalmente la existencia de tales 
indicios, y sobre todo si se ha obtenido, 
por haber promovido las diligencias 
preliminares de comprobación (art. 24 
Ley de Competencia desleal) la certifi­
cación de tal comprobación, es prácti­
camente seguro que se consigue la 
adopción de la medida cautelar pronta 
por ser de tramitación preferente (art. 
25.1 y 25.2 de la Ley de Competencia 
desleal) y además la orden de cesa­
ción en los actos reprobables (art. 
25.1). Hay pues que cuidar muy espe­
cialmente, este complemento docu­
mental a que se he aludido. 

2.0 Pero, si además de esto, puede de 
algún modo razonarse convincente­
mente que mediante tales actos repro­
bables se está en trance de producir un 
peligro grave e inminente (aunque 
sea un dictamen de experto, práctico, o 
pericial documentado, del que se de­
duzca con claridad esta gravedad e inci­
dencia del peligro, vale la pena acom­
pañarlo) entonces puede conseguirse, 
además que se acuerde la medida inau­
dita parte, (antes de la comparecencia a 
que alude el artículo 1.492 LEC), y se 
produzca la resolución ejecutoria den­
tro de las 24 horas siguientes a la pre­
sentación del escrito (art. 25.2 Ley de 
Competencia desleal). 

3. 0 Hay que prestar atención al su­
puesto de que una vez acordadas las me­
didas el demandado pidiera celebración 
de comparecencia (art. 1.428 LEC) para 
alzar las acordadas mediante la fijación 
de una fianza. No olvidarse que esta 
fianza, ha de procurar que sea alta, y por 
ello en esta comparecencia que acaso pi­
diera y se celebrara, el instante deberá 
justificar los gravísimos y cuantiosos da­
ños que se seguirían de alzarse la medi­
da dejando en libertad al demandado 
para que continúe efectuando los actos 
de competencia desleal; y por ello, ade­
más de aportar documentalmente esti­
maciones periciales, debe proponerse 
para su práctica una suma de medios 
probatorios suficientes al efecto. 

4. 0 Atención también, finalmente, a 
la caducidad que se prevé en el párrafo 
tercero, al final, del artículo 1.428 cuan­
do las medidas se piden mediante escri­
to anticipado, pues si la demanda no se 
presenta dentro de los ocho días siguien­
tes, las medidas quedan sin efecto. 

*Abogado. Doctor en Derecho 
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NOTAS 

l. No existe, con carácter general, u1 

construcción legislativa del derecho de 1 

tendón. Vide además del art. 453, ya citad 
(poseedor) los arts. 502 y 522 (usufructuar 
-reparaciones extraordinarias-). Sob 
obras en bienes muebles, vide art. 1.600 d 
ce, que podría comportar la negación ( 
este derecho al constructor en los inmuebh 
máxima al ser éste sólo un servidor de la p 
sesión, y no un poseedor propiamente dich 
De todas formas conviene al propietario ei 
gir al constructor (arrendamiento servicios, 
de obra) la renuncia al derecho de retenció 
Y al constructor le conviene, consagrar 1 

derecho en el contrato. Vide también, el ca• 
particular de la prenda en el párrafo 2.0 d 
art. 1.866 pues aun pagado el crédito gararn 
zado con la prenda, si se debe el importe 1 

otro, se puede prorrogar la retención has 
que este otro se pague. Vide también art. 2; 
Comp. D. Civil de Cataluña antiguo Usat¡ 
«Si quis in alieno») y RJC 1967, pág. 471. 

2. Mientras en el suplico principal se pi1 
una retención definitiva, hasta que se pagu 
en el suplico del otrosí de medida cautelar 
pide que sólo mientras dura el proceso, 
deudor no haga nada (petición de lam 
miento o desposesión) tendente a inutili1 
la sentencia, privando de la posesión. Sie1 
pre hay que procurar - y destacar- la may 
diferencia posible entre lo que se pide en 
suplico y lo que se pide en la medida caul 
lar. 

3. El art. 278 Compilación Catalana di 
«pague, afiance, o consigne», como mane1 
de enervar la retención. El 453 CC, respect! 
los útiles, permite optar al vencedor de la p 
sesión entre pagar tales gastos o el aumen 
de valor que gracias a aquéllos haya adqui 
do la cosa. 

4. El derecho de retención es absoluto y 
una garantía que descansa en la acción 
hecho: la retención como tal hecho. Y 1 

precisa de previa declaración del importt 

Novedad 

retener. ~or esto el 27~ de la Compilaci.Óll ( La presente obra incluye el texto actualizado del Código Civil incorporando las últimas 
talana, dice que podra retener el vendido 1 d"f' . . . ,, . ' . ,, ,, · 
la posesión, si no se le paga afianza o consi rno 1 1cac10nes mtroduc1das por la Ley Orgamca 1/1996, de 15 de enero, de Protecc10n Jund1ca del 
"!ªcantidad que él mi~mo declare>~ sin perji Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, acompañado de 
oo de las comprobaciones postenores. Con onc ·1 · d l · · . 
el derecho de retención ha de actuar '<Yª' e rn1 sentencias e Tnbunal Supremo transcntas o referenciadas. 
«per se» por eso'. alcanz~ ~ªcantidad que t El libro está organizado de fo,rma que sistematiza, ordena y entrelaza la jurisprudencia incluida, 
el reclamante «Slll perJUIClO de las compro! de ma f ºl't t t . l . . d l ' l . . 
ciones posteriores». De ahí que como el dei nera que se ac1 1 e an o su maneJO como e conocnmento e as mterre ac10nes y conex10nes 
cho de retención ha de actuar de inmedial de todo el entramado jurisprudencial y legislativo. 
car~:icia de .sentido, toda exigencia de dec La edición se completa con dos índices: cronológico de todas las ·sentencias transcritas o 
raoon previa. f . d . . 

5. o cualesquiera de ambas. re erencia as, con md1cación de los números marginales en que se encuentran y una breve 
especificación de su contenido, y analítico del articulado del Código. 
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Medidas cautelares 
indeterminadas: discusión 
en torno al posible 

:unstancias de peligro no previstas o 
:ontempladas en la regulación de cau­
elas típicas. Porque siempre que no 
:xista concurrencia de ambos presu­
¡uestos cautelares no podemos hablar 
le colisión con la norma específica, con 

0 que está cumpliendo correctamente 

t • d t • • t • u función integradora. con en1 O an 1c1pa or10• Ahorabien,silaindeterminaciónde 
u contenido permite una mayor adap-

Sat i Sf act i V O de las mismas aciónª la realidad, pos.ibil~t:ndo que 
•:i resultado de su aphcacion pueda 

Especl·a1 referenc1·a a la 1justarse con ~ay~r exact~tud al espíri-
u que precomza dicho articulo, presen-

• • a, a su vez, el inconveniente de la au-aUdl enCl a del demandado enciadeespecificacióndelasmedidas 
:autelares que pueden adoptarse. Nos 

en el Procedl·m1·ento para s 1nteresa hacer hincapié en que no dis-
.,onemos en el precepto de una enume-

d 
• ' ación orientativa de cautelas, como a opc1on • JOr ejemplo, el art., 134 de la Ley de 20 

M. ª Angeles Jové Pons * 

1. Introducción 

La Reforma Procesal de 1984, al dismi­
nuir el rigor documental exigido para la 
adopción de las medidas cautelares in­
nominadas y facilitar su concesión in­
cluso antes del inicio del proceso, ha pro­
piciado un considerable incremento de 
dichas medidas. Al mismo tiempo, ha 
suscitado problemas de muy difícil solu­
ción en la práctica de nuestros Tribu­
nales. Entre ellos destaca el relativo al 
carácter meramente asegurativo o 
innovativo de estas medidas, y el 
modo del que se sirvió la citada Refor­
ma para introducir el principio de 
contradicción en el procedimiento de 
adopción de las medidas cautelares in­
determinadas, a los que dedicaremos 
ahora nuestra atención. Si bien ha trans­
currido ya más de una década desde la 
referida Reforma, no podemos olvidar 
que significó un cambio radical en la re­
gulación de estas medidas que habían 
permanecido inalteradas durante todo 
un siglo. Así pues, no está de más insistir 
en estas cuestiones no pacíficas, máxime 
teniendo en cuenta que la más reciente 
Ley de 30 de abril de Medidas Urgentes 
de Reforma Procesal de 1992, en nada in­
cide sobre el precepto objeto de estudio. 

2. La indeterminación de este 
precepto 

El art. 1.428 establece que cuando se 
presente un principio de prueba por 
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le marzo de 1986 de Patentes. Tampo­
:o de criterios jurisprudenciales dada la 
>ropia naturaleza de las resoluciones en 
:sta materia. Es decir, las decisiones o 
esoluciones de Juzgados y Audiencias, 
:n su caso, dificultan por razones cuan­

escrito del que aparezca con claridátativas, entre otras, la extracción o de­
una obligación de hacer o no hacer,lucción de principios generales. Sin ol­
de entregar cosas determinadas o !'idar la clara división de la doctrina a la 
pecíficas, el juez podrá adoptar J10ra de delimitar el contenido de las 
medidas que, según las circunstancünedidas cautelares indeterminadas o 
fuesen necesarias para asegurar .típicas recogidas por esta norma. 
efectividad de la sentencia que en Estamos afirmando tácitamente que 
juicio recayere. Tras la lectura de e~ expresión rerngida en el precepto «el 
precepto no puede mantenerse que iuez podrá adoptar, .. . , las medidas 
tamos en presencia de una potesuue, según las circunstancias fuesen 
cautelar omnicomprensiva de cualqu~ecesarias para asegurar la efectivi­
situación, sino sólo de aquéllas a las q~ad de la sentencia que en el juicio re­
de forma expresa se refiere el precepi:ayere», es la clave para informar la es­
En este sentido, el art . 1.428 no trataiecificación de las medidas cautelares 
ser una norma que comprenda todnnominadas. Sin olvidar que también 
los supuestos necesitados de tutela ca·s punto de referencia del «periculum 
telar, sino simplemente de cerrar eP mora)). Así, dicha expresión indeter­
sistema ante una siempre posible irnninada permite englobar tanto el peli­
ficiencia de regulación típica. No o\;ro de infructuosidad como el peligro 
tante, disponemos de las condiciorle tardanza que han de combatirse con 
base para alcanzar, con su desarrollo,ª cautela específica. 
efectividad de gran parte de la tutela j Así pues, criterio para individualizar la 
dicial que se presta en nuestros dí¡fledida permitida será su conformidad 

De este modo, por su carácter de nron la finalidad legalmente establecida: 
ma de clausura del sistema cautelar ,segurar la verdadera efectividad de la 
establecido, se muestra verdade1entencia. Se trata entonces de optar, a 
mente útil si se intenta asegurar iartir del binomio «asegurar la efectivi­
tuaciones jurídicas que las medidl~d)>, no por la interpretación quepo­
cautelares típicas no prevén, se ua!namos denominar tradicional y restric­
de hacer frente a peligros que su reg1va que pone el acento en el término 
lación específica no contempla, o ~segurar)>, sino por aquélla más amplia 
pretende efectos que al amparo de l innovadora que centra su atención en 
mismas no pueden adoptarse. i1 palabra «efectividad>), Por lo tanto, 
pues, en aras de evitar denegaciones 1. p~escindir de la interpretación res­
tutela judicial efectiva, este precef1ctiva que llega a equiparar «efectivi­
debe ser la respuesta idónea para proiad): a «ejecución», es decir, al sistema 
ger situaciones jurídico materiales y Je eiecución establecido por el legisla-
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dor, la consecuencia final de dicho 
criterio posibilita indudablemente su­
perar el ámbito objetivo (con relación 
a sentencias que no son de condena, 
es decir, cuando la acción ejercitada 
fuera únicamente declarativa o cons­
titutiva), la función, y el contenido ad­
mitidos tradicionalmente para las me­
didas que recoge este artículo. 

Asimismo, el art. 1.428 subordina la 
elección de la medida a la concreta con­
currencia de las circunstancias que la ha­
cen necesaria. En este sentido, no basta 
que sea conveniente para asegurar la 
efectividad de la sentencia que vaya a 
dictarse. Sin olvidar que la individuali­
zación última de la cautela precisará de 
la comparación de los intereses en con­
flicto, inclinándose por aquella que res­
ponda a la injerencia mínima posible. 
En este sentido, el criterio de la necesi­
dad y el de la mínima injerencia obligan 
a que el contenido asegurativo prevalez­
ca sobre el contenido satisfactivo siem­
pre que el primero sea suficiente para 
asegurar la efectividad de la sentencia. 

3. Discusión entorno al posible 
contenido anticipatorio·satisfactivo 
de las medidas cautelares 
indeterminadas 

La exigencia establecida en el art. 24.1 
de la Constitución Española permite 
concluir que las medidas cautelares de 
efectos meramente aseguratorios que pu­
dieran adoptarse al amparo del art. 1.428 
no son suficientes, en todos los casos, 
para prestar tutela judicial efectiva. Es 
obvio que únicamente la tardanza en 
el pronunciamiento de la sentencia 
- aunque nada obste para que objetiva­
mente pueda llevarse a cabo en sus pro­
pios términos puede significar inefecti­
vidad. De ahí que afirmáramos que la 
expresión legal «asegurar la efectivi­
dad» permite ampliar el marco de 
este precepto posibilitando cautelas 
de carácter conservativo y de regula­
ción e incluso de efectos anticipato­
rio-satisfactivos. Se justificarían en­
tonces por ser la única forma de prestar 
tutela judicial efectiva. ¿Qué utilidad 
tiene para un empresario que se ha vis­
to obligado a paralizar su actividad por 
el incumplimiento de un contrato de 
suministro, una resolución que obliga a 
su reanudación pero que llega con años 
de retraso? 

Aceptada la idea de que ejecución y 
efectividad no son sinónimos, ni tie­
nen exactamente el mismo contenido, 
las medidas cautelares de efectos provi-
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sionalmente satisfactivos deben admi­
tirse en la formulación del art. 1.4281

1 

aunque plantean objeciones que in­
tentaremos exponer a continuación. 
Se trataría más bien de conjugar o com­
patibilizar función cautelar y conteni­
do anticipatorio, ya que inadmitirlo de 
plano sería tanto como querer prescin­
dir de la realidad de nuestros días en la 
que el Derecho se encuentra inmerso y, 
evidentemente, de los arts. 24.1 C.E. y 
18.2 L.O.P.J. 

La primera objeción que puede plan­
tearse son las posibles interferencias en­
tre medidas cautelares de estas caracte­
rísticas y procesos sumarios. Como se 
verá, se corre el riesgo de desvirtuar la 
naturaleza de las mismas hasta el punto 
de convertirlas en aquéllos. La tutela 
anticipatoria y consecuentemente satis­
factiva que pudiera solicitarse al amparo 
de la indeterminación del art. 1.428, se­
ría correcta en la medida en que se cum­
plan las notas de instrumentalidad y 
provisionalidad que conforman el con­
cepto de medida cautelar. 

Admitido que la relación instrumen­
tal pueda aparecer con mayor nitidez en 
medidas cautelares de carácter asegurati­
vo, debe tenerse muy presente que si la 
medida anticipatoria no se acuerda en 
función de la sentencia del proceso prin­
cipal, sino que se solicita con la inten­
ción de convertirse en definitiva, se es­
tará utilizando incorrectamente el art. 
1.428 y destruyendo el concepto de 
«medida cautelar)). Es decir, se transfor­
marían las medidas cautelares en proce­
sos sumarios. En primer lugar, porque se 
incumple la relación instrumental, la 
medida no corre paralela al proceso 
principal y, en segundo, porque no nace 
con vocación de provisionalidad. 

La tentación existe, sobre todo en la 
actualidad, porque el art. 1.428 permite 
las solicitudes anteriores a la presenta­
ción de la demanda. Lo normal es que 
la falta de interposición de la misma, en 
el plazo determinado por la ley, implique 
-a instancia del sujeto pasivo-- el alza­
miento de la cautela y la correspondiente 
indemnización de daños y perjuicios. 
Pero, ¿qué ocurre si el demandante no 
incoa el proceso y el demandado se 
conforma con la solución dada? 

Desde una perspectiva práctica la 
oportunidad de la medida se encuentra 
fácilmente en que las partes obtienen la 
solución a sus conflictos con indepen­
dencia del largo y costoso proceso ordi­
nario que ni siquiera se tiene en cuenta. 
Muchos demandantes no tienen interés 
en incoar un proceso si previamente no 
obtienen una medida cautelar que les 



asegure el éxito de la ejecución futura. 
Pero tampoco debe olvidarse que se co­
rre el riesgo de favorecer soluciones poco 
equitativas al permitir que una parte uti­
lice esta técnica como presión antijurídi­
ca, obligando a otra más débil a aceptar 
dicha resolución como definitiva. 

Se ha discutido la inadmisión de esta 
forma de resolver los conflictos desde el 
punto de vista del principio dispositivo, 
ya que no existen mecanismos para im­
pedir este supuesto de desistimiento bi­
lateral. No obstante, entendemos que, 
si bien lo habitual es que la parte intere­
sada sea quien ponga de manifiesto la 
ausencia de relación instrumental, el 
órgano judicial está en la obligación de 
proceder al alzamiento de oficio de la 
medida que pudiera haberse concedi­
do, si transcurrido el plazo señalado por 
la ley no se interpone la correspondien­
te demanda. 

Sin embargo, si el alzamiento de ofi­
cio resuelve algunos problemas, no se 
nos oculta que tratándose de medidas 
cautelares de carácter anticipatorio que 
pueden satisfacer de modo instantáneo, 
es decir que no precisan mantenerse, de 
nada serviría una resolución de extin­
ción de oficio de la cautela por falta de 
instrumentalidad, pues ya se habría ob­
tenido la satisfacción de la pretensión 
y, tan sólo, quedaría la posibilidad de 
un resarcimiento económico. 

A estos problemas cabe sumarle la de­
licada situación en la que se encuentran 
los jueces si tienen que resolver, antes 
de la tendencia del proceso ordinario, 
sobre este tipo de medidas sin prejuzgar 
el fondo del asunto, ni extralimitarse 
conociendo y decidiendo lo que sólo 
puede ser objeto de la causa principal. 
Es fácil comprender que si las medidas 
cautelares para ser eficaces deben limi-
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tarse a un examen sumario, sería parti­
cularmente grave su adopción si conduce 
a una injerencia de efectos irreparables. 

Otra cuestión que debe tenerse en 
cuenta a la hora de configurar estas me­
didas de contenido anticipatorio sería 
la confusión que, puede producirse con 
la institución de la ejecución provisio­
nal. En el intento de conseguir la satis­
facción anticipada del pronunciamiento, 
puede existir el riesgo de equiparar el 
acreditamiento de un «fumus boni iuris», 
más la existencia de un «periculum in 
mora» (que en numerosos casos no de­
be demostrarse), y la prestación de una 
fianza, a un título judicial como es la 
sentencia sobre el fondo. 

En realidad, lo que en ambos casos 
permitiría ejecutar, es la resolución ju­
dicial que concede la medida cautelar y 
la que resuelve sobre la ejecución provi­
sional, aunque, en definitiva, lo que es 
cierto es que pueden conseguirse efec­
tos ejecutivos muy similares a partir de 
presupuestos total y radicalmente di­
versos. Y, precisamente, esto es lo que 
debe evitarse y lo que, a nuestro juicio, 
desde un punto de vista dogmático no 
es correcto. No deja de ser, en cierto 
modo, paradójico que fuera la inexcu­
sable presentación de título ejecutivo el 
mayor centro de críticas de la inefectivi­
dad del art. 1.428 con anterioridad a la 
reforma de 1984, principalmente, por 
su inadecuación a la esencia de las me­
didas cautelares; y que ahora no se dude 
en otorgar efectos equiparables a los 
ejecutivos con la sola acreditación de 
un «fumus boni iuris», lo que también 
es rechazable desde un punto de vista 
estricto de tutela cautelar. 

Habíamos admitido que esta clase de 
medidas estaban justificadas en aras a 
una mejor prestación de tutela judicial 
efectiva, constituyendo en algunos su­
puestos, sin la menor duda, la única for­
ma de otorgarla debidamente. Pero 
también es cierto que en un Estado de 
Derecho la tutela judicial debe venir re­
ferida a ambas partes, y consiguiente­
mente la alegación de un «fumus boni 
iuris» debería conducir, cuando me­
nos, al marcado carácter excepcional 
de este tipo de cautelas. Así, para que 
dicha anticipación sea posible, es in­
dispensable que el «fumus boni iuris» 
necesario para la adopción de cual­
quier medida cautelar se encuentre 
reforzado, y que se preste fianza sufi­
ciente para hacer frente a una sentencia 
absolutoria. Ciertamente, la necesaria 
prestación de tutela a ambas partes con­
sagrada con la introducción de la au­
diencia al demandado tras la reforma, 
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puede facilitar la asimilación de elbilidad de la que puede o no hacer uso 
clase de medidas al amparo de este Piel demandado en distintos momentos 
cepto, más no puede olvidarse que eprocesales 0 bien, aunque resultaría ab­
audiencia viene referida, principalmesurdo, que la parte demandada puede 
te, al análisis de la concurrencia o ªoponerse previamente y de no ver esti­
sencia de los presupuestos cautelar1mada su postura, conserve la expectativa 

En conclusión, los razonamient\:ie una oposición posterior. Este doble 
expuestos nos conducen tanto a rec¡uego de oposición significaría una tu­
mendar la inadmisión de medidtela del derecho de audiencia patológi­
cautelares ex 1.428 de contenido ªcamente intenso que abona su inme­
ticipatorio con anterioridad a la p1d iato rechazo. 
sentación de la demanda, como a l Una opción razonable consistiría en 
ñalar el marcado carácter excepcioradmitir que es el propio juez quien, dis­
con el que deben ser concedidas. crecionalmente, debe decidir si adopta 

la medida y seguidamente da lugar a la 
audiencia, o bien concede la cautela y 

4. Especial referencia a la a~d~enciatuego decide. 
del demandado en el proced1m1ento Asimismo, sería también lógico dedu­
para su adopción cir la procedencia o no de la compare-

cencia del criterio del momento en que 
Otro aspecto de sumo interés, coiestas medidas se solicitan: denegando la 
apuntábamos al comienzo, versa so~udiencia si la petición es anterior a la 
el análisis del principio de contrad~resentación de la demanda, y conce­
ción en las medidas cautelares indetfüéndola si es conjunta o posterior a 
minadas. La innovación consistente i§sta. De este modo quedaría salvaguar­
la posibilidad de dar audiencia a la o1jado el «factor sorpresa», tan significati­
parte, ocasionó un giro importantísinvo en esta materia. Incluso, podrían aña­
en el procedimiento para la adopcüjirse otros criterios tales como el de la 
de las medidas cautelares innominadrraturaleza o contenido de la medida 
con respecto a la regulación anterio1mlicitada. Por lo tanto, se concedería 
la reforma de 1984 de nuestra Ley 1mdiencia a la parte contraria cuando la 
Enjuiciamiento Civil. medida consistiese en una verdadera an-

Que la parte frente a la que se solichcipación de la ejecución, y se negaría 
la medida cautelar, ha de ser oída, tuando existiesen razones que justifica­
uno u otro momento, es ya algo indsen la concesién inaudita parte, por 
cutible. Sin embargo, los párrafos Vy':jemplo, si la medida es inocua y a todas 
del art. 1.428 pueden ser calificados (uces procedente. Si pensamos en el 
anfibológicos debido a una técnica imuy variado contenido de las medi­
precisa y poco rigurosa empleada en1as adoptables ex 1.428, quizá apre­
redacción. Este hecho suscita el gratiemos la lógica de esta solución inter­
inconveniente de que sugieran distipretativa. Otro criterio podría ser el 
tas soluciones interpretativas. :arácter urgente de la medida, es decir, 

La situación problemática se dedu:uando para alcanzar la eficacia de la 
de los propios términos empleados pnedida sea imprescindible que ésta se 
el legislador: El primer inciso del párndopte inmediatamente. Sin embargo, 
fo V, «El demandado podrá oponerel legislador lejos de intuir estas situacio­
a las medidas solicitadas», significanes problemáticas olvida establecer cri­
tablecer la audiencia previa al pronu:erios cuya ausencia dificulta enorme­
ciamiento judicial sobre las medidas;nente su aplicación. 
segundo, «O pedir que se alcen las ac< Con independencia de que esta salu­
dadas», parece aludir a un modelo ción, que prevé ciertos supuestos que 
contradicción diferida a instancia (fxcepcionarían la regla general de au­
sujeto pasivo de la medida. 1iencia previa, fuese preferible de «lege 

Por lo tanto, lo que puede realmederenda» por la razón apuntada - efica­
cuestionarse, y de hecho es objeto cia de la medida-, se justifica su aban­
distintas consideraciones, es si la audieiono porque no fue admitida en el pro­
cia ha de ser previa, en todos los casos:eso de elaboración de la propia norma. 
la concesión o denegación de la medii..amentamos que el legislador no haya 
o, por el contrario, nos remitimos dir6abido aprovechar la Reforma de 1992 
tamente a un momento posterior en)ara rectificar sobre este punto. 
tiempo, estimando que procede siemp Siguiendo el hilo de la exposición, si 
una contradicción ex post. :omparamos la omisión radical de la 

Igualmente, podríamos entender q~udiencia a la otra parte con anteriori­
la audiencia es simplemente una po!lad a la Reforma, y la regulación expre-
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sa -en el art. 1.428- , de un procedi­
miento que prevé una comparecencia y 
con ella la posibilidad de que se escuche 
al demandado, el contradictorio previo 
y preceptivo es la solución interpretati­
va que cuenta con mayor apoyo legal 
aún siendo discrepante con la propia 
función de la institución. Refuerza 
nuestra posición la propia expresión 
del legislador -oponerse a las medidas 
solicitadas-, y la referencia a «pedir 
que se alcen las acordadas», no es obs­
táculo para mantener la comparecencia 
previa y preceptiva. Basta concederle 
un significado distinto a la contradic­
ción «ex post», es decir, el reconoci­
miento expreso de la posibilidad de so­
licitar el alzamiento o modificación de 
la medida acordada por haber variado 
los presupuestos tenidos en cuenta para 
su adopción. 

Ahora bien, sí es loable el intento 
de protección del sujeto pasivo de la 
medida cautelar a través de la audien­
cia, máxime teniendo en cuenta la 
indeterminación de este precepto, la 
audiencia previa, lejos de prestar el 
servicio que pretende, puede suponer 
también un freno a la propia eficacia 
de la institución. Algo similar ocurre, 
por ejemplo, con las medidas reguladas 
en la Ley de Patentes de 20 de marzo, de 
1986, que, rompen, sin lugar a dudas, 
con el reiterado elemento «Sorpresa». 

Lo realmente reprochable de la regu­
lación que analizamos no es tanto el 
hecho de establecer un contradictorio 
previo -cuya necesidad puede ser de­
fendida-, sino, como veníamos apun­
tando, el no haber tenido la precaución 
de indicar ciertas excepciones para su­
puestos de mayor urgencia, teniendo 
en cuenta los riesgos que pudieran deri­
varse de la demora en la adopción de las 
medidas. Ciertamente las razones que 
puedan ser aducidas en protección del 
demandado merecen toda la aproba­
ción, pero no pueden convertirse en 
desprotección a la otra parte que ve 
como sus expectativas desaparecen 
ante un retraso en la concesión de la 
medida cautelar. 

Excepciones que también podrían 
consistir en las solicitudes anteriores 
a la presentación de la demanda, por­
que el desconocimiento del proceso 
puede justificar el mantenimiento del 
factor sorpresa. Por lo tanto, uno de los 
mayores problemas que se pueden ob­
servar tras la adopción por el legislador 
del contradictorio previo preceptivo es 
la desarmonía existente entre las solici­
tudes anteriores a la demanda previstas 
por la actual redacción y la misma au-

43 

Economist & Jurist 

diencia previa y preceptiva, ya que 
cuan to más se manifiesta la urgencia en 
la adopción de la medida más incohe­
rente resulta la previa audiencia del de­
mandado. Consecuentemente, insisti­
mos, es mucho más razonable una 
solución intermedia como la recogida 
en el art. 25.2 de la Ley 3/1991, de 10 de 
enero de 1991 de Competencia Desleal. 
En el citado precepto se establece que 
las medidas serán de tramitación prefe­
rente y, «en caso de peligro grave e in­
minente podrán adoptarse sin oír a la 
parte contraria ... ». 

Esta previsión que excluye para cier­
tos supuestos cualificados y excepcio­
nales la audiencia previa a la resolución 
cautelar es muy plausible, ya que, ga­
rantizando con carácter general el 
principio de audiencia queda salva­
guardada la sorpresa que, en emu­
chos supuestos, es requisito de efica­
cia de ciertas medidas cautelares. Es 
obvio que hubiera sido conveniente 
que una precisión similar se hubiese re­
cogido también para las medidas caute­
lares innominadas del art. 1.428 de la 
Lec. Esta circunstancia pone de mani­
fiesto que el art. 25 de la L.C.D. es, al 
menos desde este aspecto, mucho más 
perfecto que el art. 1.428. 

*Doctora en Derecho. Profesora de Derecho 

Procesal de la Universidad de Barcelona 

1 Favorable a una medida cautelar de contenido 
satisfactivo es el Auto de 14 de enero del 1994 del 
Juzgado de Familia n.º 16 de Barcelona. El órgano 
judicial, a falta de procedimiento específico sobre 
medidas respecto a los hijos extramatrimoniales 
cuando sus padres no obran de común acuerdo y es­
tán personalmente enfrentados, estimó procedente 
la solicitud cautelar ex 1.428 de condena a abando­
nar el domicilio familiar para asegurar la efectividad 
de la sentencia que se dictara en el juicio declarativo 
de menor cuantía correspondiente. Es evidente, que 
lo realmente significativo de esta resolución es que 
gracias a una interpretación progresista de «asegurar 
la efectividad» de la sentencia que da cabida a me­
didas de carácter satisfactivo, soluciona el cauce 
procedimental para las medidas provisionalísimas 
en el supuesto de las relaciones matrimoniales de 
hecho. Conclusión que no podría cobijarse desde 
una perspectiva tradicional-asegurativa de la tutela 
cautelar ex 1.428 de la Lec. 

Favorable a la entrega directa de la cosa es el Auto 
de 1 de marzo de 1994, del Juzgado de Primera 
Instancian.º 2 de Arenys de Mar. El juez procedió 
a la concesión de la medida de extracción y entrega 
de una embarcación para evitar su deterioro, funda­
da en el art. 1.428 de la Lec. 

Favorable a la entrega de 2 vehículos, un télex, un 
tercer vehículo y un ordenador, es la Sentencia de 
21 de enero de 1991 de la Secc. 11 de la Audiencia de 
Barcelona (Rev. Jur. de Cat. Pág. 456), ya que rescin­
dido el contrato de representación mercantil con­
certado entre ambos, dentro del procedimiento que 
instó reclamando una importante cantidad dinera­
ria, la otra parte no necesitará dichos objetos dado 
que dicha representación está finalizada. 



-

La Hipoteca Persistente: En conclusión, en los supuestos de 
~na j enación forzosa de la finca por eje­
:ución hipotecaria, el tercer adquiren­
:e de la finca se subroga no sólo en la 
:esponsabilidad real derivada de la 
ü poteca, sino también en la obliga­
:ión personal cuyo pago garantiza la 

1¡poteca de renta. En caso de enajena­
:ión voluntaria de la finca a favor de 
:ercero la subrogación en la posición 

Breve análisis práctico de la hipoteca 
en garantía de rentas o prestaciones 
periódicas: (Hipoteca que al ejecutarse 
no se cancela sino que continúa subsistente) 

En el ámbito jurídico son muchas las 
ocasiones en las que al alcanzar un 
acuerdo transaccional o simplemente 
en el marco de un acuerdo consensual 
en el que intervengan dos partes con in­
tereses contrapuestos, puede convenir a 
los intereses de nuestro cliente pactar la 
percepción de unas rentas o de unas 
cantidades de forma periódica y pro­
longada durante un plazo de tiempo re­
lativamente largo o incluso a título vi­
talicio. Sin embargo, en estos supuestos 
siempre se nos plantea una cierta pro­
blemática sobre la forma en que pode­
mos garantizar el estricto cumplimien­
to de la obligación contraída por parte 
del deudor, que es inexistente en los su­
puestos en que el cumplimiento de las 
prestaciones contractuales de cada una 
de las partes se produce de forma simul­
tánea, y ello por una razón muy simple, 
porque el transcurso del tiempo nos 
hace temer un incumplimiento de lo 
pactado como consecuencia de un cam­
bio de fortuna en nuestro deudor o sim­
plemente porque su voluntad cumpli­
dora puede quedar debilitada por el 
mero transcurso del tiempo. 

En estas líneas se pretende presentar 
una solución a este tipo de supuestos a 
través de un acercamiento práctico a la 
figura de la hipoteca en garantía de ren­
tas o prestaciones periódicas prevista en 
el art. 15 7 de la L.H. y art. 248 R.H. que 
en estos casos constituye la institución 
jurídica idónea para garantizar el cumpli­
miento de esta clase de obligaciones de 
carácter dinerario que deben desarrollar­
se en el futuro de forma periódica. Así 
pues, esta hipoteca de renta, que nos 
permite facilitar a nuestro cliente la se­
guridad deseada en relación al cumpli­
miento por parte del deudor de la obli­
gación asumida, es de gran utilidad 
para los supuestos en que no existe una 
deuda de capital pero sí un derecho 
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iel deudor sería idéntica. 
c) No produce al deudor-obligado un 

~xcesivo coste económico como podría 
ierivarse en el caso de exigir un aval 
Jancario u otro tipo de garantía similar. 

por parte del acreedor a la percepció d) Es posible establecer un valor de 
de una prestación periódica. ·escate o capital de redención, para que 

La hipoteca de renta no se consjd deudor pueda redimir la hipoteca, sin 
tuye para garantizar la entrega de u~mbargo este derecho sólo podrá ejerci­
capital sino que tiene la finalidad Qa rse a voluntad del titular de la finca 
asegurar la obligación de satisfac1üpotecada, sin que por tanto pueda ser 
periódicamente una renta o pensió~xigible por el deudor. 
dineraria. Elementos esenciales que deben ha-

La constitución de una «hipoteca terse constar en el otorgamiento de 
renta» nos proporcionara las ventajuna Escritura pública de constitución 
que a continuación expondremos: ie hipoteca en garantía de rentas o 

a) El pago de nuestro crédito en fo)Testaciones periódicas y que deben 
ma de prestación periódica quedará g~uedar inscritos en el Registro de la Pro­
rantizado de una forma estable y durL>iedad: 
dera hasta su completa extinción pi l. El contrato o pacto consensual 
cumplimiento del deudor. 

b) En caso de incumplimiento de 
obligación asumida por el deudor pl 
dremos conseguir el pago de lo adeud 
do y el estricto cumplimiento de lo pa · 
todo mediante la rápida ejecución de ,..,..,__4..,.."_._ 
hipoteca a través del procedimientos ~ 

mario previsto en los arts. 129 y 
guientes de la L.H. o, incluso, por 
procedimiento extrajudicial si lo con 
deramos más conveniente, pero con 
particularidad esencial de que 
mencionada ejecución hipotecari 
que conlleva todas las consecuen ci 
propias de este tipo de procedimie · · ~TO.:í:.liimfJ ry::m 
tos sumarios inclusive la adjudi .,... " / ...r A 
ción de la finca a un tercero por s1 -~ . ,,,,-- - -- - - . ~' 
basta,noproducirálaextinciónde~~ , 

1

1
t ., , 

hipoteca como es habitual sino que 11 i 
1
:i .ll! 'J''-' 

misma continuará vigente y gravar ~¡·• .. 1 !~;ri~. :; 
do la finca en garantía del cumpl · 1 • 

1 dfl~~ . 
miento de la obligación en su día as1 .; . .~ '~ 
mida y del pago de nuestro derecho ( ; r1 . 
crédito. De esta manera el 'tercero q1 Íl ~ ,,. 
adquiera la finca por remate quedar .~ p · 
subrogado automáticamente en ,.,~ti-...J ~ 
posición deudora, «Ope legis», y as ~ \~, 
mirá íntegramente a su costa la oblig 
ción de pago de la prestación periódi 
garantizada por la hipoteca en su d 
constituida, que continuará intacta. 
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suscrito entre el deudor hipotecario y el 
acreedor del que trae causa la presta­
ción de rentas o prestaciones periódicas 
si se ha otorgado en un documento in­
dependiente. Otra opción sería otorgar 
el contrato mencionado en la misma 
escritura pública de constitución de hi­
poteca. 

2. El plazo o modo en que deban sa­
tisfacerse dichas prestaciones. 

3. La voluntad de las partes de cons­
tituir hipoteca en garantía de la obliga­
ción pactada en el antes mencionado 
contrato. 

4. Plazo de vigencia de la hipoteca. 
5. Todos los requisitos exigidos por 

el art. 133 de la L.H. para la ejecución de 
la hipoteca por la vía judicial sumaria 
(Valoración del inmueble que garantiza 
el pago de las prestaciones garantiza­
das, domicilio del deudor a efectos de 
notificaciones, concesión de la admi­
nistración interina de la finca hipoteca­
da etc.). 

5. Esta clase de hipotecas también 
podría constituirse por acto unilateral 
del dueño de la finca hipotecada. 

6. La cancelación de esta hipoteca, 
además de por las causas clásicas de ex­
tinción de los créditos hipotecarios, se 
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extinguirá por la terminación de la ren­
ta o prestación periódica que garantiza, 
y a tal efecto el propio art. 15 7 L. H. es­
tablece que «salvo pacto en contrario 
de las partes, el titular de la finca hipo­
tecada podrá solicitar directamente su 
cancelación transcurridos seis meses 
desde la fecha en que según el Registro 
de la Propiedad debiera haberse satisfe­
cho la última prestación periódica». 

Asimismo debemos citar como cau­
sas de extinción propias de esta hipo­
teca: 

- El ejercicio por parte del deudor 
del derecho de redención de su deuda, 
si así estuviere previsto. 

- Por «confusión de derechos» que 
se produciría al adjudicarse la finca hi­
potecada el mismo acreedor que reuni­
ría en su persona la condición inicial de 
acreedor en virtud del contrato suscrito 
y la condición de deudor como titular 
de la finca . 

7. Plazos de prescripción de la hipo­
teca: Respecto a la propia hipoteca, por 
el transcurso de 20 años a contar desde 
el último pago de renta o pensión y res­
pecto a cada renta o pensión en particu­
lar por el t ranscurso de cinco años a 
contar desde su devengo. 
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FORMULARIO DE ESCRITURA DE CONSTITUCION DE HIPOTECA 

EN GARANTIA DE PRESTACIONES PERIODICAS: 

«Ante míº·---------------------

COMPARECEN: 

º·----------- ------------­
º·------------------- -----
Les conozco e interviniendo en su propio nombre y derecho, tienen a 

mi juicio capacidad legal suficiente para el presente otorgamiento, a 

cuyo efecto y como antecedentes, 

EXPONEN: 
l. Que D. ______ ______ es dueño, en pleno domi-

nio de la siguiente finca: 

TITULO _ _____________ ~-----
CARGAS _ __________________ _ 

11. Que con fecha ________ los comparecientes han 

suscrito contrato de en virtud del 

cual D. queda obligado a entre-

gar en concepto de pensión alimenticia con carácte r vitali-
cio a D.ª ________________ __ la cantidad 

de pesetas mensuales, sin perju icio 

de las ulteriores revalorizaciones que cada uno de enero sucesiva­

mente se efectuaran por aplicación del Indice de Precios al Consumo 

publicado por el Instituto Nacional de Estadística u organismo que le 

sustituya, habiendo decidido igualmente garantizar con hipoteca la 

obligacion asumida por D. y a tal efec­

to otorgan la presente escritura con arreglo a las sigu ientes ESTIPU­

LACIONES: 

PRIMERA. D. _________ yD.ª _______ _ _ 

reconocen y en su menester ratifican el contrato de constitución 

de pensión vitalicia con carácter vitalicio de fe-
cha ________ __________ _ 

SEGUNDA. En garantía de las rentas o prestaciones periódicas a 

pagar, con sus revaloraciones por toda la vida de la perceptora en la 

forma indicada en el contrato de , de sus inte­

reses de demora, en su caso por plazo de un año, y de la cantidad 

de que prudencialmente se fija para costas y 

gastos en perjuicio de tercero, D. _ __________ _ 

sin perjuicio de la responsabilidad personal ilimitada, CONSTITUYE 

HIPOTECA VOLUNTARIA sobre la finca descrita en el antecedente 1 

de esta Escritura. 

TERCERA. La obligación de pago de las pensiones debidamente re­

valorizadas en su caso, con el carácter mensual pactado , subsistirá y 

por tanto por el mismo plazo subsistirá la hipoteca, por toda la vida 

de la pensionista, siendo evento que determina la extinción el falleci­

miento de D.ª y ello sin perjuicio de 

la obligación de pago de la renta íntegra correspondiente al mes en 

que el fallecimiento tuviere lugar. 

CUARTA. Por vía de convención, las partes acuerdan e incorporan a 

este contrato el contenido del párrafo tercero de l art. 157 de la L.H., 

así como también el íntegro contenido del párrafo cuarto del mismo 

V 

46 

-
L 

precepto, pactándose por tanto la posibilidad de solicitar la canee 

ción de la hipoteca en las condiciones citadas en dicho artículo por 

simple transcurso de los seis meses a que se refiere el indicado p 

cepto. 

QUINTA. Extensión de la garantía. Con la finca que se hipotecará 

entenderán hipotecados los frutos y rentas vencidas y no percibid 

al tiempo de rec lamarse judicialmente el pago, las obras hecha--. 411!~.-•• ·.··.'· 

hacederas y los bienes de naturaleza mueble que le estén incorpo 

dos de una manera permanente. 

SEXTA. Las partes convienen que el deudor D. -----J 

_______ podrá redimir la pensión alimenticia constituid 

favor de D.ª ____________ se fija en la cantid 
de _ ___________ Ptas. 

SEPTIMA. Acción judicial. Si llegare el caso de que la acreedora 

en su caso, un tercer poseedor tuviera que hacer efectiva por vía ju 

cia l la totalidad o parte de capital intereses y gastos garantizados e 

la finca que se hipoteca , podrá ejercitar a su elección o la acci 

ejecutiva ordinaria o el procedimiento judicial sumario que estable 

el art. 133 de la L.H. o el extrajudicial previsto en el art. 129 

mismo cuerpo legal . 

A tales efectos ejecutivos: 
a) Tasan el piso en ___ ___________ _ 

b) Señalan como domicilio del deudor para la práctica de los 

querimientos y notificaciones a que haya lugar el de la propia fin 
hipotecada , esto es, _ _ _____________ _ 

c) Para la aplicación , en su caso, del procedimiento extrajudici 

el Sr. designa como mandataria s 

para que le represente en la venta de la finca a la pro 
D.ª _ _ ________ o en su caso el tercer poseedor. 

d) Concede aquél a ésta, o, en su caso el tercer poseedor, la 

ministración y posesión interina de la finca hipotecada en los cas 

previstos en las Leyes Hipotecarias y de Enju iciamiento Civi l, con 

cultad de cobrar las rentas vencidas y no satisfechas y las que 

fueren venciendo y con derecho, asimismo, a la percepción de ho 

rarios . 

e) Se someten expresamente a la jurisdicción de los Juzgado 

Tribunales de la ciudad de Barcelona, con renuncia de su prop io fu 

y domicilio, si fueren otros. 

SEPTIMA. D. ____________ se compromete a 

ner asegurada la finca dada en garantía contra el riesgo de incendi 

en compañía de notoria solvencia, por una cantidad equivalente 

valor de la finca hipotecada. 

OCTAVA. Son de cuenta de la parte acreedora y deudora por mit 

los gastos notariales, registrales y de gestión derivados de esta 

critura y los de tipo fiscal de toda índole que a consecuencia de 

misma se produjeran. 

Por lo que respecta a los gastos que en su día produjere la canee 

ción de la hipoteca corresponderán íntegramente al deudor, sin 

cepción alguna. 

Así lo dicen y otorgan los señores comparecientes, a los que h 

las advertencias y reservas legales pertinentes _____ ___,,.. 

*Redacc1 __ ._ _____ ., _____ ..__,;_...J 
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l. Introducción 

El motivo del presente estudio es anali­
zar desde la perspectiva de la Ley Gene­
ral de Sanidad (Ley 14/1986 de 25 de 
abril) el apartado correspondiente a los 
derechos y deberes en materia sanitaria 
y en concreto el derecho a la informa­
ción del paciente y la necesidad del 
consentimiento. Ello no solamente 
porque sea el primer texto legal que re­
conoce los derechos citados sino por­
que son precisamente el consentimien­
to y la información, tanto desde la 
perspectiva legal como a nivel práctico, 
dos elementos que han condicionado la 
transformación de la relación médico­
paciente. Transformación que ha su­
puesto el abandono de los viejos mode­
los anclados en el paternalismo (autori­
tarismo) y la beneficencia, para dar 
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paso prioritario al derecho de autode­
terminación. Un derecho de autode­
terminación entendido como respeto a 
la voluntad del paciente, único capaz 
para decidir sobre la autodisposición de 
su cuerpo; único capaz de valorar su es­
tado de salud (previa información con­
tinuada y correcta sobre ella dada por el 
médico) y así decidir libremente si asu­
me o no los riesgos que supone el/los 
tratamientos/s indicado/s en aras de su 
bienestar (consentimiento informado) . 

Pero previo a cualquier estudio legal 
es conveniente analizar sucintamente 
la incidencia de la CONSTITUCIONES­
PAÑOLA de 1978 en la materia objeto 
de tratamiento, por ser esta Norma Jurí­
dica fundamental de obligado acata­
miento por todos los ciudadanos y po­
deres públicos. Asimismo, norma que 
incorpora el sistema de valores esencia-



les que ha de constituir el orden de con­
vivencia política informadora y funda­
mentadora de todo el Ordenamiento 
Jurídico. 

Sólo conociendo los principios cons­
titucionales informadores y fundamen­
tadores de la Ley podremos entender 
más claramente la reforma sanitaria 
operada en 1986, y consecuentemente 
las transformaciones que se han produ­
cido en este ámbito, así como el conte­
nido y alcance de la información al pa­
ciente y el consentimiento de éste . 

11. Marco constitucional 

Constituida España en un Estado Social 
y Democrático de Derecho se propug­
nan como valores superiores de todo el 
Ordenamiento Jurídico la libertad, la 
justicia, la igualdad y el pluralismo 
político, siendo los poderes públicos 
los responsables de hacer efectivas y 
reales la libertad y la igualdad, de mane­
ra que los derechos de libertad inmedia­
tos a la persona habrán de ser respeta­
dos en todo momento. 

Son fundamento del orden político y 
de la paz social la dignidad de la perso­
na, los derechos inviolables que le son 
inherentes, el libre desarrollo de la per­
sonalidad, el respeto a la ley, y los dere­
chos de los demás. 

El derecho a la protección de la salud 
es reconocido constitucionalmente, de­
biendo los poderes públicos organizar y 
tutelar la salud pública a través de me­
didas preventivas y de las prestaciones 
y servicios necesarios, estableciéndose 
por Ley los derechos y deberes de todos 
al respecto. 

Es también competencia de los po­
deres públicos fomentar la educación 
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sanitaria, así como promover la infor­
mación y la educación de los consumi­
dores y usuarios. 

La Ley es el instrumento técnico jurí­
dico apto para determinar las obligacio­
nes y responsabilidades del ciudadano 
en el ámbito de la sanidad, sin olvidar 
que el derecho y el deber a la salud es­
tán indisolublemente ligados a los dere­
chos de la personalidad, rigiendo por 
encima de todo el respeto a la dignidad 
de la persona. 

111. Ley General de Sanidad 

1. Caracteres generales 

La Ley General de Sanidad (en adelante 
L.G.S.) supone, en primer lugar, el cum­
plimiento del imperativo constitucio­
nal de extender la protección de la sa­
lud a todas las personas . En segundo 
lugar la adaptación al sistema autonó­
mico de distribución bajo la coordina­
ción básica del estado. En tercer Jugar, 
pretende reformar la estructura organi­
zativa del sistema sanitario público. Se 
da prioridad a la promoción de la salud 
y a la prevención de la enfermedad, fo­
mentando la participación comunitaria 
a través de las corporaciones territoria­
les y, por último, establece una tabla de 
derechos y obligaciones de los ciudada­
nos en materia sanitaria. Es la primera 
vez que un texto legal (en el sentido de 
ley emanada del Parlamento) recoge un 
catálogo de derechos y deberes en ma­
teria sanitaria (catálogo que fue recogi­
do a instancias del Defensor del Pue­
blo). Nos interesan ahora los preceptos 
relacionados con el tema objeto de este 
trabajo, esto es, el derecho de informa­
ción m édica y el consentimiento, así 
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como aquellos preceptos que se relac¡, tículo serán ejercidos también con 
nen con los mencion~dos derechos. P1 respecto a los servicios sanitarios pri­
ello no me extendere en todos y cat vados. 
uno de los derechos y deberes recogid1 
en la Ley sino en los que a continuacié 2. Derecho a la información sobre 
se transcriben: los servicios sanitarios 

, . Este derecho, recogido en el art. 10.2, 
~rt. 9: «Los podere~ pubhcos deb~ri ofrece dificultades interpretativas. 
mformar a los usuanos de los serv1ci1 no . f . , va referi·da a los serv· . . . , . . La m ormac10n i-
del SlS~ema samtano publico o vmcuJ cios susceptibles de utilización y a las 
dos a el, de sus derechos y deberes.» d . t'l' ados La f. con ic10nes para ser u i iz . ma-
Art. 10. «Todos tienen los siguient lidad que persigue es asegurar que nadie 
derechos con respecto a las distintas a puede sin el tratamiento que requiere 
ministraciones públicas sanitarias:» por desconocimiento de los servicios 

existentes y disponibles. 
2. A la información sobre los servici 

sanitarios a que puede acceder y sob3. Derecho a la confidencialidad 

los requisitos necesarios para su uso. Parece claro que este derecho (art. 
3. A la confidencialidad de toda 10.3) va referido al llamado «Secreto 

información relacionada con su pro(médico». Quizás sea tan antiguo como 
so y con su estancia en instituciones ~ l a propia práctica de la medicina, pues 
nitarias públicas y privadas que colabsus orígenes ya se encuentran en el co­
ren con el sistema público. nocido Juramento Hipocrático: «Todo 

S. A que se le dé en terminos co110 que viere u oyere en el ejercicio de mi 
prensibles, a él y a sus familiares o allprofesión o fuera de ella en la vida ca­
gados, información completa y conmún y que no deba divulgarse lo con­
nuada, verbal y escrita sobre su proce1servaré como secreto». Lo que se pre­
incluyendo diagnóstico, pronóstico,tende con el reconocimiento de este 
alternativas de tratamiento. derecho es salvaguardar la intimidad 

6. A la libre elección entre las opcipersonal reconocida en nuestra Consti­
nes que le presente el responsable ntución (art. 20.1 C.E.). 
dico de su caso, siendo preciso el pm La confidencialidad debe versar sobre 
consentimiento escrito del usuario palo siguiente: estado de salud del pacien­
la realización de cualquier intervete; todos aquellos datos obtenidos por 
ción, excepto en los siguientes casos:explicación del ,propio paciente en el 

a) Cuando la intervención supon jercicio de la actividad sanitaria; la 
un riesgo para la salud pública. propia estancia en la institución sanita-

b) Cuando no esté capacitado pzria, tanto si ésta es pública como priva­
tomar decisiones, en cuyo caso el <leda. El secreto se extiende no sólo a los 
cho corresponderá a sus familiarespacientes vivos, sino también a los ya 
personas allegadas a él. fa llecidos. 

c) Cuando la urgencia no perro Los sujetos obligados a respetar la 
demoras por poderse ocasionar lesiorconfidencialidad no solamente son los 
irreversibles o existir peligro de fallemédicos sino que la L.G.S . lo amplía a 
miento. todo el personal sanitario que haya te-

9. A negarse al tratamiento, excefPido acceso a los datos en ejercicio de 
en los casos señalados en el apartadosu actividad profesional, es decir que­
debiendo para ello solicitar el alta dan incluidas también aquellas perso­
luntaria, en los términos que señalanas que compartan el secreto tanto si 
apartado 4 del artículo siguiente. tienen trato directo con el paciente 

10. Serán obligaciones de los ciuicomo si no (por ejemplo el personal ad­
danos con las instituciones y organministrativo que tiene acceso a la base 
mos del sistema sanitario: de datos del centro). En definitiva, todo 

( .. . ) 4. Firmar el documento de aaquello que el profesional y personal 
voluntaria en los casos de no acep>anitario haya conocido en razón de su 
ción del tratamiento . De negarse a e!Profesión, garantizándose el secreto del 
la dirección del correspondiente c{.listorial clínico en el art. 61 de la L.G.S. 
tro sanitario, a propuesta del faculta 
vo encargado del caso, podrá dar4) Excepciones 
alta. Las excepciones al deber de secreto 

15. Respetando el peculiar réginiJrofesional, son las que siguen: 
económico de cada servicio sani • Por consentimiento expreso del 
ria los derechos contemplados en Dropio paciente, pues así lo admite la 
apartados( ... ) 5, 6 ( ... ), 9 y 11 de este ~ey Orgánica 1/1982, de 5 de mayo (de 
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protección civil del derecho al honor, a 
la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen en su art. 2.2). Dicho 
consentimiento es revocable en cual­
quier momento. Para los casos de me­
nores o incapacitados, los padres o 
tutores deberán comunicarlo previa­
mente al Ministerio Fiscal. En los casos 
de personas fallecidas, los familiares no 
podrán divulgar los datos, pues la Ley 
les concede acción para preservar el de­
recho a la intimidad y a la imagen del 
familiar fallecido pero no les autoriza a 
publicar o consentir las circunstancias 
de la enfermedad del difunto. 

• En caso de riesgo para la salud pú­
blica. En estos casos habrá de tenerse en 
cuenta que este deber pretende salva­
guardar la intimidad del paciente por lo 
que deberá ponderarse la salud pública 
y el derecho a la intimidad, ofreciéndo­
se solamente aquellos datos que sean 
necesarios guardándose en la medida 
de lo posible aquellos otros que resul­
ten irrelevantes para la salud pública. 

• La Ley Orgánica del Poder Judicial 
impone a personas y entidades la obli­
gación de prestar, en la forma que la ley 
establezca, la colaboración requerida 
por los jueces en el curso de un proceso 
y en la ejecución de lo resuelto. En estos 
casos el médico se encuentra ante el di­
lema de traicionar el secreto debido al 
enfermo o bien faltar a la obligación de 
colaborar con la Justicia. Estamos ante 
un tema muy problemático en el que se 
reclama una ley reguladora del secreto 
profesional. 

El análisis de esta problemática exce­
dería los límites del presente trabajo 
por lo que me limito a mencionarlo. 

• En los supuestos de divulgación 
científica o enseñanza podrán divulgar­
se datos relativos a la enfermedad, pero 
no deberán airearse los datos persona­
les del enfermo salvo que éste consienta 
expresamente. 

B) Incumplimiento 
En cuanto al incumplimiento del de­

ber de secreto profesional, hay que dife­
renciar: 

- En el ámbito civil, el paciente o sus 
familiares tienen acción legal al amparo 
de lo dispuesto en la ya citada Ley Orgá­
nica 1/1982, pues se ha producido la 
vulneración del derecho al honor, a la 
intimidad, o a la propia imagen. 

- En el ámbito administrativo y en 
los supuestos en que el profesional sea 
un funcionario, será susceptible de san­
ción por parte de la Administración 
pues así se desprende del Estatuto Jurí­
dico del Personal Médico de la Seguri-
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dad Social que tipifica como falta grave 
el «quebranto del sigilo profesional». 
Por la redacción del capítulo VI de la 
L.G.S . (regulador de las infracciones y 
sanciones) vemos que si se trata de una 
falta leve la sanción consistirá en una 
multa de hasta 500.000 pesetas, si la fal­
ta es grave la multa puede oscilar desde 
500.001 a 2.500.000 pesetas y si se trata 
de una falta muy grave puede llegar a 
los 100.000.000 de pesetas. No está de­
más observar que la L.G.S. ha estableci­
do un sistema sancionador que adolece 
de la necesaria claridad en cuanto a la 
perfilación de las inflaciones así como 
de las consecuencias punitivas, siendo 
por tanto susceptibles de impugnación 
las sanciones dispuestas al amparo de la 
mencionada Ley. 

-También será susceptible de san­
ción disciplinaria por parte de los Co­
legios Médicos (art. 63 y ss. de los Es­
tatutos Generales de la Organización 
Médica Colegial). Deberá tenerse siem­
pre en cuenta la inadmisibilidad consti­
tucional de una doble sanción discipli­
naria (non bis in ídem) en aquellos 
supuestos en que el médico sea funcio­
nario de la Administración sanitaria. 

- En el ámbito penal puede consti­
tuir un delito de revelación de secretos 
recogido en el art. 368 del Código Penal 
todavía vigente. No obstante hay que 
tener en cuenta que el recién promul­
gado Código Penal (Ley Orgánica 
10/1995 de 23 de noviembre) que se es­
pera entre en vigor el 24 de mayo de 
1996, sí que incrimina específicamente 
el incumplimiento del secreto profesio­
nal tal y como viene recogido en el art. 
199.2 del mencionado Código Penal. 

4. Derecho a la información médica 

El texto legal preceptúa la informa­
ción médica como un derecho del pa­
ciente, y en consecuencia como un de­
ber del médico. 

A) Acepciones del término 
«información» 

Existen distintas ópticas para abordar 
el concepto de información: 

a) Como obligación típica que nace 
de la relación contractual entre médico 
y paciente cuando éste solicite sus servi­
cios profesionales. 

b) Como requisito que condicionará 
la validez del consentimiento previo 
que se otorgue para el sometimiento a 
un tratamiento (consentimiento infor­
mado), por lo que la información se 
convierte en lo que algunos autores 
han denominado «Información para la 
autodeterminación» (ESER) . 



c) Corno «derecho con entidad pro­
pia» (COBREROS MENDAZONA) aplica­
ble tanto en las relaciones sanitarias de 
carácter público corno en las relaciones 
médico privadas (art. 10.15), debiéndo­
se suministrar información en toda rela­
ción terapéutica entendida corno el de­
recho que tiene el interesado a saber 
sobre su estado de salud tanto si ésta es 
susceptible de tratamiento (en cuyo caso 
se exige consentimiento para poder ser 
llevado a cabo) como si la situación no 
requiere tratamiento; se trata en defini­
tiva de una «información continuada» 
de todo el proceso, es decir, que ésta no 
se agota cuando el paciente ha dado el 
consentimiento sino que la información 
debe plantearse en todo momento a lo 
largo de todo el proceso. 

d) Corno «información terapéutica» 
referida a dieta, posología, condiciona­
mientos de la enfermedad, y forma de 
vida que debe seguir el interesado de 
acuerdo con su estado de salud, con el 
fin de lograr el restablecimiento o el no 
empeoramiento de su salud. 

B) Modo en que debe darse 
la información 

La ley prescribe que debe ofrecerse en 
«términos comprensibles», debiéndose 
evitar terminología de difícil entendi­
miento para los profanos de la medicina. 
Deberán, por tanto, valorarse los paráme­
tros culturales del destinatario. No es su­
ficiente la observancia meramente for­
mal de tal deber, para que éste se 
entienda cumplido, deberá realizarse te­
niendo en cuenta la finalidad que persi­
gue la Ley, esto es, que el paciente conoz­
ca claramente cuál es su estado de salud 
en todo momento y así poder valorar y 
decidir sobre las actuaciones que está dis­
puesto a consentir sobre su propio cuer­
po, los riesgos que está dispuesto a asu­
mir, y también, para poder adecuar sus 
condiciones de vida a su estado de salud. 

La Ley General de Sanidad también 
dispone que la información debe ser 
«Verbal y escrita». En principio no se 
desprende que se dé prioridad a una 
manera u otra; hay autores que entien­
den que la escrita será necesaria cuando 
el paciente no considere suficiente la 
primera y que en estos casos la redac­
ción suele ser en términos técnico-cien­
tíficos para entender el médico que el 
informe va destinado a ser leído por 
otro facultativo (COBREROS MENDA­
ZONA). A mi modo de ver, considero 
que en principio puede decirse que es 
suficiente la información verbal siem­
pre y cuando se cumpla la firialidad de 
claro conocimiento de su situación; así 
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corno creo conveniente que el médico 
se cerciore de que sus explicaciones han 
sido entendidas con toda claridad por 
parte del destinatario. 

Existe otra cuestión ligada a la infor­
mación que es conveniente considerar 
cuál es la «Carga de la prueba de la infor­
mación». La mayoría de autores (RO­
MEO CASABONA, ATAZ, FERNANDEZ 
COSTALES, SANCHEZ CARO) opinan 
que la carga de la prueba recae sobre el 
médico por estar éste en una «Situación 
de primacía». Del mismo parecer es la 
Sentencia de la Audiencia de Badajoz de 
abril 1991. 

C) Contenido, alcance, límites 
de la información 

La Ley formula un derecho a la infor­
mación muy amplio que abarca «SU 
proceso, incluyendo diagnóstico, pro­
nóstico y alternativas de tratamiento». 
En expresión de ROMEO CASABONA el 
contenido es el siguiente: 

«Previo al consentimiento el faculta­
tivo tiene el deber de informar sobre los 
pormenores del tratamiento. 

La información es un requisito previo 
para la validez del consentimiento. Hoy 
se habla también de la carga de la infor­
mación, pues el médico no está obliga­
do directamente, bajo amenaza penal 
(aunque puede generar en algunos ca­
sos penal o civil) a informar al paciente, 
pero debe tornar a su cargo la informa­
ción cuando quiera efectuar la inter­
vención. Esto parece lógico, pues el pa­
ciente debe saber sobre qué consiente. 
( ... )Se ha dicho que la materia u objeto 
de la información estará constituida 
por la clase, gravedad y necesidad del 
tratamiento, así corno las circunstan­
cias a las que el paciente atribuya per­
ceptiblemente importancia para su re­
solución o que puedan jugar un papel 
en su sensata consideración para la 
torna de su decisión.( ... ) << Cuando la in­
tervención no tiene, en sentido estricto 
carácter curativo (por ejemplo, extrac­
ción de un órgano para trasplante, ciru­
gía estética) la información habrá de ser 
exahustiva ( ... )». 

La información debe incluir el estado 
de salud del paciente o diagnóstico; el 
pronóstico en relación con su diagnós­
tico y posible evolución; los tratamien­
to (si existen) aconsejables, debiéndose 
explicar la forma en que se pueden lle­
var a cabo, así corno las ventajas e in­
convenientes de cada uno de ellos, sus 
aspectos positivos y negativos. En 
cuanto a los últimos (aspectos negati­
vos o riesgos) los juristas proponen 
(ROMEO CASABONA) un concepto de 
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riesgos típicos y atípicos, estando sud 
limitación en función de un porcenta 
de frecuencia determinables en ca¡ 
caso mediante criterios flexibles, sienc 

Llega un momento en la vida en 
que es necesario tomar 

decisiones definitivas. Hasta 
ahora he invertido aquí y allá, 

tratando de encontrar las mejores 
opciones para mis ahorros. 

atípicas las complicaciones que se pr Lo que necesito ahora es 
sentan por debajo de esos criterios. encontrar asesores que traten mi 

Límites a la información: la Ley r 
patrimonio financiero establece excepción alguna a este deb . 

de informar, aunque unánimemente profes10nalmente y de forma 
admiten supuestos en que este deb global, teniendo muy presente mi 
puede quedar parcialmente atenua¡ situación personal, las 
en los términos que siguen: repercusiones futuras y 

a) Situaciones de urgencia. especialmente los aspectos 
b) Diagnóstico fatal. fiscales que me pueden afectar. 
c) Situaciones en que la inforrnacil ¿Dónde puedo encontrar 

pueda contribuir al resultado desfav, lo que busco? 
rable del tratamiento. 

Coinciden los autores en otorgar 
médico discrecionalidad suficiente pa 
que, atendidas las circunstancias d 
hecho y en el caso concreto, sea 
quien juzgue prudentemente cuál del 
ser el alcance de la información (R( 
MEO CASABONA y FERNANDEZ Hl 
RRO), siempre que dicha discreciona 
dad no sea utilizada corno rnecanisn 
para eludir la obligación de informar 

- En los supuestos de urgencia, e 
tendidos corno casos excepcionales 1 

que el tiempo que se utilice para dar 
información pueda poner en peligro 
integridad física o la vida del pacienl 
cederá dicho deber en torno de una 1 
pida intervención. Pero en estos casi 
lo que se produce es el retraso de la i1 

formación a un momento posteri 
(COBREROS MENDAZONA) en defir 

• Planes diseñados exclusivamente para usted. 
•Donde se analizan sus necesidades particulares. 

• Proporcionándole la mejor opción para que su patrimonio obtenga la 
máxima rentabilidad y seguridad. 

• Con un estudio completo de su situación fiscal. 

•Un equipo de profesionales especializados a su servicio donde su 
interlocutor será siempre el mismo asesor. 

tiva este levantamiento (temporal) 0---- - - - - ,-------------=======:------------------------------­
deber de informar va referida a la infcWOS DE INVERSION • MERCADO BURSATIL • • PLANES DE PENSIONES • PLANES DE AHORRO 

mación _cu~ndo e(~ pfarte in~~grante ~URIDAD • CREDIFONDO • INVERSIONES EN DIVISAS • FONDO GARANTIZADO • MERCADO MONETARIO • FONDTESOROS • 
consent1rn1ento m orrnac10n para · 
autodeterminación) y no a la inforrr ~ESORAMIENTO FINANCIERO FISCAL 
ción continuada que debe darse a lo lí------------------=================~~~~~-----------------­
go de todo el proceso. 

- Situaciones de diagnóstico fatí 

ante una situación de esta naturale 
existen dos polos en tensión (COBR 
ROS MENDAZONA): por un lado, la lJ 
General de Sanidad no contempla si 
vedad alguna al derecho de inforrn 
ción del paciente ya que menciona e 
presarnente que ésta sea completa pe1 
por otro lado, hay una experiencia 
práctica médica favorable a no del 
toda la verdad en según qué situad 
nes. Dicha experiencia está asimisn 
recogida por el Código de Deontolo¡ 
español cuando establece en su art. . 
la legitimidad de no comunicar al F 

ciente el diagnóstico fatal. Por lo q1 
corno bien ha puesto de relieve COBF 
ROS MENDAZONA, existe aquí u1 
contradicción entre un derecho a la i 

lAL 
stellana, 35 
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E/ Máster en Abogacía del /.S.O.E. permite, 
por primera vez en España, a los recién licen­
ciados en Derecho, adquirir un alto nivel de 
conocimiento práctico en la aplicación del de­
recho, así como de otras materias imprescindibles 
para .acceder al mercado. Porque por primera 
vez, son las firm as de abogados de Madrid y 
Barcelona, quienes conjuntamente estan al 
frente de la form ación. 

1) Ciclo: 
Mañanas. Práctica Jurídica en el propio Centro. 

Tardes. Especial ización en grupos de ocho 
alumnos. Clases en des­
pachos de abogados, se­
gún especialidad: empre­
sa, civil, fiscal, etc. 

2) Ciclo: 
Formación en prestigiosos 
despachos de abogados. 

Prácticas garantizadas e 
integras en asesorias jurí­
dicas de algunas de las 
empresas líderes del pais 
y en firmas de abogados 
de reconocido prestigio de Madrid, Barcelona, 
Valencia y Sevilla entre otras poblaciones. 

• Departamento Jurídico de La Caixa de Pensions 
i Estalvis de Barcelona. 
• Departamento Jurídico de El Corte Inglés. 
• Departamento jurídico de Damm, S.A. 
• Departamento jurídico de FECSA. 
• Departamento jurídico de Nissan Motor Ibé­
rica. 
• Relación Firmas de abogados. Información. 

La formación es complementada por Magistra­
dos, Registradores y Catedráticos, así como, 
por Presidentes y Directores de algunas de las 
principales Instituciones de derecho y economía 

el país. 

ste máster de especialidad, parte del principio 
el conocimiento genérico para simultáneamente 
dquirir la especialidad con dos fases c/aramen-
es diferenciadoras, cuyo programa ha sido 

creado íntegramente por abogados, confec­
cionando a partir de un muestreo estadístico 
de los asuntos más habituales, que se trabaja 
sobre la base de casos reales y no simulados, 
y que sigue la misma metodología y evolución, 
que de hecho, sigue el abogado en un des­
pacho. 

En /.S.O.E. lo difícil es superar las pruebas de 
acceso, lo fácil abrir el camino de tu futuro 
profesional. Grupos por especialidad no supe­
riores a los ocho alumnos. 

Solicitudes: Además de 
presentar y cumplimentar 
la solicitud, los interesados 
deberán examinarse y 
mantener varias entrevistas 
con el Comité de Estudios. 

Financiación por La Caixa 
de Pensions i Estalvis de 
Barcelona. 
(Concesión de Becas por 
varias Instituciones) 

Información e inscripciones: Secretaría del 
Instituto Superior de Derecho y Economía 
c/ Freixa, 42 • 08021 Barcelona • Tel. (93) 
414 26 80 •Fax 414 18 15 

Solicita tu reserva para poder acceder a las 
pruebas de acceso para el máster. Los exame­
nes podrán realizarse en Barcelona, Bilbao, 
Madrid, Sevilla y Valencia. 

• ~~,"'; 
ISDE 

Instituto Superior 
de Derecho y Economía 
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CÓMO ACTUAR 
ANTE EL ACUERDO 
DE COMPRADOR 
Y VENDEDOR 
PARA SALTARSE 
LA COMISIÓN 

Cómo preparar 
una compraventa: 
requisitos para 
que se firme 
el día previsto 

Cómo plantear 
la promoción 
inmobiliaria 

Reunidos con 
Javier Prades 
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Richard Ellis 
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hipotecarios . 

formación legalmente establecido y 
na excepción a este deber regulada por 

~l Código de Deontología médica y ha­
bitualmente practicada. La solución 
desde el punto de vista jurídico es clara. 
La Ley General de Sanidad por ser de 
rango superior jerárquico prima sobre 
el Código de Deontología lo que no 
obsta para que no se pueda sancionar 
por parte de los Colegios Profesionales 
al médico. 

Existen razones de piedad, para no 
da r toda la información cuando ello su­
ponga aumentar innecesariamente el 
ufrimiento del enfermo diagnosticado 

con una enfermedad irreversible. Exis­
ten también argumentos en favor de 
dar a conocer toda la verdad pues en­
tonces el paciente puede conocer sus 
expectativas de vida y así prepararse. 

La solución debe consistir en ponde­
rar los intereses que están en juego, el 
derecho a la información no debe prac­
ticarse dando una información ilimita­
da a cualquier precio (ESER) sino que 
deben tenerse en cuenta las circunstan­
cias que rodean al caso, la carga psíqui­
ca que supone para el paciente; intro­
duciendo por tanto una serie de 
correctivos. La persona que debe valo­
rar la situación es el médico, que tiene 
facultades discrecionales para decidir 
obre la extensión de la información y 

modo de darla, por lo que, para las si­
tuaciones de diagnóstico fatal así como 
para las situaciones en que la informa-
ión pueda contribuir al resultado des­

fa vorable, podrá obviar la información 
o dulcificarla, teniendo en cuenta sin 
embargo que la Ley establece que la in­
formación deberá darse al interesado, 
fa miliares o allegados, por lo que, a me­
nor información dada al paciente 

~A~d~e~m~a~' s~e~n~e~S'.!te~n~ú~m~e~r~o~---------------------------:---=~ mayor habrá de ser la dada a sus fa-

CUANDO SE ACTUALIZA LA RENTA DE LAS VIVIENDAS. EL SUBCONTRATISTA FRENTE AL IMPAGO DEL CONTRATISTA. miliares o allegados (ROMEO CASA-

COMPRAVENTAS EN LAS QUE INTERVIENEN EXTRANJEROS. LOS MOROSOS COMUNITARIOS. 

LA NUEVA LEY DE ARRENDAMIENTOS URBANOS. EL SUELO ANALIZADO COMO PRODUCTO. 

BONA) . 

D) Destinatarios. Renuncia 
del destinatario 

LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS. INFORMACIÓN SOBRE EVOLUCIÓN DE LOS ALQUILERES Ya se ha avanzado que la ley establece 
DE OFICINAS EN DIVERSAS CIUDADES DEL MUNDO que la información se ofrezca «a él y a 

___ _______________________________ - -- --· us familiares o allegados» así en princi-
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que en los casos de menores o incapaci­
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tados se informará a sus representantes 
1 gales y, en su defecto, cabe interpretar 
la ampliación a los representantes de 
hecho dada la utilización del término 
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rd d 1 también ofrecérsele a él (se trata con 
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En principio, no existe motivo para 
que el paciente no pueda renunciar a su 
derecho a ser informado dado el carác­
ter dispositivo que tiene este derecho, 
ni siquiera cuando la información afec­
te al consentimiento pues entonces se 
entiende que renuncia sobre la base de 
la confianza depositada en el médico. 
Puede no obstante plantear problemas 
la renuncia tácita; siendo necesario en­
tonces analizar cada caso concreto, por 
lo que es conveniente que los hechos 
que hagan presuponer la renuncia sean 
claros. Si existen dudas es preferible dar 
cumplimiento al deber de informar, 
pues ello implica que se haga efectivo el 
ejercicio de un derecho del paciente. 

Puesto que la Ley contempla como 
destinatarios a los familiares y allegados 
se plantea entonces la cuestión de si és­
tos también están capacitados para re­
nunciar. Entiendo que el único capaci­
tado para renunciar a que se haga 
efectivo su derecho a ser informado es el 
interesado, dado que la información es 
un derecho del paciente a saber cuál es 
su estado de salud y las alternativas que 
la ciencia médica le ofrecen para así po­
der libremente decidir, puesto que el de­
recho a la información se ha configura­
do como un derecho en el que prima el 
principio de autodeterminación y éste a 
su vez es una manifestación de los dere­
chos de la personalidad. En definitiva, 
el derecho a la información es un dere­
cho personal en el que no cabe que otra 
persona distinta a la que ostenta la titu­
laridad ejercite la facultad de renuncia. 

Caso distinto sería aquella situación 
en que los familiares advirtieran al mé­
dico del efecto perjudicial y contrapro­
ducente que produciría la información 
en el enfermo, pero aquí, .entiendo, que 
no se trata de una renuncia de los fami-
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liares a que el interesado reciba la infor­
mación sino simplemente que se está 
ofreciendo al médico datos que le ayu­
den a valorar como debe dar la informa­
ción; y en caso . de que se cerciore del 
perjuicio que supone para el paciente, 
ofrecérsela a la familia. En todo caso el 
médico seguirá estando obligado a dar 
la información. 

Otra cuestión a tratar es la del alcance 
que debe tener la renuncia en cuanto a 
los destinatarios; dicho de otro modo, 
cuando el interesado renuncia a recibir 
la información ¿esa renuncia también 
alcanza a los demás destinatarios con­
templados en la ley? Entiendo que así 
es, y ello sobre la base de los siguientes 
argumentos: primero, por tratarse de 
un derecho personal; segundo, porgue 
debe hacerse prevalecer el derecho a la 
intimidad. Teniendo además en cuenta 
que puede crearse un conflicto con el 
derecho recogido en la ley como es el 
derecho a la confidencialidad (secreto 
médico) . 

Por último, la renuncia del destinata­
rio a recibir información no eximirá al 
médico de su deber de informar cuando 
se trate de información terapéutica (ya 
que va dirigida a la educación del pa­
ciente en cuanto la forma de vida que 
debe llevar según sea su estado de sa­
lud). Dicha información es exigible al 
médico, caso contrario infringiría los 
deberes de cuidado que le impone el 
ejercicio de su profesión. 

5. El consentimiento 

La necesidad del consentimiento pre­
vio del paciente se halla recogido en la 
L.G.S. (art. 10.6) de forma amplia y 
con carácter gen eral. Se reconoce tam­
bién en el mismo artículo la posibilidad 
de n egarse al tratamiento. 



El fundamento debe buscarse en los 
principios rectores de la ley que, como 
ya se ha señalado, parten de preservar la 
dignidad del ser humano y la libertad 
del individuo; de manera que sea el pa­
ciente el único que pueda disponer li­
bremente de su cuerpo y por tanto el 
único que pueda permitir la interven­
ción sobre él mismo en aras de su bie­
nestar. Así el consentimiento actúa 
como requisito de la licitud de la actua­
ción de los médicos (ROMEO CASABO­
NA y JORGE BARREIRO). 

El consentimiento se recoge como un 
derecho del paciente a elegir libremen­
te entre las distintas opciones que le 
presente el médico responsable de su 
caso; de aquí, se desprende la relevancia 
de la información, pues sobre ella gravi­
ta la validez del consentimiento. 

Ha sido usual en la práctica médica 
entender que cuando una persona se 
ponía a disposición del médico o se 
hospitalizaba, ya estaba otorgando des­
de ese mismo momento su consenti­
miento a cualquier clase de interven­
ción o tratamiento. «Se ponía en manos 
del médico» considerándose entonces 
que era a éste al que correspondía to­
mar todas las decisiones que afectaban 
a la salud del paciente. Con la L.G.S. se 
da un vuelco total al consentimiento, 
pues se traslada la decisión al enfermo y 
éste debe consentir de forma escrita, fi­
jándose por ley las excepciones tanto a 
la previa necesidad de consentimiento 
como a que éste deba ser escrito. 

El consentimiento previo . que debe 
otorgarse, no puede ser un consenti­
miento general e ilimitado de actua­
ción sobre el propio cuerpo. Es un con­
sentimiento concreto, que debe versar 
sobre el tratamiento o intervención 
quirúrgica que corresponde al caso de 
que se trata. 

En principio, no se puede dar un cri­
terio preciso y uniforme en cuanto a si 
la actuación del médico puede ir más 
allá de lo que el paciente ha consentido, 
o si por el contrario debe ceñirse única­
mente su actuación al contenido del 
consentimiento. La solución no puede 
ser igual para todas las hipótesis; habrá 
situaciones en las que el consentimien­
to inicial podrá ser válidamente sobre­
pasado quedando a salvo de responsa­
bilidades por invocación al estado de 
necesidad tratándose de situaciones 
de gravedad y urgencia (ROMEO CASA­
BONA, BALT ASAR GARZON) y habrá 
situaciones que no podrá ser válida­
mente sobrepasado el mencionado 
consentimiento. En realidad, lo que de­
be ponderarse es el plus de la interven-
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ción y la situación de gravedad del mo­
mento. 

A) Forma 
En cuanto a la forma en que debe dar­

se el consentimiento es habitual que se 
produzca de forma verbal. Pero la L.G.S. 
ha introducido el principio general de 
la forma escrita («previo consentimien­
to escrito del usuario para la realización 
de cualquier intervención»). 

Cabe aquí matizar en cuanto a la in­
terpretación que debe dársele al térmi­
no «Cualquier intervención», es decir, si 
debe interpretarse ampliamente enten­
diéndola como cualquier actividad mé­
dica o si por el contrario, debe darse 
una interpretación restringida ciñendo 
el término a intervención quirúrgica es­
trictamente. En favor de la interpreta­
ción estricta existen una serie de argu­
mentos expuestos claramente por 
COBREROS MENDAZONA; uno de tipo 
práctico o de «realidad social» consis­
tente en considerar que si para todos los 
actos médicos (averiguación, diagnósti­
co ... ) que se realizan (al día miles) se 
exige el previo consentimiento, una de 
dos, o se incumpliría constantemente 
la norma por imposibilidad material, o 
bien se convertiría en una mera firma al 
momento mismo de entrar en la con­
sulta médica. Un segundo argumento 
es que en la mayoría de los casos los 
problemas con respecto al consenti­
miento se presentan en las intervencio­
nes quirúrgicas en las que el médico-ci­
rujano se convierte en el «amo y señor» 
de la integridad física del enfermo, y el 
interesado una vez bajo los efectos de la 
anestesia no podrá tomar decisión algu­
na e ir otorgando sucesivamente con­
sentimiento para las diversas actuacio­
nes médicas. Por ello, en opinión de 
COBREROS «aun a sabiendas de que 
hay actos terapéuticos no quirúrgicos 
más graves e importantes que muchas 
intervenciones quirúrgicas, el previo 
consentimiento escrito de la L.G.S. de­
be entenderse reservado para las inter­
venciones quirúrgicas propiamente di­
chas». 

La L.G.S. también preceptúa la forma 
escrita del consentimiento cuando se 
trate de tratamientos con fines docen­
tes o de investigación. El paciente debe­
rá «Ser advertido de si los procedimien­
tos de pronóstico y terapéuticos que se 
le apliquen pueden ser utilizados en 
función de un proyecto docente o de 
investigación, que, en ningún caso, po­
drá comportar peligro adicional para su 
salud. En todo caso será imprescindible 
la previa autorización y por escrito del 
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paciente y la aceptación por parte de lesiones irreversibles 0 existir peligro de 
médico y de la Dirección del correspon fallecimiento. 
diente Centro Sanitario». 

1. Situaciones de riesgo para la salud 
B) Cláusula de exoneración de tercero: en estos casos en que exista 

de responsabilidad un peligro o riesgos para la salud de ter-
Existe una práctica que se extendi( ceros la voluntad del afectado pierde re­

entre los profesionales de la medicina 1 Jevancia, de manera que aunque una 
en especial en centros hospitalario persona se niegue a someterse a un tra­
consistente en hacer firmar al pacientt ta miento si la salud pública está en peli­
usuario las llamadas cláusulas de exo gro la ley puede disponer su aplicación 
neración de responsabilidad. Con res coactiva. Esta excepción debe comple­
pecto a estas cláusulas es unánime J; ta rse con la Ley Orgánica 3/1986, de 14 
opinión de considerarlas ilícitas y nula de abril, en la que se establece que las 
de pleno derecho, bien porque así lo de autoridades sanitarias podrán adoptar 
clare expresamente una ley (ej. Ley ge medidas de reconocimiento, tratamien­
neral de consumidores y usuarios) biei to, hospitalización ( ... ) cuando se apre­
porque se trate de un supuesto de au cien indicios racionales que permitan 
sencia de validez del consentimiento y, u poner la existen.~ia de peligro para la 
que el paciente se ha visto obligado , alud de la poblaCion ( ... ).Por tanto, se 
firmarlo para recibir el tratamiento. D impone coactivamente por razón de in­
cualquier manera, siempre que se pre terés público Y social un determinado 
tenda eludir la responsabilidad de lo tratamiento al paciente. 

actos i~,correctos , del_ profesiona.l ta z. Capacidad para otorgar el consen­
pretension no ser~ e_ficaz. El pacie~I timiento: en los casos de falta de capa­
otorga_ su consentimiento para ser rn cidad lo que se produce es un desplaza­
t~rvemdo de_ forma correcta e~ la con miento en el sujeto que debe otorgar el 
fianza que, tiene en el profes10_nal d consentimiento. La ley adopta un crite­
q~e actuara c~nf~rme a la lex artis y pt ri a flexible al contemplar a los allega­
mendo en pr~ctica tod~ su bue~ sabt dos como susceptibles de otorgar dicho 
como profesional, _t;mendo s~er:ip1 consentimiento. Con respecto a qué de­
pre~ente que la relac~~n entre ~edico be entenderse por incapaz hay autores 
paciente es una relacion _de ~edios Y n qu e opinan (COBREROS, GARZON) 
de resultados, lo ~ue sigmfica que l que servirá el emitido por persona que 
acepta la eventualidad de un resultad tenga suficiente juicio, sin necesidad de 
negativo o consecuencias perjudicial( que sea mayor de edad; esto lo hacen en 
siempre y c,uando no se haya vulnerad base al propio Código civil que en su 
la obligacion del _deber de cuidado p(art. 154.3 establece que «Si los hijos tu­

parte del facultativo. vieran suficiente juicio deberán ser oídos 
El coi:s~ntimiento, ~a~a ser eficaz, !~s iempre antes de adoptar decisiones que les 

de ser vahdamente emitido, esto es, s11fecten». Asimismo, el art. 162.l del 
vicios y como respuesta a la informmismo Código exceptúa de la represen­
ción previa suministrada por el médintación legal de los padres «los actos rela­
Asimismo, el consentimiento es :se11 ivos a derechos de la personalidad u otros 
cialmente revocable: si la revocacion 'que el hijo, de acuerdo con las leye 

d 1 'd· d b , d . . . . s, y con 
pro uc_e e n;e _ico e e:a esistu rs11s cond!cíones de madurez, pueda reali-
cualqmer practica curativa (ROMEzar por sz mismo». También sirve de base 
CASABONA) para que su conducta ra ~?L'mental la Ley Orgánica de Protec­
incurra en ilicitud, salvo en los casi t~n civil del derecho al honor, a la inti­
expresamente previstos en la ley. ?11dad personal y familiar y a la propia 

imagen cuando en su art. 3.1 establece 
C) Excepciones al principio q ~ e «el consentimiento de los menores 

del consentimiento . ~ ~ncapa~es deberá prestarse por ellos 
La ley ~stabl_ece tres excepcione~: mismos s1 sus condiciones de madurez 
l. En situaciones en que la no mte. ,permiten, de acuerdo con la le isla-

vención suponga un riesgo o peligcion civil». g 

para l~ salu_d de terceros. _ . El co~sentimiento al que nos esta-
2. Situaciones en que sea impos1.bnos refuiendo supone una decisión 

tomar decisiones por, no estar capac1tJersonal puesto que afecta a un bien de 
do, en cuy~ caso seran los familiare11aturaleza personalísima y no necesita 
p_ersonas a el allegadas las que deberJ u_na capacidad especial para otorgar­
eiercer tal derecho. _ ) ' sino que requiere únicamente que se 

3. Supuestos en que la urgenc~a 1 ueda comprender el alcance del estado 
permita demoras por poderse ocasioDle salud en que se encuentra de los tra-
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tamientos alternativos que existen y de 
los riesgos que se corren en caso de no 
ser intervenido como de serlo. Por tan­
to, la madurez que se requiere deberá 
ser apreciada y valorada en cada caso 
concreto. 

Por contra, existen opiniones ten­
dentes a establecer unos criterios para 
que se determine cuándo puede consi­
derarse la edad suficiente para otorgar 
el consentimiento, tal es el caso de lo 
propuesto por ROMEO CASABONA: 
«por regla general no podrá estimarse váli­
do el consentimiento de un menor de cator­
ce a dieciséis años, salvo que se compruebe 
lo contrario, y que podrá estimarse válido 
siempre a partir de esa edad, salvo que se 
evidencie una falta de capacidad de enten­
dimiento y de juicio». 

Personalmente, me inclino por lo 
propuesto por ROMEO CASABONA, 
pues aun manteniéndose un margen 
de modulación se están dando unas 
pautas mínimas a seguir de forma ge­
nérica y objetiva quedando las valora­
ciones subjetivas para cada caso con­
creto. 

En el supuesto de que un familiar o 
allegado se opusieran a un tratamiento 
y esta negativa resultase perjudicial 
para el enfermo incapaz, el médico o la 
dirección del centro podrá dirigirse al 
juez y solicitar su autorización. 

3. Situaciones de urgencia: en los su­
puestos en que la urgencia no permita 
demoras, pues ello significaría un de­
senlace fatal para el paciente, la Ley per­
mite la ausencia de consentimiento 
pudiendo intervenir el médico sin incu~ 
rrir en responsabilidad penal. Es decir, 
se mantiene la licitud de la actuación 
del médico pues éste actúa bajo la causa 
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de justificación del estado de necesidad 
(sobre ello vid. ROMEO CASABONA, y 
A. JORGE BARREIRO). 

D) Derecho a negarse al tratamiento 
Por último, analizaré el art. 10.9 en el 

que se recoge como un derecho del pa­
ciente la posibilidad de negarse al trata­
miento excepto en los casos recogidos 
en el apartado 6 ya analizados. En este 
caso deberá solicitar el alta voluntaria 
en los términos que señala el art. 11.4 
(art. 11, «Serán obligaciones de los ciu­
dadanos con las instituciones y organis­
mos del sistema sanitario: ( ... )Firmar el 
documento del alta voluntaria en los 
casos de no aceptación del tratamiento. 
De negarse a ello, la Dirección del co­
rrespondiente Centro sanitario, a pro­
puesta del facultativo encargado del 
caso, podrá dar el alta».) 

Con carácter general, la negativa del 
paciente a someterse al tratamiento 
médico indicado implica necesaria­
mente la abstención del médico, pues 
en caso de aplicar el tratamiento que 
considera indicado en contra de la vo­
luntad del paciente podría incurrir el 
médico en un delito de coacciones (sal­
v? los casos en que la propia Ley excep­
ciona la necesidad de consentimiento 
ya vistos anteriormente) . 

La incidencia de la negativa al trata­
miento indicado por parte del paciente 
se debe analizar desde ópticas distintas 
según se trate del ámbito de la medicin~ 
privada o de la medicina pública. 

Con respecto al ámbito de la medici­
na privada, en principio se entiende 
que la negativa juega como causa de ex­
tinción del contrato de servicios médi­
cos. Pero esta extinción no se produce 
necesariamente de forma automática, 



ya que puede darse el caso de negarse el 
paciente a un tratamiento determinado 
pero existir otros alternativos y que tan­
to el paciente como el médico estén dis­
puestos a asumir. Es decir, el hecho de 
que se niegue a someterse al tratamien­
to no implica que el paciente haya per­
dido la confianza en el médico al que 
ha contratado. 

También puede darse el caso en que 
el enfermo se niegue a someterse al tra­
tamiento indicado y el médico sea el 
único que haya en la zona (ej. médico 
rural) . El facultativo no podrá abando­
nar al paciente a su suerte debiendo 
buscar otro tratamiento alternativo o, 
cuando menos, controlar y seguir la 
evolución del enfermo. El abandono 
del paciente podría ser constitutivo de 
un delito de omisión del deber de soco­
rro. En definitiva, lo que se quiere decir 
es que el hecho de negarse al tratamien-
to indicado no implica que cesen, de 
forma automática, las obligaciones 
contractuales del médico. 

En lo que atañe al ámbito de la me­
dicina pública, la primera cuestión que 
surge es si la negativa lleva aparejada la 
pérdida de derechos del beneficiario de 
la Seguridad Social. En principio debe 
responderse que siempre y cuando la 
negativa esté justificada y sea razonable 
no hay motivo alguno para considerar 
la pérdida de derechos como beneficia­
rio de la Seguridad Social; cuestión dis­
tinta es qué ha de entenderse por razo­
nable, debiéndose ponderar cada caso. 
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ha abordado el problema desde muy 
distintas ópticas, aunque principal­
mente desde la perspectiva penal. Es un 
tema que por su complejidad y exten­
sión debe ser tratado específicamente y 
el hacerlo en estas páginas desbordaría 
sin lugar a dudas el objetivo del presen-
te trabajo, por lo cual me limito amen­
cionar su existencia y a hacer una breve 
matización en cuanto a las soluciones 
jurídicas diametralmente opuestas. Es­
tas se plantean según la negativa pro­
venga del propio afectado o que sean 
los padres o tutores los que se nieguen a 
que a su representado sea sometido a la 
transfusión sanguínea. En este último 
caso la solución es clara y hay unanimi­
dad en entender que el juez de otorgar 
la autorización para que la actuación 
médica se lleve a cabo (e incluso en ca­
sos de urgencia y necesidad sin autori­
zación judicial podrá lícitamente actuar 
el médico); en estos casos los padres o 
tutores no pueden disponer de la liber­
tad de conciencia del menor, pues una 
cosa es que tengan derecho a propor­
cionarle la educación religiosa que ellos 
practican y consideren más convenien­
te, y otra imponer una decisión a al­
guien que no puede emitir válidamente 
su voluntad ni a favor de la creencia re­
ligiosa ni en contra del tratamiento in­
dicado. Cuando se trata de negativa di­
rectamente emitida por el interesado 
las soluciones son totalmente distintas 
y ampliamente discutidas tanto doctri­
nal como jurisprudencialmente. (Vid. 
COBREROS MENDAZONA «Los trata­
mientos Sanitarios Obligatorios y el De­
recho a la Salud», excelente exposición 
del problema recogiendo las posturas 
doctrinales, jurisprudencia comentada 
y toma de posición, pág. 295 y ss.). 

IV. Incidencia de la información 
y el consentimiento en las 
distintas fases de la actividad 
sanitaria 

p 

tiene que ver con el deber de informa. 
ción que recoge la L.G.S . 

El deber de informarse (preparación 
información previa) del facultativo for. 
ma parte del contenido del deber d¡ 
cuidado externo que todo médico deb¡ 
observar en el ejercicio de su profesión 
Este deber está absolutamente ligad¡ 
con el diagnóstico (3 .ª fase que se verá ( 
continuación) por lo que su inobse1 

vancia puede suponer la existencia di 
infracción del deber de cuidado. Siend¡ 
la infracción del deber de cuidado un¡ 
de los elementos del tipo imprudente 
su concurrencia puede dar lugar a re1 

ponsabilidad penal. 
En lo que se refiere a la L.G.S., esta pri 

mera fase está conectada principalmen 
te con dos derechos de los pacientes: 

• Derecho a la confidencialidad (ar\ 
10.3, visto anteriormente) . 

• Derecho a que quede constanci 
por escrito de todo su proceso. 

en lo que se refiere a los riesgos que im­
plica el sometimiento al mismo. Es 
también importante explicar claramen­
te las necesidades del tratamiento reco­
mendado así como las posibilidades de 
éxito que entraña la realización del tra­
tamiento aconsejado. 

En los supuestos de la llamada medi­
cina no estrictamente curativa como 
por ejemplo cirugía estética es básico 
da r la información lo más clara posible; 
y obre todo en lo que haga referencia a 
las posibilidades de éxito del acto qui­
rú rgico en sí, evitando en todo momen­
to que el paciente se genere unas expec­
tativas de resultados que no podrán 
ll egar a alcanzarse. En estos casos la re­
lación contractual no es de medios 
ino de resultados, lo que significa qu~ 

el paciente esperará y podrá exigir los 
resultados que el facultativo le ha dicho 
que obtendrá. Es por todos conocidos 
que cualquier intervención supone un 
riesgo, y éstos deben ser explicados 

2. Exam en y reconocimiento d1 . s.1 mpre, pero cuando se trata de me-
p acien te . Esta segunda fase comprend d' · 

,
tema y cirugía estética los riesgos no 

no sólo el reconocimiento en sí, sin ¡ d o o eben explicarse exahustivamen-
también todos los análisis, radiografía · , . te, smo que también deben ponderarse 
ecografias que sean necesanas. los benefi'ci·os 1 · , . . , . . que supone a mterven-

Aqm la mformaoon mode de la 1 ión en comp · , . . f d b , l. arac10n con los nesgos 
gmente orma: se e era exp icar e existentes. 
qué consiste la prueba que se va a real En esta fase d d 1 . es on e e consenti-
zar, el nesgo/s que ella conlleva Y la rn miento 1·uega s · · 1 f .. , . d 1 . u prmopa unuon y es 
ces1dad e a misma. d nde el facult t . d b . . a ivo e e obtenerla 

El consentimiento debe darse pa pa ra poder actuar le ítimamen 
practicar la prueba, que como ya sel g te . 
visto, en principio no hay necesidad! ~ · Ejecución. Fase en la que el facul -
otorgarlo por escrito. ta ~ivo debe cerciorarse de su conocí-

. , . , . miento sobre los medios a emplear, de 
3. Diagnostico. Es el acto med11 la capacidad de reacción del organismo 

que consiste en conocer la naturale del paciente, de la aplicación a tiempo 
de la enfermedad mediante la obserY d la terapia del correct f · . , , . . , o unoona-
c10n de los smtomas y signos. En e1 miento de los aparatos te' · . . , , cmcos a em-
fase debe darse la mformacion m teg plear, etc En esta fase la i· ·d · d . . · no encia e 
salvo los casos que suponga un per¡i la mformación está encone ·, 1 

· 1 1 · , f bl d 1 f xwn con as c10 en a evo uo~n avora e e a .e a es anteriores, pues el facultativo lo 
fermedad del paciente y en los de duque va a hacer es poner en , t. 1 

, · f 1 d d 1 l º · · t ·at · prac ica e nostico ata on e as imitacion 1 amiento o terapia que él h · _ , h . E . d n d a reco 
operan segun ya se a visto. s evi ea 1en acto y el paciente ha 'd 

f 1 
· f · , · consent1 o . 

que en esta ase a m ormac10n 1ue 6 p 

Hay que tener en cuenta que la Ley 
no está amparando negativas capricho­
sas e injustificadas, pues establece se­
guidamente la posibilidad de negarse al 
tratamiento que se deberá solicitar el 
alta voluntaria, en los términos que se­
ñala el art . 10.4 de la misma. Este artícu­
lo 10 es el que recoge las obligaciones 
de los pacientes, por lo que la firma del 
documento del alta voluntaria en los 
casos de no aceptación la Ley lo confi­
gura como una obligación de los usua­
rios. Ahora bien, a la negativa al trata­
miento le seguirá el alta hospitalaria 
siempre y cuando no existan otros tra­
tamientos alternativos que sí esté dis­
puesto a someterse . 

Cabe, por último, analizar cómo debe 
darse la información en las distintas fa­
ses que integran la actividad sanitaria: 

un papel de todo punto relevante, pi 1· ?~operatorio. Fase consistente 
es sobre la base del conocimiento que ~ ª vigilancia del enfermo, que no ter-

m ma con la fi r · , 
tenga del diagnóstico (estado real de . , . na izaoon de la interven-1on sino q 
lud) sobre la que se consiente. j é el al ue s~ prolonga hasta que se 

f ~~ al paciente. En esta fase la in-

En lo que se refiere a la negativa al 
tratamiento existe un supuesto que no 
puede dejarse de mencionar, como es el 
negarse por motivos o creencias religio­
sas. Tal es el caso concreto de los Testi­
gos de Jehová y su negativa a aceptar 
transfusiones sanguíneas. Este tema ha 
sido y sigue siendo fuente innumerable 
de problemas, es un tema sobre los que 
se han escrito ríos de tinta y en el que se 

1. Anamnesia. Esta parte consiste 
en el examen clínico en el que se reú­
nen todos los datos personales, heredi­
tarios y familiares, del enfermo anterio­
res a la enfermedad; se refiere al 
historial clínico del paciente . 

En esta primera fase el médico tiene 
el deber de informarse (deber de prepa­
ración e información previa A. JORGE 
BARREIRO) para poder intervenir. Este 
deber de informarse del médico nada 
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4. Tratamiento o terapia vincula j rmac10n tampoco se agota con la 
al diagnóstico. Supone la elección. acta para la intervención o tratamien­
medios, procedimientos, medicad!. empleado, sino que ésta debe con­
etc., además de la preparación del 

1~u~r, P~,es como ya se ha dicho, la 
ciente para la intervención quirúrgic; ?rmac10n debe ser continuada per­
es ése el tratamiento recomendado 1 urando durante todo el proceso. En es­
el facultativo. En esta fase la inforr~ ~as as también puede darse lo que ha 

· , b. , d b 1 hU enido a de · oon tam ien e e ser c ara y exa , . nommarse la información 
va, no sólo en lo que respecta a los tr'¡~~r~eu~ica, pues tras una intervención 
miento/s recomendado/s sino tarnb urgJCa las condiciones de vida de-
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ben ajustarse a condiciones determina­
das que deben ser explicadas y reco­
mendadas por el médico. 

V. Conclusiones 

El derecho a la información no ha sido 
un tema muy tratado por los juristas 
«en nuestro país es este un aspecto dentr; 
del amplio Y variado campo del tratamien­
to médico quirúrgico que permanece to­
talmente descunucidu en la literatura 
jurídica» (ROMEO-CASABONA). La de­
nuncia reiterada de falta de informa­
ción a los pacientes es considerada 
como uno de los deberes médicos más 
infringidos Y al que los profesionales de 
l~ medicina otorgan menos importan­
ºª Y trascendencia jurídica, tal y como 
quedó constatado por el Defensor del 
Pueblo en su Informe Anual (B.O.C.G. 
Congreso de los diputados de 15 de sep­
tiembre de 1986). 

Varias son las causas esgrimidas por 
los distintos autores en cuanto a la reti­
cencia de los médicos a informar, entre 
ell~s se pueden destacar algunas por re­
fle1 ar una opinión bastante generaliza­
da, como son: 

- la costumbre de los médicos a 
compartir únicamente sus saberes con 
los que pertenecen a su gremio, por po­
der corr_i~nicarse en un plano de igual­
~ad, utilizando terminología científica 
sm necesidad de interpretarla para ser 
entendidos; 

- la mezcla de desconfianza y pater-
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nalismo hacia los sujetos que requieren 
sus servicios; 

- la tendencia de los médicos a cen­
trarse exclusivamente en la enfermedad 
olvidándose de considerar al sujeto en­
fermo en su totalidad. 

Sin prescindir de las causas expuestas, 
creo que la cuestión debe analizarse 
desde una perspectiva global. Cierta­
mente, la medicina está en constante 
evolución, no sólo como ciencia o acti­
vidad científica sino también como ac­
tividad social; la medicina ha pasado de 
ser en la antigüedad una actividad má­
gica 0 religiosa a convertirse en una 
profes!ó? liberal, en la que la posición 
del medico era de preminencia frente a 
los de~~s, para socializarse después, ca­
r~~tenzandose actualmente por su poli­
ticismo, su tecnicismo y su psicologis­
mo (MARTINEZ PEREDA) . Los médicos 
no _cabe duda, han participado intensa'. 
activa y directamente en la actividad 
médica como ciencia, su centro de inte­
rés ha sido precisamente éste. Pero, pese 
a ser parte integrante, no han participa­
do por lo menos de una forma plena­
mente consciente, de la evolución de la 
med~cina como fenómeno social, que 
ha s1_do ~an vertiginoso 0 más que la 
P_ropia ciencia y la tecnología. No ha 
sid~ un cambio lento y progresivo; los 
parametros sobre los que giraban las re­
laciones de los médicos con los pacien­
tes, basados principalmente en un con­
c_epto de la medicina como profesión 
liberal han variado radicalmente, que-



dando abandonados la inmensa mayo­
ría de ellos. Lo único que permanece fir­
me e inamovible es la finalidad de la 
medicina, la finalidad curativa que 
mueve al médico a actuar como tal si­
gue siendo exactamente igual ahora 
que hace cien años. Ha cambiado la for­
ma de llevar a cabo la actividad médica, 
han cambiado los valores que imperan 
en nuestra sociedad, ha cambiado el ni­
vel de exigencia de los ciudadanos, ha 
cambiado la regulación jurídica de la 
actividad médica. 

Se ha dicho que es la primera vez que 
un texto legal recoge el derecho a la in­
formación del paciente y que éste, por 
tanto, se configura como un deber legal 
del médico. Ello ha derivado necesaria­
mente en un mayor nivel de exigencia a 
los médicos. La información al paciente 
ha dejado de ser un mero acto de cortesía 
médica para ser un deber legal de obligado 
cumplimiento, pero también ha supues­
to una mayor responsabilización por 
parte del paciente, que asume un papel 
activo en su proceso curativo no de­
biéndose limitar a esperar pasivamente 
que sea el médico quien decida, sino 
que es el paciente el que decide sobre sí 
mismo. 

En cuanto al consentimiento informa­
do, como se ha visto, es uno de los ejes 
sobre los que pivota la actividad médica. 
La ausencia de consentimiento o el 
consentimiento otorgado con informa­
ción defectuosa puede dar lugar a res­
ponsabilidades civiles y/o penales, 
siempre y cuando la ausencia no esté 
justificada y se hallan producido daños. 

En el ámbito civil la ausencia de con­
sentimiento entendida como aquella 
situación en que el facultativo actúa sin 
el consentimiento del paciente pudien­
do y debiendo obtenerlo supondrá una 
actuación médica negligente, y por tan­
to susceptible de indemnización por los 
daños y perjuicios causados. 

En el ámbito penal la actuación del 
médico sin el consentimiento del pa­
ciente o en contra de la voluntad de 
éste, supone una actuación arbitraria 
del médico que vulnera la libertad per­
sonal del paciente, y que puede dar lu­
gar a que los hechos sean considerados 
como constitutivos de un delito de 
coacciones o incluso de detención ile­
gal (extensamente sobre ello ROMEO 
CASABONA, JORGE BARREIRO LOPEZ, 
BARJA DE QUIROGA) . 

No obstante lo expuesto, lo cierto es 
que una de las críticas que se hace a la 
L.G.S. es la de no haber incluido una re­
gulación específica en caso de inobser­
vancia de dichos deberes, como tam-
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poco desde la Organización Médica 
Colegial ni desde el ámbito de la medi­
cina pública existe un catálogo específi­
co que sancione dicha inobservancia. 
La inexistencia de dicha regulación 
puede hacer pensar que el catálogo de 
derechos y deberes recogidos en la 
L.G.S. no es más que una mera declara­
ción de principios o una declaración 
programática, cuando en realidad se 
han configurado como verdaderos de­
rechos subjetivos de los pacientes 
- usuarios así como verdaderos deberes 
jurídicos de los médicos como presta­
dores de un servicio sanitario. Asimis­
mo, lo cierto es que si se producen da­
ños las consecuencias para los 
facultativos son graves. 

Creo, por último, que la observancia 
de los mencionados deberes evitaría 
muchas de las denuncias formuladas 
contra los médicos. Debería ofrecerse 
una información clara y veraz, que in­
sisto no tiene porqué consistir en una 
clase magistral con cada paciente sino 
sencillamente ver al paciente como una 
persona capaz de entender, valorar y 
decidir sobre algo tan personal como es 
su propia salud, su propia integridad fí­
sica, en definitiva, su propia vida, para 
lo que no es necesario tener conoci­
mientos médicos. Por baja que sea la 
formación cultural que se tenga siem­
pre es posible entender lo que está suce­
diendo en nuestro organismo, entre 
otras cosas porque es el propio paciente 
el que está sufriendo todos y cada uno 
de los síntomas sobre sí mismo. Creo 
también, que si al cuerpo médico se le 
está exigiendo un esfuerzo importante 
para adecuar el ejercicio de su profesión 
a la realidad social existente, a los pa­
cientes - enfermos- usuarios de los 
servicios sanitarios les corresponde, por 
su parte, entender que pese a que Ja me­
dicina ha avanzado enormemente el 
médico sigue sin ser infalible, el médico 
sólo puede poner sus conocimientos al 
servicio de los enfermos de la mejor for­
ma que sabe; el médico sólo es respon­
sable de sus actos y no puede esperarse 
de él más de lo que la ciencia médica le 
ha enseñado y lo que la situación en 
concreto le permite; no es deber del mé­
dico tomar las decisiones sobre la vida 
de sus enfermos, pues son éstos los que 
deben responsabilizarse del manteni­
miento de su salud, atendiendo a la in­
formación recibida por el profesional y 
permitiendo (consintiendo) si así lo de­
sean la intervención de los profesiona­
les. En definitiva, que el médico no es el 
único protagonista sino que en la rela­
ción el protagonismo debe ser campar-
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tido por todos los intervinientes, de 
manera que cada uno cumpla y se res. 
ponsabilice del papel que le correspon. 
de. Debe ale jarse de la relación esa base 
de desconfianza mutua que ha surgido 
en los últimos tiempos, que provoca 
que cada parte vea a la otra como una 
amenaza, se debe dar paso a una rela. 
ción basada en la confianza. 

Tal vez la Ley General de Sanidad al 
recoger estos derechos, no está más qu¡ 
desenterrando el viejo principio h ipo. 
crático de «tratar al enfermo como uno 
mismo quisiera ser tratado». 
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l. Cuestiones institucionales 

1 . Apertura de los trabajos de la CIG 

El pasado 29 de marzo se procedió en la 
ciudad italiana de Turín a la apertura de 
los trabajos de la Conferencia Intergu­
bernamental para la reforma del Trata­
do de Maastricht. Tras largos meses de 
trabajos previos, destinados a lograr 
una aproximación entre las posturas de 
los diferentes Estados miembros el 
Consejo Europeo ha dado paso a ~na 
nego~ia~i~n a nivel diplomático, que 
en prmcip10 deberá extenderse durante 
varios meses, y en el que España estará 
representada por D. Javier Elorza. 

Los días previos a la reunión han esta­
do marcados por dos cuestiones. En pri­
mer lugar, el informe de la comisión acer­
ca de la reforma de los Tratados ha sido 
objeto de una recepción favorable en 
t~rminos globales. Junto a ello, el ~rin­
cipal problema a dilucidarse fue el de 
los mecanismos de participación del 
Parlamento Europeo durante el desa­
rrollo de unas negociaciones de carácter 
marcadamente intergubernamental. A 
estos efectos, la solución de compromi­
so alcanzada ha consistido en asegurar 
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la presencia del Presidente del Parla­
mento Y de dos miembros del mismo 
en la apertura de la Conferencia, así · 
c?mo en asegurar un intercambio pre­
vio acerca del orden del día concreto de 
los asuntos a tratarse durante el desa­
rrollo de la Conferencia. 

Ahondando en los resultados concre­
tos de la cumbre, han de mencionarse 
especialmente las conclusiones emana­
das de ésta'. que articulan los trabajos 
sobre tres e¡es principales: i) Desarrollo 
de una Unión más cercana a los ciuda­
danos; ii) Conseguir que las institucio­
nes de la Unión sean más democráticas 
Y e~i,caces; iii) Reforzar la capacidad de 
acc10n exterior de la Unión Europea. 

Durante el mes de abril han comen­
zado los traba jos de los representantes 
de los Ministros de asuntos exteriores 
para a Conferencia Intergubernamen­
t~l , sobre el primero de los tres grandes 
e¡es de reflexión, y en concreto sobre 
l~s as~ectos del empleo, la transparen­
cia, asi como en el ámbito del tercer pi­
lar comunitario. España pretende adop­
tar un papel activo en la asunción de la 
lucha contra el terrorismo como una 
preocupación común a todos los Esta­
dos Miembros de la Unión Europea. 
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11. Competencia 
1. La Comisión Europea impone 

condiciones a España Y a AT & T 
para dar luz verde a Unisource 

La Directiva 96/191 de la Comisió~, 
a robada el pasado 13 de ~~rzo, culmi­da el proceso de liberali~aci?n del mer­
cado de las telecomumcac10nes euro-

fi" ando la fecha del l de enero de 
peo, 1 · , d plena 
1998 para la instauracion e 
competencia en todas las ramas_ de este 
sector. Sin embargo, España, 1unto a 
Portugal, Irlanda y Grecia, pue~e bene­
ficiarse de una prórroga excepcional ~e 
hasta 5 años (es decir, hasta el ano 
2003) para hacer realidad este proce~o. 

Este proceso se enfrenta, en ocasio­
nes, a serios obstáculos derivados de l~s 
reticencias de los gobiernos de l~s pai­
ses miembros y de sus monopolios d~ 
telecomunicaciones, a la hor~ de ª?h­
car las normas comunitarias hberahza­
doras. La tendencia general de estas ~m-

de demostrar una actitud presas es 
conservadora y monopolística en s_us 
mercados internos, y por el contrano, 
una actitud totalmente liberal cuando 
actúan a nivel internacional. En efecto, 
los grandes operadores europeos y ame­
ricanos han llegado a importantes 
acuerdos para hacer frente a la nueva 
dimensión del mercado de forma com-

petitiva. d 
La formación de estas alianzas, _e 

acuerdo con las reglas de comp~te~~ia 
europeas, está sujeta a la autonzacion 
preceptiva de la comisión. Ello supone 
una forma directa de pres~onar a los Es­
tados miembros para que implementen 
las directivas comunitarias de forma 
efectiva y en los plazos estable~id?s . 

b AT & T exige que el mercado curo e a ' 1, . 
de las telecomunicaciones transat a~ti-
cas - dominado por el gigante amenca­
no- , se abra a la competencia. Con 
este objetivo, se ha enviado una c~rta al 
Departamento de Justicia amencano 
para solicitar una mayor flexibilidad 
por parte de AT & T hacia las empresas 
que no forman parte de Uniworld _(o su 
brazo europeo, Unisource) con e.l fm de 
que éstas puedan acceder a sus mfraes-

tructuras . . 
La segunda condición se refiere a Es-

paña. Telefónica, el número cinco .del 
mercado europeo de las telecomumca­
ciones, constituye uno de los pilares del 
consorcio Unisource. Si bien -~omo ya 
hemos señalado- nuestro pais pued.e 
prolongar la implementa~ió~ de las di­
rectivas sobre telecomumcac10nes has­
ta el año 2003, la Comisión no acepta l.a 
doble y diametralmente opuesta acti­
tud de telefónica dentro y fuera de sus 
fronteras. Como consecuencia, Brus~l,as 
exige al Gobierno españo~ la .ª,dopcion 
de las medidas de liberahzacion de su 
mercado al mismo tiempo que sus s?­
cios europeos, incluyendo el propio 
contexto del acuerdo Unisource. 

2. La Comisión ha prohibido la fusión 
entre los productores de platino 

«Gencor» y «Lonrho» 

que la operación constituye ~n seri? 
riesgo de producir un duopoh~ dom1-

te en los mercados mundiales de 
nan - 1 d 1 
platino y de rodio. Como ha sena a o e 
Comisario de competencia, K~r:l Van 

M. t con la fusión de sus actividades, ier , 1 d 1 la nueva sociedad se hubiera igua a o a 
grupo Angloamerican Platinum Corpo­
ration (Amplats) en este mercado con 
porcentajes respectivos del 28% y del 
35%. Juntos, los dos productores ~on· 
trolan el 90% de las reservas ~undiales 
de platino, mientras que el 10 Yo restan­
te pertenece a Rusia, pero sus reservas 
de platino se están agotando y por l_o 
tanto, su oferta del metal no podna 
competir con el resto de grandes pro· 
ductores mundiales. 

Las autoridades comunitarias han 
ofrecido a las partes la posibilidad de 
modificar el acuerdo antes de decretal 
su rechazo pero las partes no han acep 
tado esta posibilidad. El presente c~so 
cobra importancia al constituir .l~ ~uin~ 
ta decisión negativa de la Cornisi~n e. 
el marco de la legislación comumtana 
sobre concentraciones (Reglamento 
4064/89). Los casos anterio:es _fuer~; 
casos en los sectores de aeronaut1ca y 
medios de comunicación. 

111. Fondos comunitarios 

mayor al desarrollo de actuaciones en 
ámbitos como la cultura, la educación y 
la formación. Claros ejemplos de este 
empeño son los programas Sócrates 
(educación), Leonardo da Vinci (forma­
ción), y el recientemente publicado Ca­
leidoscopio para el período 1996-2000, 
de apoyo a las actividades artísticas y 
culturales. 

El objetivo principal de Caleidosco-
pio 2000 es ofrecer a l~s artistas _Y cre~­
dores europeos una via para difundu 
sus obras más allá de los límites regio­
nales y nacionales, con el fin de fomen­
tar, en último término, un sentimiento 
de unión entre todos los ciudadanos 
europeos. Al mismo tiempo, se preten­
de preservar una diversidad cultural, 
que incite a todos los artistas, especial­
mente a los jóvenes, a mejorar la cali­
dad de sus obras y a introducir aspectos 
innovativos en las mismas. 

Para poner en práctica estas ambicio­
nes, la Comisión ha lanzado ya una 
convocatoria para financiar la realiza­
ción de proyectos que revistan una di­
mensión europea, esto es, sean fruto de 
una cooperación transfronteriza o de 
una organización a través de redes que 
impliquen a distintos Estados miem­
bros. Las propuestas podrán desarrollar 
múltiples sectores, desde las artes del 
espectáculo (danza, música, teatro, 
ópera), las artes plásticas y visuales 
(pintura, escultma, grabado), y las artes 
aplicadas (arquitectura, fotografía y di­
seño), hasta aquellos proyectos que im­
pliquen el multimedia como forma de 
expresión artística. 

El programa se divide en dos acciones 
concretas: 
Acción 1: Ayuda a acontecimientos y 
proyectos culturales realizados en coo­
peración o en forma de redes. 
Acción 2: Acciones de cooperación 
europea de gran amplitud, cuyo impac­
to social y socioeconómico sea impor­
ta nte. 

En términos generales, la contribu­
ción comunitaria para los proyectos 
que se enmarquen en la primera acción 
no podrá superar el 25% del coste total 
de cada uno de los mismos, y en ningún 
caso podrá superar la cantidad de 
50.000 ECU (cerca de 8 millones de pe-

1. Convocatoria de propuesas en el etas). Además, deberá contar con me-

Si bien el ejecutivo comumtano ha 
recibido críticas por su actitud tolerante 
al autorizar algunos de estos acuerdos 
(por ejemplo en el caso de «At_l~s», en el 
que intervienen France Telecom y 
Deutsche Telekom), sin est~blecer 
como contrapartida el compromi~o for­
mal por parte de los Estad?s de imple­
mentar estas directivas. Sm embargo, 
parece que su actitud va a ser o:ra con 
Unisource, el consorcio establecido e~­
tre Telefónica, la empresa sueca TellaÍ 
las PTT suizas, la KNP holandesa y e 
grupo americano AT & T. . 

En efecto, fuentes próximas ~l Comi­
sario Europeo de Competencia, Kar~l 
Van Miert, ha señalado que la Comi­
sión está dispuesta a conceder una 

. , a Uni· source por su acuerdo exencion 

La Comisión Europea rechazó el pasado 
día 24 de abril, el proyecto de ~oncen­
tración de las actividades relacionadas 
con el platino entre el prod~ctor su~~­
fricano Gencor Impala Platmum Divi­
sion Holding y el británico Lonrho Pla-

marco del Programa dios adicionales de financiación sea 
CALEIDOSCOPIO 2000 pública o privada. En cuanto a las

1 

pro-
de integración europeo 111 puestas relativas a la segunda acción, si 

El p~o~so se en términos estrictamen bien la Comunidad puede aportar una 
pue e ,asa_rcos Las instituciones cornu cantidad superior a 50.000 ECU, la sub-
te economi · venció , 

. . . nzan lentamente hacia un n no superara el 25% del coste 
mtanas ava , e total de d 

contrario al artículo 85 del Tratado de 
la UE, pero para ello se van a estable~er 
dos condiciones. La primera, que m-

tinum Division. . 
Las autoridades de competenci~, des-

pués de estudiar el caso, han estimado 
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1 d finición de la ciudadama eur . ca a proyecto. En este caso, no 
P enada~do una importancia cada ve e exige la existencia de fuentes adicio­
pea, 
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nales de financiación. La fecha límite 
para la presentación de candidaturas es 
el 14 de junio de 1996. 

IV. Relaciones Exteriores 

1. La cuestión cubana 

El debate de la Ley «Helms Burton» en 
estados Unidos, junto con el fracaso de 
las negociaciones entre la UE y Cuba 
para lograr un acuerdo de cooperación, 
han tenido un impacto importante en 
la actualidad comunitaria y pueden 
afectar gravemente las relaciones tran­
satlánticas. 

La ley «Helms Burton» o «Cuban Li­
berty and Democracy Solidarity Act of 
1995», propuesta por el senador Jessie 
Helms, establece medidas contra las 
empresas que tengan negocios en Cuba 
y actualmente se debate en el Congreso 
de los Estados Unidos. Ante el grave 
efecto que puede tener en las relaciones 
transatlánticas, el Consejo de la UE no 
ha tardado en reaccionar y ha emitido 
una Declaración el pasado 24 de abril 
en la que expresa su profunda decep­
ción y desacuerdo con esta ley, y la ca­
lifica de «atentado contra el derecho in­
ternacional y contra las inversiones y el 
comercio de la UE». 

Las autoridades comunitarias han pe­
dido asimismo a sus expertos que pon­
gan en marcha todos los posibles meca­
nismos legales, tanto en el marco de la 
OMC corno en cualquier otro (in­
cluyendo posibles medidas de sanción 
contra EEUU), para hacer frente a tan 
injustas medidas por parte de Estados 
Unidos. 

En lo que se refiere a las relaciones 
entre la UE y Cuba, el Comisario espa­
ñol Manuel Marín, en unas declaracio­
nes realizadas durante el encuentro en 
Bolivia entre la UE y el Grupo de Río a 
mediados del mes de abril, ha atribuido 
a Cuba la responsabilidad del fracaso de 
las negociaciones sobre el acuerdo de 
cooperación entre la UE y este país. 

El Comisario ha señalado que la Co­
misión había realizado una oferta a Cu­
ba para concluir un acuerdo de coope­
ración con la Unión, acompañado de 
una oferta adicional por parte del Gru­
po de Río para incluir a este país en su 
seno como observador. Sin embargo1 el 
Gobierno Cubano no sólo ha rechaza­
do la propuesta, sino que además ha 
agravado la situación con medidas polí­
ticas acogidas muy negativamente en la 
UE, como son, la prohibición del «Con­
cilio Cubano» y el encarcelamiento de 
algunos de sus miembros por su oposi-
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ción al régimen, sin olvidar el derribo 
de las avionetas provenientes de EEUU 
por parte del ejército cubano. 

En conclusión, la UE se encuentra en 
una situación complicada, a causa del 
régimen cubano, así como de las con­
flictivas relaciones entre este país y los 
Estados Unidos. El debate y más aún la 
eventual aprobación de la Ley «Helrns 
Burton», tienen una influencia muy ne­
gativa sobre el desarrollo armonioso del 
diálogo transoceánico y sobre las rela­
ciones comerciales entre las dos riberas 
del atlántico. Por otra parte1 estos he­
chos, junto a la actitud negativa del ré­
gimen cubano, llevan las relaciones en­
tre Cuba y la UE a un callejón con difícil 
salida. 

V. Sectores de interés 

1. Propiedad intelectual: Aprobada la Di­
rectiva comunitaria sobre la protec­
ción jurídica de las bases de datos 

Después de casi cuatro años de negocia­
ciones, el pasado 28 de febrero fue apro­
bada la Directiva comunitaria sobre la 
protección jurídica de las bases de da­
tos2, cuyo plazo de transposición expe­
ria el 1 de enero de 1998. A partir de este 
momento, las bases de datos, definidas 
en la Directiva como las recopilaciones 
de obras, datos o de otros elementos inde­
pendientes dispuestos de manera sistemá­
tica o metódica y accesibles por medios 
electrónicos o de otra forma serán ob jeto 
de una doble protección: 

Por un lado, el autor gozará de la pro­
tección que mediante el copyright tradi­
cional, se concederá a toda base de da­
tos que por la selección o la disposición 
de su contenido represente una crea­
ción intelectual de su autor. Esta pro­
tección reconoce a su titular el derecho 
exclusivo de reproducción, representa­
ción y distribución. Se establecen sin 
embargo una serie de excepciones a este 
derecho, reguladas por el artículo 6: en 
primer lugar, el usuario legítimo de una 
base de datos podrá efectuar, sin autori­
zación del autor, los actos que sean ne­
cesarios para el acceso al contenido de 
la misma; en segundo lugar, los Estados 
miembros podrán, de acuerdo con las 
excepciones clásicas a los derechos de 
autor (reproducción con fines privados 
de una base de datos no electrónica, uti­
lización con fines ilustrativos, de ense­
ñanza o investigación científica, utili­
zación con fines de seguridad pública o 
el buen desarrollo de un procedimiento 
administrativo o judicial, etc.), impo­
ner limitaciones. 



Pero la novedad que introduce la Di­
rectiva, es que el fabricante de la base de 
datos se beneficiará durante 15 años de 
un derecho sui generis, mediante el cual 
podrá impedir la extracción o la reutili­
zación de la totalidad o de una parte 
sustancial del contenido de la base 
cuando la obtención, la verificación o 
la presentación de dicho contenido re­
presenten una inversión sustancial des­
de el punto de vista cuantitativo o cua­
litativo. Este derecho, de carácter 
meramente económico, se aplica inde­
pendientemente de que la base de datos 
o su contenido pueda acogerse o no a la 
protección mediante derechos de au­
tor. El objetivo de este nuevo derecho 
es el de evitar que un tercero se apropie 
de los resultados obtenidos de la enor­
me inversión (en tiempo, dinero y es­
fuerzo) que supone la elaboración de 
una base, creando una nueva base a un 
coste claramente inferior. Este derecho 
sufre asimismo una serie de excepcio­
nes, en particular para permitir la copia 
de bases de datos con fines docentes y 
de investigación, de seguridad pública 
o de buen desarrollo de un procedi­
miento administrativo o jurisdiciconal, 
así como la copia de bases de datos no 
electrónicos con fines privados. 

Esta nueva Directiva no se limita por 
tanto a definir un régimen armonizado 
de protección mediante «copyright» tra­
dicional (hasta el momento, sólo algu­
nos Estados miembros han establecido 
un régimen de protección específico de 
las bases de datos) sino que, además, in­
troduce un concepto nuevo, por el mo­
mento desconocido en el Derecho con­
tinental: el llamado derecho sui generis 
que protege la inversión y el esfuerzo 
realizados para crear la base de datos. 

2. Agricultura: La Comunidad Europea 
ante la enfermedad de las «vacas 
locas» 

La afección de Creutz-feldt-Jacob (CFJ), 
más conocida como enfermedad de las 
«Vacas locas» ha sumido al sector gana­
dero británico en una terrible crisis. La 
Organización Mundial de la Salud, a 
pesar de que no existe confirmación 
científica, ha declarado que es más que 
probable que esta enfermedad sea 
transmisible al hombre y por lo tanto, 
considera esencial que los gobiernos sa­
crifiquen las vacas afectadas por ella y 
pongan en marcha medidas de control 
que impidan la comercialización de 
cualquier parte de estos animales. 

El pasado día 3 de abril, tras un largo 
y duro debate, el Consejo aprobó un 

C O M U N T A R o 

Plan de Acción contra la enfermedad 
con la abstención del Reino Unido. El 
Plan de Acción del Consejo contempla 
la prohibición de exportar productos 
bovinos del Reino Unido hacia ningún 
país (comunitario o no), así como el sa­
crificio de todo el ganado bovino que 
tenga más de 30 meses y la eliminación 
de toda la carne y productos derivados 
obtenidos de ganado de menos de 30 
meses de edad. Ademas se sacrificarán 
todas aquellas vacas que «presenten un 
riesgo» de haber sido infectadas. 

En términos financieros supone un 
precio muy alto a pagar por la U.E. ya 
que supondrá al menos unos 51.000 
millones de pesetas al año, y ello sola­
mente teniendo en cuenta las indemni­
zaciones para los ganaderos británicos 
cuyo ganado será sacrificado. La Comu­
nidad abonará el 70 % del precio de 
compra de los animales, siendo el esta­
do británico el que deba pagar el restan­
te 30 % y el coste del sacrificio del ga­
nado. 

Ante esta situación, el Consejo ha to­
mado medidas estabilizadoras del mer­
cado, decretando la no aplicación de las 
normas de intervención durante el mes 
de abril. Ello se traduce en una relaja­
ción de los requisitos de calidad en 
cuanto al peso, y en la ampliación in­
mediata de la intervención en 50.000 
kilos para las carnes de vacuno de cali­
dad europeas en condiciones muy be­
neficiosas para los interesados. 

El Reino Unido no está de acuerdo 
con el embargo total decretado. A pesar 
de que la Comisión Europea revisará re­
gularmente la procedencia de esta me­
dida, el Gobierno Británico ha decidido 
presentar un recurso ante el Tribunal de 
Justicia de la UE al considerarlo una me­
dida desproporcionada. 

Sin embargo y a pesar de la gravedad 
del caso, no se puede negar que consti­
tuye al mismo tiempo para la Comuni­
dad, una gran oportunidad de demos­
trar su eficacia y su razón de ser a los 
ciudadanos. Este hecho adquiere aún 
más relevancia al ser el Reino Unido el 
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principal afectado por las consecuen­
cias de la epidemia, ya que en esta oca­
sión la opinión pública británica, tradi­
cionalmente tan negativa ante el 
proceso de integración europea, es la 
beneficiaria de la solidaridad del resto 
de sus socios europeos. 

3. Telecomunicaciones: La Comisión 
aprobó el pasado 13 de marzo la 
directiva 96/19 que establece la 
liberalización completa de las 
telecomunicaciones en Europa 

La última etapa del proceso de liberali­
zación del sector de las telecomunica­
ciones ha sido finalmente alcanzada. La 
Comisión Europea aprobó el pasado 13 
de marzo la Directiva 96/193 relativa a 
la liberalización completa de las teleco­
municaciones sobre la base del artículo 
90 del Tratado de la Unión Europea. 

La nueva Directiva ha sido criticada 
por varios Estados miembros - entre 
ellos España-, que se oponen a la libe­
ralización anticipada de las infraestruc­
turas conocidas como «alternativas», es 
decir, las redes de telecomunicaciones 
pertenecientes, por ejemplo, a las com­
pañías de vías ferroviarias o a otras em­
presas de distribución de energía y de 
agua, hoy reservadas a sus necesidades 
propias. 

Por lo que se refiere a su contenido, el 
texto aprobado fija el nuevo calendario 
que los Estados miembros deberán res­
petar con el fin de prepararse para la 
apertura completa del sector de las te­
lecomunicaciones: 

- se confirma la fecha de 1 de enero 
de 1998 para la liberalización de los 
mercados e infraestructura de las redes 
públicas, incluyendo la telefonía vocal; 

- el 1 de julio de 1997, a más tardar, 
los Estados miembros deben notificar a 
la Comisión las medidas que pretenden 
adoptar para asegurar el servicio univer­
sal; 

- la utilización de todas las infraes­
tructuras alternativas deberá liberalizar­
se; a más tardar, el 1 de julio de 1996, 

con el fin de permitir la entrada de ser­
vicios comerciales de telecomunicacio­
nes. Esta norma no afecta, sin embargo, 
a los servicios de telefonía vocal públi­
ca, para los cuales el único límite obli­
gatorio es el 1 de enero de 1998. 

No obstante, la Comisión concede a 
los Estados miembros un aplazamiento 
de seis meses sobre la fecha prevista 
para suprimir las restricciones sobre las 
infraestructuras alternativas y establece 
una prórroga de hasta S años (es decir, 
hasta el año 2003) a la que algunos es­
tados periféricos se pueden acoger y . 
que ha sido ya concedido a España y 
otra de 2 años para los Estados peque­
ños como Luxemburgo. 

La adopción de la Directiva se produ­
ce, curiosamente, cuatro semanas des­
pués de la adopción en Estados Unidos 
de la ley sobre las telecomunicaciones 
(1996 Telecoms Act), disposición que 
moderniza por completo la regulación 
y Ja estructura del mercado de las tele­
comunicaciones en este último país. El 
motivo parece ser el interés de coordi­
nar el conjunto de la sociedad mundial 
de la información. 

Comunicación de la Comisión sobre el 
concepto de servicio universal 

La Comisión ha publicado una comu­
nicación4 sobre el concepto de servicio 
universal con el- fin de establecer un 
concepto unitario en toda la UE. La idea 
es que todo ciudadano tiene derecho a 
tener un acceso garantizado al servicio 
de telefonía vocal mediante una cone­
xión fija, que permita a su vez la cone­
xión de un fax y un modem en condi­
ciones razonables de precio en todo el 
territorio. Este servicio debe además ir 
acompañado de los servicios de opera­
dora, emergencia e información, así 
como el establecimiento de teléfonos 
públicos. 

El ejecutivo comunitario define el 
ervicio universal en función de las cir­

cunstancias actuales de la sociedad y de 
la técnica. Ahora bien, la Comisión su­
braya, que teniendo en cuenta el desa­
rrollo constante del sector de las teleco­
municaciones, el contenido del servicio 
universal puede variar de acuerdo con 
la evolución de los servicios ofrecidos. 
. ~a Comunicación prevé la consolida­

c10.n de este concepto a través de una 
ene de iniciativas como son la reforma 

de la Directiva sobre la telefonía vocal 
para precisar el marco del servicio uni­
versal Y de sus límites «razonables» así 
como la creación de un Comité que re­
presente Y defienda los intereses de los 
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consumidores. Este órgano velará por la 
garantía del servicio universal a los sec­
tores menos favorecidos de la sociedad 
y participará en la definición de los cri­
terios de calidad. 

4. Sector financiero: Publicación de la 
Directiva sobre el reconocimiento 
por las autoridades competentes de 
la compensación contractual 

La Directiva sobre el reconocimiento 
por las autoridades competentes de la 
compensación contractual ha sido pu­
blicada el pasado 3 de abril, 5 y sus nor­
mas deberán ser implementadas por los 
Estados miembros antes del próximo 
30 de junio. Este texto era esperado con 
impaciencia por el sector bancario co­
munitario, ya que pondrá fin a la discri­
minación que éste ha sufrido hasta aho­
ra con respecto a sus competidores de 
terceros países. 

La directiva permite a los estableci­
mientos de crédito de la UE poder com­
petir con sus homólogos de otros países 
en condiciones de igualdad, ya que re­
duce los requisitos de capital. No obs­
tante, mantiene un criterio realista para 
los riesgos de crédito producidos de los 
instrumentos derivados negociados in­
dividualmente. Estos instrumentos son 
por ejemplo los swaps sobre el tipo de 
interés y el tipo de cambio, las opcio­
nes, y los contratos a plazo. Al contrario 
que los instrumentos derivados ordina­
rios, que se negocian en bolsa, estos ins­
trumentos son negociados entre los 
particulares (incluyendo a los organis­
mos no bancarios competentes). 

Las nuevas formas fomentan, ade­
más, la utilización de las convenciones 
de compensación por parte de las enti­
dades de crédito y las sociedades de in­
versión, lo que producirá una reduc­
ción del riesgo de crédito y por lo tanto 
del riesgo sistemático en los mercados 
de los instrumentos derivados. 

5. Fiscalidad: Los Ministros de 
Hacienda ante el problema de la 
fiscalidad en Europa 

Los Ministros de Hacienda de los Quin­
ce han celebrado una reunión informal 
en Verona (Italia) en la que se aborda­
ron los problemas de la fiscalidad en 
Europa puestos de manifiesto en el Do­
cumento que ha presentado ante ellos 
el profesor Mario Monti, Comisario eu­
ropeo encargo del mercado interior y de 
la fiscalidad . 

El «Documento Monti» cubre distin­
tos aspectos de la armonización fiscal 
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en Europa y subraya dos cuestiones 
fundamentales que tienen una relación 
muy directa con la problemática de la 
financiación del modelo europeo y la 
creación de empleo. 

La primera cuestión es la actual com­
petencia fiscal entre los estados miem­
bros, que tratan de atraer al capital 
extranjero que ahora ya circula libre­
mente por la Unión, y al mismo tiempo 
evitar la fuga del capital nacional. 
Como señala el Documento, los Esta­
dos deben lograr este objetivo sin reba­
jar sus ingresos fiscales y para ello, la so­
lución está en gravar aquellos ingresos 
que son por naturaleza menos móviles, 
es decir, los del trabajo. De esta forma, 
en el período 1980-1993, los impuestos 
sobre el trabajo han aumentado un 
20 % de media, mientras que los im­
puestos sobre las rentas financieras y el 
trabajo independiente lo han disminui­
do un 10 %. Como consecuencia, la alta 
imposición fiscal sobre el empleo es un 
obstáculo para la creación de nuevos 
puestos de trabajo. 

La segunda cuestión que señala el 
Documento Monti, es que el problema 
no se puede solucionar a nivel nacional 
y que por lo tanto, una armonización a 
nivel de la UE, y más aún, a nivel inter­
nacional, es indispensable. Por ello, 
propone a corto plazo el aumento de 
los tipos de IVA entre 1 y 3 puntos para 
que los Estados puedan mantener sus 
ingresos y reducir las cargas sobre los 
rendimientos del trabajo. A medio pla­
zo, sugiere la introducción de un siste­
ma de votación por mayoría en las deci­
siones en materia fiscal y un debate en 
profundidad sobre los problemas de la 
UE en materia de fiscalidad. 

El acuerdo ha sido prácticamente 
unánime entre todos los Ministros de 
Hacienda de la UE, que han decidido la 
creación de un grupo de alto nivel, for­
mado por representantes personales de 
los Ministros, cuya misión consistirá en 
profundizar en los problemas señalados 
y asesorar a la Comisión en sus acciones 
futuras. 

*Abogado 

l. Directiva 96/19 del 13 de marzo de 
1996 DOCE N. 0 74/13. Ver el apartado de te­
lecomunicaciones de la sección «Sectores de 
interés». 

2. Directiva del 28 de febrero de 1996. Aún 
sin publicar. 

3. ver (2). 
4. COM 96 (73). 

5. Directiva 96/10 de 21 de marzo de 
1996. DOCE N. 0 85/17. 



Comentarios en torno a 
la sentencia Factortame 111 
que establece el principio 
de responsabilidad 
del legislador por 
incumplimiento del Derecho 
comunitario: 
Un paso decisivo para la protección judicial 
efectiva de los particulares 

Eduardo Cobas Urce/ay* 

El pasado 5 de marzo de 199fr, el Tribu­
nal de Justicia de las Comunidades 
Europeas ha puesto fin a varios años de 
controversia en torno a las condiciones 
impuestas por la Merchant Shipping Act, 
denunciada en su día por diversos ar­
madores gallegos. Esta ley supeditaba la 
matriculación en el registro de buques 
británicos, y el consiguiente acceso a las 
cuotas de pesca británicas, a determina­
dos requisitos de nacionalidad, de resi­
dencia y de domicilio de los propieta­
rios . 

El Tribunal de Justicia había declara­
do en su día la suspensión de la aplica­
ción concreta de esta leyu (lo que provo­
có un revuelo inusitado en la opinión 
pública británica, tradicionalmente ce­
losa de la soberanía nacional), y más 
tarde, la incompatibilidad de la misma 
con el Tratado de Roma¡¡¡ . 

Sin embargo, durante el período en 
que dicha ley fue aplicada, los buques 
de pesca se vieron obligados a amarrar, 
lo que ocasionó un perjuicio económi­
co importante a sus propietarios y, en 
algunos casos, obligó incluso a la venta 
y desguace de sus navíos ante la imposi­
bilidad de ejercer cualquier actividad 
económica. 

Más allá del reconocimiento de la 
obligación del Estado británico de repa­
rar estos daños y perjuicios sufridos por 
los armadores, sin duda capital para los 
mismos, la Sentencia Factortame III su­
pone unas consecuencias vitales en 
otras esferas. En concreto, el Tribu-
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nal establece el principio de la res­
ponsabilidad del legislador por el 
incumplimiento del Derecho co­
munitario, reconocimiento éste 
que sin duda habrá de extenderse 
a otros ámbitos materiales. Por 
otro lado, el Tribunal acentúa la 
n ecesidad de que los Gobiernos 
n acionales actúen diligentemente 
a la hora de cumplir las obligacio­
nes que impone la correcta aplica­
ción del Derecho comunitario, en 
la m edida en que la asunción de 
los daños y perjuicios que pudie­
ran eventualmente derivarse se 
perfila como sanción a la inade­
cuada actuación de los poderes 
públicos. 

La consagración de la responsabilidad 
de los organismos legislativos 

A finales de los años setenta, el Tribunal 
de Justicia proclamó en su histórica 
Sentencia Simenthali" las consecuencias 
derivadas de la primacía del Derecho 
comunitario. El Tribunal estableció la 
obligación por parte de los jueces na­
cionales de aplicar íntegramente el De­
recho comunitario y proteger los dere­
chos que éste confiere a los particulares, 
dej ando inaplicable toda disposición 
eventualmente contraria de la ley na­
cional, bien fuera ésta anterior o poste­
rior a la regla comunitaria. 

En una segunda fase, la jurispruden­
cia comenzó a detallar las consecuen-

cias prácticas que de tal reconocimien­
to podía extraerse. En concreto, el 
Tribunal declaró que la exigencia de un 
control jurisdiccional de toda decisión 
de una autoridad nacional constituía 
un principio general del Derecho co­
munitario, y que la plena efectividad de 
éste se vería disminuida si una norma 
del ordenamiento nacional pudiese im­
pedir a un juez acordar las medidas pro­
visionales necesarias para garantizar la 
plena efectividad de la decisión juris­
diccional posterior acerca de la existen­
cia de derechos invocados en base al 
Derecho comunitario. 

Bien es cierto que nuestro Tribunal 
Constitucional ha operado, por vía de 
una jurisprudencia extensiva basada en 
el reconocimiento que el artículo 24 de 
la Constitución proclama de la tutela 
judicial efectiva de los particulares en el 
ejercicio de sus derechos e intereses le­
gítimos, una transformación radical en 
la relación entre los particulares y la Ad­
ministración pública. No obstante, la 
evolución del reconocimiento de medi­
das cautelares por parte de las autorida­
des nacionales en muy diferentes esfe­
ras durante los últimos años no es sino 
consecuencia directa, en gran medida, 
de la postura incialmente adoptada por 
el Tribunal de Luxemburgo. ¿Acaso no 
parece obvio en la actualidad que, por 
ejemplo, un recurso presentado contra 
una sanción como la clausura de un es­
tadio para la celebración de un encuen­
tro de fútbol no sea resuelto posterior­
mente a la aplicación de la misma, y se 
agoten previamente todas las vías pro­
cesales existentes, aun cuando ello de­
more la aplicación concreta de la san­
ción en uno o dos meses? 

Mas junto a la garantía de los dere-
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chos individuales, se imponía como co­
rolario la eliminación de las consecuen­
cias de la infracción del Derecho 
comunitario. Frente a la aparente facili­
dad que presenta la devolución de canti­
dades indebidamente percibidas por 
autoridades aduaneras o fiscales, la cul­
minación de este proceso no radicaba 
sino en la proclamación de la necesaria 
reparación de los daños y perjuicios cau­
sados a los particulares por la aplicación 
de disposiciones legislativas incompati­
bles con el Derecho comunitario. 

La Sentencia Factortame III afirma 
que «todas las instancias del Estado, in­
cluido el poder legislativo, están obligadas, 
en el cumplimiento de sus funciones, a res­
petar las normas impuestas por el Derecho 
comunitario que puedan regir directamente 
la situación de los particulares; el hecho de 
que el incumplimiento reprochado sea, en 
lo que respecta a las normas internas, im­
putable al legislador nacional no puede po­
ner en entredicho las exigencias inherentes 
a la protección de los derechos de los parti­
culares que invocan el Derecho comunita­
rio y, en el presente caso, el derecho a 
obtener reparadón del perjuido 
causado por dicho incumplimien­
to ante los órganos jurisdicdona­
les nadonales»." 

Es cierto que en España el artículo 9.3 
de la Constitución proclama genérica­
mente que la responsabilidad de los po­
deres públicos, ya sean éstos pertene­
cientes al ejecutivo, al judicial o al 
legislativo, y que en su día el Tribunal 
Constitucional admitió que su falta de 
regulación concreta (el reconocimiento 
de la responsabilidad del legislador en 
la Ley del Régimen Jurídico de la Admi­
nistración del Estado se limita exclusi­
vamente a que así se establezca expresa-
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mente en los actos legislativos) no 
podía derivarse la exención de respon­
sabilidad para el Estado."¡ 

En la práctica, no obstante, y en los 
diversos casos planteados por los fun­
cionarios públicos jubilados anticipa­
damente, nuestro Tribunal Supremo 
parecía haber puesto fin a la disputa 
planteada al proclamar, en 1992, la in­
existencia de responsabilidad del Esta­
do Legislador en los sistemas con con­
trol de constitucionalidad de las leyes, 
como el nuestro."¡¡ 

No obstante, el Tribunal de Justicia de 
Luxemburgo, respondiendo a alegacio­
nes del Gobierno alemán que defendían 
la aplicación de un criterio análogo al 
de la eventual responsabilidad derivada 
de la incompatibilidad de una Ley Fede­
ral con la Constitución alemana, pro­
clama que «el requisito impuesto por el 
Derecho alemán en caso de infracción, por 
parte de una ley, de disposiciones naciona­
les de rango superior que supediten la repa­
ración al hecho de que el acto u omisión del 
legislador se refiera a una situación indivi­
dual, haría prácticamente imposible o exce­
sivamente dificil la reparación efectiva de 
los daños que resultaran de la violación del 
derecho Comunitario; en la medida que se­
mejante requisito obstaculiza la obligación 
de los órganos jurisdiccionales nacionales 
de garantizar la eficacia plena del Derecho 
Comunitario y de proporcionar una tutela 
efectiva de los derechos de los particulares, 
debe ser rechazado en caso de incumpli­
miento del Derecho comunitario imputable 
al legislador nacional»."¡;; 

Con ello queda expedita una vía de 
reclamación ante la incompatibilidad 
de una disposición legislativa nacional 
con el tratado de Roma. Aunque es 
cierto que en modo alguno ha de de-



ducirse la extrapolación inmediata a 
situaciones internas análogas, cabe pre­
guntarse si la no generación de meca­
nismos concretos de reparación de la 
responsabilidad en que puede incurrir 
el legislador nacional, en base a un 
precepto constitucional específico, no 
es un reconocimiento indirecto de un 
carácter supraconstitucional de los Tra­
tados, afirmación ésta a la que tradicio­
nalmente son reacios los constituciona­
listas. 

Recobrar la igualdad en cuanto a la 
gravedad de las consecuencias de la in­
compatibilidad de una disposición le­
gislativa frente al Tratado y frente a la 
Constitución exigirá la creación de me­
canismos internos tanto para solventar 
la problemática analizada por el Tribu­
nal de Justicia, como para reparar los 
daños y perjuicios derivados de cual­
quier otro tipo de actuación del legisla­
dor nacional. 

La materialización del principio 

Una vez establecido el principio gene­
ral, el Tribunal determina los requisitos 
que han de cumplirse para que el dere­
cho a indemnización de los daños cau­
sados a los particulares por violaciones 
del Derecho comunitario imputables a 
un Estado miembro esté garantizado. 
En esta línea, el Tribunal recuerda que 
los requisitos necesarios para que la res­
ponsabilidad del Estado impuesta por el 
Derecho comunitario genere un dere­
cho a indemnización dependen de la 
naturaleza de la violación del Derecho 
comunitario que origine el perjuicio 
causado. 

En concreto, si bien el Tribunal reco­
noce que el legislador puede disponer 
de una amplia facultad de apreciación 
cuando actúa en un ámbito regido por 
el Derecho comunitario, «éste puede im­
ponerle obligaciones de resultado u obliga­
ciones de actuar o de abstenerse que reduz­
can, a veces considerablemente, su margen 
de apreciación» .i' 

En esta línea, cuando el legislador na­
cional actúa en un ámbito en el que dis­
pone de un margen de apreciación am­
plio para adoptar opciones normativas, 
los particulares lesionados tienen dere­
cho a una indemnización cuando la 
norma de Derecho comunitario tenga 
por objeto conferirles derechos, la vio­
lación esté suficientemente caracteriza­
da (para lo que puede tener que consi­
derarse el grado de claridad y de 
precisión de la norma vulnerada, la am­
plitud del margen de apreciación que la 
norma infringida deja a las autoridades 
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nacionales o comunitarias, el carácter 
intencional o involuntario de la infrac­
ción cometida o del perjuicio causado, 
el carácter excusable o inexcusable de 
un eventual error de Derecho, y la cir­
cunstancia de que las actitudes adopta­
das por una Institución comunitaria 
hayan podido contribuir a la omisión, 
la adopción o al mantenimiento de me­
didas o de prácticas nacionales contra­
rias al derecho comunitario), y que 
exista una relación de causalidad direc­
ta entre la infracción de la obligación 
que incumbe al Estado y el daño sufrido 
por las víctimas. 

No obstante, siempre y cuando la 
obligación impuesta por el Tratado sea 
de tal claridad que implique un deber 
de hacer o no hacer, la responsabilidad 
del Estado nace sin que haya que obser­
varse ningún requisito adicional, cuya 
justificación por contra sí es exigible en 
la situación anteriormente descrita. 

Así, por ejemplo, puede admitirse un 
cierto margen de apreciación de los Es­
tados Miembros a la hora de adoptar 
una normativa relativa a la calidad de la 
cerveza importada, en ausencia de ar­
monización comunitaria. Po contra, 
una reglamentación estatal que discri­
minase fiscalmente a la cerveza impor­
tada de otro estado Miembro, no estaría 
sujeta a ningún margen de apreciación. 

Análogamente, obligaciones relativas 
a la adecuación de los monopolios de 
carácter comercial, o la obligación refe­
rente a la no ejecución de ningún 
proyecto sobre ayudas públicas que no 
hayan sido previamente notificadas a la 
Comisión Europea, son ejemplos claros 
de obligaciones de acción y de omisión, 
de cuyo incumplimiento puede deri­
varse una acción de reclamación de da­
ños y perjuicios en favor de los particu­
lares perjudicados por el eventual 
incumplimiento del Estado. 

Conviene hacer una precisión adicio­
nal de especial importantia. El Tribunal 
de Justicia señala que la reparación de 
los daños causados por los particulares 
por violaciones del Derecho comunita­
rio debe ser adecuada al perjuicio causa­
do; en particular procede precisar que, 
para determinar el perjuicio indemni­
zable, el juez nacional puede compro­
bar si el perjudicado ha actuado con 
una diligencia razonable para evitar el 
perjuicio o reducir su importancia y, en 
especial, si ha ejercitado en tiempo 
oportuno todas las acciones que en De­
recho le correspondían. x 

Lo cierto es que es la apertura por par­
te del Tribunal de Justicia de la posibili­
dad de obtener una reparación efectiva 

64 

Economist & J urist 

de los daños y perjuicios sufridos incre­
menta sustancialmente el interés de los 
particulares de ejercitar acciones funda­
mentadas en las violaciones fundadas 
en el Derecho comunitario. Es la propia 
existencia de esta vía procesal la que sin 
duda fundamentará en el futuro un au­
mento de la diligencia de los particula­
res a la hora de hacer valer sus derechos. 
Así, por ejemplo, es evidente que una 
empresa a la que se reconoce la even­
tual satisfacción de los daños y perjui­
cios sufridos a costa de la reducción de 
precios que deba operar a causa de una 
ayuda concedida a un competidor, ten­
drá un motivo más que suficiente para 
hacer valer sus derechos, y en concreto, 
para denunciar la posible falta de notifi­
cación de la misma ante los órganos co­
munitarios competentes en la materia. 

Más allá de las precisiones jurídicas 
inevitables, cuya traducción a las reali­
dades palpables es siempre difícil, lo 
que es indudable es que el reconoci­
miento expreso de la sujeción de los 
Parlamentos Nacionales a posibles ac­
ciones de responsabilidad ante la vul­
neración por los mismos del Tratado de 
Roma es una afirmación cuasi-revolu­
cionaria. Si a ello añadimos la sujeción 
estricta de los Estados miembros al 
cumplimiento de las obligaciones im­
puestas por el Derecho comunitario y la 
amplitud de la esfera de derechos reco­
nocidos a los particulares, Factortame III 
puede pasar a la historia como uno de 
los hitos claves en la evolución del 
equilibrio de poderes, en la que legisla­
tivo y ejecutivo se ven severamente li­
mitados, tanto por parte del poder judi­
cial como sobre todo, y especialmente, 
por el ciudadano y la sociedad civil en 
su conjunto. 

Sentencia del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas de 5 de marzo 
de 1996. Asuntos acumulados C-46/93 y 
C-48/93. 

ii Auto de 10 de octubre de 1989, Comi­
sión/Reino Unido 246/89. 

iii Sentencia de 4 de octubre de 1991, Co­
misión/Reino Unido C-246/89. 

iv Sentencia de 9 de marzo de 1978 
C-106/77. 

v Considerandos 34 y 35. 
vi Sentencia del Tribunal Constitucional 

de 11 de junio de 1987. 
vii Sentencia del Tribunal Supremo de 1 de 

diciembre de 1992. 
viii Considerandos 71 y 72. 

ix Considerando 46. 
x Considerando 84. 

*A bogado 

Tribunales ordinarios 
y protección de 
los derechos fundamentales. 
La Jurisdicción Militar 
Miguel Montoro Puerto* 

Sentencias del TRIBUNAL CONSTITUCIONAL n. 0 113/1995, 
de 6 de julio, y n.º 161/1995, de 7 de noviembre 

l. Derechos fundamentales y libertades públicas. 
Configuración constitucional y jurisprudencia! 

Uno de los elementos básicos y determinantes de la Constitución española de 1978 
está integrado por el reconocimiento y protección de los derechos fundamentales y 
libertades públicas. Podría incluso afirmarse son el leitmotiv de nuestra norma fun­
damental. 

De ellos ha dicho el Tribunal Constitucional, desde sus primeras resoluciones, 
que: 

«responden a un sistema de valores y principios de alcance universal que subya­
cen a la Declaración Universal y a los diversos Convenios Internacionales sobre 
Derechos Humanos, ratificados por España y que, asumidos como decisión cons­
titucional básica, han de informar todo nuestro ordenamiento jurídico ... » (STC 
21/1981de15 de junio) 
« ... son derechos subjetivos, derechos de los individuos, no sólo en cuanto dere­
chos de los ciudadanos en sentido estricto, sino en cuanto garantizan un status 
jurídico o la libertad en un ámbito de la existencia. Pero, al propio tiempo, son 
elementos esenciales de un ordenamiento objetivo de la comunidad na­
cional... » (STC 25/1981, de 14 de julio) 
« ... son los componentes estructurales básicos tanto del conjunto del orden 
objetivo como de cada una de las ramas que lo integran ... » (STC 53/1985, de 11 de 
abril) 

afirmaciones que vendrá reiterando a lo largo de los años, recordando la 

«posición prevalente que alcanzan los derechos fundamentales en nuestro orde­
namiento» (STC 99/1994, de 11 de abril) 

entre otras muchas, sirviendo las de cita como indicadores permanentes de la posi­
ción del Tribunal Constitucional. 1 

La Constitución no define pero sí ofrece un listado de los derechos fundamenta­
les y libertades públicas que reconoce y consagra en el TITULO PRIMERO, en cuyo 
estudio pormenorizado no podemos entrar ahora si bien resulta imprescindible de­
tenernos en el artículo 53 que en sus tres números procede a un escalonamiento y si 
se nos permite, gradación de derechos que resulta complementada a través de otros 
preceptos de la propia norma, como pueden ser los artículos 54 y 124. 

Si el número 1 del art. 53 centra su atención en los «derechos y libertades» recono­
cidos en el capítulo segundo del citado TITULO de los que proclama «Vinculan a 
todos los poderes públicos», en el n.º 2 configura específicos mecanismos de protec­
ción de concretos derechos: los reconocidos en el artículo 14 de la sección primera 
del capítulo segundo, es decir, artículos 15 a 29 inclusive. Los derechos menciona­
dos en el n.º 2 vinculan también a todos los poderes públicos, pero, además, son 
objeto de especial protección. Vinculación y protección específica constituyen, a 
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nuestro modo de ver las cosas, los dos elementos que confi­
guran los derechos y libertades fundamentales en sentido es­
tricto. 

La tesis no siempre es pacíficamente aceptada, pero es lo 
cierto que tiene consistencia no solamente práctica, sino de­
ducible de la jurisprudencia del TC. 

Es precisamente el segundo de los aspectos, la específica 
protección, el que anida en el seno de las Sentencias del Tri­
bunal Constitucional objeto de comentario. 

Digamos de entrada que, no obstante el mandato constitu­
cional, el contenido del artículo 53.2 de la norma fundamen­
tal no ha sido, hasta el momento, atendido suficientemente 
por el legislador. 

Dos mecanismos de protección se configuran en el precep­
to, pero no dos mecanismos alternativos, sino uno primario y 
otro subsidiario. Aquél pareció inicialmente preocupar al le­
gislador hasta el punto de que incluso con fecha anterior a la 
que corresponde a la Constitución, promulga la Ley 62/1978, 
de 26 de diciembre, de Protección Jurisdiccional de los Dere­
chos Fundamentales de la Persona, y se publica en el BOE de 
3 de enero de 1979. La Constitución es sancionada por el Rey 
el día 27 de diciembre, publicada en el BOE del día 29 del 
mismo mes y en esta fecha entra en vigor.2 

Por su parte, el mecanismo de protección subsidiario - el 
recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional- es con­
figurado cumpliendo las previsiones constitucionales, a tra­
vés de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional - L.O. 
2/1979, de 3 de octubre. 

Si la Ley 62/1978 era una Ley provisional, no completa y 
necesitada hoy de sustitución perentoria dado los años trans­
curridos3 la LOTC ha cumplido su misión e incluso a través de 
su Disposición Transitoria Segunda, 2, procedió a extender 
los efectos de la Ley 62/1978 para, en la medida posible, ar­
monizarla con las exigencias del texto constitucional, de una 
parte y con la propia LOTC de otra - artículos 53.2 de aquél y 
43 y 44 de ésta, sin perjuicio de otros preceptos. 

11. Los ((Tribunales ordinarios» en la protección de los derechos 
y libertades fundamentales 

De propio intento, en el epígrafe, hemos entrecomillado la 
expresión «Tribunales ordinarios». La razón que determina la 
atención especial que va a darse al tema se encuentra en el 
propio artículo 53.2 de la Constitución, desde el momento en 
que al reconocer el derecho de los ciudadanos para recabar la 
tutela de los derechos y libertades a los que el precepto se re­
fiere, remite la protección de forma concreta a los «Tribuna­
les ordinarios». 

Por su parte, la Ley 62/1978, en sus tres secciones contem­
pla los tres órdenes jurisdiccionales más arraigados en la es­
tructura judicial: penal, contencioso-administrativo y civil, 
según la arquitectura de la propia norma. La prelación en el 
tiempo de la Ley 62/1978, respecto a la Constitución misma, 
aun cuando ésta entrara en vigor con anterioridad a aquélla, 
pudiera hacer pensar que solamente los órdenes jurisdiccio­
nales mencionados en la primera, ostentaban competencia 
para conocer de la protección de los derechos fundamentales 
en debate. 

Sin embargo resulta evidente que la Ley - preconstitucio­
nal- y aún cuando se entendiera otra cosa por su fecha de 
publicación en el BOE y su entrada en vigor - reiteramos pos­
constitucional- en modo alguno puede ni desconocer el 
mandato constitucional, ni mucho menos modificarlo admi-
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tiendo distinciones que no aparecen en el art. 53.2 CE. Que la 
Ley 62/78 establezca unos mecanismos procesales para reca­
bar la protección de los derechos, en tres órdenes jurisdiccio­
nales concretos, mecanismos que atienden al mandato cons­
titucional, configurar un «procedimiento basado en los 
principios de preferencia y sumariedad >> no entraña por sí 
solo que resulten excluidos determinados órdenes jurisdic­
cionales. 

A estos efectos y sin perjuicio de las disposiciones conteni­
das en la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Constitución, art. 
117 .5, proclama que «El principio de unidad jurisdic­
cional es la base de la organización y funcionamiento de los 
Tribunales» para, seguidamente, contemplar la existencia de 
una jurisdicción militar, en los términos que el propio pre­
cepto señala, remitiendo al legislador la regulación del ejerci­
cio de dicha jurisdicción. 

Por su parte, el art. 123.1, afirma del Tribunal Supremo que 
es el «órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes», 
consiguientemente, también de la jurisdicción militar. 

Las Leyes Orgánicas 4/1987 y 2/1989, sin perjuicio de otras 
normas, como la propia LOPJ, han venido a configurar la ju­
risdicción militar acorde con las exigencias y previsiones 
constitucionales. 

Estas consideraciones nos llevan a la esencia del tema en 
examen centrado en dos aspectos: a) si la jurisdicción militar 
y por ende los tribunales que la integran merece la considera­
ción de «Ordinaria»; b) en su caso, si la protección de los dere­
chos y libertades fundamentales puede ser postulada ante 
ellos, sin necesidad de residenciar la competencia en aquellos 
otros tribunales u órdenes jurisdiccionales a que se refiere la 
Ley 62/1978. Ambas cuestiones son objeto de estudio y reso­
lución por la STC 113/1995, con tesis reforzada en la STC 
161/1995, y a salvo otras decisiones del Alto Tribunal que di­
recta o indirectamente ya se habían enfrentado con la inter­
pretación que a la referencia a «Tribunales ordinarios» en el 
texto constitucional había de darse. 

1. Objeto del proceso 
La STC 113/1995, resuelve cuatro Cuestiones de Inconsti­

tucionalidad planteadas por Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, en 
torno a los artículos 453, apartado tercero y 518, de la L.O. 
2/1989, de 13 de abril, Procesal Militar. 

Conviene recordar los preceptos dubitados: 

Art. 453.3. «Contra las sanciones disciplinarias que afec­
ten al ejercicio de los derechos fundamentales señalados 
en el artículo 53.2 de la Constitución, podrá interponerse 
el recurso contencioso-disciplinario militar preferente y 
sumario que se regula en el título V de este libro.» 
Art. 518. «Contra los actos de la Administración sancio­
nadora que afecten al ejercicio de los derechos fundamen­
tales de la persona, mencionados en el art. 453 de esta Ley, 
podrá interponerse recurso contencioso-disciplinario mi­
litar preferente y sumario de conformidad con las reglas 
de procedimiento establecidas para el procedimiento con­
tencioso-disciplinario militar ordinario con las siguientes 
modificaciones ... » 

modificaciones y procedimiento que no afectan al tema cen­
tral. 

En suma, las Leyes Orgánicas y en concreto la L.O. 2/1989, 
en los preceptos de referencia han tomado en consideración 
los mandatos constitucionales abriendo en un orden jurisdic­
cional concreto un mecanismo procedimental preferente y 
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sumario con planteamiento y resolución dentro de la propia 
jurisdicción militar, atribuyendo su competencia a la Sala de 
Justicia del Tribunal Militar Central y a los Tribunales Milita­
res Territoriales. 

No obstante, para el Tribunal que propone la Cuestión de 
Inconstitucionalidad, los preceptos debatidos suponen una 
vulneración del art. 53.2 de la CE al entender que este precep­
to atribuye la comp~tencia exclusivamente a los Tribunales 
ordinarios, no teniendo por tales a los Tribunales Militares. 
En suma, que no obstante tratarse de un acto de la Adminis­
tración Militar, lesivo de un derecho fundamental, su protec­
ción ha de residenciar en los Tribunales contencioso-admi­
nistrativos, con aplicación, lógica consecuencia, del 
procedimiento configurado en la ley 62/1978. 

En el curso del proceso tanto el Abogado del Estado, como 
el Fiscal General del Estado, sin perjuicio de sus respectivas 
matizaciones e incluso reparos procesales por parte del pri­
mero, han sostenido la constitucionalidad de los preceptos 
atacados, pronunciándose en la dirección el TC que, en la 
parte dispositiva de la sentencia, proclama «no ser contrarios 
al art. 53.2 de la Constitución» los preceptos cuestionados. 

2. Argumentos del TC 

La extensa STC, obliga a un resumen esquemático de sus 
Fundamentos jurídicos en los términos siguientes: 

a) La previsión del art. 53 .2, con su referencia a los Tribu­
nales ordinarios, no excluye la también previsión constitu­
cional de la unidad jurisdiccional consagrada en el art. 117. 5, 
ambos de la norma fundamental. 

b) No cabe sostener que los Tribunales militares no pue­
den considerarse incluidos en la mención que de los Tribuna­
les ordinarios hace el art. 53.2, puesto que si las vulneracio­
nes de las libertades y de los derechos fundamentales 
previstas en el mismo se pueden producir en un ámbito que 
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la propia Constitución ha reservado a los Tribunales milita­
res, en este aspecto y dentro de este ámbito sí pueden consi­
derarse incluidos dichos Tribunales en la mención que a los 
ordinarios hace el art. 53.2 CE. 

c) El art. 53.2 lo que impone es un mandato al legislador de 
regular una vía procesal rápida para la protección de los dere­
chos y libertades señalados y no la de atribuir tal protección a 
una u otra jurisdicción y, menos aún, la de excluir a la juris­
dicción militar de una protección que es inherente a todas 
ellas . 

d) Que de la lectura del art. 53.2 lo que se obtiene es una 
diferenciación entre los Tribunales ordinarios y el Tribunal 
Constitucional en materia de protección de derechos y liber­
tades fundamentales, asignando a los primeros con carácter 
general su tutela y especialmente a través de un procedimien­
to caracterizado por las notas que allí se especifican, lo que se 
ha denominado el «amparo judicial ordinario» de los dere­
chos fundamentales - que todavía no ha sido plena­
mente regulado- (expresión literal de la STC que subraya­
mos), mientras que al TC se le otorga tal protección a través 
del recurso de amparo «en su caso» (art. 53 .2 CE). o «en los 
casos y formas que la ley establezca» (art. 161.1.b. CE), el 
«amparo constitucional» de dichos derechos y libertades. 

e) Que la CE, tomando como base la STC 60/1991, mues­
tra, entre otras, de las diversas ocasiones en que el TC ha teni­
do que pronunciarse acerca de la jurisdicción militar -art. 
117 .5- ha establecido límites y exigencias muy estrictos a la 
Ley reguladora de la jurisdicción militar, imponiendo al le­
gislador una transformación radical de su configuración y la 
independencia del órgano judicial y a las garantías sustancia­
les del proceso y de los derechos de defensa, reduciendo a lí­
mites muy estrechos su posible ámbito competencial. 

Las Leyes Orgánicas relativas a la jurisdicción militar, antes 
citadas, han proveído a la transformación constitucional-
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mente exigida, no olvidando, por útlimo, que «El vértice de 
la jurisdicción militar es, pues, común al de la jurisdicción 
ordinaria y, por tanto, la última palabra incluso en el ámbito 
estrictamente castrense la tiene el Tribunal Supremo en los 
términos y con la salvedad que señala el art. 123 .1 de la Cons­
titución». 

f) Con anterioridad -SSTC, entre otras que cita la que 
ahora se examina, 194/1989, 44/1991 y102/1992- el TC ha 
afirmado que la jurisdicción militar es competente para co­
nocer de la vulneración de derechos fundamentales, por lo 
que ningún sentido tiene decir que la jurisdicción militar ca­
rece de competencia para tutelar los derechos y libertades se­
ñalados en el art. 53.2 CE a través de un procedimiento prefe­
rente y sumario, pues eso sería tanto como suponer que la 
vinculación de los órganos judiciales militares a los derechos 
fundamentales es menos intensa o que la tutela que puedan 
prestar no puede ser tan efectiva como la de los restantes tri­
bunales. 

g) Tras la consideración de importantes extremos relativos 
a la configuración de la jurisdicción militar, el juego de su 
independencia e imparcialidad y la contemplación de sus lí­
mites, recordando la STC 204/1994, en la que respecto a la LO 
4/1987» proclama inequívocamente el carácter independien­
te e inamovible de los Jueces Togados Militares, como parte 
que son de la jurisdicción militar, incorporando ... específicas 
garantías al respecto», va a concluir en la STC que comenta­
mos 113/1995 con las siguientes frases: 

« ... si esto es así y la jurisdicción militar, cumpliendo lo 
dispuesto en el art. 117 .5 CE se ha adaptado legalmente a 
los principios constitucionales, carecería de sentido apar­
tarla de la protección de las libertades y derechos fun­
damentales a que se refiere el art. 53.2 CE, cuando esta 
protección se demande en el ámbito estrictamente cas­
trense». 

h) Conviene recordar que a la STC se acompañan 3 votos 
particulares, de los que el correspondiente al magistrado Sr. 
Vives Antón, con toda rotundidad, se opone a la decisión fi­
nal de la Sentencia afirmando debió declararse la inconstitu­
cionalidad de los preceptos dubitados. 

El V.P. parte de la por él no aceptada tesis acerca del «ámbi-

to estrictamente castrense» en que se está moviendo el objeto 
del proceso pues, a su modo de ver las cosas « ... el recurso no 
tiene por objeto la disciplina (que, como tal, se enjuicia en el 
contencioso ordinario) sino los derechos fundamentales. La 
disciplina sólo entra aquí como ocasión que puede dar lugar a 
las presuntas vulneraciones de tales derechos sin que, en 
modo alguno, constituya el tema central del procedimiento». 
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Por otra parte, hay que dilucidar si los derechos fundamen­
tales se atribuyen al militar en tanto militar o si, por el contra­
rio, se atribuyen al militar en tanto ciudadano, afincándose 
en la segunda posición para entender que «los derechos fun­
damentales se les atribuyen en cuanto ciudadanos y no en 
aras de su especialización profesional». Obviamente, adopta­
da esta posición, la conclusión no puede ser otra que la adop­
tada en definitiva: la oposición de los artículos de la norma 
dubitada a las exigencias del art. 53.2 de la CE. Es más, en otro 
orden de cosas, sostendrá que los Tribunales que resuelven el 
proceso penal militar, o el contencioso ordinario sobre los ac­
tos dimanantes del ejercicio del poder disciplinario «"dicen 
el derecho" de la postestad sancionadora (aunque resuelvan 
sobre la incidencia que en él tienen los derechos fundamen­
tales); en cambio, los que resuelven el proceso de amparo ju­
dicial previsto en el art. 53.2 de la CE "dicen el derecho" de 
los derechos fundamentales aunque, en este caso, lo hagan 
sólo para determinar si, a consecuencia de la disciplina, resul­
tan o no vulnerados. Esta distinta perspectiva formal hace 
que los supuestos no puedan asimilarse y obliga a entender, 
en el caso del proceso de amparo, que su atribución a la juris­
dicción pugna con el ámbito que el art. 117.5 CE le asigna». 

Los argumentos, aun cuando no se compartan y estemos 
más en favor de la decisión del Pleno, no dejan de tener en­
jundia pero, el tema, tiene un trasfondo de mayor envergadu­
ra: la deficiente regulación del proceso previsto en el art. 53.2 
de la CE; la disfunción del legislador al desatender el manda­
to constitucional aparentemente atendido, hasta el momen­
to por una ley tan desfasada como es la Ley 62/78 que debió 
fijar de una vez por todas la competencia en las diversas es­
feras y niveles y el adecuado procedimiento de protección de 
los derechos fundamentales y libertades públicas, como 
apuntábamos al comienzo de estos comentarios y reiterada­
mente hemos puesto de manifiesto. 

3. STC 161/1995 
El objeto de estudio a través de estas líneas ni es superfluo 

-la diversidad de SSTC citadas confirma su interés-, ni re­
sulta cuestión pasada dado el tiempo transcurrido desde la 
STC 113/1995. Es el replanteamiento del tema lo que nos ha 
movido a traerlo a las páginas de ECONOMIST & JURIST, 
pues si Ja STC 113/199 5 parece decidir de una vez por todas la 
cuestión, la vertencia de nuevos procesos, los argumentos de 
los VV.PP. de que se ha hecho mención aun cuando no 
hayan sido comentados y la persistencia en la no superación 
de la Ley 62/1978 hará que el tema vuelva nuevamente a la 
sede del TC no obtante el efecto que la LOTC, siguiendo los 
pasos del art. 164 de la CE asigna a los procesos de inconstitu­
cionalidad y, en su caso a los relativos a cuestiones de incons­
titucionalidad, en supuestos como en el contemplado en la 
última STC citada, cuando lo que se declara es la constitucio­
nalidad de los preceptos debatidos. 

Por ello, la posterior STC 161/1995, que tiene su asiento en 
la precedente 113/1995, merece específico comentario. 

a) La decisión del Alto Tribunal se produce al resolver di­
versos recursos de amparo, acumulados que tienen su causa e 
iter procesal siguiente: 
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Impuesta una sanción de pérdida de destino a un cabo de la 
Guardia Civil, como autor de una determinada falta grave al 
amparo de lo dispuesto en el art. 9, apartado 15, de la LO. 
12/1985, de 27 de noviembre, de Régimen disciplinario de las 
Fuerzas Armadas, se interpone demanda contencioso-ad­
ministrativa al amparo de la Ley 62/1978, ante la Sala 
de dicho orden de la Audiencia Territorial de Sevilla, que la 
admite a trámite. 

El Tribunal Militar Central requiere de inhibición a la Au­
diencia la que, por su parte y previo el cumplimiento de los 
trámites procesales correspondientes, rechaza el requeri­
miento teniendo por planteado conflicto de jurisdic­
ción. 

La Sala de Conflictos de Jurisdicción del Tribunal 
Supremo -adviértase estamos subrayando determinados 
aspectos para llamar la atención acerca del ámbito en que se 
movió el proceso, por consiguiente en forma totalmente dis­
tinta a la que anidó en el que termina por STC 113/1995-
dicta Sentencia en 5 de julio de 1989 por la que resuelve el 
conflicto en favor de laJurisdicción Militar, remitien­
do todas las actuaciones a la Sala de Justicia del Tribunal Mili­
tar Central, siendo contra esta decisión contra la que se inter­
pone la demanda de amparo. 

El punto esencial de la demanda de amparo no es otro que 
el de sostener que la jurisdicción militar es una jurisdicción 
especial y que, en todo caso, frente a la violación de los dere­
chos fundamentales, corresponde, exclusivamente, a la juris­
dicción ordinaria, sin que puedan ser excluidos de ella los 
miembros de la Guardia Civil. 

De tal planteamiento, las demandas vienen a centrarse en 
un punto principal, o incluso en alguna de ellas, exclusivo, 
como señala la STC en su FJ. 7, que no es otro que el de lesión 
del derecho al juez ordinario predeterminado por la 
ley, que en sustancia supondría tanto como debatir si el juez 
militar, a los efectos del art. 53.2 es competente y ordinario 
para la protección de derechos fundamentales a través del 
procedimiento que en él mismo se fija y si, no siéndolo, se 
habría lesionado corno precepto directamente susceptible de 
amparo -art. 24.2 CE- el derecho al juez ordinario prede­
terminado por la ley, en el sentido en que la jurisprudencia 
constitucional lo ha venido interpretando. 

Para el TC le es suficiente, en este caso, recordar que es con­
forme a la Constitución aplicar el régimen disciplinario mili­
tar a la Guardia Civil, en primer lugar y que, en segundo tér­
mino, aun cuando vuelva a ser el punto principal del debate 
que «es conforme a la Constitución atribuir a determinados 
órganos de la jurisdicción militar la competencia para cono­
cer de las reclamaciones por vulneración de derechos funda­
mentales en el ámbito castrense y, concretamente, enlama­
teria disciplinaria militar, lo que supone atribución de la 
tutela judicial prevista en el art. 53.2. 

A tal efecto-parte de la STC 113/1995- cuyo proceso es­
taba en tramitación cuando se insta la demanda de amparo 
que finalizó por la STC 161/1995, para reiterar cuanto en ella 
se ha dicho si bien reforzando los argumentos justificativos 
de la competencia castrense en el ámbito en que el proceso de 
amparo se ha movido. 

Así, en el FJ. 7. citado, en el último de sus párrafos, entre 
otras cosas, dirá: 

« ... este Tribunal, en su Sentencia 194/1989, sentando una 
doctrina luego confirmada por las SSTC 44/1991 y 
106/1992, ha declarado que, si bien no todo ilícito come­
tido por un guardia civil ha de quedar atribuído a la esfera 
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castrense, la naturaleza militar del instituto, "sí obliga a 
afirmar que las sanciones disciplinarias impuestas a un 
guardia civil, como en el caso que nos ocupa, por faltas 
tipificadas en el art. 9.15 de la L.O. 12/1985 sólo son revi­
sables por la jurisdicción militar, porque el mantenimien­
to de la disciplina en las relaciones internas de subordina­
ción y su proordenación de un Instituto armado de 
naturaleza militar y estructurado jurídicamente (art. 13 
L.O. 2/1986) pertenece al ámbito castrense (art. 117.5. 
CE"». 

La interpretación del TC, corno se advierte, se produce en 
un sentido estricto de la apreciación del problema, y dentro 
del ámbito que en la misma decisión jurisdiccional se produ­
ce, y dentro de ese campo, y sólo dentro del mismo, el juego 
del precepto contemplado en la STC 113/1995 en relación 
con el 53.2 de la CE. 

A modo de conclusión, podemos afirmar que la previsión 
constitucional del art. 53.2 no entraña una necesaria correla­
ción con la Ley 62/1978, sino que el legislador, ateniéndose a 
los principios procesales que en el precepto se establecen, 
puede conferir la protección judicial allí postulada, a cual­
quiera de los órganos jurisdiccionales que la propia Constitu­
ción contempla, con el límite lógico derivado del propio art . 
117.6, según el cual «Se prohíben los Tribunales de excep­
ción» puesto que prohibidos, en modo alguno queda libertad 
de determinación para el legislador ni para crearlos, confor­
marlos, ni mucho menos atribuirles competencia alguna, 
particularmente tratándose de protección de derechos funda­
mentales. Lo que en modo alguno puede hacerse, por otro 
lado, es calificar a los tribunales del orden jurisdiccional mili­
tar como tribunales especiales -apreciación contraria al art. 
117 .5- ni en modo alguno entenderlos corno tribunales de 
excepción. 

Insistimos: en manos del legislador está, de una vez por to­
das, afrontar el problema, que parece temerse, de dar cumpli­
do desarrollo al imperativo constitucional que se consagra en 
el art. 53.2 CE. 

*Ex-fiscal Jefe ante el Tribunal Constitucional. 
Doctor en Derecho. Profesor de Universidad 

Notas 

l. Vid. Montoro Puerto, M. furisdiccion constitucional y procesos 
constitucionales. T. II, Madrid, 1991, pág. 22 y ss. 

2. Op. cit. anterior, pág. 59 y ss. con amplio estudio de cuanto afec­
ta a la Ley 62/1978, al que nos remitimos. 

3. Vid nuestros estudios «Reflexiones en torno a quince años 
de actuación del Tribunal Constitucional, en ECONOMIST & 
JURIST, enero-marzo 1995, pág. 50 y ss. y «Los riesgos de despro­
tección jurisdiccional de los derechos fundamentales y li­
bertades públicas, en ECONOMIST & JURIST, julio-septiembre 
1995, pág. 43 y ss., a través de los que se ponen de manifiesto los 
diversos problemas y situaciones conflictivas, por lo menos en princi­
pio, a que está conduciendo el no desarrollo normativo oportuno, de 
las previsiones y mandatos del art. 53.2 de la Constitución. 
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La inconstitucionalidad 
del art. 58.2 de la Ley 
General Tributaria 
Tulio Rosembuj * 
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7. Conclusión. 

1. El art. 58.2 e) LGT indica que, en su 
caso, forman parte de la deuda tributa­
ria las sanciones pecuniarias. En Auto 
de 28 de febrero de 1996 de la Sección 
Cuarta de la Sala de lo Contencioso Ad­
ministrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Catalunya se advierte sobre 
la posible inconstitucionalidad del ar­
tículo mencionado en relación con el 
derecho constitucional de tutela judi­
cial efectiva (art. 24.1) , presunción de 
inocencia (art. 24.2) y prohibición de 
indefensión (art. 24.1) «por cuanto en 
las normas cuestionadas» se incluyen 
las sanciones tributarias propias del De­
recho Sancionador con conceptos típi­
cos de Derecho Tributario». 

2. La potestad punitiva 

Uno de los temas más difíciles es el con­
tenido dogmático de la potestad pública 
punitiva. Por un lado, hay quienes pre­
dican la imposibilidad de establecer la 
unidad del concepto por falta de situa­
ción jurídica subjetiva activa o, mejor 
dicho, porque la dicha potestad es varia­
ble y son múltiples sus manifestaciones 
y comportamientos consentidos al que 
la ejerce1• Por otro, y más persuasiva, se 
afirma que la potestad punitiva bien 
puede configurarse como situación jurí­
dica subjetiva activa, una aptitud reco­
nocida y habilitada en ciertos órganos o 
funciones por el ordenamiento jurídico 
para que actúe los comportamientos 
que la propia norma permite. 
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El surgimiento de una transgresión, 
cualquiera que sea, implica en el Estado 
la potestad pública de sanción, que 
siendo única, tiene manifestaciones 
plurales y diversas, y su contenido es li­
bre, o sea, no aparece predeterminado 
como el derecho subjetivo2

• 

La sanción expresa el «ius puniendi» 
cuya expresión puede transitar por la 
vía penal como por la administrativa 
(ex. art. 25 C.E.). La situación jurídica 
activa del «ius puniendi» del Estado es 
única y su ejercicio adorna y permea el 
ordenamiento jurídico en su conjunto, 
sin excepciones. 

Ejemplo de esto es la Ley 30/92 de 26 
de noviembre, que regula el Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públi­
cas y el Procedimiento Administrativo 
Común, donde, como bien se afirma en 
el Auto, los principios de la potestad 
sancionadora derivan claramente del 
Derecho Penal, así como los principios 
del procedimiento sancionador. 

El «ius puniendi» es una potestad pú­
blica, situación jurídica activa, que a 
consecuencia de algo que el ordena­
miento jurídico fija como infracción, 
legitima la actividad sancionadora y pe­
nalizan te; pero, siempre bajo los princi­
pios y caracteres que ilustran las garan­
tías penales que tutelan los derechos de 
los ciudadanos, y las exigencias de justi­
cia que encuentran su cobijo en valores 
de protección penal. Y esto, también, se 
aplica a la potestad sancionadora tribu­
taria3. 

3. La potestad punitiva es única 

La punición no es, entonces, derecho 
tributario en sentido estricto, salvo por 
materia, sino la proyección de la más 
genérica potestad punitiva del Estado 
en su ámbito de aplicación y conforme 
al objeto que le es propio. 

La infracción tributaria es, con carác­
ter general, un comportamiento o con­
ducta ilegal. La infracción tributaria, en 
particular, es el comportamiento que 
viola la ley tributaria. La conducta ile­
gal trae como consecuencia la sanción, 
el reproche por el mal comportamiento 
fijado en la ley. 

La sanción tributaria, como cualquier 
otra prevista en el ordenamiento jurídi­
co implica aflicción. No se trata de repa­
rar el daño causado mediante indemni­
zación o resarcimiento (v.g. intereses de 
demora). Al contrario se castiga al in­
fractor como consecuencia de su con­
ducta ilegal, sin el propósito de resta­
blecer el derecho vulnerado o resarcir el 
daño que se provoca. 

La infracción tributaria expresa el 
«ius puniendi» del Estado y en su disci­
plina no puede alejarse de los princi­
pios de garantía que se desprenden del 
dispositivo constitucional. 

Esto significa exigir, como señala Pie­
tro NUVOLONE que, en cualquier campo, 
«del homicidio a la defraudación tribu­
taria, las normas penales, no violen las 
garantías que e~ un Estado de Derecho, 
deben salvaguardar a los ciudadanos 
responsables de un delito ... »4 • 

4. La vulneración de la presunción 
de inocencia 

La sanción es, por definición, extraña a 
la cuota tributaria y, por tanto, difícil-

CONSTITUCIONAL 

mente puede formar parte de la deuda 
tributaria. Los argumentos jurídicos 
contenidos en el Auto reseñado son cla­
ros y contundentes. La ejecución de la 
deuda tributaria, en caso de liquidación 
administrativa, conlleva, de acuerdo al 
artículo 58.2 LGT la simultánea ejecu­
ción de sus componentes, entre los que 
destaca la sanción tributaria. Y, por ra­
zón jurídica de garantía constitucional 
resulta que no puede confundirse lo in­
confundible ni asimilarse lo que es aje­
no: la sanción evidencia la actividad 
punitiva del Estado y la deuda tributa­
ria resulta la consecuencia de la realiza­
ción del hecho imponible y los deberes 
patrimoniales principales y accesorios 
que le siguen. 

La falta de pago de la deuda tributaria 
supone la ejecución de la misma inclui­
da la sanción: «Ello producirá una clara 
vulneración del principio constitucio­
nal de presunción de inocencia (art. 
24.2) pues, en este caso, la Administra­
ción tributaria establece una presun­
ción de culpabilidad del sujeto pasivo a 
quien no se le ha reconocido la posibili­
dad de reaccionar contra la imposición 
de la sanción». 

Es propio del Estado de Derecho y de 
las disposiciones constitucionales que 
le regulan que, hasta prueba en contra­
rio, hay presunción de inocencia: es la 
culpa y no la inocencia la que debe ser 
demostrada y es la prueba en el procedi­
miento legal previsto lo que constituye 
el objeto del mismo5 • 

5. La indefensión 

El Auto, que se señala, halla en el artícu­
lo 58.2 LGT no sólo evidencia de vulne­
ración de la presunción de inocencia, 
sino, también de indefensión. En efec-
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to, la propuesta de sanciones por el ins­
pector actuario, en el mismo trámite 
procesal de regularización de la situa­
ción tributaria, «pues la sanción se im­
pone a la misma velocidad de redacción 
del acta», desarma de licitud el princi­
pio acusatorio, que proclama la separa­
ción entre quien juzga y acusa y, tam­
bién, el principio del contradictorio, o 
de defensa en juicio6 • 

Razonablemente, el Auto postula que 
la actuación inspectora pueda indicar la 
infracción; pero que sea mediante otro 
procedimiento distinto (y a cargo de 
otros órganos) donde se determine la 
sanción: la separación del procedimien­
to liquidador del procedimiento san­
cionador, como defiende la mejor doc­
trina7. 

Por último, el Auto observa la vulne­
ración del principio de tutela judicial 
efectiva, en cuanto resulta posible que 
se ejercite la sanción - integrada en la 
deuda tributaria- antes que sea firme, 
ya que la Administración tiene, como 
autotutela, la ejecutoriedad del acto ad­
ministrativo (incluida la sanción), con 
lo que impide al ciudadano su medio de 
defensa ante la jurisdicción contencio­
sa, porque, si hay ejecución, es global y 
total y no por conceptos. 

Parece elemental admitir que no pue­
de existir Derecho par si una de las par­
tes carece de oportunidad de defensa y 
sus facultades aparecen minusválidas 
ante el despliegue de la Administra­
ción. Sin esta equiparación entre la acu­
sación y el ciudadano y la tutela a éste 
para que pueda utilizar los medios y re­
cursos legales disponibles, no puede ha­
blarse de protección judicial efectiva, 
ya que el desequilibrio entre las partes 
denuncia el resultado final antes que se 
verifique la defensa en juicio. 



Naturalmente, así no se toman en de­
bida consideración los derechos funda­
mentales de las personas en la actua­
ción punitiva del Estado, sea penal o 
administrativa; olvidando la norma 
fundamental o, por si acaso, la Conven­
ción Europea de los Derechos Huma­
nos. 

6. Los derechos humanos 
y la fiscalidad 

El Auto de la Sección Cuarta de la Sala 
Contencioso Administrativa del Tribu­
nal Superior de Justicia de Catalunya 
coincide con la orientación que se im­
pone en el Tribunal Europeo de Dere­
chos Humanos, que, poco a poco, pene­
tra en el núcleo duro de la arbitrariedad 
del ejercicio de la potestad de imposi­
ción en los Estados miembros. Vaya por 
delante que la Administración puede, y 
de hecho lo hace, valorar los derechos 
fundamentales de los ciudadanos me­
diante el desborde, la extralimitación y 
el abuso de poder de supremacía que os­
tenta conforme a la ley. 

6 .1. Sentencia FUNKE de 25-2-1993 del 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
El artículo 6.1 y 2 de la Convención 
Europea de Derechos Humanos estable­
cen: 

1. Toda persona tiene derecho a que 
su juicio sea realizado equitativamente, 
públicamente y en un período de tiem­
po razonable, por un tribunal indepen­
diente e imparcial establecido por la 
ley, que decidirá, sea sobre sus alegacio­
nes sobre sus derechos y obligaciones 
de carácter civil, sea sobre el fundamen­
to de cualquier acusación en materia 
penal dirigida contra ella. 

2. Toda persona acusada de una in­
fracción se presume inocente hasta que 
su culpabilidad haya sido legalmente 
establecida. 

La particularidad del caso «FUNKE» 
radica en que extiende el concepto de 
«acusado» al procedimiento adminis­
trativo aduanero, estableciendo que 
también le es aplicable el principio ge­
neral de derecho sancionatorio, en 
cuya virtud nadie está obligado a decla­
rar contra sí mismo ni a colaborar a su 
acusación, por lo que se vulnera el ar­
tículo 6.1. 

La potestad punitiva es única y su 
proyección pública sobre el ordena­
miento jurídico implica, correlativa­
mente, la de los principios materiales y 
formales que encaucen las garantías del 
ciudadano ante la pena aflictiva, sea pe­
nal o administrativa. 

CONSTITUCIONAL 

6.2. Sentencia BENEDEOUN de 24-2-
1994 del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos 
El Tribunal no se demora en la denomi­
nación de las normas, atendiendo, so­
bre todo a su finalidad punitiva y no 
meramente resarcitoria, y ello en el 
campo estrictamente tributario. La na­
turaleza sancionadora, preventiva y re­
presiva, de las normas tributarias im­
pugnadas, la tiñen de «Coloración 
penal», otorgando a la acusación admi­
nistrativa un «carácter penal» y, por 
tanto, necesariamente sometida a las 
delimitaciones del artículo 6.1 que debe 
aplicarse, como argumentaba el contri­
buyente . 

7. Conclusión 

Un asterisco merece la STC 241/1991 
porque la evolución de la jurispruden­
cia comentada indica que: 

- Los principios inspiradores del or­
den penal son siempre de aplicación al 
Derecho Administrativo Sancionador. 

- La recepción de los principios 
constitucionales del orden penal por el 
Derecho Administrativo sancionador 
debe proceder de forma automática, 
porque las garantías del acusado o im­
putado son idénticas, si hay finalidad 
represiva y ejercicio del ordenamiento 
punitivo del Estado. 

La cuestión de inconstitucionalidad 
del artículo 58.2 LGT que plantea la 
Sala del Tribunal Superior de Justicia de 
Catalunya en relación a la tutela judi­
cial efectiva y prohibición de indefen­
sión (art. 24.1 CE) y presunción de ino­
cencia (art. 24.2 CE) representa un 
sólido paso adelante en el perfecciona-
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miento técnico del derecho tributario, 
frecuentemente dominado por la tenta­
ción intimidatoria, aun cuando ello su­
ponga anclarse en posiciones teóricas 
superadas y, a la postre, inconstitucio­
nales. Pero, aún más, significan une es­
tímulo a los ciudadanos para que no ce­
dan ante la Administración cuando 
perciban que se atenta contra los dere­
chos fundamentales . En este sentido, la 
resolución judicial cumple, además, 
una función didáctica cívica, digna de 
encomio. 

l. GUARINO, Potere giuridico e diritto soggetti­
vo, Rass Dir. Pubbl., 1949, 243 y sigts . 

2. VASSALLI, La potesta punitiva, Torino, 
1942. 

3. «Las normas sancionadoras del Dere­
cho Penal Tributario no son parte del Dere­
cho Tributario propiamente dicho; es un 
conjunto de disposiciones que se vinculan 
con el Derecho Tributario, pero, esencial­
mente, constituyen un derecho sancionato­
rio. Podríamos decir más: es un derecho penal 
y tiene peculiaridades propias; DINO ]ARACH, 

Curso Superior de Derecho Tributario, Buenos 
Aires, 1957, T.I., pág. 28. 

4. Le sanzioni in materia tributaria, Milano, 
1979, AAVV. 

5. Es el principio de jurisdiccionalidad: 
nulla culpa sine indicio, FERRAJOLI, Derecho y 
Razón, Madrid, 1995, pág. 549. 

6. FERRAJOLÍ, ob. cit., pág. 93: «condición 
esencial de imparcialidad», que implicaría 
configurar el procedimiento de sanción 
como una relación triangular, no bilateral 
como ahora, distinguiendo entre el acusa­
dor, el defensor y el tercero quien se coloca 
super-partes. 

7. Sm.rn Roctt, M.T., Deberes Tributarios y 
Derechos Humanos, Técnica Tributaria, n.º 30, 
1995. 

*Catedrático de Derecho Financiero y Tributario 

La denegación 
administrativa de auxilio 
a la justicia: art. 113 
de la Nueva Ley General 
Tributaria (Ley 25/95 
de 20 de julio) 
Umberto Callieri Baquerizas * 
Daniel Vallés Godia * 

La promulgación por el legislador de la 
Ley 25/95 de 20 de julio, modificando 
parcialmente la Ley 230/1963, de 28 de 
diciembre, General Tributaria, va más 
allá de las expectativas que respecto al 
art. 113 podrían inicialmente pronosti­
carse, pues si bien, el meritado precep­
to, no niega la colaboración de la Ad­
ministración Tributaria con los órganos 
jurisdiccionales, ésta queda limitada al 
ámbito de la investigación o persecu­
ción de los delitos públicos; esto es, de­
niega sistemáticamente la colaboración 
con los Jueces y Tribunales del ámbito ci­
vil, mercantil y laboral. 

El legislador, en esta oc:asión, obvian­
do el rango normativo constitucional­
mente establecido, ha vulnerado nue­
vamente las normas constitucionales. 
Así, el art. 118 de la Norma Magna esta­
blece: «Es obligado cumplir las sen­
tencias y demás resoluciones firmes de 
los Jueces y Tribunales, así como pres­
tar la colaboración requerida por 
éstos en el curso del proceso y en 
ejecución de lo resuelto»; preceptQ, 
entendemos, que queda desvirtuado a 
tenor del contenido literal y sobre todo 
de la práctica que están haciendo las 
Agencias Tributarias del art. 113 de la 
Ley 25/95 de 20 de julio. 

Todo ello sin perjuicio del derech9 
fundamental de la persona recogido en 
el art. 18 de la Constitución, y por desa­
rrollo en la Ley Orgánica 1/1982, de 5 
de mayo de «Protección civil del dere­
cho al honor, a la intimidad personal y 
familiar y a la propia imagen» (art. 7.4), 
cual es el derecho a la intimidad perso­
nal, pero que entendemos no quedaría 
vacío de contenido si el legislador hu­
biera precisado más su redacción en el 
art. 113, ya que la colaboración de la 
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Administración Tributaria con los órga­
nos jurisdiccionales civiles y laborales 
no supone, en ningún caso, la cesión de 
datos que atenten a la intimidad perso­
nal de los contribuyentes. Así, el propio 
artículo 8.1 de la Ley Orgánica 1/1982 
de 5 de mayo, autoriza la revelación de 
estos datos siempre que estén autoriza­
das debidamente (8.1. No se reputarán, 
con carácter general, intromisiones ilegí­
timas las actuaciones autorizadas o acor­
dadas por la Autoridad competente de 
acuerdo con la Ley .. . ») . 

Del mismo modo, la Ley de Protec­
ción de Datos Informáticos (Ley Orgá­
nica 5/992), que desarrollando el art. 
18.4 de la Constitución, en su art. 
11.2.d) establece que los datos de carác­
ter personal sólo podrán ser cedidos ... con 
el previo consentimiento del afectado, sal­
vo que la cesión tenga por destinatario el 
Defensor del Pueblo, el Ministerio Fis­
cal o los Jueces o Tribunales, en el ejerci­
cio de las funciones que tienen atribui­
das. 

Resulta sorprendente que la vigente 
Ley General Tributaria no autorice la 
entrega de los datos, informes o antece­
dentes obtenidos por la Administración 
tributaria cuando éstos sean solicitados 
por los Juzgados y Tribunales de la juris­
dicción civil y laboral, y sin embar­
go autorice la comunicación de los 
mismos a otras Administraciones tri­
butarias, a la Tesorería General de la 
Seguridad Social e incluso a otras Admi­
nistraciones públicas, evidenciando un 
trato discriminatorio respecto a la Ad­
ministración de Justicia, que no existe 
respecto de las Administraciones de­
pendientes del Poder Ejecutivo. 

Si la fundamentación de este art. 113 
es preservar el secreto de datos e infor-



mes tributarios del contribuyente, es 
evidente que los mismos no debieran 
cederse a ninguna Administración, o en 
cualquier caso, de cederse éstos, debería 
hacerse en favor de la Administración 
de Justicia, cuyos componentes Oueces 
y Magistrados), están más capacitados 
para poder discernir acerca de la necesi­
dad y conveniencia o no de revelar los 
datos del sujeto contribuyente. Pues, 
¿quién nos asegura que un empleado 
público, más aún si es un contratado la­
boral, de la Administración Tributaria, 
no revelará los datos que pueda obtener 
de la base de datos de los ordenadores 
centrales de su Administración? 

La vulneración que el citado art. 113 
hace de la legalidad vigente, no se cir­
cunscribe únicamente al ámbito consti­
tucional; puesto que el legislador, des­
atendiendo lo preceptuado en el art. 17 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 
la jerarquía normativa constitucional­
mente establecida, libera a la Adminis­
tración Tributaria de sus obligaciones 
de colaboración con la jurisdicción 
civil. 

La inconstitucionalidad del citado 
precepto, por quebranto de la normati­
va constitucional y del principio de je­
rarquía normativa es a nuestro enten­
der difícilmente cuestionable, pero 
quizá más sangrante es la interpreta­
ción y aplicación que desde las Agen­
cias Tributarias se está haciendo del art. 
113 de la Ley 25/1995. 

En efecto; a raíz de la entrada en vigor 
de la Ley 25/1995 General Tributaria, 
las Agencias Tributarias, primero de 
Madrid, luego de Zaragoza y con poste­
rioridad de toda España, seguramente 
movidas por un interés común, han 
procedido a negar sistemáticamente la 
colaboración con los Juzgados y Tribu-
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nales de la jurisdicción civil y laboral, 
mediante el despacho de unos «mode­
los» dando contestación a los oficios li­
brados por los Jueces solicitando auxi­
lio judicial; modelos que en ocasiones 
carecen de fundamentación alguna. 

En los escasos modelos de contesta­
ción de las Agencias Tributarias en los 
que la denegación al auxilio judicial sí 
es objeto de razonamiento jurídico, la 
no cooperación con la Administración 
de Justicia se fundamenta en «entender 
que una interpretación literal del ar­
tículo 113 L.G.T. conduce a una de las 
excepciones legales a que hace referen­
cia el artículo 17 de la L.O.P.J.». 

Ciertamente no compartimos dicha 
interpretación literal que, en cualquier 
caso, deberá ser restrictiva al limitar de­
rechos constitucionales tales como el 
auxilio judicial y la tutela efectiva. 

La aplicación literal que desde las 
Agencias Tributarias se está haciendo 
del cuestionado precepto vulnera siste­
máticamente los derechos de los acree­
dores que intentan recuperar sus crédi­
tos morosos, los derechos de los 
trabajadores que intentan resarcirse de 
sus deudas laborales, los derechos a 
pensiones entre cónyuges y a favor de 
los hijos en sede de procesos matrimo­
niales tales como separaciones o divor­
cios, etc. 

Pero, por contra, los privilegios de la 
Hacienda Pública, que no conocen lí­
mite alguno, no encuentran cortapisa 
en su afán recaudatorio. 

Ya de por sí, la propia Administración 
de Justicia ha venido delimitando, al 
conceder en puntuales ocasiones, la efi­
cacia de la facultad legal que la Ley de 
Ritos otorga en sede del último párrafo 
del art. 1.455, el literal del cual estable­
ce: «Si el ejecutado no designare bienes 
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o derechos suficientes sobre los que ha­
cer la traba, podrá elJuez, a petición 
del ejecutante, dirigirse a todo tipo 
de registros públicos, organismos 
públicos y entidades financieras, 
a fin de que faciliten la relación 
de bienes o derechos del deudor de 
que tengan constancia», conferida 
al acreedor embargante, facultad, que 
con la nueva redacción del art. 113 y la 
interpretación y aplicación que del mis­
mo se está haciendo desde las Agencias 
Tributarias, queda en buena medida va­
cía de contenido. 

Quizás hubiera sido más acorde a la 
legislación vigente y a la práctica pro­
cesal cotidiana, una redacción más 
precisa del art. 113 de la Ley 25 /9 5, 
permitiendo la cesión de datos a la ju­
risdicción civil y laboral, y otorgando a 
los miembros de la judicatura la facul­
tad de decisión sobre la pertinencia o 
no de aportar los datos cedidos a los 
Autos de su razón, o de limitar los da­
tos a facilitar a las partes del proceso, 
todo ello con apercibimiento de las po­
sibles sanciones que pudieran impo­
nerse por el uso indebido de la infor­
mación cedida por la Administración 
Tributaria. 

Habida cuenta que parece insospe­
chable, que el legislador modifique el 
contenido del meritado artículo 113 de 
la Ley 25/95, las Agencias Tributarias, 
desviándose de la línea seguida hasta la 
fecha, podrían dar solución a esta falta 
de cooperación con la Administración 
de Justicia exigiendo el detalle preciso 
de los datos del contribuyente en cues­
tión sin atentar a los derechos funda­
mentales de la persona constitucional­
mente reconocidos. 

*Abogados AGM - LA WROPE 

¿Anónima o Limitada?: 
Ventajas e Inconvenientes 
Pedro Brosa Ballesteros* 

1. En contra de la desregulación 

La Ley 2/1995 de 23 de marzo aprobó la 
nueva configuración legal de las Socie­
dades de Responsabilidad Limitada. 

Este tipo de sociedades, bajo cuya for­
ma jurídica se han amparado muchas 
pequeñas y medianas empresas españo­
las, tuvo un enorme incremento a par­
tir de 1989, cuando el legislador espa­
ñol modificó la regulación de las 
Sociedades Anónimas para adaptarla a 
las Directrices Comunitarias, si bien so­
brepasando con exigencias propias el ri­
gor de las mismas. 

En aquel momento, según datos del 
Registro Mercantil Central, la mitad de 
las Sociedades Anónimas existentes se 
transformaron en Limitadas. ¿Por qué? 
Sencillamente, el empresario cambiaba 
de forma social en busca de mayor oxí­
geno, en busca de la «desregulación» 
real, de la que hoy tanto se habla y pre­
coniza. 

En efecto, la nueva Ley de Sociedades 
Anónimas contaba con 310 artículos, 
mientras que la Ley de Sociedades de 
Responsabilidad Limitada de 1953, en­
tonces vigente, tenía sólo 32, con algu­
nas pocas remisiones a la normativa de 
las Anónimas. No hubo otra razón prác­
tica que justificara un número tan im­
portante de transformaciones, a pesar 
de cuanto pudieran argumentar doctri­
narios y legisladores. 

Pero lo que después iba a ocurrir se 
veía venir, ya. Hoy la nueva Ley de So­
ciedades Limitadas tiene 129 artículos 
y, contando las remisiones directas a los 
preceptos de la Ley de Anónimas que 
completan su cuerpo legislativo, pasan 
largamente de 200 los artículos que les 
son aplicables. La desregulación y el 
oxígeno se han evaporado. La nueva 
«pequeña anónima», como la Ley, se­
gún su exposición de Motivos, no quie­
re que sea considerada, se aparta enor­
memente de su regulación anterior. 
Veamos como queda configurada. 

2. Características de la nueva S.L. 

De los primeros artículos del texto se 
desprende que la Sociedad Limitada es 
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aquella en la que el capital, no inferior a 
500.000 Ptas., y totalmente desembol­
sado, está dividido en participaciones 
sociales, que no pueden incorporarse a 
títulos valores, que se integra por las 
aportaciones de todos los socios, quie­
nes no responden personalmente de las 
deudas sociales y que, cualquiera que 
sea su objeto, tendrá carácter mercantil. 

Según su Exposición de Motivos las 
principales características que la defi­
nen son: 
a) Ser una sociedad híbrida. Deben 

convivir en armonía elementos ca­
pitalistas y personalistas. Pero de 
hecho, se basa en el patrón de las 
anónimas, trasladándole, íntegra o 
parcialmente, amplísimos aspectos 
de su normativa. Y para conseguir el 
carácter híbrido que la diferencie se 
le incrustan artificiosamente, ele­
mentos y responsabilidades perso­
nales, sin demasiada justificación 
teórica ni práctica, con el fin de que 
resulte un producto distinto, el cual 
presumimos que va a ser problemá­
tico y difícil de digerir en algunos 
puntos tanto para los socios como 
para los administradores. 

b) Es una sociedad cerrada. Porque, 
dada la importancia de la considera­
ción personal que en ella tiene el so­
cio, se considera esencial poder ce­
rrar la entrada a socios nuevos no 
deseados, restringiendo la transmisi­
bilidad de las participaciones y sien­
do nulos los pactos estatutarios que 
hagan prácticamente libre su trans­
misibilidad. Aunque tampoco este 
cierre personal a la entrada de terce­
ros resulta un rasgo exclusivo y defi­
nitorio de este tipo de sociedades, 
desde el momento que en las Socie­
dades Anónimas se puede obtener el 
mismo resultado a través de pactos 
estatutarios de sindicación, siempre 
que las acciones sean nominativas. 

c) El régimen jurídico de estas socieda­
des es más flexible que el de las anó­
nimas, con el fin de dar más juego a 
la autonomía de la voluntad. Esto es 
cierto sólo en parte, cuando se trata 
de regular el régimen político de la 



misma (Órganos Sociales, voto, de­
rechos de separación y exclusión, 
etc.) en los que estatutariamente 
puede darse más preeminencia a la 
consideración personal del socio 
que al capital. Pero no lo es en el ré­
gimen económico (aportaciones, 
aumentos y reducción de capital, 
autocartera, operaciones financie­
ras, etc.), el cual se ve sometido a 
muchas más limitaciones, condicio­
nes y responsabilidades que las pre­
vistas para las anónimas. En cual­
quier caso, el ámbito de flexibilidad 
que otorga la nueva Ley resulta mu­
cho menor que el que otorgaba has­
ta ahora la Ley de 1953. 

Y es que, una vez más, comprobamos 
que, para desarrollar la sociedad liberal, 
el libre comercio y el Estado de las Li­
bertades, es preciso regular, prohibir, le­
gislar ... 

3. La actitud del legislador 

El legislador, después de haber suprimi­
do para estas sociedades los topes máxi­
mos de cincuenta millones de capital y 
cincuenta socios que imponía la Ley de 
1953, se empeña en seguir mirando y 
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tratando a las Sociedades Limitadas 
sólo como la fórmula idónea para alber­
gar modestas iniciativas empresariales. 
Se olvida que las limitadas pueden tam­
bién ser sociedades de gran capital, con 
cifras superiores a los 1.000, 10.000 ó 
20.000 millones de pesetas de recursos 
propios. Se olvida, por ejemplo, de las 
grandes GmbH alemanas, verdaderas 
empresas familiares de ámbito multina­
cional, que nada obsta para que pudie­
ran también desarrollarse en España 
bajo una legislación que les resultase 
idónea. 

El legislador tiene miedo de una em­
presa a la que le ha permitido nacer con 
un capital de sólo 500.000 Ptas., y la 
configura claramente como una socie­
dad «tutelada» o, si se quiere, de «segun­
do grado», con posibilidades operativas 
inferiores a las de las sociedades anóni­
mas; con prohibiciones o limitaciones a 
su actuación (por ejemplo prohibición 
de autocartera, de emisión de obligacio­
nes, de créditos a los socios, etc.) cual­
quiera que fuere la cifra de patrimonio o 
de capital que tuviera, por el simple he­
cho de ser Sociedad Limitada. No alcan­
zamos a entender la razón de semejante 
absurdo, cuando lo razonable sería pen-

sar que toda esta gama de operaciones se 
condicionaran exclusivamente a razo­
nes de solvencia económica de la empre­
sa, pero no al tipo de sociedad. 

El legislador desconfía del socio y del 
administrador de estas sociedades. Es 
como si, por principio, tuvieran que ser 
menos capaces o menos responsables 
en su gestión que los correspondientes 
a la sociedad capitalista por antonoma­
sia. Y por ello, si bien les releva de cier­
tos trámites y formalidades, si bien 
prescinde de ciertos controles externos, 
como, es por ejemplo, el caso del infor­
me de experto para las aportaciones no 
dinerarias, lo hace a cambio de aumen­
tar sus responsabilidades personales, 
conjunta o individualmente, o de im­
ponerles obligaciones frente a los acree­
dores (por ejemplo, casos de aportacio­
nes no dinerarias, de reembolso de 
participaciones, de liquidación social, 
etc.). El alcance de tales responsabilida­
des personales, sea a veces de forma ab­
soluta, o en otras de modo temporal, 
transgrede abiertamente el principio 
fundamental de la limitación de res­
ponsabilidad por las deudas sociales, 
por aquello de que la limitada «tiene» 
que tener conceptualmente rasgos de 
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sociedad personalista, pues de lo con­
trario ya no sería híbrida, ya no sería 
nada. Hasta tal punto esto es así que al­
gún docto catedrático se está pregun­
tando ya si se pueden seguir llamando, 
en verdad, «limitadas». 

Todo este conjunto de prohibiciones 
operativas y de responsabilidades ex­
temporáneas, plantearán serias dudas 
sobre la conveniencia de adoptar o 
mantener para el futuro esta forma so­
cial, por más que se empeñe el legisla­
dor en la Exposición de Motivos en jus­
tificar tal tratamiento jurídico como 
manifestación inherente a los caracte­
res personalistas de este tipo de socieda­
des. No creo que al empresario se le 
pueda convencer con doctrinarismos 
trasnochados. 

4. Las ventajas de la nueva Ley 

Como contrapartida a este trato riguro­
so en el ámbito económico ¿ha ofrecido 
el legislador ventajas reales que puedan 
aportar aspectos atractivos a esta forma 
social? 

A nuestro juicio, las principales ven­
tajas de las Sociedades Limitadas a tener 
en cuenta en el momento de replan­
tearse la elección de la forma social, se 
derivan de las siguientes consideracio­
nes: 
a) Del amplio margen de su posible re­

gulación estatutaria, que permite, a 
través de los Estatutos, escapar del 
régimen legal sustitutorio previsto 
en la Ley, adaptando su normativa 
reguladora a la voluntad expresada 
por los socios. En 66 ocasiones el le­
gislador se remite a los Estatutos, 
bien otorgándoles libertad de previ­
sión, bien permitiéndoles que orga­
nicen la sociedad de modo distinto 
a lo por él previsto. 

b) De la mayor simplificación de requi­
sitos y formalidades para ciertos ac­
tos respecto a lo exigido para la anó­
nima. Por ejemplo: un solo tipo de 
Juntas Generales, menor número de 
publicaciones, menor intervención 
de expertos independientes, supre­
sión de quorums de asistencia o de 
segundas convocatorias para las 
Juntas, menos informes de adminis­
tradores, etc. 

e) De la posibilidad de que en temas 
importantes se atienda más a consi­
deraciones personales de los socios 
que a la proporcionalidad estricta de 
los derechos con el capital. Así, por 
ejemplo, cabe que los Estatutos re­
gulen las participaciones con voto 
plural, que los Administradores no 
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se elijan por el sistema proporcio­
nal, que el derecho a los dividendos 
o a las cuotas de liquidación no sean 
proporcionales a las participaciones 
si así se acuerda, etc. 

En general, puede concluirse que en 
las nuevas sociedades limitadas el régi­
men económico será menos operativo, 
el de responsabilidades más severo y el 
régimen político más flexible. 

5. La importancia de los Estatutos 

De todo ello se desprende la enorme 
importancia que para la nueva Ley van 
a tener los Estatutos, el cuidado que 
habrá que poner en su redacción, adap­
tación o modificación y apurando al 
máximo la regulación propia las previ­
siones posibles. 

En la nueva Ley aparecen superpues­
tos tres sistemas de regímenes de regu­
lación distintos: 

1.0 Un régimen legal o «imperati­
vo», que afecta a cuestiones definito­
rias de la forma jurídica o bien a temas 
importantes sumamente sensibles, que 
resultan de obligado cumplimiento y 
contra el cual nada valen las disposicio­
nes estatutarias o los pactos sociales. 
Son por ejemplo, los que afectan a la 
imposibilidad absoluta de la libre trans­
misibilidad de las participaciones, a las 
interdicciones en el régimen económi­
co, o a las responsabilidades de socios 
por aportaciones no dinerarias y por 
deudas sociales en casos de restitución 
de aportaciones con reducción de capi­
tal, separación o exclusión de socios (5 
años) o por cuota de liquidación (inde­
finida). 

2. 0 Un régimen «Sustitutivo», am­
plio y diverso, regulado por la Ley, a ve­
ces de forma caprichosa o peligrosa (por 
ejemplo, el relativo a la transmisión de 
participaciones) que resultará de aplica­
ción sólo cuando los Estatutos no 
hayan previsto otra cosa. 

3. 0 Un régimen de «discrecionali­
dad», para todos aquellos aspectos no 
previstos por la Ley, y que no se opon­
gan a la misma, los cuales podrán ser re­
gulados libremente por los Estatutos. Se 
dan en supuestos variados y dispares. A 
título de ejemplo podemos citar: los 
quorums de asistencia a las Juntas, las 
ventajas de fundador, los dividendos a 
cuenta, el nombramiento no propor­
cional de administradores, etc. 

Finalmente digamos que, a diferencia 
de la Ley anterior, la actual prescinde de 
cualquier referencia a ningún régimen 
supletorio legal para llenar las lagunas 
de su regulación. Ni la Ley de Socieda-
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des Anónimas ni cualquier otra Ley 
mercantil especial tendrán este carác­
ter. Sólo los preceptos generales sobre 
sociedades del Código de Comercio o 
del Código Civil, por su naturaleza, po­
drían aportar criterios interpretativos. 

6. ¿Por qué forma social decidirse? 

Como el lector puede imaginar, el dile­
ma que nos planteamos al principio no 
da sólo para un artículo, sino para un 
libro entero. Pero las insalvables limita­
ciones de espacio obligan a concluir sin 
haber podido realizar un examen minu­
cioso de todos los aspectos y problemas 
que va a suscitar la nueva Ley. En cua­
dros anexos a este trabajo se aportan es­
quemáticamente algunos detalles in­
formativos más que pueden ayudar al 
lector a vislumbrar su alcance en una 
primera aproximación de urgencia. 

La Ley ya entró en vigor el uno de ju­
nio de 1995 y se aplica ya a todas las So­
ciedades Limitadas, aunque no hayan 
modificado todavía sus Estatutos. Por 
tanto, estos ya no serán válidos o se 
considerarán inexistentes en cuanto se 
opongan o contradigan a lo dispuesto 
en la misma, situación de la que convie­
ne apartarse cuanto antes para evitar 
confusionismos y para modular en lo 
posible a nuestra conveniencia el régi­
men legal sustitutivo y el discrecional. 
Pero convengamos que la nueva Ley va 
a plantear nuevamente a muchísimos 
empresarios españoles la disyuntiva de 
qué opción jurídica elegir para su socie­
dad en el futuro: ¿Anónima o Limitada? 

La decisión no es fácil. Y así debió en­
tenderlo el mismo legislador cuando ha 
dado un plazo sorprendentemente lar­
go, de tres años, para adaptar los Estatu­
tos de las actuales sociedades limitadas 
a los preceptos de la nueva Ley. 

Y como siempre ocurre y, además, es 
lógico, no existe, ni puede haber, una 
respuesta incuestionable a este dilema. 
Dependerá de un riguroso análisis de to­
dos los aspectos que deben ser conside­
rados y de la valoración de opciones que 
realice en cada caso el empresario. Aun­
que me temo que de nuevo, - tal vez 
obedeciendo a un inconsciente o secreto 
deseo del legislador-, el Registro Mer­
cantil Central volverá a constatar otro 
importante movimiento migratorio. 
Esta vez desde la forma de Sociedades Li­
mitadas hacia el cauce de las Anónimas, 
nominativas y sindicadas. 

*Abogado 
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PRINCIPALES DIFERENCIAS EN EL REGIMEN ECONOMICO 

Concepto 

CAPITAL (4) 
Cuantía (4) 
Desembolso (4) 
Autorizado ( 4) 

APORTACIONES NO 
DINERARIAS 
(20 y 21) 

AUMENTO DE CAPITAL 
Contravalor: (74) 

• Compensación créditos. 

Sociedad Limitada 

Participaciones no son títulos valores . 
500.000 . 
lntregro. 
No es posible. 

No precisa informe de experto independiente. Pero hay 
responsabilidad solidaria de todos los socios, exigible por 
Administradores, socios (5 %), y acreedores en caso de 
insolvencia , salvo que se sometan voluntariamente a 
valoración pericial. 

• Líquidos y exigibles. 
• Informe Administrador . 
• Responsabilidad socios y Administradores . 

• Aportaciones no dinerarias . • Informe Administrador. 

• Con cargo a reservas. 

Derecho de asunción 
preferente (75) , salvo 
absorción de sociedad 
o patrimonio escindido. 

REDUCCION DE CAPITAL 
Por restitución de 
aportaciones (80 y 82) 

• Responsabilidad socios y Administradores. 

• Todas. 

Proporcional a favor socios. 
Segunda vuelta entre socios. 
Adjudicación directa por los Administradores a terceros. 

Responsabilidad del socio por deudas 
sociales. 
5 años. Hasta el importe de la restitución. Salvo const. de 
reserva indisponible. 
Potestad estatutaria de notificación personal a acreedores. 
3 meses oposición. 
Devolución proporcional, salvo acuerdo unánime en contra . 

Por compensación de pérdidas Sólo si no hay reservas de ningún tipo. 
(82) 

AUTOCARTERA (40) 

El balance dentro de los 6 meses anteriores. 
No hay reducción obligatoria por porcentaje de pérdidas. 
No se pronuncia sobre limitación al reparto 
de dividendos. 
Por tanto, puede hacerlo sin volver a cubrir la reserva legal. 

Voluntaria : no es posible ni propias ni de dominantes. 

Derivativas : posible al adquirir patrimonio por título universal , 
por título gratuito, por reducción de capital o por adjudicación 
judicial con derechos preferentes o no de los socios. 
Amortización inmediata, o enajenación en un año si son acciones 
o participaciones de la dominante . 
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Sociedad Anónima Est. 

Acciones. Si lo son. Anotaciones en 
cuenta 
10.000.000. 
2.500.000 +parciales. 
Sí es posible. 

Informe de experto. • 

• Sólo el 25 % líquido y exigible. 
• Certificado auditor. 

• Informe experto. 

La legal, no. 

Proporcional a las acciones y a las 
obligaciones convertibles. 
Oferta pública. 

Derecho de oposición de los 
acreedores. 

Devolución proporcional, salvo 
acuerdo de mayoría de los 
interesados cuando no afecte por 
igual a todas las acciones. 
• Cabe la posibilidad de regulación 

estatutaria en las Sociedades de 
Responsabilidad Limitada. 

• 

Sólo si no hay reservas voluntarias • 
o si la legal, efectuada la reducción, 
no excede del 10 %. 
No se precisa la fecha del balance. 

Es obligatorio reducir cuando el 
haber social es inferior a 2/3 del 
capital. No puede repartir 
dividendos sin volver a cubrir la 
reserva legal. 

Posible de propias y de dominante 
con limitaciones hasta 10 % capital. 
Constitución de reserva 
indispon ible. 
El exceso debe enajenarse en el 
plazo de 1 año. 

Igual , pero tres años para 
enajenarlas. 

• 

Concepto 
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Sociedad Limitada 

Aceptación en prenda o garantía: no es posible. 
Asistencia financiera para la autocartera: no es posible 
en ningún caso. 

Régimen sancionador por infracciones: multa a los 
Administradores , hasta el máximo del valor nominal de la 
infracción . 
Expediente Ministerio Economía y Hacienda. 

L 

Sociedad Anónima 

Posible con las mismas limitaciones 
que para la autocartera. 
Es posible para facilitar la 
adquisición al personal. 

Más duro, alcanza a 
Administradores y Directivos y 
apoderados con poder de 
representación. 
Comisión Nacional de Mercado de 
Valores. 

TRANSMISION DE 
PARTICIPACIONES 
(26 y 28 a 34) 

Principio general: Limitación a la libre transmisibilidad a terceros. Principio general: libre 
Prohibidas las cláusulas que hagan la transmisión libre , o que transm isibilidad. Sólo podrán 
obliguen a transmitir un número de participaciones distintas a sindicarse las acciones por los 
las ofrecidas. Estatutos si son nominativas. 

DISTRIBUCION DE 
DIVIDENDOS (85) 

Si los Estatutos prevén el derecho de separación en cualquier 
momento, serán válidas las cláusulas que prohíban la 
transmisión voluntaria inter-vivos. 
También serán válidas las cláusulas Estatutarias que impidan la 
transmisión voluntaria durante un período de tiempo no superior 
a cinco años desde la constitución o aumento de capital. 
Transmisión voluntaria intervivos: la regularán los Estatutos 
con las limitaciones anteriores. 

En su defecto: régimen supletorio complejo basado en el 
consentimiento social con libertad entre socios, parientes y 
sociedades del mismo grupo. 

Puede no ser proporcional a las participaciones si así lo 
establecen los Estatutos. 
Dividendos a cuenta. No se prevén. Entendemos que puede 
preverlos los Estatutos. 

EMISION DE OBLIGACIONES Se prohíbe absolutamente emitirlas o garantizarlas, 
(9) de cualquier clase que sean. 

CREDITOS Y GARANTIAS 
A SOCIOS Y 
ADMINISTRADORES 
(101y52) 

RESPONSABILIDAD 
ECONOMICA EN CASOS 
DE SEPARACION 
Y EXCLUSION (103) 

CUOTA DE LIQUIDACION 
(119, 120 y 123) 

Pueden concederse a sociedades del mismo grupo. 
No a socios y Administradores, salvo acuerdo para cada 
caso de la Junta General, sin voto del interesado. 

El socio responderá igual que en la reducción de capital con 
devolución de aportaciones . 

Proporcional a la participación salvo Estatutos. Se paga en 
dinero, salvo acuerdo unánime de los socios . Restitución 
de las aportaciones no dinerarias si lo prevén los Estatutos. 

- Cesión global de activos y pasivos a socios o a terceros. 
Publicación en BORME: 
Derecho de oposición de acreedores durante un mes. 
- Bienes sobrevenidos, aumentan la cuota. 
Deudas sobrevenidas responsabilidad solidaria 
de los socios , hasta el importe de lo percibido. 

SOCIOS FUNDADORES (12) Pueden ser dos, salvo sociedad unipersonal. 

PARTICIPACIONES SIN VOTO No se prevé ni parecen posibles por el carácter personalista 
de la sociedad. 

PARTICIPACIONES CON 
VOTO PLURAL (53.4) 

Podrán preverlas los Estatutos. 
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Nulas las cláusulas que hagan 
intransmisible la acción. Sólo cabe 
la autorización previa social cuando 
los Estatutos mencionen las causas 
prohibitivas de la transmisión. 

Ha de ser proporcional. 
Se regulan ampliamente. 

Se permiten y regulan ampliamente. 

No se prevé. 
No existe tal prohibición. 

No existe esta responsabilidad. 

Proporcional, salvo Estatutos. 
No se prevé la forma de pago ni la 
restitución de aportaciones no 
dinerarias. 
No se prevé. 

No se prevé. 

Mínimo de tres, salvo unipersonal. 

Se prevén y regulan (arts. 90 a 92 
LSA). 

No son posibles. 

Est. 

• 
• 

• 

• 



Concepto 

JUNTA GENERAL (43 a 56) 

JUNTA UNIVERSAL (48) 

JUNTA GENERAL Y JUNTA 
UNIVERSAL (49) 

ADMINISTRADORES 
(57 a 70) 

MODIFICACION DE LOS 
ESTATUTOS (71 y 72) 

EXAMEN DE LA 
CONTABILIDAD (86) 

SEPARACION DE LOS 
SOCIOS (95 a 97) 

EXCLUSION (98 a 99) 

EFECTOS DE LA 
SEPARACION Y DE LA 
EXCLUSION (100, 101 y 103) 

M E R e A N T 

Sociedad Limitada 

- No distingue entre Ordinaria y Extraordinaria. 
- Competencia, igual que en la S.A. para las dos clases 
de Junta, más para lo que prevean la Ley o los Estatutos. 

Igual que en la S.A., pero aclara que puede celebrarse en 
cualquier lugar, incluso en el extranjero. 

No son posibles las limitaciones al derecho de asistencia 
ni al derecho de voto. 

Quorum de asistencia: no se precisa. Los Estatutos podrían 
pedirlo. 

Quorum de votación: Principio de mayoría siempre que 
representen al menos 1/3 del capital social. 

Mayorías cualificadas: Sólo para modificación de Estatutos, 
más del 50 %, salvo casos de 2/3. Los Estatutos pueden 
reforzar los quorums. 

Número máximo de Consejeros: 12. 

Administradores suplentes: Previsto. 

Duración del cargo: Indefinida , salvo Estatutos. Cabe la 
reelección. 

L 

Nombramiento: Junta General . No se prevé el nombramiento 
proporcional. Pueden no ser socios, salvo Estatutos. 

No exige informe de los administradores, pero hay derecho 
a examinar previamente el texto de la modificación. 

Sí implica nuevas obligaciones para los socios o afecta sus 
derechos individuales, se requiere el consentimiento de los 
afectados. 

Sociedad Anónima 

Similar con competencia mín ima 
obligatoria para la Ordinaria . 

No dice nada sobre el lugar de la 
celebración. 

Los Estatutos pueden exigir un 
mínimo de acciones para asistir y 
fijar un número máximo de votos de 
un mismo accionista o grupo . 

Lo establece para primeras y 
segundas convocatorias . 

Mayoría simple sin limitación en la 
2. ª convocatoria. 

Modificación de Estatutos, en 2. ª 
convocatoria con asistencia inferior 
al 50 %: voto favorable de las 2/ 3 
partes de capita l presente o 
representado . 

No hay número máximo de 
consejeros. 

No previsto. Cabe la cooptación . 

Máximo 5 años. Cabe la reelección. 
Estatutos . 

Igual, pero prevé la votación 
proporcional. 
• Cabe la posibi lidad de regulación 

estatutaria en las Sociedades de 
Responsabilidad Limitada. 

Informe de los administradores 
sobre la modificación . 

Consentimiento de la mayoría de las 
acciones de la clase afectada. 

No sólo tienen derecho a examinar los documentos sometidos Sólo los documentos. 
a aprobación en la Junta General, sino los soportes contables , 
salvo disposición en contrario de los Estatutos. 

Causas. 
a. Sustitución del objeto social. 
b. Traslado del domicilio al extranjero. 
c. Modificación de la transmisión de la participación 
d. Prórroga o react ivación social. 
e. Cambios en prestaciones accesorias , salvo Estatutos. 
f. Cualquier otro cambio estatutario. 

Causas: 
a. Incumplimiento en las obligaciones de prestaciones 

accesorias. 
b. Infracción en la prohibición de competencia. 
c. Condena por sentencia firme por daños y perjuicios 

a la sociedad. 
d. Por causas estab lecidas en los Estatutos. 

Reembolso de las participaciones. 
Plazo de dos meses desde la valoración. 
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a. Sustitución del objeto social. 
b. Traslado del domicilio al 

extranjero. 
c. Transformación en Colectiva 

o Comanditaria. 

Sólo prevé el impago de dividendos 
pasivos que permite vender las 
acciones del moroso por su cuenta 
y riesgo . 

Igual. No se pone plazo; pero si los 
acreedores han ejercitado su 
derecho de oposición por la 
reducción de capital, habrá que 
esperar hasta la presentación de 
garantías. 

Est. 

• 

• 

• 

• 

• 

• 
• 

• 

• 

• 

• 

Concepto 

EFECTOS DE LA 
SEPARACION Y DE LA 
EXCLUSION (100, 101 y 103) 

DISOLUCION 
(104 a 108) 

LIQUIDACION 
(109 y 123) 

M E R e A N T 

Sociedad Limitada 

Reembolso de las participaciones. 
Plazo de dos meses desde la va loración. 

Valoración de las participaciones: 
a. El acordado. 
b. En su defecto el fijado por el aud itor. 

Responsabilidad de los socios separados o excluidos: 
Por las deudas sociales, durante 5 años hasta el importe 
de lo recibido. 
Igual que la reducción. 
Igual trato al separado que al excluido. 

Causas: 
a. Cumplimiento del término. 
b. Acuerdo de la Junta General. 
c. Conclusión de la empresa. 
d. Falta ejercicio actividad durante tres años consecutivos. 
e. Reducción del capital por debajo del mínimo legal . 
f. Por otras causas estatutarias. 
g. Por la quiebra , si así se declara. 

L 

Sociedad Anónima 

Igual. No se pone plazo; pero si los 
acreedores han ejercitado su 
derecho de oposición por la 
reducción de capital , habrá que 
esperar hasta la presentación de 
garantías. 

Si cotizan en mercado secundario, 
la cotización media del último 
trimestre. 
Si no cotizan, el valor acordado o 
fijado por el auditor . 

No se prevé. Hay derecho de 
oposición de los acreedores. 

Las mismas , excepto la d) , más: la 
fusión y la escisión de la sociedad. 

Reactivación de la sociedad disuelta: Prevé una incomprensible No la prevé. 
oposición de acreedores . 

Nombramiento de liquidadores: 
Según los Estatutos o por acuerdo de la Junta General. 
Subsidiariamente lo serán los mismos admi nistradores. 
Regula especialmente la sustitución en caso de fallecimiento 
o cese y la designación judicial. 

Cuentas: 
Inventario inicial a los tres meses. 

Cuentas anuales, más informe anual sobre el estado de la 
liquidación. 

Regulación más simple. 
Deben ser número impar. 
Prevé el cargo de interventor, 
designado por minoría de un 20 %. 

Lo deben firmar con los 
administradores al inicio, sin 
determinación de plazo. 

Cuentas anuales, periódicamente 
informe sobre el estado de la 
liquidación . 

Balance final con proyecto de división. Posible Impugnación. Prácticamente igual. 

81 

Economist & Jurist 

Est . 
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La permanencia 
de las sociedades disueltas 
por aplicación de D.T. 6.ª 
de la L.S.A 1989: 
Alternativas a la 
desaparición radical 
de las S.A. que no han 
adaptado su capital social 
Francisco de Quinto Zumarraga * 
Juan Carlos Piqué Hernández* * 

El párrafo segundo de la Disposición 
Transitoria sexta del Texto Refundido 
de la Ley de Sociedades Anónimas dice 
textualmente: «Si antes del 31 de di­
ciembre de 1995 las sociedades anóni­
mas no hubieran presentado en el Re­
gistro Mercantil la escritura o escrituras 
en las que consten el acuerdo de au­
mento de capital social hasta el mínimo 
legal (recordar que dicho mínimo está 
fijado en 10.000.000 ptas.), la suscrip­
ción total de las acciones emitidas y el 
desembolso de una cuarta parte, por lo 
menos, del valor de cada una de sus ac­
ciones, quedarán disueltas de pleno de­
recho, cancelando inmediatamente de 
oficio el Registrador los asientos corres­
pondientes a la sociedad disuelta .. . ». 

A pesar de que este texto y sus conse­
cuencias eran conocidos desde 1989 y a 
pesar de que mucho ha llovido desde 
entonces, no sorprende excesivamente, 
conociendo la idiosincrasia imperante 
en el país, que a la fecha de entrada en 
vigor del castigo, existieran aproxima­
damente 250.000 sociedades que no 
habían cumplido los requisitos de am­
pliación, suscripción y desembolso de 
capital social en los términos arriba 
transcritos. 

No debe cundir el pánico cuantitati­
vo, por cuanto la mayoría de ellas son 
sociedades instrumentales que a buen 
seguro se encontraban vacías de conte­
nido económico y carentes de voluntad 
jurídica de permanencia, por lo que 
la aparición del «ángel exterminador» 
en la figura de Registrador Mercantil no 
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ha hecho más que ayudarles a bien mo­
rir. 

No obstante lo anterior, todos los 
profesionales estarnos viviendo a partir 
del 1 de enero pasado la incómoda si­
tuación que plantea un pequeño núme­
ro de sociedades anónimas cuyos ba­
lances presentan derechos (activos 
inmovilizados o cuentas a cobrar) y 
obligaciones (pasivos exigibles), para 
las que la «muerte súbita registra!» no 
resulta más que un mero absurdo. En 
conjunto estas sociedades pueden re­
presentar entre 15.000 y 25.000 casos 
individuales, lo cual supone un volu­
men de «excepciones» suficiente corno 
para vernos obligados a buscar entre to­
dos soluciones prácticas, lógicas y con 
coherencia jurídica. 

Un atisbo de solución «Oficialista» se 
deduce de la resolución de la Dirección 
General del Registro y del Notariado de 
4 de marzo de 1996. Entre otras cosas 
en sus fundamentos jurídicos se dice; 
«La finalidad de la norma es clara: la de­
saparición de la sociedad anónima 
preexistente a la nueva Ley de Socieda­
des Anónimas que a partir del 31 de di­
ciembre de 1995 no hubiesen ampliado 
su capital por encima del mínimo legal; 
ahora bien, es obvio que esta desaparición 
no puede imponerse de forma radical en un 
momento determinado, con desconoci­
miento de las múltiples relaciones jurí­
dicas en los que la entidad puede estar 
interesada. Es por eso que la norma cues­
tionada no declara la extinción inmediata 
de la personalidad de las sociedades anóni-

Más de 20 años de experiencia en la tramitación 

de anuncios oficiales nos permiten ofrecerle un 

servicio completo, sin fallos y de plena confianza, 

del que da fe nuestra cartera de clientes. 

de la 

documentación del anuncio, mediante nuestro 

servicio de mensajeros. 

las 24 horas del día. 

para 

Convocatorias de Juntas, Fusiones, Ampliación 

de Capital, etc. SIN CARGO. 

del coste del anuncio a 

publicar. 

directamente en las 

oficinas del BOE-BORME, donde despachamos 

cada día personalmente. 

de todas las 

Comunidades Autónomas. 

con toda la prensa y revistas del país. 

de su anuncio, desde su 

correcta fecha de publicación hasta el repaso del 

texto. 

en 

su domicilio al día siguiente de su aparición. 

para cubrir cualquier 

necesidad de consulta o justificación de su 

publicación. 

IT 
PUBLICIDAD 

Josep Tarradellas, 155 • 08029 Barcelona 
Tel. 4 ID 45 55 • Fax 430 39 75 



En Andorra, la seguridad 

Servicios para sociedades 
Creación con corresponsales en todo el mundo de sociedades off-shore. 

Servicios administrativos, libros de actas, domiciliación. • Juntas de administradores y de accionistas. 

Servicios para particulares 
Asesoramiento económico privado, herencias complejas. • Donaciones fiduciarias, Andorran Trusts ®. 

Fundaciones familiares y benéficas, herederos de confianza. 

Introducción a otros profesionales 
Bancos: todo tipo de cuentas, certificados de depósito, etc. 

Abogados y notarios: asesoramiento jurídico local, codicilos. • Auditores, asesores de inversiones, etc. 

Servicios efectuados por economistas 
Diez años de experiencia. • Estricto secreto profesional protegido por la ley. 

Español, catalán, francés, inglés. 

~AEl)ES 
Assessorament Económ1c d'Empreses i Societats 

AEDES, SL Calle Bonaventura Armengol, 15. Andorra la Vieja. Tel. : (376) 829616. Fax: (376) 86217 4 Principado de Andorra 

mas efectuadas a partir de la fecha señala­
da, sino, exclusivamente, su «disolución de 
pleno derecho», expresión ya acuñada por 
el legislador, que respeta la persistencia de 
esa personalidad jurídica, pero de un modo 
transitorio, pues excluye la posibilidad 
de contraer nuevas obligaciones y hacer 
nuevos contratos e impone la apertura 
del proceso liquidatorio encaminado a la 
conclusión ordenada de las relaciones jurí­
dicas pendientes». 

Primera solución~ La liquidación 

En este párrafo abordamos la primera 
vía para desbloquear el absurdo jurídico 
en el que se encuentran un número no 
despreciable de sociedades; se trata de 
la liquidación. Este proceso es aplicable 
para las sociedades que no tengan voca­
ción de continuidad pero que precisen 
de una «Conclusión ordenada de sus re­
laciones jurídicas». Destacamos que se 
trata de la primera vía y consecuente­
mente queremos decir que no es la úni­
ca y por descontado no es la mejor solu~ 
ción para aquellas sociedades que sí 
tengan una vocación de permanencia. 

En esta hipótesis los pasos a desarro­
llar son los siguientes. 

l. Realización de junta general de la 
sociedad mediante la fórmula de junta 
universal, si fuera posible, y en su defec­
to, convocatoria de junta judicial a pe­
tición del 5 % del capital social. En este 
último supuesto sería necesario adjun­
tar un certificado del Registro Mercantil 
acreditativo de la situación de la socie­
dad. 

2. Levantamiento de acta de la Junta 
en la que deberán figurar entre otros 
acuerdos los siguientes: 
-Nombramiento de liquidadores. 

MERCAN T L 

- Acuerdo de venta o adjudicación di­
recta de bienes. 

El acta puede ser extendida por el pre­
siden te o secretario de la Junta o bien 
mediante la figura de acta notarial (más 
recomendable). 

3. Proceso de liquidación. A desarro­
llar por los liquidadores mediante la 
realización de activos, la cancelación de 
deudas mediante el pago y posterior re­
parto del excedente si la hubiere. Se de­
be destacar que los bienes inmuebles se 
pueden vender mediante venta directa, 
si lo decide por unanimidad la junta ge­
neral previa cancelación de la totalidad 
de la deuda. En caso contrario, se debe­
rá recurrir inexcusablemente a la subas­
ta pública. 

4. Inscripción de las transmisiones 
de inmuebles en el Registro de la Pro­
piedad. 

Segunda solución: La fusión 

El planteamiento anterior puede ser vá­
lido para algunas sociedades pero no 
para todas. En efecto, hay sociedades en 
situación de bloqueo del Registro Mer­
cantil lo que imposibilita la realización 
de determinadas operaciones, princi­
palmente en lo relativo a disposición de 
sus activos inmovilizados y a pesar de 
todo éstas manifiestan una clara, o ne­
cesaria, voluntad de continuidad de su 
efectiva actividad. En este supuesto y 
aplicando una interpretación analógica 
al texto reproducido anteriormente de 
los fundamentos jurídicos de la Resolu­
ción referida, cabe concluir que si es vá­
lida la junta general constituida para la 
liquidación, también cabe que dicha 
junta general concluya en otro tipo de 
acuerdos, entre los que cabe contem-
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plar la fusión con otra sociedad. Esta alter­
nativa permitiría la continuidad de las 
actividades de la sociedad sancionada 
sin tener que recurrir al pago previo de 
todas sus deudas, en contraste con lo re­
querido para la liquidación. Para ello se 
deberán respetar los trámites de todo 
proceso de fusión que detallaremos a 
continuación, previo cumplimiento de 
estos elementos: 
- C0nsentimiento de los acreedores, 

mediante el no ejercicio de derecho a 
reclamar su deuda. 

- Derecho de los socios discrepantes 
con la fusión a reclamar su parte y se­
pararse de la sociedad. 
El proceso de fusión, regulado por la 

Sección 2.a del T.R. Ley de Sociedades 
Anónimas y artículos 193 a 204 y 209 a 
212 del Reglamento del Registro Mer­
cantil, no es excesivamente caro, pero 
si complicado. 

A modo de síntesis destacan los si­
guientes trámites exigidos: l. Redac­
ción del proyecto de fusión. 2. Depósito 
del proyecto en el Registro Mercantil. 
3. Realización del balance de fusión, 
verificado por auditor independiente. 
4. Informe de experto independiente, 
relativo a la situación económico-patri­
monial de las sociedades. S. Informe de 
los administradores de las dos socie­
dades que, a modo de memoria de la fu­
sión, recoja sus motivos y sus peculiari­
dades económicas y jurídicas. 6. Acuer­
dos de las juntas generales de las dos 
sociedades aprobando los balances y la 
fusión. 7. Publicidad de los referidos 
acuerdos; en el BORME y en dos perió­
dicos provinciales. 8. Oposición de los 
acreedores, si la hubiere, en cuyo caso 
los acreedores contrarios tienen dere­
cho al cobro de su deuda. 9. Confección 



del inventario de la sociedad absorbida, 
con detalle de los bienes y obligaciones 
que se traspasan. 10. Inscripción de la 
fusión en el Registro Mercantil, previo 
pago de los impuestos correspondien­
tes. 11 . Cancelación de la sociedad ab­
sorbida que en nuestro caso se produce 
de oficio. 

A la vista de lo expuesto queda claro 
que el proceso de fusión no resulta ex­
cesivamente cómodo, aunque puede 
ser útil en determinadas circunstancias. 

La tercera alternativa: 
la transformación en sociedad limitada 

A partir del texto antes transcrito de la 
Resolución de la Dirección General, 
queda claro que la aplicación de la dis­
posición transitoria sexta que nos ocu­
pa, no provoca la extinción inmediata 
de las sociedades afectadas (vid supra). 
A partir de esta realidad indubitable ca­
bría plantear un tercer camino alterna­
tivo a los dos anteriores, a los que aven­
taja por su sencillez y rapidez. 

Consiste en celebrar junta general 
universal de la sociedad afectada (si es 
posible) ante Notario, previo cumpli-
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miento del trámite de demostración 
de la titularidad del 100 % del capital 
y aprobar la transformación de la so­
ciedad anónima en sociedad de respon­
sabilidad limitada, para posterior ins­
cripción del acuerdo en el Registro 
Mercantil. Este sistema no debería pre­
sentar problemas en los casos en que no 
existan acreedores, aunque su validez 
no está tan clara en caso contrario. 

Valoración de las alternativas 

No hay duda de la validez de la primera 
alternativa, por cuanto coincide con la 
finalidad sancionadora de la disposi­
ción que comentamos. Por contra con 
el argumento anterior, parece que las 
otras dos están fuertemente contesta­
das desde los ámbitos registrales. 

En defensa de la alternativa de fu­
sión, cabe destacar que existe un ante­
cedente no muy lejano, en que se per­
mite la fusión de una empresa en 
liquidación. En este bucle del proceso 
cabe plantearse que el órgano de la so­
ciedad absorbida sea el administrador 
en vez del liquidador. 

Si se admitiera en la práctica la vali-

dez de la fusión en estos supuestos, se 
reforzaría a su vez lo expuesto en tercer 
lugar, como transformación en socie­
dad de responsabilidad limitada. Para 
saberlo tan sólo cabe probarlo y recurrir 
la probable denegación de inscripción 
del acuerdo en el Registro Mercantil, 
ante la Dirección General. 

La continuidad del nombre 

En los supuestos en que la vocación de 
la sociedad afectada sea la de supervi­
vencia, puede plantearse el problema 
de que además quiera mantener la con­
tinuidad de la denominación mercantil 
originaria. Esto será posible en el futuro 
previo paso por una situación transito­
ria, obligada por la asunción de un 
nombre distinto que podrá cambiarse 
por el antiguo una vez se haya concreta­
do la «extinción formal» de la sociedad 
originaria. La transitoriedad tendrá 
como mínimo la duración de un año. 
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¿Es obligatorio el timbrado 
de recibos descontados 
o entregados en gestión 
de cobro a entidades 
bancarias? 
Examen de esta problemática tras la reforma 
de la normativa reguladora del impuesto 

Luis M. ª Mira/bel/ Guerin * 
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7.º Posibilidad de cesión del créd ito representado por rec ibo, a las entidades 
bancarias que lo ant icipan 

1. 0 Planteamiento del problema 

Con la normativa vigente hasta el pa­
sado año (Ley del ITPAJD/80; Texto 
Refundido/80 y Reglamento/81) las en­
tidades bancarias han venido repercu­
tiendo timbres, tanto en la gestión de 
cobro como en el descuento de recibos 
a sus clientes, en pago del impuesto de 
Actos Jurídicos Documentados. 

Uno de los factores que está produ­
ciendo la fuerte competencia en el mer­
cado en los últimos años ha sido, sin 
duda, el agravamiento de las condicio­
nes de pago, no sólo en cuanto a los pla­
zos, sino también en los instrumentos 
utilizados, pasándose de un dominio 
generalizado de la letra de cambio cuya 
ejecutividad revelaba una notable dosis 
de confianza y, a la vez, permitía su uti­
lización como instrumento de pago a 
terceros (bancos y proveedores) con 
base en la obligación abstracta del acep­
tante que sitúa al endosatario al margen 
de las vicisitudes de la relación entre li-
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brador y librado. Hoy, es notable la dis­
minución del protagonismo de la letra 
de cambio en el tráfico mercantil, que 
en el mejor de los casos es sustituida por 
el pagaré no a la orden, pero mayorita­
riamente, por simples facturas que des­
pués generan la expedición de un 
documento denominado recibo del 
acreedor hacia un pago domiciliado 
bancariamente por el deudor. 

El recibo, gestionado para su cobro 
por un banco es, pues, una de las for­
mas de cobro más extendidas en el mer­
cado nacional, y de ahí que la confu­
sión acerca de su necesidad de timbrado 
hoy existente y la repercusión que al 
respecto pueda tener la nueva normati­
va sobre el particular, es un tema de 
candente actualidad. 

Las entidades bancarias fueron auto­
rizadas, mediante OM de 31 de marzo 
de 1983, 30 de enero de 1989 y 13 de 
junio de 1991, del Ministerio de Ha­
cienda, a pagar en metálico el impuesto 
de Actos Jurídicos Documentados me-
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diante su ingreso directo a la Hacienda 
Pública previo el cargo correspondiente 
en la cuenta de sus clientes, siendo rele­
vadas del uso de timbres móviles de los 
efectos negociados en aras a la facilita­
ción de la manipulación en masa de es­
tos instrumentos de cobro. 

Son pues las entidades bancarias 
receptoras de los documentos, ya sea 
para su gestión de cobro, ya sea para su 
anticipo por descuento, las que unilate­
ralmente deciden si deben aplicar o no 
los timbres a los recibos facilitados por 
sus clientes, siendo responsable de su 
pago, como entidad que ha intervenido 
en su negociación o cobro (Art. 78 RIT­
PAJD/95). 

Es éste el primer problema práctico 
con que cliente y banco se encuentran 
en el momento de la entrega de docu­
mentos: que ambos tengan criterios 
dispares sobre la procedencia o no de la 
aplicación de los timbres a los mismos. 
Convendrá que en el momento de en­
tregar la remesa este extremo quede cla­
ramente delimitado, tomando el banco 
las medidas oportunas de garantía res­
pecto de aquel cliente, sujeto pasivo, 
que discrepe de su criterio. Decimos 
esto, porque el texto de la nueva Ley, a 
pesar de su notable evolución favorable 
en su último redactado, sigue dando lu­
gar a confusión, confusión que se verá 
incrementada por el hecho de que se 
trata de un impuesto cuya gestión se ha 

delegado en las diversas Comunidades 
Autónomas, por lo que los criterios de 
interpretación también podrán en el fu­
turo ser diferentes. 

La inclusión de los recibos como do­
cumentos expresamente sujetos a tim­
bre viene de antiguo. Desde la propia 
Ley del Timbre del año 32., recogiendo 
una amplia definición el Reglamento 
del año 56. 

2. º Normativa anterior 

El Reglamento del ITPAJD del año 81 
derogado con la entrada en vigor del 
Texto Refundido y Reglamento del año 
95, recogía expresamente como docu­
mentos mercantiles sujetos al impuesto 
de Actos jurídicos Documentados, 
«Art. 44 ... 

c) Los recibos a la orden, los des­
contados por empresas bancarias o de 
crédito y los que, hayan sido o no des­
contados, sean cobrados por cual­
quier Entidad en plaza distinta de la 
del domicilio del expedidor o, en su 
caso, de la localidad donde se en­
cuentre el establecimiento perma­
nente que los expida.» 

Con el texto transcrito hoy derogado, 
no había duda: los recibos descontados, 
y los entregados al cobro a un banco 
para su cobro en plaza bancaria distinta 
a la del domicilio del expedidor, debían 
ser timbrados. 
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3. º Normativa actual 

Pues bien, y ahí está el punto clave de 
toda la cuestión, el nuevo Reglamento 
del año 95 (Rd. 828/1995 de 29 de 
mayo, BOE de 22 de junio de 1995), ha 
suprimido cualquier referencia ex­
presa a los recibos como objeto del 
impuesto, indicando que no están su­
jetos al mismo los documentos « ... que 
se expiden con el exclusivo objeto de 
probar el pago de una deuda», defini­
ción totalmente coincidente con la pro­
pia de lo que conocemos como recibo. 
Basta releer la definición que del mismo 
realizaba la Ley del Impuesto Sobre el 
Timbre del año 1932 en su Art. 190 para 
darse cuenta de la absoluta coinciden­
cia. Así, dicha norma definía el recibo 
de la forma siguiente: « ... todo escrito 
que el acreedor expida a favor del 
deudor por pago total o parcial, en 
metálico, compensación o abono en 
cuenta, o que anule una deuda exis­
tente ... » 

La nueva normativa menciona a las 
letras de cambio como es natural, los 
resguardos o certificados de depósito 
transmisibles, pagarés cambiarios, ex­
cepto los expedidos con «cláusula no a 
la orden», y los cheques a la orden o 
que sean objeto de endoso, pero no 
cita expresamente a los recibos 
- como se ha indicado- , por lo que su 
posible sujeción o no al impuesto, 



pasa por dilucidar si encajan dentro de 
la definición de «documento que rea­
liza función de giro» que con carácter 
general, y como cajón de sastre, la nor­
ma declara timbrable (Art. 76,3. c 
Reg.). 

4. º Criterio de la AEB 

Cabe indicar que el criterio aplicado 
por los Bancos, que deriva de la opinión 
marcada por la Comisión Fiscal de la 
Asociación Española de Banca Priva­
da (AEB) en su Circular n.º 659, es in­
terpretar la Ley en el sentido de que 
procede el cobro de timbres en los re­
cibos entregados al descuento, y no 
cobrarlos en los recibos entregados a 
los bancos en gestión de cobro, argu­
mento restrictivo que se basa en el no 
justificado argumento contenido en la 
Circular referida de que los recibos ne­
gociados producen función de giro. 

Esta es la causa del porqué actual­
mente los Bancos ofrecen la gestión de 
cobro de recibos sin repercusión de tim­
bres aunque sean pagaderos fuera de 
plaza, lo que es concorde con la nueva 
normativa que a su vez, ya no distin­
gue, como hacía la derogada, entre pa­
gos dentro y fuera del lugar del domici­
lio del librador. 

S. 0 El recibo no cumple función de giro 

Sentado cuál es el criterio que se está lle­
vando a la práctica desde los propios 
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bancos, añadamos por nuestra parte 
que no podemos compartir el criterio 
restrictivo de la AEB al considerar apli­
cables los timbres a los recibos que son 
negociados, por las razones que pasa­
mos a desarrollar. 

La definición genérica de cuando a su 
juicio, un documento realiza función 
de giro, la realiza la propia normativa 
del impuesto en los términos siguien­
tes: cuando «por sí mismos, acrediten 
literalmente y con carácter autóno­
mo el derecho económico de su legíti­
mo tenedor para cobrar de la persona 
que designen, y en el lugar y fecha, 
con independencia de los de emisión, 
que el propio documento señale, una 
cantidad determinada en dinero o 
signo que los represente (Art. 76 c) 
Regl. 95)». 

A la vez, mantiene el nuevo Regla­
mento, la definición del art. 44,2 
del Reglamento derogado, incluyendo 
como documentos mercantiles de los 
que se entenderá (sic) que cumplen 
función de giro a los efectos del impues­
to, «Cuando acrediten remisión de 
fondos o signo equivalente de un lu­
gar a otro, o implique una orden de 
pago, aun en el mismo en que ésta se 
haya dado, o en el que figure la cláu­
sula a la orden (Art. 76, 2.º Regl. 95). 

¿Cuál es la causa del cambio de redac­
tado y, en concreto, de la supresión de 
la referencia expresa a los recibos que se 
hacía en la normativa anterior? A nues­
tro juicio, la causa no es otra que el reco-
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nacimiento explícito de la nueva nor­
ma, de la incorrección de la inclusión de 
los recibos como documentos sujetos al 
impuesto, que tiene su raíz en el con­
cepto mismo de documento mercantil 
que cumple función de giro o acredita la 
remisión de fondos o signo equivalente 
de un lugar a otro, funciones que no ha 
cumplido nunca el recibo. 

El concepto de documento mercantil 
a los efectos del impuesto de Actos Jurí­
dicos Documentados, se identifica con 
lo que denominamos títulos valores 
jurídico-obligacionales (Garrigues, 
Curso. Tom. I, pág. 730), es decir, títu­
los valores, en la medida en que su 
posesión física está indisolublemente 
ligada al ejercicio y transmisión del de­
recho que representan; y jurídico-obli­
gacionales, porque el derecho que in­
corporan son créditos, sumas de dinero 
a satisfacer por el obligado según el títu­
lo, a quien resulte ser último y legítimo 
tenedor del documento sin cuyo rescate 
en el momento del pago, éste, para el 
deudor, no es liberatorio. 

El timbre quiere gravar ese «Valor in­
corporado» que supone la eficacia del tí­
tulo como instrumento de pago, equivalente 
a un movimiento de dinero, es decir, trans­
misión de fondos que evita y sustituye 
la manipulación de efectivo, de un lugar 
a otro, función original de los principa­
les títulos cambiarios (letra pagaré y 
cheque). A ese aspecto se refiere la nor­
ma desde sus precedentes, cuando ha­
bla de «títulos que acreditan remisión 
de fondos de signo equivalente de un 
lugar a otro». Se trata de ese valor que 
adquiere el título en el comercio como 
instrumento de pago, equivalente al di­
nero efectivo que sustituye. Y en este as­
pecto, el documento cumple función de 
giro, tanto si el movimiento de dinero 
equivalente que opera con la entrega 
del título entre acreedor y deudor, se re­
fiere a pagos fuera, o en el mismo lugar 
del domicilio del librador del documen­
to. Por eso es técnicamente acertado, a 
nuestro juicio, la supresión en la actual 
normativa, de la diferencia entre recibos 
pagaderos en la misma, o en distinta 
plaza a la del domicilio del librador, ya 
que el efecto traslativo por equivalencia 
(realidad virtual de movimiento de 
dentro) surte el mismo efecto si deudor 
y acreedor residen en el mismo lugar, 
que si lo hacen en lugares distintos. 

En segundo lugar, el impuesto quiere 
gravar la eficacia del documento como 
instrumento ágil y jurídicamente 
perfecto de circulación del crédito, es 
decir, transmisión de los derechos al co­
bro del crédito que genera la tenencia 

del documento. El documento que se­
gún se ha comentado en el párrafo pre­
cedente cumple función de giro en la 
medida que sirve como instrumento de 
pago como si de efectivo se tratara, tam­
bién cumple dicha función de giro 
cuando admite la circulación, el tráfico 
del derecho al crédito mediante su sim­
ple tradición. Es lo que la normativa del 
impuesto identifica con documento 
que «implique una orden de pago ... o 
en él figure la cláusula a la orden». 

Esas dos facetas como elementos defi­
nitorios de que el documento cumple 
función de giro y, por lo tanto está suje­
to al impuesto son recogidas de nuevo 
por el Reglamento/95 Art. 76, 3.º c), 
cuando afirma que cumplen función de 
giro: «C) Los documentos expedidos 
en el tráfico mercantil que, por sí mis­
mos, acrediten, literalmente y con ca­
rácter autónomo el derecho económi­
co de su legítimo tenedor a cobrar de 
la persona que designen, y en el lugar 
y fecha que, con independencia de los 
de emisión, el propio documento se­
ñale una cantidad determinada de di­
nero o signo que los represente». 

También lo ha entendido de esta ma­
nera nuestra Jurisprudencia. El TSJ de 
Madrid, S. 4 de junio de 1992, dejó di­
cho que la función de giro es aquella 
que conlleva la sustantividad del do­
cumento con referencia a las obliga­
ciones que fueron causa de su emi­
sión y que lo hace susceptible de 
endoso para que, mediante el mismo, 
alguien se sitúe en la posición crediti­
cia del acreedor original... situándose 
como sujeto pasivo del impuesto la 
persona o entidad que haya expedido 
el documento, colorario lógico que 
hace recaer el tributo sobre quien 
emite un documento que contiene un 
valor en sí mismo por ser susceptible 
de realizar una función de giro». 

Pues bien, ni una ni otra función, se 
consigue ni se ha conseguido nunca, con el 
mal llamado endoso de los recibos norma­
lizados, pues jamás podrá decirse que 
con su entrega al Banco para su des­
cuento, éste haya adquirido como si de 
una letra de cambio, pagaré o cheque se 
tratara, un derecho autónomo, pleno, 
sobre el crédito que supuestamente re­
presenta el derecho a cobrar directa­
mente del obligado al pago que figura 
en el documento. 

Cuando son cedidos en gestión de 
cobro al Banco, se trata de una mera ce­
sión fiduciaria o de apoderamiento y 
por lo tanto obviamente, el Banco no 
adquiere ni el derecho sobre el título, ni 
el derecho sobre el crédito. 

M E R C A N T L 

En suma, en palabras del actual Re­
glamento, los recibos no constituyen do­
cumentos que, por sí mismos, acrediten li­
teralmente y con carácter autónomo el 
derecho económico de su legítimo tenedor 
para cobrar de la persona que designen. 

El Banco los toma al descuento con 
base en la confianza de su cliente des­
contante, o la de sus fiadores solidarios 
que al tiempo de aperturar la línea de 
descuento suscriben pólizas que permi­
ten en el futuro su ejecutividad en caso 
de impago. 

Tampoco puede el Banco transmitir 
el título a un tercero, de modo que pue­
da cumplir la misión circulatoria propia 
de todo título valor endosable, incorpo­
rando al cambio de posesión la transmi­
sión del supuesto derecho de crédito 
que lleva inherente. 

A nuestro entender, los recibos, ni 
con la normativa anterior ni mucho 
1nenos, con las definiciones conteni­
das en el Texto Refundido y el Regla­
mento de 1995, podían ni pueden ser 
conceptuados como documentos que 
cumplen función de giro, y no debie­
ron ni deben bajo esa premisa, estar 
sometidos al impuesto de Actos Jurí­
dicos Documentados. 

Sólo su mención expresa en la 
anterior normativa como documento 
sujeto podía justificar el pago del im­
puesto. 

6.0 La cláusula ((A la orden» en los 
recibos 

Queda un único resorte que sirve de 
agarradera para seguir aplicando de for­
ma generalizada el timbre a la manipu­
lación de recibos por las entidades ban­
carias. Se trata de la presunción que la 
norma establece (Art. 76,2 Regl. 95) de 
considerar como documento que cum­
ple función de giro y por lo tanto, suje­
to al impuesto, aquellos que se extien­
dan con cláusula a la orden. 

La expresión, «Se entenderá», no pue­
de tener otro alcance que el de una pre­
sunción destruible con prueba en con­
trario, lo que podrá rebatirse con los 
argumentos que hasta ahora se han de­
sarrollado . No obstante, las entidades 
bancarias al ver, como así ocurre, que la 
mayoría de los recibos incluyen dicha 
cláusula, innecesariamente de forma 
automática aplican el timbre corres­
pondiente. 

Frente a tal comportamiento cabe 
oponer, en primer lugar, la conocidísi­
ma doctrina jurisprudencia! de la pre­
valencia de la voluntad real sobre la no­
menclatura que las partes ponen al 
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contrato: «los contratos son lo que 
son y no lo que digan las partes con­
tratantes ... » (STS 24 de marzo de 
1972), entre muchas otras), de modo 
que, porque las partes hayan introduci­
do la cláusula a la orden en un docu­
mento, no por eso le pueden dar alcan­
ce de título valor cambiario, que puede 
enajenarse por la forma simplificada de 
transmisión que es el endoso, de modo 
que, así, se produzca también la trans­
misión de un supuesto derecho que el 
título incorpora. . 

Pero es que, además, la práctica nos 
demuestra que existen numerosos títu­
los valores impropios a los que los parti­
culares introducen la cláusula de endo­
so, y no por ello ostentan la condición 
de tal, como así lo ha declarado incluso 
nuestra Jurisprudencia. En este sentido, 
a ningún banco se le ocurre y la Admi­
nistración no reclama, la imposición de 
timbres en las denominadas certifica­
ciones de obras o servicios derivadas de 
contratos de obras o suministros con las 
Administraciones Públicas cuando son 
anticipadas por los bancos, a pesar de 
contener todas ellas cláusula de endo­
so. Han sido los Tribunales quienes ex­
presamente han indicado que dichos 
documentos no realizan función de 
giro (TSJ Madrid, Sala de la Cont.-Adm., 
S. 4 de junio de 1992) . Y así ha ocurrido 
con otros documentos como libretas de 
ahorro, resguardos o libretas de imposi­
ciones a plazo fijo, resguardos atípicos 
de diversas clases, o más recientemente 
los denominados pagos certificados, 
etc., cuyo endoso se ha venido realizan­
do impropiamente, y no por eso han 
adquirido la categoría de títulos valores 
representativos por sí mismos de un 
derecho de crédito, y mucho menos 
puede decirse que cumplan función 
de giro. 

Para nuestro TS, dichos endosos im­
propios, «Constituyen meros apodera­
mientos o simples comisiones de co­
branza a favor de quien se extienden, 
sin transmisión plena de la obliga­
ción que reflejan (STS 14 de noviem­
bre de 1989).» 

La nueva Ley y su Reglamento, sin 
embargo, no ha sido tan explícita como 
debía, manteniendo los términos con­
fusos con definiciones genéricas sobre 
el concepto de documento que cumple 
función de giro, algo más delimitada 
que la anterior, valga decirlo, pero 
manteniendo la conceptuación como 
tales de aquellos que incorporen la 
cláusula a la orden. 

Hasta ahora, los recibos se han veni­
do expidiendo «a la orden», figurando 



el nombre del Banco en el lugar equiva­
lente al del tomador en la letra de cam­
bio, con lo que se cumplía otro requisi­
to que el Reglamento contemplaba 
como causa del pago del impuesto 
-documento librado a la orden-, pre­
suntivo de que cumplía función de 
giro. 

Pues bien, no es necesario y desde 
luego nada conveniente, la introduc­
ción de esta cláusula en los recibos. Bas­
tará con titular el espacio destinado al 
Banco que se encarga de su cobro de 
otra manera, como por ejemplo: «ban­
co mandatario» u otra expresión equi­
valente. Con ello se habrá suprimido la 
condición presuntiva de aplicación del 
impuesto, al no contener la cláusula a 
la orden. 

7.º Posibilidad de cesión del crédito 
representado por recibo, a las 
entidades bancarias que lo 
anticipan 

Ahora bien, ¿con lo dicho quiere decir­
se que las entidades bancarias no pue­
den recibir por vía de cesión plena, y 
previo su anticipo, los derechos de co­
bro frente a terceros de sus clientes, que 
no estén representados en letras de 
cambio u otros documentos cambia­
rios? La respuesta es negativa. Se pue­
den perfectamente instrumentalizar 
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cesiones plenas sobre créditos no for­
malizados en documentos de giro, para 
lo que basta la formalización por escri­
to de la cesión previo su anticipo por el 
Banco y la notificación al deudor u otra 
persona expresamente designada al 
efecto por el mismo. El camino no es 
otro que el previsto expresamente por 
los Art. 34 7 y 348 del Código de Co­
mercio, cesión de créditos no endosa­
bles. 

De hecho, ya algunos bancos han 
puesto en circulación productos expre­
samente configurados para la instru­
mentalización de este tipo de operativa, 
a base de anticipos o aperturas de crédi­
tos contra cesión de derechos de cré­
ditos, que por vía de anexo a las pólizas 
pueden instrumentalizarse mediante 
corredor de Comercio, de manera que 
adquiere eficacia la cesión frente a ter­
ceros por su fecha pública. 

El crédito así adquirido por las entida­
des bancarias no constituye un derecho 
abstracto a su favor, ni los documentos 
que se suscriben, «por sí mismos, acre­
ditan literalmente y con carácter au­
tónomo el derecho económico de su 
legítimo tenedor para cobrar de la 
persona que se designa» (Art. 76,3, c) 
Regl. ITPAJD), de modo que el deudor 
del crédito cedido podrá oponer al ban­
co cesionario todas las excepciones rela­
tivas a Ja existencia y validez del nego-

cío. No serán, en suma, documentos 
que cumplan función de giro. 

No negamos que la cesión de recibos 
al descuento pueda significar, de una 
forma absolutamente espiritualizada, 
la transmisión del crédito al banco. Lo 
que afirmamos es que el endoso impro­
pio de estos documentos no tiene valor 
cambiario, y en todo caso sólo puede 
producir una cesión ordinaria del crédi­
to, que no tiene valor cartular que justi­
fique la aplicación de un impuesto que 
grava al documento precisamente por 
ese valor intrínseco de incorporación al 
documento de un derecho de crédito 
autónomo. 

En suma, creemos que la AEB debería 
replantearse el criterio restrictivo con 
que ha interpretado la nueva normati­
va, calibrando la supresión de la men­
ción expresa de los recibos con respecto 
al texto anterior, con el encomiable ob­
jeto de aminorar los costes de las ventas 
de los comerciantes, con un impuesto 
indirecto que, aplicado a los recibos, re­
sulta absolutamente ilógico desde to­
dos los puntos de vista. Hay que recor­
dar que la generalización del recibo es 
una prueba evidente del debilitamiento 
de los instrumentos de pago en el tráfi­
co mercantil, ya que no supone para el 
acreedor ninguna garantía de cobro. 

*Abogado 

----~---------------------------------------
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Responsabilidad penal de 
los administradores 
de sociedades 
Carlos García de Ceca López* 

Planteamiento General 

Las sociedades mercantiles en general 
son los principales protagonistas del 
mundo económico y financiero de 
nuestros días. De ahí, la importancia 
creciente de las actividades que pueden 
desarrollar las personas jurídicas y de 
que sus relaciones con los distintos 
campos del derecho, y, en concreto, 
con el derecho penal sean objeto de la 
regulación correspondiente. 

En el marco de las actuaciones por 
cuenta de otro, nos encontramos con el 
problema de cómo atribuir la autoría de 
determinados delitos, no delitos comu­
nes sujetos al régimen penal general, 
sino delitos especiales propios en los 
que las condiciones, cualidades o rela­
ciones requeridas para ser sujeto activo 
de los mismos concurren en la entidad 
y no en la persona que obra en repre­
sentación de la misma. 

¿Las personas jurídicas tienen capaci­
dad para delinquir y, consecuentemen­
te, para ser responsables penalmente? 
Nuestro derecho penal es fiel al modelo 
continental reflejado en el aforismo so­
cietas non delinquere potest, aunque 
también debamos decir que esta es una 
cuestión ya resuelta en sentido positivo 
por algunas legislaciones europeas, de la 
que existen destellos en nuestro derecho 
penal vigente (arts. 238, 265 y 499 CP). 

La jurisprudencia penal se anticipó al 
legislador estableciendo que en el cam­
po de las sociedades la responsabilidad 
de la conducta infractora debe in­
dividualizarse en las personas físi­
cas que componiendo la sociedad, 
tengan facultades de dirección, 
gestión, adminsitración, repre­
sentación o cualquier otra o sim­
plemente gobiernen o impulsen el 
comportamiento de la persona, y la ra­
zón estriba en que detrás de cada deci­
sión social hay una o varias personas fí­
sicas responsables de que en nombre de 
aquélla se adopten acuerdos y se ejecu­
ten en la forma que ellos disponen (SS. 
T.S. 4.10.72 y 31.1.73). 
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También la jurisprudencia penal fue 
la que abrió el portillo para la exigencia 
de responsabilidad civil a los adminis­
tradores de las empresas adoptando un 
criterio de ponderado objetivismo y de 
corte claramente aperturista, basado en 
el principio de que quien se benefi­
cia de las actividades de otro que 
pueden generar daños a terceros, 
viene obligado a asumir la carga 
económica derivada de la indem­
nización de aquellos, por insol­
vencia del responsable material 
(SS. T.S. de 23.4 y 29.11 de 1982). 

La LO. 8/83, de 25 de julio, de refor­
ma parcial y urgente del Código Penal 
introdujo el art. 15 bis y con él la 
posibilidad de individualizar la 
responsabilidad penal, nacida en 
el marco de actuación de una per­
sona jurídica, en aquellas personas 
que actúan como gestores, directores, 
administradores o representantes de 
aquella, aun cuando no concurran en 
ellas y sí en la persona por la que actúan 
las especiales condiciones, cualidades y 
relaciones exigidas legalmente para ser 
sujeto activo del delito de que se trate. 

La exposición de motivos de dicha 
Ley puso de manifiesto expresamente 
que «la exigencia de dolo o culpa para 
poder derivar responsabilidad criminal 
disipa cualquier temor en relación con 
los aparentes peligros que entrañará la 
aplicación de la regla que se incorpora», 
declaración programática importante y 
a la que nos referiremos inmediatamen­
te después de decir que esta Ley vino a 
suplir lagunas de tipicidad y de 
punibilidad derivadas de situacio­
nes en las que el adminsitrador co­
nocedor del acuerdo adoptado y que da­
ba la orden de ejecución del mismo o 
que de algún modo participaba, cola­
boraba o facilitaba dicha ejecu­
ción, no reunía las condiciones para ser 
sujeto activo del delito y si, en cambio, 
la persona jurídica sin capacidad penal 
para responder. Esto es lo que significa 
la llamada por la Ley ampliación de los 
casos de responsabilidad de autor. 



La exigencia de dolo o de culpa a que 
se refiere la exposición de motivos de la 
Ley, ha sido materia de múltiples pro­
nunciamientos jurisprudenciales, algu­
nos de ellos contradictorios, que la es­
casez de espacio no nos permite referir 
con la amplitud que merecen. 

El Tribunal Constitucional en SS. 
150/89, de 25 de septiembre y 253/93, 
de 20 de julio, se ha manifestado sobre 
el particular en el sentido de que el 
obviar la impunidad en que que­
darían las actuaciones delictivas per­
petradas bajo el manto de una perso­
na jurídica, se ha de entender siempre 
sobre la base de quedar probadas, 
en cada caso concreto, tanto la real 
participación del administrador en 
los hechos de referencia como la cul­
pabilidad en relación con los mismos. 

No se trata del establecimiento 
de una regla de responsabilidad 
objetiva de juego directo, necesario y 
automático por cuanto ello sería con­
trario al principio de presunción de 
inocencia y al principio de responsabi­
lidad por la culpabilidad personal. 

Digamos, también que en el campo 
de la legislación penal especial encon­
tramos un supuesto de responsabilidad 

Eduardo García de Enterría 
Antonio Tizzano 

Ricardo Alonso García 
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Una visión completa de la realidad 
de la Unión Europea, presentada a 
través de sus textos básicos (norma­
tivos y, en algún caso relevante, po­
líticos) sin limitarse a transcribir los 
Tratados originarios sino exponien­
do todo el aparato europeo en su es­
tructura y funcionamiento. 
Incluye todos los textos jurídicos es­
pañoles relativos a la articulación de 
nuestro Estado en la Unión Euro­
pea. 
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de administradores anterior en el tiem­
po al art. XV bis del Código Penal y es el 
contenido en el artículo octavo de la 
Ley 40/79, de 10 de diciembre, modifi ­
cada por la L.O. 10/83, de 16 de agosto, 
en el que se sanciona a los administra­
dores, directivos o empleados de las en­
tidades financieras que, por negligencia 
en el ejercicio de sus funciones, aprecia­
da por los Tribunales, hayan facilitado 
la comisión de alguna de las conductas 
descritas en el artículo sexto que define 
los delitos monetarios. 

Por lo que conozco, esta posible figu­
ra de delito monetario que se sanciona­
ba con multa de dos millones de pese­
tas, nunca se aplicó. 

El artículo 15 bis tiene su equivalente 
en el art. 31 del Código Penal del 95, 
según el cual, el que actúe como admi­
nistrador de hecho o de derecho de una 
persona jurídica, o en nombre o repre­
sentación legal o voluntaria de otro, 
responderá personalmente, aunque no 
concurran en él las condiciones, cualida­
des o relaciones que la correspondiente 
figura de delito o falta requiera para ser 
sujeto activo del mismo, si tales circuns­
tancias se dan en la entidad o persona en 
cuyo nombre o representación obre. 

Fernando Díez Moreno 

MANUAL 
DE DERECHO DE LA 

UNION 
EUROPEA 

(1996) 672 págs., 6 .800 ptas. 

Apoyado en la estructura del Trata­
do de Maastricht, incluye un comple­
to estudio de la totalidad de las cues­
tiones comunitarias europeas desde 
la perspectiva jurídica: las tres Co­
munidades Europeas (CEE, CECA 
y CEEA), la Política Exterior y de 
Seguridad Común (PESC),' la Coo­
peración en los ámbitos de Justicia y 
asuntos de Interior (CAJAI), las li­
bertades de circulación de mercan­
cías, personas, servicios, capitales y 
pagos, y cada una de las «políticas» 
comunitarias del Tratado. 

El nuevo art. 31 del Código Penal am­
plía los supuestos de responsabilidad pe­
nal contemplados en el precepto conte­
nido en el antiguo art. 15 bis, en el 
sentido de comprender toda clase de 
actuación por cuenta de otro, sea una 
entidad o persona aquella en la que con­
curran las condiciones, cualidades o re­
laciones que la correspondiente infrac­
ción exija para ser autor de la misma. 

Finalmente, queda por añadir que al 
margen del régimen general de exigen­
cia de responsabilidad penal a los admi­
nistradores de Sociedades, el nuevo Có­
digo penal introduce en los arts. 290 y 
siguientes, los que denomina delitos so­
cietarios, en los que se tipifican de ma­
nera específica y concreta determinadas 
conductas relacionadas con la actividad 
de los administradores de hecho o de 
derecho de toda clase de entidades que 
para el cumplimiento de sus fines parti­
cipan de modo permanente en el mer­
cado. 

En números sucesivos, nos ocupare­
mos de examinar y criticar cada uno de 
esos nuevos delitos societarios. 

*Abogado 
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Los mercados financieros 
y los sistemas de medición 
Una aproximación a los principales conceptos 
financieros: como calcular la rentabilidad 
de una inversión 

Francisco Carbone// Esteller* 
Guillermo Vidal-Quadras Trias de Bes** 

SUMARIO 
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1. Mercados Monetarios y de Capitales. 
2. Mercados Primario y Secundario. 

111. La decisión de invertir: aproximación a los sistemas de cálculo 
de rendimientos de las operaciones financieras. 

1. Aproximación a las fórmu las TIR y TAE. 
2. Ejemplo comparativo de los sistemas de medición del rendimiento. 

2.1. Interés o rendimiento simple. 
2.2. Interés o rend imiento compuesto. 
2.3. Interés o rendimiento efectivo. 
2.4. Interés o rendimiento real. 
2.5. Rentabilidad financiero-fi scal. 

l. Introducción. Función de los 
Mercados Financieros 

Con esta nueva serie de artículos sobre 
mercados financieros pretendemos po­
ner al alcance de nuestros lectores los 
conocimientos qásicos de los distintos 
Mercados Financieros y de las opera­
ciones que en éstos se pueden realizar. 
Pretendemos explicar de forma práctica 
las principales clases de instrumentos o 
productos financieros, sus característi­
cas, su clasificación, la medición de su 
rentabilidad, sus ventajas e incon­
venientes, su fiscalidad, etc., todo ello 
encaminado a que el ahorrador dispon­
ga de la información necesaria para 
facilitarle la toma de decisión en el 
momento de realizar sus operaciones 
financieras. Podemos definir los Mer­
cados Financieros como el lugar en 
el que a través de determinados proce­
dimientos y mecanismos se intercam­
bian los activos financieros y se fijan 
sus precios. Sus funciones principales, 
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según el libro de Cuervo, Parejo y Ro­
dríguez, Manual de Sistema Financiero 
Español (Ariel, Barcelona, 1990) son las 
siguientes: 

1. 0 Poner en contacto a los agentes 
que intervienen en los mismos: presta­
tarios y prestamistas, intermediarios fi­
nancieros bancarios y no bancarios, 
brokers y dealers, etc. 

2. 0 Ser un mecanismo de fijación de 
precios de los activos financieros. 

3. 0 Proporcionar liquidez a los acti­
vos. Es decir, facilitar la conversión de 
los activos en dinero. 

4. 0 Reducir los plazos y los costes de 
intermediación. 

Una clasificación exhaustiva de los 
Mercados Financieros resulta dificil de 
realizar, y nos hemos inclinado por la cla­
sificación por el tipo de activos que en 
ellos se negocian, que serán a la vez los 
que expondremos en los próximos nú­
meros de esta sección. Asimismo, combi­
naremos esta clasificación con la ordena­
ción según su fase de negociación: 



11. Los distintos Mercados Financieros 

1. Mercados Monetarios y de Capitales 

1. 0 Mercado Monetario. Es el mercado 
de los activos financieros a corto plazo, 
de reducido riesgo y alta liquidez. Los 
activos típicos de este mercado son los 
emitidos por el Tesoro Público, las le­
tras del Tesoro. 

2. 0 Mercado de Capitales. En él se 
negocian los activos financieros a me­
dio y largo plazo, admitiéndose por 
convención que se consideran activos 
financieros a medio y largo plazo aqué­
llos con vida superior a 1 año. 

2.1. De valores. De renta fija (bonos y 
obligaciones) y de renta variable (accio­
nes). 

2.2. De créditos a largo plazo. Este es 
un mercado de búsqueda directa entre 
empresas e intermediarios financieros 
bancarios y no será tratado en esta ex­
posición. 

2. Mercados Primario y Secundario 

1.0 Mercado primario o de emisión. 
En el que los Agentes Económicos De­
mandantes, emiten activos de renta fija 
o variable nuevos, buscando financia­
ción para proyectos económicos nue­
vos o bien, en caso del Tesoro, para fi­
nanciar el déficit público. 

2. 0 Mercado secundario o de nego­
ciación. En el que se negocian los acti­
vos emitidos en el mercado primario. 
Este mercado no aporta financiación a 
los emisores (empresas y Administra­
ciones Públicas), pero da liquidez a los 
inversores, transformando los activos 
en medios de pago sin sufrir pérdidas 
en su valor. 

La combinación de ambos criterios 
de clasificación es la que seguiremos en 
esta sección y, por lo tanto, nos referire­
mos al Mercado Monetario primario y 
secundario, y al Mercado de Capitales, 
también primario y secundario. Bajo 
este criterio, la Bolsa de Valores es el 
Mercado de Capitales secundario por 
excelencia. 

111. La decisión de invertir: 
aproximación a los sistemas 
de cálculo de rendimientos de las 
operaciones financieras. 

Después de esta somera introducción 
de lo que se entiende genéricamente 
por Mercados Financieros y su objetivo, 
entraremos en el objeto de este primer 
artículo. 

Hemos querido comenzar por este 
tema, ya que no es exclusivo de los Mer-
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cados Financieros, trasciende de su ám­
bito y es aplicable a toda operación fi­
nanciera. Y es por eso que, antes de 
entrar en la enumeración y explicación 
de los mercados, sujetos y productos 
existentes en el mundo financiero, así 
como los innumerables métodos de va­
loración y previsión utilizables a la hora 
de tomar la decisión de invertir, cree­
mos que es más importante conocer 
aquellos Sistemas de medición del ren­
dimiento conocido, esperado o realiza­
do fruto de la inversión a la que se ha 
destinado la liquidez. 

Dentro de estos sistemas de medi­
ción, y a título meramente enunciativo, 
recogemos a continuación, algunos de 
los que nos encontramos a menudo en 
los medios de comunicación, docu­
mentos financieros y bancarios, así 
como elemento indisociable del habi­
tual argot financiero, empresarial y has­
ta coloquial. Quién no ha escuchado al­
guna vez, o peor, ha tenido que pelearse 
con: 

TIR's, TAE's, intereses simples, com­
puestos, reales, acumulados, interanua­
les, netos o efectivos, rentabilidades fi­
nanciero-fiscales y un largo etcétera . 

Todos estos nombres hacen referen­
cia a sistemas de medición del rendi­
miento y se suelen reflejar porcentual­
mente. 

Por último, no deseamos ni es nues­
tra intención entrar en el desarrollo téc­
nico de fórmulas interminables, sino 
entender cuál es la finalidad de cada 
uno de estos Sistemas, para que sepa­
mos el significado de su resultado y su 
validez en cada caso. A pesar de ello, a 
modo de bibliografía (si existiese: for­
mulografía), recogemos al final del ar­
tículo cada una de las fórmulas de los 
conceptos que se mencionan. 

1. Aproximación a las fórmulas TIR y TAE 

La TIR (Tasa Interna de Rendimiento o 
Retorno) y la TAE (Tasa Anual Equiva­
lente) se podrían definir como el siste­
ma métrico decimal en la medición de 
rendimientos (o costes en caso de ope­
raciones crediticias), además de ser las 
fórmulas homologadas explícitamente 
por el Banco de España. Es el metro para 

las finanzas, es decir, lo que hace es me­
dir y servir como fiel de la balanza para 
que todos hablemos y entendamos lo 
mismo en vez de utilizar yardas, leguas 
o pies. 

Como primera aproximación podría­
mos decir que ambas fórmulas reducen 
a año todo rendimiento obtenido en un 
período diferente: superior o inferior. 
Un primer ejemplo nos puede ayudar a 
comprender el significado de la defini­
ción inicial. 

Ejemplo: 

Supongamos la misma inversión, con 
los mismos resultados, al mismo plazo, 
pero con pagos en períodos diferentes: 

Las diferencias entre un sistema y 
otro es debido justamente por la equi­
paración a año que realiza el cálculo de 
la TIR o T AE, es decir, como no pode­
mos comparar peras con manzanas, va­
mos a reducirlo a peso de fruta, o a su 
valor energético o a su componente vi­
tamínico. De esta manera, la TIR y la 
TAE calculan el rendimiento que en 
las mismas condiciones teóricas ini­
ciales podríamos haber obtenido de 
invertir los pagos periódicos en el 
momento del cobro hasta la fecha fi­
nal. 

En base a esta premisa los rendimien­
tos obtenidos en cada una de las inver­
siones sería el siguiente: 

Estos serían los rendimientos teóricos 
si se consiguiesen las mismas condicio­
nes por los importes cobrados antes del 
vencimiento, cuestión ésta que se ha de 
reconocer bastante utópica al igual que 
también es falaz decir que tardamos lo 
mismo en recorrer un kilómetro en lla­
no que por montaña, y no por eso deja 
de ser un sistema válido y universal­
mente aceptado para medir distancias . 

Una vez conocemos la herramienta 
correcta para medir los rendimientos de 
nuestra inversión o ahorro y para hallar 
el rendimiento efectivo correcto, se de­
berán de tener en cuenta otros elemen­
tos, tales como los costes o comisiones 
que graven la operación, ya que varían 
el resultado final de nuestra inversión, 
así como los resultados extraordinarios 
que nos pueda reportar. 

INVERSION DE UN MILLON DE PESETAS A DOS AÑOS AL 10 % ANUAL 

Inversión inicial Rendimiento Cobros periódicos Interés simple TAE o TIR 

1.000.000 200.000 Mensual 10% 10,47 % 

1.000.000 200.000 Anual 10% 10,00 % 

1.000.000 200.000 Al vencimiento 10% 9,54% 
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Cada vez que se introduce un nuevo 
elemento (es decir, si tenemos en cuen­
ta los costes, la fiscalidad o la inflación) 
la misma fórmula recibe un apellido 
distinto (bruto, efectivo, real o fiscal), y 
en cada circunstancia, como se verá, el 
resultado es distinto. 

2. Ejemplo comparativo de los sistemas 
de medición del rendimiento 

Hasta ahora h@mos definido el sistema 
de medición generalmente aceptado 
para poder comparar la rentabilidad fi­
nal de cualquier inversión realizada, al 
plazo que sea y teniendo en cuenta toda 
la periodificación de los cobros (flujos). 
Y por tanto, es la que se deberá tener en 
cuenta a la hora de cuantificar el éxito 
de cualquier inversión. Pero, a la hora 
de enfrentarse a cualquier oferta o la 
valoración final de nuestra inversión 
el bombardeo de fórmulas es mucho 
más amplio. Para exponer gráficamente 
cada uno de los sistemas de medición 
existentes, nada más ilustrativo que 
seguir con uno de los tres ejemplos ya 
utilizados, el de rendimiento anual, 
aunque iremos añadiendo, según la fór­
mula de que se trate, algún dato más: 

Gastos y comisiones de depósito: 
0 ,5 % anual. 
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Valor amortización o venta: 
1.001.000 ptas. 

Inflación media anual: 4,5 %. 
Tipo IRPF o I.S. del inversor: 35 %. 

EJEMPLO: 

A. Interés o rendimiento simple 

Es el cálculo menos complejo y por ello 
más incompleto, en el único caso que es 
válido es en el que la inversión realizada 
y los flujos de los rendimientos (número 
·de cobros existente en la vida de la in­
versión) son a un año, ya que no tiene 
en cuenta la reinversión de los rendi­
mientos en el momento en que se pro­
ducen. Como regla, coincide con la TAE 
o TIR cuando la inversión es a un año, es 
inferior cuando la inversión es por un 
período menor a un año y es superior 
cuando la inversión es superior a un 
año, justamente por despreciar la rein­
versión de los flujos periódicos. 

B. Interés o rendimiento compuesto 

Tiene en cuenta la reinversión de los in­
tereses, pero sólo se utiliza para cuando 
los flujos (momento del cobro de los 
rendimientos) son periódicos, cuando 

RENDIMIENTOS TEORICOS OBTENIDOS SEGUN LA TIR O TAE DE CADA OPERACION 

Inversión inicial Rendimiento Cobros periódicos TAE o TIR 

1.000.000 220.362 Mensual 10,47 % 

1.000.000 210.000 Anual 10,00 % 

1.000.000 200 .000 Al vencimiento 9,54% 
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se utiliza esta fórmula no se suelen te­
ner en cuenta los costes ni los gastos 
que puedan gravar la operación, ni los 
rendimientos extraordinarios que se 
produzcan. Lo podríamos definir como 
la TIR o TAE bruta. 

C. Interés o rendimiento efectivo 

Tiene en cuenta los gastos o pérdidas 
extraordinarias (por ejemplo los gastos 
de depósito mencionados en el ejem­
plo), así como las ganancias extraordi­
narias (en el caso expuesto: la plusvalía 
generada en la amortización). Este 
cálculo es aplicable a cualquiera de los 
anteriores, ya que simplemente signifi­
ca añadir un componente más, de signo 
positivo o negativo, a la fórmula que se 
aplique. Para que se entienda la evolu­
ción del esquema que se halla al final de 
las definiciones, aplicaremos la TIR o 
TAE efectiva, es decir, teniendo en 
cuenta los gastos, comisiones e ingreso 
extraordinarios. A continuación deta­
llamos los nuevos ingredientes a intro­
ducir. 

A. Inversión de 1.000.000 de pesetas, 
al 10 %. 

B. Al año se cobra el primer flujo de 
100.000 ptas. y se descuentan 5.000 
ptas. que nos cobran por el 0,5 % de de­
pósito. 

C. Se reinvierte el importe resultan­
te: 1.095.000 al 10 %. 

D. Al vencimiento cobramos otro 
flujo de 109.500 ptas., al que le resta­
mos 5.000 en concepto de depósito y 
además tenemos una ganancia de 1.000 
pesetas por la venta. 



E. El resultado total obtenido es de 
1.200.500 ptas. 

D. Interés o rendimiento real 

En esta fórmula, al igual que la anterior, 
aplicable a cualquiera de los anteriores: 
simple, compuesto o TIR, se pretende 
conocer el rendimiento efectivo de la 
inversión teniendo en cuenta que exis­
te un elemento que provoca que nues­
tro dinero tenga menor valor a medida 
que transcurre el tiempo: la inflación. 
Se trata de restar al rendimiento obteni­
do la tasa de inflación anualizada que 
haya habido durante el tiempo que ha 
durado la inversión. 

E. Rentabilidad financiero·fiscal 

Para el final hemos dejado el elemento 
que más directamente afecta a toda in­
versión: el efecto fiscal. No se debe olvi­
dar que este efecto fiscal dependerá de 
elementos subjetivos como la presión 
fiscal soportada por el sujeto pasivo; la 
clase de ingreso: renta o incremento; el 
tiempo transcurrido: renta o plusvalía 
regular o irregular y, por último, la clase 
de inversión: renta fija, renta variable, 
fondos de inversión o pensiones, etc. 
Por ello, reduciendo a la máxima sim­
plicidad el ejemplo hemos aplicado una 
fiscalidad media y estable del 35 % para 
toda la vida de la inversión, desdeñan: 
do los efectos que, por ejemplo, tendría 

ADM!N!STRACION 

el considerar el último incremento de 
1.000 pesetas como irregular y sin tener 
en cuenta, tampoco, la reducción de 
disponibilidad que supondría el pago 
del impuesto en junio o julio del primer 
año o las retenciones a cuenta del 25 %. 
Esperamos que los expertos fiscalis­
tas nos sepan perdonar esta simplifica­
ción. 

Como se puede observar, según los 
conceptos utilizados, cambia sustan­
cialmente el rendimiento de la inver­
sión. Aquella que se debería utilizar 
como regla de oro debería ser la que tie­
ne en cuenta la fiscalidad de nuestra in­
versión, ya que como se desarrollará en 
próximos números, la elección del pro­
ducto base de la inversión puede redu­
cir espectacularmente el rendimiento 
final. 

*Consejero Director General 
Iberagentes Activos, S.A., A. V. 

**Subdelegado Cataluña 
Iberagentes Activo, S.A., A. V. 

Concepto 
Inversión 

inicial 

Rendimiento simple 1.000.000 

TIR o T AE bruta 1.000.000 

TIR o T AE efectiva 1.000.000 

TIR real (sin inflación) 1.000.000 

TIR fiscal 35 % 1.000.000 

FORMULAS 

Interés simple = (C xi x t) / n x 100 

C = Capital inicial de la inversión 

i = Tipo de interés o rédito aplicable 

1 =Interés 

n =Número de períodos de tiempo 

TIR = 100 ((1 + i / n x 100)º - 1) 

i =Tipo de interés nominal 

n = Número de períodos en el año 

TIR efectiva = TIR-Inflación media 
del período 

TIR fiscal= TIR-Tipo IRPF o IS 

Rendimiento 
Cobros Ren tabil id ad 

periódicos en% 

210.000 Anual 10,50 % 

210.000 Anual 10,00% 

200.500 Anual 9,58% 

200.500 Anual 5,08% 

130.325 Anual 6,33% 

1 

~ 1 

~ 

r---------------------, Difusión Jurídica y Temas de Actualidad, S.A. 
Freixa, 42 - Tels. (93) 414 17 40 - Fax (93) 414 09 16 - 08021 Barcelona 

1 Deseo suscribirme a la revista especializada ECONOMIST & JURIST por un período de un (1) año, al precio de 10.400 ptas. +el 4% de IVA 1 
1 Apellidos Nombre NIF 1 

1 
Calle / Plaza Número Piso Teléfono 1 
Ciudad Código Postal Provincia País 

1 
Muy señores míos: 1 
Ruego atiendan, hasta nuevo aviso, los recibos que Difusión Jurídica y Temas de Actualidad les pase en concepto 

1 de cuota anual de suscripción, con cargo a la cuenta N. 0 D.C. rn 1 

1 
abierta a nombre de Sr. /Sra. en esta sucursal 

1 N. 0 de entidad 1 N. 0 de oficina 

...... .... . . ...... .... ........ ... .......... de ... . ...... ........... . .. ........... . . de 19 .. ..... . 
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Acuerdos de la Junta de Jueces de Barcelona 
En la audiencia amablemente concedi­

da a Economist & Jurist» por el Excmo. Sr. 
Juez Decano de Barcelona, D. Santiago To­
rres, se nos informó de las siguientes di­
rectrices adoptadas por la Junta de Jueces 
de Barcelona: 

En materia penal 

En relación a la problemática procesal 
que se derivaba de la entrada en vigor del 
nuevo Código Penal, la Junta de Jueces 
adoptó por mayoría los siguientes acuerdos: 

- La audiencia al penado se efectuará 
en todos los casos procedentes aun cuan­
do no haya una propuesta de pena más fa­
vorable por el Ministerio Fiscal. 

- Se pasará de oficio a informe del Mi­
nisterio Fiscal sobre revisión todas las Sen­
tencias condenatorias firmes a penas pri­
vativas de libertad, aunque el condenado 
no esté cumpliendo condena en Centro 
Penitenciario. 

- No habrá lugar al trámite de revisión 
de las penas de Multa, ni penas en suspen­
so por condena condicional, ni las de pe­
nados que hayan accedido a libertad con­
dicional. 

- La audiencia al reo se efectuará por 
escrito, sin excarcelación, dándole trasla­
do de la liquidación y del informe del Mi­
nisterio Fiscal para que en el plazo de 10 
días manifieste lo que a su derecho con­
venga en orden a la revisión de sentencia. 

- La audiencia al reo en los expresados 
términos se acordará por providencia en 
la actual se acordará dar traslado también 
al letrado del reo, notificándose dicha 
providencia al procurador y al Ministerio 
Fiscal. 

- Se resolverá sobre la revisión de sen-

Inauguración del CIDDRIM 
El pasado 21 de mayo se celebró en el 

Palau de les Heures el acto de inaugura­
ción del CIDDRIM (Centro para la Investi­
gación y Desarrollo del Derecho Registra! 
Inmobiliario y Mercantil). Este Centro su­
perior, creado a través de un convenio en­
tre la Universidad de Barcelona, Funda­
ción Bosch i Gimpera y el Ilustre Colegio 
de Registradores de la Propiedad y Mer­
cantiles de España. Tiene por objeto la in­
vestigación, debate, docencias, publica­
ción y divulgación de las diversas materias 
incluidas dentro del ámbito operativo de 
los Registros de la Propiedad y Mercantiles 
y, de un modo singular, del Derecho Hi­
potecaria en sentido estricto, esto es, con­
cebido como Derecho de Hipotecas, y del 
Derecho de Sociedades. 

El acto estuvo presidido por el Excmo. 
Presidente de la División II de la Universi­
dad de Barcelona, Dr. Ricardo Panero, en 
sustitución del Rector, Excmo. y Magfco. 
Dr. Antonio Caparrós, por el Ilmo. Sr. José 
Poveda Díaz, Decano del Ilustre Colegio 
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tencias mediante auto que se notificará a 
las partes y también personalmente al reo, 
haciéndoles saber que los recursos proce­
dentes contra el auto son de reforma y 
posterior queja; el auto se datará con fe­
cha posterior a la entrada en vigor del 
nuevo Código Penal. 

- Se plantea a continuación el trámite 
que ha de darse a los exhortos que se reci­
ban sobre la audiencia al reo referente a 
revisión de sentencias y en base a lo dis­
puesto en los arts. 63 y 67 del Reglamen­
to 5/95 de 7 de Junio de los Aspectos acce­
sorios de las actuaciones judiciales, se 
acuerda cumplimentar sólo los exhortos 
referentes a reos internos en Centros Peni­
tenciarios del municipio de Barcelona, en 
los términos acordados de dar audiencia 
por escrito y esperar el plazo de 1 O días y 
devolver al órgano exhortante el resto de 
los exhortos sin cumplimentar. 

- La obligatoriedad de la comparecen­
cia previa prevista en el art. 504 bis del Có­
digo Penal. 

En materia civil 

En aras a agilizar las notificaciones a 
efectuar en los procedimientos judiciales, 
nos informa que los plazos en que se reali­
zan por el Servicio de Actos de Comunica­
ciones (S.A.C.) los distintos actos de noti­
ficaciones en la ciudad de Barcelona, son 
los siguientes: 

l. Requerimientos, notificaciones, em­
plazamientos y en general actos de comu­
nicación que no requieran la intervención 
judicial: DOS DIAS 

2. Embargos: OCHO DIAS 
3. Lanzamientos: CATORCE DIAS 

de Registradores de la Propiedad y Mer­
cantiles de España, por el Ilmo. Sr. Fernan­
do Méndez González, Presidente de la 
Asamblea Territorial de los Registradores 
de la Propiedad y Mercantiles de Cataluña 
y Presidente del Consejo de dirección del 
CIDDRIM y por el Dr. Alfonso Hernández 
Moreno, Catedrático de Derecho Civil de 
la Facultad de Derecho de la Universitat 
de Barcelona y Director del CIDDRIM. 

Los asistentes a la inauguración pudie­
ron escuchar las conferencias del Dr. Emi­
lio Oliveros, Catedrático de Economía de 
la Empresa en la Universidad Autónoma 
de Madrid, sobre la Economía española 
ante la Unión Monetaria Europea, del Sr. 
Luis Sancho Mendizábal del Banco Hipo­
tecario de España sobre el impacto de la 
moneda única en el sector hipotecario 
y del Sr. Otmar Stocker, de la Federeción 
de bancos hipotecarios alemanes que 
versó sobre la Eurohipoteca como medio 
para unificar el Derecho Hipotecario en 
Europa. 



TECNOS 

Título: 

DERECHO ADMINISTRATIVO Y PODER JU­
DICIAL 

Autor: 

Leopoldo Tolívar Alas es catedrático de 
Derecho Administrativo de la Universidad 
de Oviedo. 

Indice 

La actividad administrativa / La adminis­
tración ante el Poder Judicial / Fuentes re­
guladoras del Poder Judicial / Organos de 
gobierno y administración del Poder Judi­
cial / Administración estatal , comunida­
des autónomas y administración de Justi­
cia / Régimen jurídico y procedimiento 
administrativo aplicable al Poder Judicial / 
Responsabilidad patrimonial / Derecho 
patrimonial administrativo / La función pú­
blica en la administración de Justicia. 

Contenido 

El creciente protagonismo de los órganos 
de gobierno y administración del Poder Ju­
dicial , la importancia de su potestad regla­
mentaria y la rica casuística generada con 
respecto a la función pública judicial, 
aconsejaban la redacción de una obra 
como esta, en la que de forma sistemáti­
ca , se analiza la actividad materialmente 
administrativa desplegada por estos órga­
nos. La obra ofrece, combinando rigor y 
utilidad práctica, un conjunto de temas 
que, habitualmente, han venido siendo 
abordados de forma separada pese a tra­
tarse de actividad administrativa y no pro­
cesal. 

Utilidad 
Departamentos de Derecho Administrativo 
y estudiosos de esta materia. Judicatura. 

Título: 

EL ESTABLECIMIENTO PERMANENTE. 
Análisis jurídico-tributario internacional 
de la imposición societaria 

Autor: 

Francisco Alfredo García Prats es profesor 
de Derecho financiero y tributario de la 
Universidad de Valencia. 

Indice 
Introducción / Origen y antecedentes del 
establecimiento permanente / La cláusu­
la general del establecimiento permanen­
te / La realización de una actividad empre­
sarial / La cláusula de la agencia / El 
principio de no discriminación / Atribución 
de rendimientos al establecimiento per­
manente / El criterio de empresa separa­
da / Sistemas específicos de imputación 
de rendimientos al establecimiento per­
manente en nuestro ordenamiento interno 
/ La función del establecimiento perma­
nente. Replanteamiento / Incidencia del 

N o T e A s 

ordenamiento comunitario/ Resoluciones 
administrativas y jurisprudenciales. 

Contenido 

El estudio engloba el análisis del concep­
to del establecimiento permanente y sus 
implicaciones tributarias, incidiendo de 
manera especial en la trascendencia tribu­
taria de las operaciones internas realiza­
das entre establecimiento permanente y 
casa central , así como en la influencia del 
principio de no discriminación. Incorpora, 
asimismo la proyección del ordenamiento 
comunitario y la doctrina del Tribunal de 
Luxemburgo sobre el instituto , por lo que 
constituye una aportación sin precedente 
en la doctrina tributaria internacional. 
Incluye las recientes modificaciones intro­
ducidas por la Ley 43/1995, del Impuesto 
sobre Sociedades, las implicaciones de 
todos los Convenios de Doble Imposición 
firmados por España hasta 1996 y los últi­
mos pronunciamientos jurisprudenciales y 
administrativos. 

Utilidad 

Fiscalistas. Especialistas en Derecho In­
ternacional Público. Mercantilistas. 

Título 

LA INCAPACIDAD TEMPORAL 
(Asociación Española de Derecho del Tra­
bajo y de la Seguridad Social ) 

Autor: 

En el VI Congreso anual de la Asociación 
Española de Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social , celebrado en Sevilla , 
los participantes inundaron sus sesiones 
con estudios sobre la incapacidad tempo­
ral. Este libro recopila las ponencias más 
representativas presentadas por un nutri­
do grupo de especialistas en la materia . 
La obra ha sido coordinada por Antonio 
Ojeda Avilés, catedrático de Derecho del 
Trabajo de la Universidad de Sevilla. 

Indice 

La incapacidad temporal / La incapacidad 
temporal en los regímenes especiales de 
la Seguridad Social / A modo sistemático: 
El nuevo régimen jurídico de la incapaci­
dad temporal y de la maternidad / La in­
capacidad temporal: complementos de 
empresa y cláusula rebus sic stantibus / 
Incapacidad temporal y mejoras volunta­
rias : supresión o mantenimiento tras el 
Real Decreto-Ley 5/ 1992 / El control de la 
incapacidad temporal / La exclusión de la 
maternidad de la contingenci a de incapa­
cidad temporal / La contingencia de inca­
pacidad (laboral) temporal / Incidencia de 
la reforma de la incapacidad temporal en 
la suspensión del contrato de trabajo / La 
nueva regulación de la incapacidad tem­
poral y su duración / La prestación econó­
mica en la situación de incapacidad tem­
poral / El deber recíproco de buena fe en 
la incapacidad temporal / Incapacidad 
temporal o maternidad. Interrupción de 
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embarazo: la intersección de dos contin­
gencias / El contenido de las prestacio­
nes por maternidad / La base reguladora 
de la prestación por incapacidad temporal 
/ La cotización en las situaciones de in­
capacidad temporal y maternidad/ En tor­
no a las causas de extinción de la incapa­
cidad temporal / Algunas cuestiones 
sobre la gestión y control de la incapaci­
dad temporal /Consideraciones económi­
cas y técnicas sobre la reforma de la in­
capacidad / Los efectos de la huelga 
sobre la incapacidad temporal / La res­
ponsabilidad empresarial en la incapaci­
dad temporal / La trasgresión de la buena 
fe contractual durante la incapacidad tem­
poral / La excedencia para cuidado de hi­
jos a partir de la Ley 4/1995 / La incapaci­
dad temporal y la maternidad en los 
contratos a tiempo parcial / Incapacidad 
temporal y desempleo / La maternidad 
como contingencia específica frente a la 
incapacidad temporal / El tratamiento nor­
mativo de la incapacidad temporal y de la 
maternidad en la Ley 42/ 1994, de 30 de 
diciembre / Las obligaciones de la empre­
sa en las prestaciones económicas por in­
validez provisional / Los problemas de 
aplicación del Reglamento 1408/1971 
del Consejo de la Unión Europea a los ca­
sos de prestaciones por incapacidad tem­
poral de trabajadores por cuenta ajena / 
La cotización durante la situación de inca­
pacidad temporal / Algunas consideracio­
nes sobre el control empresaria l de la in­
capacidad temporal / Responsabilidad 
empresarial en orden al pago de presta­
ciones e incapacidad temporal / La em­
presa y la incapacidad temporal / El pano­
rama del empleo / El impacto indirecto de 
las reformas del ordenamiento laboral: el 
papel de la inspección del trabajo . 

Contenido 

Los trabajos que se recogen en esta obra 
constituyen en su conjunto el más comple­
to y solvente análisis jurídico sobre las in­
capacidades temporales que pueda figu­
rar en cualquier bibliografía especializada, 
nacional e internacional. 
La reforma legislativa de 1994 operada en 
las contingencias de incapacidad laboral 
transitoria y de invalidez provisional, dan­
do paso a la contingencia de incapacidad 
temporal, se ha adelantado a la futura re­
forma del sistema español de Seguridad 
Social. Desde esta perspectiva , parece 
seguro que la vigencia de los criterios doc­
trinales contenidos en este importante vo­
lumen dedicado a la incapacidad temporal 
está llamada a ser duradera en el Derecho 
español de Seguridad Social. 

Utilidad 

Profesionales de recursos humanos, ase­
sorías jurídicas de empresa , asociaciones 
empresariales y sindicales, despachos de 
Derecho laboral. En el ámbito académico, 
estudiosos en la materia y departamentos 
de Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social. 

J. Henrich Cardona 

La 
compensación 
urbanística 

1.ª ED., 1995. 328 PÁGS. PVP 5.200 PTAS.* 

El autor, asesor furídico de una gran 

empresa promotora, plantea esta obra 
como un recorrido que comienza en la 

inicativa privada como arranque de la 

construcción finé\I y termina con la fi­

nanciación de la misma. Este libro, que 

se subtitula «Guía para la ejecución del 
planeamiento mediante el sistema de 
compensación», señala las normas 

aplicables, las interpretaciones dadas 

por los Tribunales y las prácticas por 

las que se encauza la tramitación de los 

complejos expedientes urbanísticos a 

que da lugar este sistema. Dado el 

caracter pluridisciplinar del urbanismo, 

que interesa no sólo a Abogados, No­

tarios, Registradores, Jueces, Magis­

trados, Secretarios de ayuntamientos, 

sino también a Arquitectos, Apare­

jadores, Ingenieros, empresas urbani­

zadoras y propietarios de terrenos, la 

redacción y terminología utilizada es 

accesible para todos ellos. 

J. López Liz 

Subrogación y 
modificación 
de préstamos 
hipotecarios 

1.ª ED., 1995. 576 PÁGS. PVP 9.360 PTAS.* 

Con la habitual competencia y desenfa­
do de este gran especialista en présta­
mos hipotecarios que es José López 
Liz, nos ofrece ahora sus comentarios 
a la Ley 2/1994, de 30 de marzo. Son 

examinadas las entidades a que son 
aplicables, los preceptos legales y las 
clases de operaciones que se conside­
ran comprendidas en su ámbito, así 
como los requisitos para la subroga­
ción y los posibles vicios de la publici­
dad. Sus comentarios críticos están 
basados en un análisis muy documen­
tado de la bibliografía actual; en un re­
sumen pormenorizado de la normativa 
a la luz de sus antecedentes y de las 
actuales circunstancias económico-so­
ciales; y en la inapreciable experiencia 
de una vida profesional consagrada 
casi en exclusiva a estos temas. La 
obra incluye una amplia documenta­
ción de formularios tomados directa­
mente del Registro, así como la norma­
tiva relacionada con la materia. 

E. Casals /J. Pintó 
M. Ginesta /A. Pintó 
Comentarios a la 
Ley de 
Arrendamientos 
Urbanos de 1994 

1.ª ED., 1995. 514 PÁGS. PVP 7.800 PTAS.* 

La presente obra es un manual directo 

y ágil que tiene por objeto proporcionar 

al profesional del Derecho un conoci­

miento inmediato y esencialmente 

práctico de la nueva Ley de Arrenda­

mientos Urbanos, sin perder por ello el 

rigor jurídico preciso. La metodología 

seguida por los autores consiste en el 

comentario doctrinal de artículo por ar­

tículo, dando especial trascendencia al 

análisis comparativo de la actual legis­

lación en relación a la anterior, con es­

tudio específico y exhaustivo de las in­

novaciones y modificaciones que se 
han producido en la normativa arrenda­

ticia, todo ello con las correspondien­

tes referencias jurisprudenciales y con­

cordancias del articulado de esta Ley 

con otros cuerpos normativos de nues­

tro ordenamiento jurídico. 
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